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Comentario preliminar 



Este comentario preliminar está escrito a modo de un "diario" y refleja el acontecer económico y tributario español día a día, tal como lo ve el autor, no siendo objeto de corrección posterior, y supone, creo, un acertado método de recoger las modificaciones producidas tributariamente en nuestro país a lo largo de un año. Léalo que no tiene desperdicio. Hay lectores que me aseguran que merece la pena adquirir el libro aunque no sea más que por este prólogo -el autor ya no tiene abuelas-; no sé si será cierto, pero le aseguro que no se aburrirá.

Estimado lector:

De pronto, Juan Rosell, presidente de la CEOE planteó -el mismo día que Sarkozy iba a ser padre con la ayuda de Carla Bruni- que los sindicatos participen en los Consejos de Administración de las empresas a través de órganos de vigilancia, al más puro estilo alemán, con labores de supervisión y cooperación. Lo que tendrían que cambiar los sindicatos, que en España están anclados en tiempos pasados... Ah, además, la CEOE propició moderar la demanda de servicios públicos a través del copago de alguno de ellos.

El proyecto del comisario europeo del Mercado Interior, Michel Barnier, de obligar a las empresas a que sus cuentas sean auditadas por "dos revisores", uno de los cuales no podrá formar parte del "Grupo de los Cuatro Grandes", provocó una verdadera rebelión entre las mayores firmas auditoras, que se ven abocadas a escisiones sin cuento. Por no hablar que la reforma iría acompañada de la prohibición de que las auditoras presten otros servicios como asesoría legal o fiscal.

A veintiséis días de las elecciones generales, el Presidente del Gobierno en ciernes Mariano Rajoy declaró: "No, nosotros no vamos a recortar impuestos, salvo a los emprendedores que creen nuevas empresas", y que los ahorros vendrían "principalmente reduciendo el gasto y la deuda pública, así como revisando el seguro de desempleo".

El Real Decreto 1517/2011, de 31 de octubre, aprobó el Reglamento que desarrolla el Texto Refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas, que en relación a la prórroga tácita del contrato de auditoría por un plazo de tres años, regula algunos aspectos, a nuestro juicio, inadecuadamente, porque exige información en Junta de Socios de dicha prórroga y la comunicación al Registro Mercantil. Total, que lo deja peor que antes, porque dado que la prórroga se produce automáticamente, si no se quiere que ello ocurra, la sociedad debe manifestar su voluntad en contrario antes de que cierre el ejercicio auditado, cuando la empresa auditora todavía -como es lógico- no ha emitido su Informe.

No había pasado el Día de los Fieles Difuntos -1 de noviembre-, cuando el Presidente griego Yorgos Papandreu puso uno encima de la mesa: la celebración de un referéndum sobre el plan de rescate a Grecia pactado con sus socios de la UE. Los bancos europeos pulverizaron en una sola sesión de bolsa 45.300 millones de euros y el pánico ante un descalabro del euro invadió los mercados. Al día siguiente Papandreu, atosigado por Merkel y Sarkozy, anunció que finalmente no convocaría el referéndum, y que había llegado a un acuerdo con otros partidos de su país para tener una mayoría estable que pudiera aplicar las reformas. La zona euro respiró aliviada, aunque la tensión sufrida la dejó tocada. Ese fin de semana en Grecia se adoptó un acuerdo para la formación de un gobierno de coalición que garantizase la implantación de las reformas económicas y convocase elecciones generales adelantadas. Cuando la UE parecía respirar tranquila, se empezó a hablar de un rescate imposible: el de Italia.

El 7 de noviembre, día en el que se celebró el esperado "debate televisivo" entre los dos candidatos a la Presidencia del Gobierno, aún no se había presentado la Ley de Presupuestos para el 2012. ¡Qué desastre! Justo el día de antes, el gobierno de Ángela Merkel, contra corriente, anunció una rebaja de impuestos de 6.000 millones de euros a dar en dos pasos, 2013 y 2014, con el objetivo de lograr una mayor "equidad fiscal" en la principal economía europea.

En el referido debate entre candidatos, Mariano Rajoy afirmó que si llegaba a ser Presidente del Gobierno modificaría la LIVA en el sentido que no habría que ingresar el IVA de las facturas hasta el momento de su cobro, en lugar del de su devengo, como ocurre actualmente. Me parece que va a ser que no, que pertenecemos a la UE y las Directivas sobre el IVA nos afectan, y si no vean cómo Bruselas ha dicho que no al tipo reducido del 4% para viviendas nuevas por ser contrario a la legislación comunitaria, que establece un tipo mínimo del 5% en casos especiales.

El mismo día del debate, la Unión Europea amenazó al Banco de España con una multa del 0,1% del PIB (1.000 MM de euros) si no se adoptaban medidas urgentes para reducir un paro que duplica la media del de la UE. Mientras tanto, la prima de riesgo del bono español a diez años rozaba los 400 puntos básicos. Para alegrar a los españoles, Jim Rogers, cofundador junto con Georges Soros del fondo Quantum, anunció en esa misma fecha que las medidas adoptadas para salvar el euro eran insuficientes y que "tarde o temprano habrá una quita de la deuda española". Y, al día siguiente, para "animar" al personal, el Servicio de Estudios Económicos del BBVA auguró que a finales de año España entraría en recesión después de dos trimestres negativos.

El 9 de noviembre de 2011, la prima de riesgo de Italia sobrepasó los 574 puntos básicos, un nivel superior al que había provocado la intervención de Irlanda, Portugal y Grecia, con lo que el miedo se asentó nuevamente en las bolsas mundiales, que sólo veían como solución transitoria que el BCE imprimiese más euros y comprase más deuda italiana, medidas ambas peligrosas. Algo curioso: el valor del oro se redujo, dicen que a causa de que el dólar se mostraba muy fuerte.

Por entonces la prima de riesgo española llegó a rebasar los 400 puntos básicos ¡Horrible!, mientras España seguía entretenida con lo que los políticos decían en los mítines. Y pocos días después, el 15 de noviembre, el riesgo país alcanzaba 450 puntos básicos, momento en el que se considera que la economía de un país debe ser rescatada. Si la Comisión Europea no confía en que España reduzca adecuadamente su déficit, el mercado aún menos. ¿Cómo le dará la vuelta el Gobierno que resulte del 20N? Nadie lo sabe... ni siquiera quien va a gobernar, que se mueve en una ambigüedad e indefinición calculadas en materias tan importantes como impuestos, política laboral, copago sanitario o agenda energética.

Inopinadamente, en el lapso de una semana, il Cavalieri Berlusconi y el señor Papandreu dimitieron de sus cargos de presidentes de sus gobiernos. Nadie lloró su ausencia de la gobernanza pública. ¡Cuánta ingratitud, Dios mío!

Inmaculada Rodríguez Piñeiro, secretaria general de Infraestructuras y coordinadora del programa económico electoral del PSOE, en declaraciones a Expansión, afirmó: "La política de ajustes sólo lleva al estancamiento, y si la Economía no crece no se puede reducir el déficit". Y, hasta cierto punto tiene razón; lo malo es que la situación actual nos aboca sin remedio a ajustes clarísimos sí o sí....

A esa fecha, Juan Carlos López-Hermoso, presidente de la AEDAF, se mostró partidario de un incremento de los tipos de IVA, acompañado de una reforma a la baja de las cotizaciones a la Seguridad Social, un mantenimiento o rebaja del Impuesto sobre Sociedades y la desaparición del sistema de módulos que propicia el fraude. En relación al criterio de caja para el devengo del IVA, se manifestó contrario por ser inviable materialmente, no sólo para las empresas, sino también para la Agencia Tributaria.

Y llegó el gran día -20 de noviembre- y no hubo sorpresas, que ganó el PP por mayoría absoluta como estaba pronosticado. No me explico cómo Mariano Rajoy tuvo ganas de "saltar" en el balcón de Génova, con la que se le venía encima de sinsabores y disgustos económicos.

Entre las medidas a adoptar de forma inmediata, el PP anunció cuatro: 1ª) ley orgánica para limitar el gasto del Gobierno central y las CCAA, completando la reforma constitucional sobre estabilidad presupuestaria; 2ª) ley de flexibilización de la negociación colectiva; 3ª) ley de saneamiento definitivo de la banca (el Banco de Valencia fue inmediatamente intervenido); y 4ª) ley de supresión de subvenciones a los sindicatos, nido de desvío de fondos consentido por el poder. En fin, que no sonó mal lo prometido...

Cuando nadie lo esperaba, el FMI anunció que modificaría las líneas de crédito existentes para países en vías de desarrollo, con la finalidad de que también pudieran acogerse a ellas países solventes pero con falta de liquidez, los cuales podrían solicitar préstamos por importe de hasta diez veces la cuota aportada por cada miembro al Fondo. España respiró aliviada, que los intereses de las subastas de las últimas semanas la habían dejado sin resuello. Pero ¡ojo!, que las condiciones para obtener dichos préstamos serán muy duras y limitarán la autonomía presupuestaria de los prestatarios.

Por sorpresa, el 29 de noviembre, trescientos comerciantes chinos pidieron en la calle al alcalde de Madrid que no les ponga trabas para obtener la "segunda licencia municipal" para la venta de vino, cerveza y otras bebidas alcohólicas durante veinticuatro horas al día y equipararse así a las tiendas de conveniencia y gasolineras. ¡País!

La posición de Alemania más proclive a una mayor intervención del BCE en el mercado de deuda -siempre que exista una mayor consolidación fiscal en la Eurozona- provocó tal subida en las Bolsas que dejó a todos, de momento, encantados, pensando que esta vez la subida tendría continuidad. Mientras tanto, la OCDE pronosticaba para España un crecimiento del PIB menor del previsto en 2012, un 0,3%, y una subida del paro hasta del 23%, ambos para el mismo año. ¡Dios mío! Y de pronto, la deuda alemana se contagió dejando a la voracidad de los mercados financieros la sostenibilidad de la moneda euro.

Súbitamente, el último día del mes de noviembre, la Reserva Federal de EEUU, el BCE y los bancos centrales del Reino Unido, Canadá, Suiza y Japón anunciaron que actuarían coordinadamente para prestar dinero a un precio razonable a los bancos centrales de los países que lo necesitasen. Ello provocó que en España el riesgo-país se relajase por debajo de los 400 puntos básicos mientras se producía una importante subida de la Bolsa. ¡Qué grave tenía que ser el problema para haber acudido a esa medida! Por cierto, que la solución es como el "bálsamo de fierabrás", que sólo alivia pero no cura...

El 9 de diciembre, en Bruselas, veinticuatro Estados miembros de la UE se pusieron de acuerdo en aprobar antes del mes de marzo de 2012 unas normas a nivel constitucional o legislativo similar que fijen el déficit estructural máximo no superable en el 0,9% del PIB de cada país; además, en el caso de que un país supere el 3 por ciento de déficit, incurrirá en sanciones cuasi-automáticas (salvo que se oponga a ello una mayoría cualificada); y el déficit no podrá superar el 60% del PIB, teniendo obligación de corregir la desviación una vigésima parte cada año. Otro miembro, GB, vetó que los acuerdos se trasladasen a la Carta Magna europea, por lo que su determinación se efectuará a nivel intergubernamental. ¿Y de la reactivación económica, se habló algo? No, que no tocaba.

En fin, Europa se refunda y la independencia de la ´City de London' se salva, de momento.

Cuatro días antes de Nochebuena, Mariano Rajoy, arropado por los otros 185 diputados del PP, subió al estrado del Congreso de los Diputados, y con buena voz leyó ante sus señorías su "plan para salvar a España de la crisis", y, en honor a la verdad, hay que reconocer que sonó bien:

- Reducción del déficit público en -sólo- 16.500 MM.

- Recorte profundo de los gastos de la Administración.

- No reposición de las bajas de funcionarios, salvo en servicios esenciales.

- Supresión de las prejubilaciones e instauración de una proporcionalidad entre las cotizaciones realizadas a lo largo de la vida laboral y las pensiones a percibir.

- Eliminación de los puentes laborales, trasladando las jornadas festivas a los lunes.

- Ampliación en un año del bachillerato (¿?).

- Supresión de organismos autónomos.

- Nuevo modelo de gestión de las televisiones públicas (se podía haber incluido en el punto anterior, supresión de...).

- Saneamiento inmobiliario de los balances de las entidades financieras.

- Mantenimiento del IVA superreducido para la adquisición de la vivienda habitual con un límite en su precio y recuperación de la deducción por IRPF.

- Reforma del IVA a las PYMES y autónomos para que no ingresen el IVA hasta que lo hayan cobrado (con permiso de la UE, creemos).

- Eliminación de límites para la aplicación del tipo del 20 por ciento de las sociedades con una cifra de negocios inferior a cinco millones de euros.

- Exención de las plusvalías que se obtengan en la venta de activos fijos cuando se reinviertan en la modernización de la actividad empresarial.

- Ampliación hasta los 12 millones de euros de la cifra de negocios que permite acogerse al régimen fiscal de empresas de reducida dimensión y aumento a 500.000 euros del límite de base imponible a la que se aplica el tipo de gravamen reducido del 25 por ciento.

- Implantación de una fiscalidad más atractiva para los beneficios no distribuidos que se dediquen a la adquisición de activos, tributando diez puestos menos que los destinados a ser distribuidos a los socios.

- Mejora de la tributación de las prestaciones de los planes de pensiones.

- ¡Ah! Y actualización de las pensiones.

Las primeras medidas las pensaba aprobar el Gobierno por Decreto-Ley antes del día de San Silvestre, y en el mes de enero de 2012 presentar el Estado Macroeconómico y el techo de gastos para los Presupuestos del Estado, cuyo proyecto se materializará en el mes de marzo.

¡Qué terrible va a tener que ser el recorte en el gasto!, porque las medidas anunciadas van dirigidas a lograr una cierta expansión económica que dinamice el mercado a través de una disminución de los ingresos del Estado.

¿Y el IVA subirá? No se sabe, dijo el Sr. Rajoy con la boca pequeña. ¿Y de la reforma laboral? Únicamente su anuncio, que la están pensando, pero, como adelanto, dijo que el Gobierno piensa en una bonificación de 3.000 euros a la contratación del primer empleo de un trabajador, así como otra del 100 por 100 de las cuotas de la Seguridad Social por los contratos a menores de 20 años.

El conjunto de medidas nos parece acertado, son de sentido común y hace años que se debían haber adoptado. ¡Vaya legislatura que le espera al Sr. Rajoy! Yo no sé cómo hay alguien que desea ser Presidente del Gobierno.

El mismo día, el ex director gerente del FMI, Dominique Strauss-Kahn, alias "DSK", rompió su silencio para afirmar en un foro chino que las decisiones tomadas en la cumbre económica de diciembre "sólo retrasarán la caída de la Eurozona en el precipicio..."

Al final, Cristóbal Montoro, ministro de Hacienda y Luis de Guindos, de Economía y Competitividad; el primero para "ajustar" el presupuesto y el segundo para "estimular" la actividad económica. Que acierten, que falta nos hace.

La víspera de la Lotería de Navidad, algo más que la pedrea le tocó a los bancos; el BCE les prestó 489.190 MM de euros a tres años, que se ve que no tenían liquidez ni para comprar deuda de los Estados miembros. Al día siguiente, la prima de riesgo bajó a 311 puntos, la Bolsa subió y el Palacio de la Moncloa no tuvo inquilino, que Zapatero -visiblemente relajado- lo abandonó y a Rajoy no se le esperaba hasta pasada la Navidad. Dan ganas de dejar el palacio sin "okupas", que el habitarlo trae mal fario.

El boletín de diciembre del Banco de España confirmó que se acelera la atonía de la actividad económica, aumenta el ritmo de la destrucción de empleo y se modera el dinamismo de la exportación, un terrible panorama real que no tiene nada que envidiar al de la Real Casa.

No bien pasada la Navidad, el nuevo Ministro de Economía y Competitividad avanzó que la economía española registraría un "crecimiento negativo" en el cuarto trimestre de 2011 y que "los dos próximos trimestres no van a ser sencillos en términos de crecimiento ni empleo".

A los diez días de anunciar el Sr. Rajoy en el Congreso de los Diputados que "no pensaba subir los impuestos", el Consejo de Ministros "celebrado" el día antes de San Silvestre acordó por medio del Real Decreto-ley 20/2011 la mayor subida de impuestos de la historia española. La Vicepresidente del Gobierno la justificó en que el déficit que se había encontrado era del 8%, en lugar del "esperado" del 6%. Hay que ver lo listos que son los nuevos ministros, que han descubierto un agujero del 2% en sólo una semana y aún han tenido talento para planificar las medidas para corregirlo en tan corto espacio de tiempo. En fin, la subida, "de momento", consistió en lo siguiente:

- Subida durante dos años del IRPF -"recargo temporal de solidaridad" le llama el Gobierno, que supone un aumento de los tipos generales de la tarifa, que irá del 0,75% para las rentas entre 9.000 y 17.000 euros hasta el 7% para los que ingresen más de 300.000 euros creando en este caso un nuevo tramo adicional. Según Montoro se ha preferido gravar más el IRPF, en vez de tocar al IVA porque dañará menos el crecimiento económico. Esta medida supone desandar el camino que en la época de Aznar emprendió el PP para salir de la crisis y que fue el de bajar los impuestos para generar más riqueza en manos de los particulares, camino en el que, por cierto, transitó muy bien la sociedad española. En nuestro país, siempre que el último tramo del IRPF se ha colocado en un listón tan alto ha disminuido la inversión de los grandes y medianos patrimonios que no ven recompensado un esfuerzo inversor en el que más de la mitad de los beneficios se los lleva el Estado y las CCAA.

- Fijación en el 21 por ciento el tipo de retención, desde el 1 de enero de 2012 al 31 de diciembre de 2013.

- Incremento de la tributación por las rentas del capital y plusvalías -rentas del ahorro- que supone tributar hasta 6.000 euros al 21%, de 6.000 hasta 24.000 euros al 25% y a partir de 24.000 euros al 27%. ¡Qué desastre para el ahorro!

- Subida del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que los ayuntamientos siguen gastando mucho y no tienen ingresos. ¡Pobrecitos!

Y con estas medidas, ¿se recuperará el empleo? Creemos que no, que ocurrirá todo lo contrario, y que la actividad económica se contraerá hasta extremos insospechados. Mientras no se apruebe una verdadera reforma laboral que incluya una disminución de las cotizaciones sociales -lo que veo difícil ahora que se está entrando en niveles rojos- acompañada de una mayor disponibilidad del crédito a las empresas y particulares -todo lo contrario de lo que está ocurriendo- España continuará creando parados. ¡Qué mal tiene que estar la situación para que el Gobierno se haya visto obligado a aprobar un Real Decreto-ley que sube desmesuradamente algunos impuestos a pesar de lo prometido.

En definitiva, el total de las medidas del RDL supondrá una disminución del déficit de unos 20.000 MM de euros, pero habrá que esperar a la Ley de Presupuestos, que con eso de que el déficit era del 8% en lugar del 6%, obligará a nuevos recortes por otros 18.000 MM de euros. ¡Dios mío!

¡Ah!, y se recortaron en 1.600 MM de euros las inversiones en el Ministerio de Fomento, lo que supondrá frenar el efecto multiplicador del empleo que tienen.

• y se redujeron en un 20% -solamente- las subvenciones a sindicatos, patronal y partidos políticos.

• y se recortó el gasto en las Administraciones en 8.900 MM de euros congelando, entre otras medidas, el sueldo a los funcionarios.

• y se suprimieron las ayudas fiscales para el uso del gasóleo profesional.

• y se mantuvieron -también en 2011- los incentivos para la adquisición de vivienda.

Dos días antes de vencer el plazo dado por Rajoy -6 de enero de 2012- para que patronal y sindicatos llegasen a un acuerdo sobre la reforma laboral, el secretario general de la UGT, Cándido Méndez, se mostró a favor de permitir que a un trabajador se le convierta la jornada completa en otra a tiempo parcial, siempre que el acuerdo entre empresa y trabajador esté consensuado, sea reversible y se trate -sobre todo- de empresas pequeñas y medianas. Esas buenas intenciones las hubiéramos querido ver hace dos años, cuando se empezaron a demandar ese tipo de medidas; ahora se quedan cortas y la reforma laboral deberá tener un alcance mucho mayor.

En una encuesta-sondeo de El Mundo - Sigma Dos, el 63% de los encuestados se manifestó en el sentido de que hubieran preferido adelgazar -más aún- la estructura de la Administración, recortando a tope el gasto, que sufrir una tan drástica subida de impuestos como la que el Gobierno del PP aprobó (a pesar de lo prometido).

Francia y Alemania llegaron a comienzos del año a un acuerdo para proponer en una próxima cumbre comunitaria la aplicación de una tasa a las transacciones financieras.

Y de pronto, las agencias de calificación, después de alabar las medidas adoptadas por el ejecutivo español para reducir el déficit comenzaron con su letanía de pronósticos: la neoyorquina Moody´s advirtió de que un ajuste fiscal tan masivo en un contexto de ralentización económica puede agravar la perspectiva económica negativa, previendo que el PIB se contraiga entre un 0,5% y un 1% en 2012, pronóstico catastrófico para Morgan Stanley, que prevé un desplome del 1,7%, que en el peor escenario podría llegar al 3,7%, aconsejando mejorar la competitividad mediante la bajada de las cotizaciones sociales compensada con un incremento de los tipos de gravamen del IVA.

Por cierto, Alemania colocó deuda con un interés negativo. Malo para el resto de países de la UE y también para la propia Alemania; si no al tiempo...

El Sr. Montoro aseguró que al final de la legislatura todos los contribuyentes pagarán menos porque habrá crecimiento económico, más empresas abiertas y más empleo, lo que permitirá bajar los impuestos ¡Quién lo diría, viendo a este ministro, que pudiera ser tan optimista!

A mitad de enero, ni Sindicatos ni Patronal habían llegado a un acuerdo sobre la reforma laboral, por lo que el Gobierno anunció que en una o dos semanas aprobaría un proyecto para enviar al Congreso. Se comentó que el Gobierno pensaba dar un papel más activo en la contratación a las empresas de trabajo temporal y a las mutuas a la hora de reducir el absentismo (un escándalo nacional, consentido por el poder), así como mejorar la formación de los trabajadores abriendo los cursos (más papeles que otra cosa) a la libre concurrencia, suprimiendo el monopolio de Sindicatos y Patronal, que han demostrado sobradamente su ineficiencia, así como crear nuevos contratos con despidos más baratos y permitir el descuelgue de los convenios y... En menos de dos semanas sabremos si la reforma es seria o no.

Vencida la primera mitad del mes de enero, la presidenta de la Comunidad de Madrid se mostró partidaria de que las "rentas más altas" debían pagar más que las "rentas más bajas" por algunos servicios sociales como, por ejemplo, las medicinas. Por las mismas fechas la presidenta de Castilla-La Mancha anunció que el PP pensaba plantear al PSOE y demás fuerzas políticas un catálogo de servicios básicos en la Sanidad Pública. Aún no se habla del copago sanitario, pero todo se andará.

El Banco de España, después de digerir el pronóstico del FMI de que la economía española "decrecerá" un 1,7% del PIB en 2012, anunció a través de su boletín económico que, según sus cálculos, la contracción del PIB sólo será del 1,5% (da miedo pensar a qué nivel de recesión real llegaremos en 2012, porque para el año anterior el Banco de España estimó un crecimiento del 1,3% y al final resultó ser sólo del 0,7%).

Para alegrar al personal, la directora general del FMI alertó de que si no se aumentaba el fondo de rescate, países como Italia y España, que son fundamentalmente capaces de pagar su deuda, podrían incurrir en un problema de solvencia debido al coste de financiación de sus respectivas deudas. Más prudente en sus observaciones debiera ser Christine Lagarde, a ver si vamos a tener que añorar la época de su compatriota DSK.

Según los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA), el paro alcanzó a finales de 2011 la angustiosa cifra de 5.273.000 personas, situándose la tasa de paro entre quienes tienen de 20 a 25 años nada menos que en un 44,45 por 100. Aunque las administraciones públicas tienen el excesivo número de 3.136.100 funcionarios o empleados (204.000 más que cuando empezó la crisis, ¡y aún dicen que se están apretando el cinturón!), en el último trimestre redujeron sus nóminas en 84.000 personas, lo que indica un cambio de tendencia que han adoptado sobre todo las CCAA y Ayuntamientos, aunque no por voluntad propia sino porque no tienen con qué pagarles.

El Consejo de Ministros del viernes 27 de enero, aprobaba el anteproyecto de la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera de las Administraciones Públicas, estableciendo techos de gasto y límites al endeudamiento, así como de contabilización obligatoria, de ejecución presupuestaria y de su control, fijando sanciones bastante acertadas para las administraciones incumplidoras y estableciendo el presupuesto base cero para el 2020. En fin, lo que era obligado para llevar a cabo lo que la Constitución fijó a través de la reforma del año pasado. Además, se anunciaba la suspensión de todos los incentivos económicos a las energías renovables para reducir el déficit tarifario, porque, según el ministro de Industria, José Manuel Soria, los "molinillos" y los "huertos solares" podían acabar convirtiéndose en un grave problema financiero.

Por cierto, la Generalitat catalana suspendió su apoyo económico a Spanair, por lo que ésta se vio abocada a cesar sus vuelos y a preparar un concurso de acreedores. El final estaba ya escrito aunque no se quisiera leer. Por su parte, Facebook anunció su salida a bolsa. Atentos los bolsillos.

Comenzando febrero, el ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente Sr. Cañete, anunció un nuevo Plan Hidrológico Nacional solidario e integral para garantizar el agua en todo el territorio, así como una profunda reforma de la Ley de Costas. Para no ser menos reformista, el ministro de Justicia, Sr. Ruiz-Gallardón, dio cuenta de que se está estudiando que las parejas puedan casarse y "descasarse" ante notario. A los notarios les faltó tiempo para decir que les parece muy bien, que sus ingresos se han reducido "a la mitad". España no se hizo reformista con Lutero pero lo va a ser con Rajoy.

El Consejo de la UE ha realizado una propuesta de Directiva relativa a la base imponible común consolidada del Impuesto sobre Sociedades que pretende sea aprobada en 2013, lo que será difícil de lograr dado que hay algunos Estados miembros han manifestado graves reticencias a su aprobación. La propuesta regula la base imponible consolidada a través de la normativa fiscal, no del resultado contable corregido fiscalmente.

El primer viernes de febrero, el Gobierno se reunió en Consejo de Ministros y aprobó el Real Decreto-ley 2/2012, de saneamiento y consolidación del sector financiero, en el que llamaron la atención las provisiones tan elevadas (50.000 MM de euros) que tendrán que hacer las entidades financieras para acabar con la burbuja inmobiliaria que lastra sus balances. Esta disposición legislativa pretende reducir el precio de la vivienda, lo que sin duda generará gran frustración entre los que la compraron en la década pasada. Tanta provisión va a provocar pérdidas enormes a los bancos y el estrangulamiento del crédito porque los bancos estarán algo más saneados pero más pobres, por lo que la captación de dinero fuera de nuestras fronteras será problemática. Pero ¿sabe Vd., lector, qué es lo que más comentaron los periódicos de esta reforma?: el "guillotinazo" a los sueldos de los ejecutivos bancarios de entidades con ayudas. Al día siguiente, el Sr. Pérez (Rubalcaba) ganó por 22 votos las elecciones a Secretario General del PSOE: qué tranquilo debió dormir esa noche D. Mariano...

El Tribunal Supremo de Francia anuló una inspección del fisco basada en la información sobre cuentas bancarias del HSBC en Suiza, por entender que al haber sido robada constituía una prueba ilícitamente lograda, por lo que llega a condenar al Estado francés a indemnizar -no mucho- al contribuyente. A la AEAT no le ha debido gustar nada este antecedente. Qué pena que algunos se vayan de rositas, pero la Ley es el Derecho al que también el Estado debe someterse.

Por fin, el 10 de febrero, el Gobierno aprobó el Real Decreto-ley 3/2012 de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral. A nadie dejó indiferente porque, por primera vez, nos encontramos ante una verdadera reforma laboral que adopta medidas de choque, entre las que se encuentran las siguientes:

- Se autoriza a las "empresas de trabajo temporal" a operar como agencias de contratación (ya era hora, que el INEM no funcionaba adecuadamente), así como se reconoce a centros y entidades de formación que hasta ahora no podían participar, la formación profesional del trabajador (se acabó el monopolio de sindicatos y CEOE).

- Se conceden al trabajador importantes ventajas para ayudarle en su formación.

- La indemnización por despido improcedente se fija en 33 días por año trabajado (antes 45) con un tope de 24 mensualidades (antes 42), sin perjuicio de los derechos adquiridos hasta el momento de la aprobación del RDL. Es decir, la indemnización por despido improcedente será de 45 días por año de los transcurridos hasta esta reforma laboral, y de 33 días por año por el periodo que transcurra desde el 13 de febrero de 2012 hasta la fecha del despido (un prorrateo, en definitiva).

- Se suprime el 'despido express', consistente en el previo pago de 45 días por año trabajado y el reconocimiento de la improcedencia.

- Se elimina la autorización administrativa previa para los expedientes de despidos colectivos, sustituyéndola por la comunicación a la autoridad laboral y la apertura de un periodo de consultas con los representantes de los trabajadores.

- Se entiende que concurren causas económicas en los despidos colectivos (20 días de indemnización, con un tope de 12 mensualidades), cuando de los resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa, como la existencia de pérdidas actuales o previstas o la disminución persistente de su nivel de ingresos o ventas, entendiendo por tal, si la disminución se produce durante tres trimestres consecutivos.

- En el despido por faltas de asistencia al trabajo, aún justificadas pero intermitentes -20% de jornadas sin asistir al trabajo durante dos meses consecutivos o el 25% a lo largo de un periodo de cuatro meses discontinuos dentro de un año- se suprime el requisito complementario de un absentismo de toda la plantilla del 5%.

- Se crea un contrato de trabajo indefinido de apoyo a los trabajadores por el cual las empresas que tengan menos de 50 trabajadores podrán concertar el contrato de trabajo de apoyo a los emprendedores, teniendo la empresa derecho a la deducción fiscal de tres mil euros cuando contrate a su primer trabajador, siempre que tenga menos de 30 años y, si contrata desempleados beneficiarios de una prestación contributiva, la empresa dispondrá de una deducción fiscal del 50 por ciento de la prestación por desempleo que el trabajador tuviera pendiente de percibir en el momento de la contratación, con el límite de doce mensualidades.

- Las contrataciones de desempleados inscritos en la Oficina de empleo darán derecho a bonificaciones en la cuota de la Seguridad Social para jóvenes entre 16 y 30 años y mayores de 45 años, manteniendo el contrato tres años.

- Los convenios de empresa tendrán preferencia sobre los del sector siempre con el acuerdo del comité de empresa o en caso de conflicto con la autorización de la Comisión Consultiva de los Convenios Colectivos (aún están llorando los sindicatos).

- Se vuelve, otra vez, a prohibir que los contratos temporales encadenados unos a otros duren más de dos años.

Qué quiere que le diga, amigo lector... yo creo que la reforma laboral debe estar bien hecha porque no ha gustado ni a la CEOE ni a los sindicatos y aunque no servirá para crear de inmediato puestos de trabajo, asienta firmes bases para lograrlo a medio y largo plazo. Va a resultar que el Sr. Rajoy tenía más agallas de lo que parecía, nos está acercando a Europa a paso rápido ¡Ahora sólo falta la rebaja de las cotizaciones sociales y ... a crear empleo!

El Gobierno aprueba el RDL 4/2012 por el que las entidades locales deben informar sobre sus deudas pendientes a fin de arbitrar un mecanismo para su pago. ¡Da horror pensar lo que aparecerá! Esto sí que va a ser un verdadero "levantamiento del velo".

Se acababa febrero, cuando el Sr. Montoro hizo público que el déficit de 2011 alcanzó el 8,51 por ciento. ¡Pobre España! Llevamos ya no sé cuántos meses sin oír una noticia buena. El que fue ministro de Economía y Hacienda, consejero de FAES y marido de "la Presley", sufrió un derrame cerebral, siendo operado de urgencia. Que se mejore...

El 7 de marzo, el gobierno griego amenazó con el impago total a los acreedores privados que no participen en el canje de bonos con condonación de deuda -recorte del 53,5% con vencimientos más largos- lo que desencadenaría un perjuicio enorme a las aseguradoras y equivaldría a una quiebra. Las bolsas europeas perdieron en un día un tres por ciento y la prima de riesgo del Banco de España llegó a los 340 puntos básicos. ¡Nuestro gozo en un pozo, aún no estamos salvados!

En el "Foro para una Justicia de Calidad", los secretarios judiciales propusieron la fijación de cuantías mínimas para la interposición de demandas o recursos, estableciendo tasas para aquellos pleitos que no las superen, a fin de evitar que se pleitee, generando un gasto judicial desproporcionado.

El 12 de marzo, Bruselas fijó el déficit máximo que podía alcanzar España en el 5,3% de su PIB -en vez del 5,8% que pretendía el Gobierno previamente- para poder apreciar hasta dónde podía apretarse a la economía española sin asfixiarla. El Presidente del Eurogrupo, Jean-Claude Juncker, tomó "la medida del cuello" al ministro español Luis de Guindos, que la verdad es que ni se inmutó. Por su parte, el comisario de Asuntos Económicos, Olli Rehn, aseguró que el nuevo objetivo de déficit pactado por el Eurogrupo para España permitirá facilitar a España el retorno al crecimiento sostenible y conducirá al objetivo del 3% para 2013.

El secretario del Tesoro de EEUU, Timothy F. Geithner, criticó las políticas de austeridad de algunos países europeos y subrayó que en España el dispendio público no ha sido la principal causa de la crisis, sino la falta de competitividad, la burbuja inmobiliaria y el endeudamiento de un sector privado poco competitivo, constituyendo las reformas fiscales "sólo parte de la solución". ¡Qué razón tiene!

Faltaban siete días para que llegase la Semana Santa de la Pasión, y ésta se aposentó en las filas del PP, que ni conquistó Andalucía ni el Principado.

Mientras tanto, Hacienda anunció que seguía adelante la idea de que las PYMES podrían pagar el IVA cuando lo cobrasen, no al devengo, lo que, a juicio de este autor, es un disparate que no traerá más que problemas -eso si no lo "tumba" la UE- y pocas ventajas prácticas, salvo que se permita deducir el IVA soportado sin haberlo satisfecho.

Y para compensar, D. Cristóbal -ministro de Hacienda- explicó que el Gobierno "está buscando fórmulas para que las grandes empresas adelanten el ingreso de los pagos fraccionados.

El 27 de marzo, en Seúl, el Presidente del Gobierno español, después de saludar al de los EEUU, reconoció que "mis hijos estudian inglés. Yo también", y recibió un cálido aplauso de los Jefes de Estado y de Gobierno recibidos en la II Cumbre de Seguridad Nuclear, como felicitación por su 57 cumpleaños. Debió ser lo único bueno que le ocurrió ese día, porque tuvo que anunciar que los Presupuestos para 2012 contemplan recortes en los distintos Ministerios del 15 por ciento.

En la misma fecha, con su "sugestiva" voz, el Sr. Montoro adelantó la congelación del sueldo a los funcionarios y que desaparecerán o se reducirán ciertas deducciones en el Impuesto sobre Sociedades, y no descartó más "cambios" tributarios (tradúzcase subidas de impuestos) porque en tres meses habíamos alcanzado la mitad del déficit previsto para todo el año. ¡Ah!, al finalizar el mes de marzo, lo único que había crecido en España era el paro. ¡Qué horror!

El 30 de marzo, un día después de la huelga general, el Gobierno desveló el secreto mejor guardado: la "amnistía fiscal indiscriminada", versus legal regularización tributaria extraordinaria, para sociedades y personas físicas para aflorar "dinero negro" existente en periodos impositivos cuyo plazo de declaración hubiera finalizado a la entrada en vigor del Real Decreto que en el mismo día aprobó el Consejo de Ministros y que vio la luz en el BOE al día siguiente, 31 de marzo. La amnistía fiscal amparaba el que los contribuyentes puedan presentar una "declaración" en la AEAT ingresando el 10 por ciento del dinero o bienes aflorados, con independencia de su cuantía, sin sanciones, ni intereses, ni recargos.

La medida no ha gustado nada a los técnicos e inspectores de Hacienda, por entender que atenta contra el artículo 31 de la Constitución -contribución a los gastos públicos de acuerdo con la capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en la igualdad y progresividad- y que perjudica a los honrados contribuyentes que se han visto gravados en su IRPF al 52 por ciento, mientras que los defraudadores arreglarán su situación con sólo un 10 por ciento.

Cristóbal Montoro confía recaudar 2.500 millones de euros con esta medida, que se ha visto obligado a adoptar y que han tenido que tragarse D. Mariano y Dña. Cospedal, que no hacía medio año criticaron con dureza la posibilidad de una amnistía que creían preparaba el Gobierno socialista. Pero creemos que se va a equivocar... Pagar el 10 por ciento por regularizar situaciones tributarias es oneroso para los españoles, y si no al tiempo. Las regularizaciones que se aprobaron siendo ministros de Hacienda Boyer y Solchaga y que consistieron, básicamente, en la compra de deuda pública con dinero oculto y a un bajo tipo de interés, no funcionaron excesivamente bien, adelantándonos que esta regularización no va a llenar en demasía las arcas del Estado.

Asimismo el Gobierno dio a conocer el Proyecto de Ley de Presupuestos -que deben aprobar las Cortes- que contiene además de contemplar las mismas medidas del RDL 12/2012, que acabamos de relacionar, tenía otras como:

- Recorte del gasto en 17.000 MM de euros.

- Reestructuración de la tributación del tabaco.

- Aumento de las tasas judiciales.

El Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo adoptó una serie de medidas en el Impuesto sobre Sociedades. Unas de carácter indefinido para los periodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2012, como:

- No deducibilidad fiscal de los gastos financieros devengados por deudas con entidades del grupo para la adquisición de participaciones a otras entidades del grupo.

- Establecimiento de un límite a los gastos financieros en los grupos de sociedades en cuanto superen el 30 por ciento de un particular "EBITDA fiscal", con un mínimo deducible de un millón de euros, medida que ya habían adoptado otros países de la OCDE a fin de evitar que sea más atractivo fiscalmente invertir en filiales en el extranjero donde la repatriación de beneficios está exenta, mientras la compañía se endeudaba en España donde todos los gastos financieros eran deducibles.

- Derogación para las empresas del incentivo de la libertad de amortización sin mantenimiento de empleo -Disposición adicional 11ª del TRLIS- lo que provocaba un diferimiento "eterno" del pago del IS en las empresas muy inversoras.

Con efectos para los períodos impositivos que se inicien dentro de los años 2012 y 2013, introducen en el Impuesto sobre Sociedades las siguientes modificaciones:

- Fijación en 2012 y 2013 en el IS como límite máximo de deducción para el conjunto de deducciones por actividades del 25% de la cuota íntegra minorada, que hasta ahora estaba fijado en el 35%, incluyendo la deducción por reinversión que antes no tenía tope, y fijando temporalmente el límite en el 50% si la deducción por I+D+IT supera el 10% cuota.

- Modificación de los pagos fraccionados de las sociedades que tributen por el sistema del artículo 45.3 del TRLIS y que tengan una cifra de negocios, en los doce meses anteriores a la fecha en que se inicien los periodos impositivos dentro de los años 2012 ó 2013, superior a 20 millones de euros, estableciendo que el importe no podrá ser inferior al 8 por ciento del resultado positivo, minorado en las bases imponibles negativas pendientes de compensar (que será del 4% si, al menos, el 85% de sus ingresos corresponden a rentas exentas o a dividendos con derecho de deducción al 100 por 100).

- Reducción al 1 por ciento del límite anual máximo deducible por el Fondo de Comercio (apartado 6 del artículo 12 del TRLIS) y del fondo de Comercio financiero (artículo 89 del TRLIS).

- Exención parcial en la venta de participaciones de filiales no residentes.

- Gravamen especial opcional en 2012 sobre rentas de fuente extranjera en territorios de baja tributación.

Parece que el Gobierno está estudiando una ley para combatir el fraude fiscal, y para que el personal se vaya haciendo a la idea, ha adelantado alguna de las medidas que piensa adoptar como la prohibición de pagos en metálico en cuantía superior a 2.500 euros por operación entre empresarios y profesionales y la comunicación de las cuentas bancarias de que sea titular el contribuyente en el extranjero; medidas que no nos parecen mal, pero la de no prescripción de la fiscalidad para las cuentas no declaradas en el extranjero de verdad que es difícil de asimilar en un país en el que el delito de asesinato prescribe a los 30 años ¡Oiga, pero es que la no declaración fiscal de cuentas bancarias en el extranjero nos afecta a todos! Ya, y entonces, ¿qué pasa con la prescripción del despilfarro de los fondos públicos? Pues que tampoco prescribe, porque el derroche de los fondos públicos no es delito.

La rotura de cadera del Jefe del Estado, permitió a muchos españoles conocer, a mediados de abril, la ubicación en el mapa de un país que en tiempos, en vez de Botswuana se llamó Rhodesia. Y como a perro flaco todo se le vuelven pulgas, Cristina Fernández, Presidenta de la República "hermana" de Argentina, expropió 'manu militari' el 51% de YPF y dejó a la española -y mejicana- REPSOL YPF sin su yacimiento de Mendoza. Se veía venir porque el populismo "posperonista" necesita retroalimentarse continuamente.

El día 22 de abril, Francia hizo ver a Sarkozy que debía contentarse con el amor de Carla porque el cariño de los franceses por su persona estaba en horas bajas ¡Ya se arrepentirán si no cambian de opinión en dos semanas!

Para animar al personal, el Sr. Montoro manifestó que: "hace ya más de un año que España camina al borde del precipicio". Dado que esa manifestación era más propia del Ministro de Economía que del de Hacienda, el Sr. Guindos adelantó a los medios de comunicación que en 2013 el Gobierno pensaba subir el IVA.

El día de la Fiesta del Trabajo -esa que se conmemora todos los años no trabajando- se comentó por todo el territorio nacional que iban a ponerse cabinas de peaje en las autovías, que el gratis total desaparecería. Pero, entonces ¿quitarán el Impuesto sobre Circulación? Creemos que no.

Y en el día de la madre, el socialista Hollande alcanzó la presidencia de la República francesa y manifestó que lo primero que haría sería reunirse con Angela Merkel -qué tendrá esta mujer que todos quieren estar con ella- para convencerla de que la reducción del déficit debe circular como un tren de mercancías no con la velocidad de un TGV (train a grande vitesse). Angela aseguró que le esperaba con "los brazos abiertos". ¡Menos mal!

Con motivo de unas declaraciones del presidente del Gobierno a Onda Cero, en las que se refirió a que el Consejo de Ministros aprobaría un Real Decreto-ley para lograr el saneamiento definitivo del sector bancario y a un comentario que hizo como de pasada, sobre la posibilidad de realizar un préstamo a Bankia, al Sr. Rato Figaredo, muy digno, le faltó tiempo -una hora- para dimitir de la Presidencia del Banco. Ya verá como los medios de comunicación criticarán su gestión en la entidad, que en España no se perdona a los dimitidos, bien sean voluntarios o forzosos.

Para celebrar la ocasión, la Bolsa española experimentó la mayor subida del año y al día siguiente una bajada tremenda. ¡País!

Pobre Bankia, obligada por Rodríguez y MAFO a "quedarse con Bancaja". Se juntaron los que más ladrillo tenían y así les ha ido, aunque la sensación que existe entre los banqueros es que el Gobierno ha sido "inducido" a tomar la solución por otros banqueros.

Según parece, ante el transcurso del plazo para presentar las cuentas auditadas sin que Bankia lo hiciese, BBVA, Santander y CaixaBank presionaron al ministro de Economía para que el Gobierno adoptara medidas sobre Bankia, la cuarta entidad del país, ¿y para qué está el Banco de España? Misterio...

De pronto, cuando en Madrid se preparaban para festejar a San Isidro, en un viernes -da miedo verlos venir- el Gobierno aprobó otro Real Decreto-ley de ordenación bancaria, que obligará a las entidades financieras a provisionar otros 30.000 millones de euros, esta vez para "atender" a los créditos malos y también a los buenos.

Creo que el Ministerio de Economía yerra con esta medida que pone a toda la banca española -salvo tres o cuatro grandes bancos- a los pies de los préstamos con intereses imposibles de cumplir, porque recibir dinero del Estado al 10 por ciento y prestarlo a los particulares al 6 por ciento es un negocio ruinoso que provocará a medio plazo un verdadero desastre nacionalizador. Hablar en estas condiciones de impulsar la recuperación económica me parece un sarcasmo.

Pero no crean que ahí quedó todo, que para combatir el fraude el Gobierno está pensado en ampliar el plazo de prescripción del delito fiscal a diez años y la pena de cárcel hasta seis años cuando la cuota defraudada sea mayor a 600.000 euros o se haya cometido el delito en el seno de una organización o grupo. Qué poco criterio, que no hace ni "cuatro días" que las Cortes habían fijado el plazo de prescripción en cinco años. Asimismo el Gobierno redujo de cinco a tres años el periodo obligatorio de alquiler de la vivienda, y también el periodo de prórroga automática.

El delito fiscal debe perseguirse con todas las fuerzas, pero mientras la sociedad no perciba verdadera austeridad en los que mandan -hasta ahora es un remedio- no es posible que se genere una animadversión mayor al fraude fiscal. Desgraciadamente se percibe en la calle que a nadie se le reprueba ni se le estigmatiza por facturar olvidándose del IVA. Este es un tema de educación ciudadana que debe comenzar ya desde la escuela.

Mientras el Sr. De Guindos estaba en Bruselas tratando de convencer a sus socios europeos de que España estaba haciendo muy bien los deberes, la prima de riesgo escaló a los 475 puntos, lo que hizo saltar todas las alarmas habidas y por haber. Mientras, la Bolsa descendía en rápel por debajo de los 6.800 puntos.

Como era Alemania la que pagaba el barco en el que se celebró la "cumbre" entre Merkel y Rajoy, la reunión la tuvieron que hacer en cubierta y en la popa de una embarcación por el río Chicago, sin glamour alguno y un poco cutre, para que luego no se acusase a los germanos de falta de austeridad. Si el próximo encuentro fuese en Madrid, yo creo que debería hacerse en una barca del estanque de El Retiro, que como sabemos, "aquí no hay playa".

El 12 de mayo, el BOE publicó el Real Decreto-ley 18/2012, por el que al objeto de estimular la venta de activos inmobiliarios, en relación con el IS e IRPF, se regula que los inmuebles urbanos adquiridos entre el 12 de mayo y el 31 de diciembre de 2012, cuando se vendan -si se venden- el día de mañana, las posibles rentas positivas que genere la transmisión tributen con una exención parcial del 50 por ciento. No confiamos mucho en esta medida; mejor se hubiera suprimido el IVA ó el ITPyAJD en la adquisición.

El mismo Real Decreto-ley prevé la constitución de sociedades de capital a la que las entidades de crédito deberán aportar todos los inmuebles adjudicados o recibidos en pago de deudas relacionadas con el suelo y con las construcciones, lo que generará pérdidas notables a dichas entidades si el importe recuperable de un activo es inferior a su valor en libros, como ocurrirá normalmente.

El BOE del 4 de junio, publicó la Orden HAP/1181/2012, por la que se aprueba el modelo 250 para, hasta el 30 de noviembre, ingresar el 8 por 100 de los dividendos y rentas transmisión valores representativos de entidades no residentes.

Y el 9 de junio, en pleno fin de semana, D. Mariano anunció desde la Moncloa que la UE iba a prestar a la banca española 100.000 millones de euros a través del Fondo de Reestructuración Bancaria (FROB), a un interés aproximado del 3% y con la garantía de devolución del Reino de España. Exultante, el sr. Rajoy manifestó que gracias a las medidas adoptadas por el Gobierno en los cinco últimos meses, no había sido necesario un "rescate" y que, en último caso, no eran tiempos de "nominalismos" para definir lo que estaba pasando.

El lunes 11, dos días después, mientras los periódicos hablaban de "rescate" y la Bolsa española subía contagiada del optimismo de nuestro Presidente de Gobierno, al líder de la oposición no se le ocurrió otro comentario que el de "es preciso crear una comisión parlamentaria para investigar y comprobar cómo se reparte el crédito de los 100.000.000.000 de euros". ¡Dios mío, una comisión parlamentaria para arreglar los problemas económicos de España! ¿Cómo no se nos habría ocurrido antes?

No había terminado el día y la Bolsa acabó en 6.516 puntos, después de haberse situado por la mañana por encima de los 6.900 puntos. Hay juegos de azar con menor riesgo.

La secretaria de Estado de Presupuestos, seguramente en un momento de despiste, aseguró que el ejecutivo "No va a subir el principal impuesto que grava el consumo", pero es posible que se "ensanchen las bases de dicho impuesto, siguiendo las recomendaciones de la Comisión Europea", lo que -en román paladino- supondría gravar al tipo general del 18% de IVA algunos artículos hoy gravados al tipo reducido del 8% o al superreducido del 4%. Bendito eufemismo que a subir los impuestos le llama "ensanchar las bases". ¡FEDEA, no les des ideas, que las cogen al vuelo!

El día 13 de junio la prima de riesgo alcanzó los 525 puntos básicos ¡De llorar! Menos mal que el bono alemán a diez años está barato, que sino...

Y se "relajó" hasta los 574 puntos básicos, pero España siguió pendiente del Campeonato europeo de fútbol, donde "la Roja", sin convencer, se enfrentaba en semifinales a Portugal, país hermano, aunque siempre nos estén los portugueses recordando a Aljubarrota.

Mientras, Standard & Poor´s rebajaba a toda la Banca española a la categoría de "bono basura" -menos a los tres grandes, a la March y a la Caja Rural de Navarra- y "nuestro" comisario Almunia, aunque diciendo verdades, parecía deleitarse anunciando que España va a ser mirada con lupa por los organismos comunitarios, en mayor medida que otros países que no han pedido el rescate de su banca, los periódicos nacionales abrían sus ediciones con titulares dedicados a la corrida de Badajoz, donde José Tomás -ante un público enfervorizado- cortó tres orejas y "El Juli" cuatro, que para eso torea mejor, y en nuestros pueblos en la fiesta de San Juan la crisis no se notó, el calimocho corrió a raudales y únicamente la cohetería fue algo menos espectacular.

D. Mariano anunció que subiría al escalón superior del IVA muchas entregas y servicios que hoy tributan al tipo reducido y superreducido, que Bruselas lo exigía; perdón, que lo había sugerido...

El día 22 de junio vio la luz la Ley 1/2012, de simplificación de las obligaciones de información y documentación de fusiones y escisiones de sociedades de capital, que deroga el Real Decreto-ley 9/2012, de 16 de marzo que regula el mismo tema. El legislador aclara en el Preámbulo de la Ley, que ésta era precisa porque el Real Decreto-ley hubo que aprobarlo como medida urgente, dado que vencía el plazo para incorporar a la legislación española la Directiva 2009/109/CE del Parlamento y del Consejo. Traduciendo, que con las prisas no gustó cómo quedó el Real Decreto-ley y por eso se deroga a los tres meses de iniciar su andadura.

De paso, la Ley 1/2012 vuelve a regular la "dichosa página web" de las sociedades mercantiles y la convocatoria de las juntas generales de socios a través de ella. Se ve que al Ministerio de Justicia todo esto de la informática y sus aplicaciones le viene grande. Confiemos sea la última vez que se legisle sobre el tema, porque las sucesivas modificaciones no han traído más que inseguridad jurídica en las sociedades y en los Registros Mercantiles.

Por cierto, la Ley 1/2012 deja "en suspenso" hasta el 31 de diciembre de 2014, el derecho de separación de un socio en el caso de que hubiera votado en la Junta General a favor de la distribución de beneficios y la Junta no hubiera acordado, al menos, la distribución como dividendo de un tercio de los beneficios netos de la explotación, derecho que recogió el Real Decreto legislativo 1/2010, de 2 de julio. La medida no cabe sino acogerla con alegría en una época como la actual en que debe tener preferencia la capitalización de las empresas a la de una remuneración vía dividendo de los fondos propios aportados, aunque "chirríe" el derecho de los socios que en algunos casos ven pasar los años "en blanco". Con lo fácil que hubiera que los legisladores hubieran reconocido el derecho de separación si no se reparte el 10 por ciento del beneficio... Han ido a elegir el camino más fácil: suspender de momento el derecho, sin afrontar el problema. Pero, ¿cómo van a estar capacitadas sus señorías para legislar sobre la economía de las empresas si el 97 por 100 jamás han sido empresarios, ni lo van a ser, y tampoco han asistido a los consejos de administración más que por su pertenencia a un partido o sindicato (véase Bankia)? Si supiesen los congresistas las numerosas compañías que haciendo "de tripas corazón" han tenido que acordar repartos de dividendos no inferiores a un tercio del beneficio para evitar que los socios utilizasen un derecho de separación para el que no disponían de fondos para afrontar su pago...

El órdago que el Sr. Monti lanzó a los diecisiete el último jueves del mes de junio -al que se adhirió el Sr. Rajoy- de vetar cualquier propuesta comunitaria si no se afrontaban ya, de una santa vez, medidas para arreglar los graves problemas de deuda que lastraban a algunos Estados miembros y el cansancio que algunos representantes europeos tenían pasadas las cuatro de la madrugada -la Sra. Merkel yo creo que a esa hora estaba "caput"- lograron lo imposible: un acuerdo para que antes de fin de año los préstamos a las entidades financieras se hiciesen directamente, no a través de las naciones y un mecanismo de compra de deuda con intereses imposibles, lo que hizo que al día siguiente los mercados tuvieran la mayor subida en dos años y que las primas de riesgo de la deuda italiana y española tuviesen un respiro de más de sesenta puntos; claro que para ello hubo que ceder en las políticas de consolidación fiscal a las que cada vez, pienso, debemos temer menos, porque el afán recaudatorio de nuestro Gobierno se ha vuelto insufrible.

¿Será casualidad que el país que tiene los impuestos más bajos, EEUU, es el primero que ha salido de la crisis? Históricamente puede comprobarse que las grandes depresiones económicas de los Estados, las que se eternizan en el tiempo, han estado asociadas a subidas de impuestos, y es lógico, porque los Gobiernos no saben crear riqueza, sino gastarla, o como mucho distribuirla quitándola a los que la producen -los empresarios- para destinarla a ayudar a núcleos improductivos que se acostumbran a vivir del "Estado providencia", como si hubieran nacido con derecho de por vida a mamar de la ubre de la nación sin sentirse obligados a contribuir al esfuerzo común generador de riqueza, lo que desincentiva a los verdaderos emprendedores que se sienten desalentados de crear empresas y puestos de trabajo para que sus rendimientos, en su mayor parte, vayan a unos gobiernos incompetentes.

Estoy convencido de que el nivel impositivo al que están sometidos los españoles está asfixiando todo lo que de creativo había en ellos, pero le aseguro, lector, que el Gobierno, aun conociéndolo, va a seguir subiéndolo, con lo que arrastraremos las crisis otros seis años más por lo menos. Que el problema no es cómo nos financiaremos mejor, sino rebajar el tamaño del Estado -el central, el autonómico y el local-reduciéndolo drásticamente, porque entonces el déficit se contraerá y se podrá empezar a crear puestos de trabajo y riqueza.

No se había aún secado la tinta con la que se firmaron los acuerdos de la cumbre europea, cuando Finlandia y Holanda se mostraron reticentes con que el MEDE -el nuevo fondo de rescate- comprase deuda soberana de los países con apuros y anunciaron que bloquearán las decisiones del fondo en tal sentido, aunque no les servirá de mucho al haber sido calificada la ayuda como "mecanismo de urgencia" que no precisa de la unanimidad de los diecisiete.

El 29 de junio, el Congreso de los Diputados aprobó la Ley 2/2012, de Presupuestos Generales del Estado para 2012, con dos medidas de contenido tributario: la escala de corrección de la depreciación monetaria y los pagos fraccionados.

En junio el paro se redujo en 98.853 personas; la mayor bajada en dicho mes en 16 años. Julio comenzó con incendios pavorosos: 50.000 hectáreas quemadas. Y la víspera de San Fermín, el Congreso aprobó la Ley 3/2012, que entró en vigor el domingo 8, un día estupendo para tomar vigencia una reforma laboral que, con ligeros retoques, es muy parecida a la del Real Decreto-ley del mes de febrero.

Entre tanto, la caravana de mineros llegó a Madrid. Improductiva marcha de unos trabajadores con el mayor índice de absentismo de toda la minería mundial. La realidad es muy dura y obligará a cerrar todo tipo de explotaciones no rentables, sean mineras o no.

Y, al final, Bruselas adelantó 30.000 millones de los 100.000 de rescate a la banca específica y nos impuso 32 condiciones o "sugerencias" de obligado cumplimiento, entre ellas:

- Subida del IVA, supresión de barreras para la apertura de comercios, e impulso a reformas estructurales.

- Restructuración de los bancos que reciban ayudas de la UE, obligación de vender participaciones y activos que no sean primordiales para su actividad, transferencia de los activos contaminados a un "banco malo", prohibición del pago de dividendos, limitación del sueldo de directivos...

- Liquidación de los bancos inviables.

- Transferencia al Banco de España de los poderes sancionadores y conversión de licencias al sistema bancario, que pasará a estar más controlado por el Banco Europeo.

- Previsión de las actividades del FROB.

- Vigilancia "de cerca" de los compromisos acerca del déficit, con información trimestral del mismo.

- Comunicación semanal de los depósitos bancarios.

Todo ello trae causa en que hemos sido unos "manirrotos" -tanto el Estado como los particulares- y la malísima gestión, en general, de las Cajas de Ahorro dirigidas por políticos y sindicalistas.

El miércoles 11 de julio, el presidente del Gobierno, anunció en el Congreso de los Diputados que:

- El IVA subirá el tipo general del 18% al 21% y el tipo reducido del 8% al 10%.

- Se suprimirá la deducción por compra de vivienda habitual en el IRPF.

- Se reducirá la prestación por desempleo a partir del sexto mes de precepción.

- Se reducirá un 30% el número de concejales según la población.

- Se reducirán un 20% las ayudas a sindicatos, patronales y partidos políticos.

- Se suprimirá la paga extra de Navidad a los funcionarios y se les reducen los días de libre disposición (los célebres "moscosos").

El Sr. Rajoy, muy emocionado dentro de lo que es capaz, aseguró: "Dije que bajaría los impuestos y los estoy subiendo; han cambiado las circunstancias y tengo que adaptarme a ello". La verdad es que verse obligado a seguir una política económica totalmente diferente a la que se ha prometido en el programa es una causa clara para dimitir, aunque pienso que no debiera hacerlo para no agravar aún más la crisis que sufrimos.

El Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, llevó al BOE todo y bastante más de lo que había anunciado el presidente del Gobierno, porque se aumentaron también el recargo de equivalencia, las compensaciones a agricultores y ganaderos, y el importe de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades a las compañías con una cifra de negocios superior a diez millones de euros; y se limitó, aún más que lo que hizo el anterior RDL 12/2012, la posibilidad de utilizar todo el beneficio previo para compensar bases imponibles negativas de ejercicios anteriores, y se incrementó el porcentaje de retención aplicable a los rendimientos del trabajo personal de los profesionales y de los autores de obras literarias, artísticas o científicas, y se fijó para todas las sociedades, no sólo para los grupos de empresas, un límite a la deducibilidad de los gastos financieros, y se aumentó el gravamen para la "repatriación" de dividendos y rentas por la transmisión de filiales en el extranjero en países de baja o nula tributación, y ... tanto se aumentó la tributación, que el Real Decreto-ley 20/2012 no debió aprobarse el día 13 de julio, sino el día 14, tan revolucionario él...

El primer jueves del mes de agosto, mientras el Sr. Monti visitaba en Madrid al inquilino de la Moncloa para llorar juntos, la Bolsa, a raíz de unas declaraciones "dilatorias y faltas de efectividad" del Sr. Draghi, bajó más de un 5 por ciento. Al día siguiente, pásmese lector, la Bolsa subió más de un 6 por ciento. ¿Se podrá continuar fiscalmente hablando del valor normal de mercado, si el más representativo, la Bolsa, está loca, reloca?

A comienzos de septiembre -época de exámenes- desembarcó en Madrid Doña Ángela, quien declaró que España "había hecho bien los deberes", y nos puso otros que serían objeto de evaluación a final de año.

El Sr. Hollande, con ese tono infatuado que todos los presidentes de Francia ponen en sus comparecencias públicas, anunció el 9 de septiembre que pensaba elevar el impuesto a las personas de más altos ingresos mediante un tramo marginal en el IRPF del 75 por ciento. En el mismo día, el Sr. Rubalcaba, en el Congreso "a puerta cerrada" de su partido, anunció que era partidario de aumentar la tributación "de los ricos", que como tienen mucho seguirán gastando igual, al contrario de los pobres, que no pueden hacerlo. Tal vez tenga razón D. Alfredo en lo del gasto, pero lo que es seguro es que a mayor tributación, menor creación de riqueza. Pero, ¿es que alguien en su sano juicio va a crear nuevas empresas para que el Estado "confisque" sus beneficios, los dedique a gastos superfluos y aumente el número de empleados públicos a base de clientelismo? ¡Qué torpes son los políticos -sea cual sea su color-, que para salir de la crisis aumentan los impuestos!

El Sr. Rajoy, que llevaba diez meses sin conceder entrevistas a los medios de comunicación, el 11 de septiembre se dignó a hacerlo, y dejó claro dos cosas: la primera, que a través de la Ley de Presupuestos de 2013, pensaba hacer tributar a las plusvalías financieras generadas en menos de un año al tipo marginal de la escala, que puede llegar al 52 por ciento; y la segunda, que no sabía si España pediría el rescate (se ve que esto no lo tenía tan claro). Este autor no recuerda tan flagrante incumplimiento respecto a lo prometido en campaña electoral en materia de impuestos como el que estamos sufriendo.

Por más memoria que se tenga, no es posible recordar un año como este 2012, tan plagado de modificaciones fiscales. Pocas veces EL CIERRE FISCAL Y CONTABLE habrá sido más necesario que en esta edición, a la que el Asesor Fiscal ha dedicado un esfuerzo especial. Gracias por formar parte de los lectores de este libro que se ha convertido en un verdadero referente en la materia.

Salud y paciencia.
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	AECA
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	BCE
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	BI
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	BOE
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	Boletín Oficial del Registro Mercantil



	C/C
	Cuenta/Corriente



	C/P
	Corto/Plazo



	CC
	Código Civil



	CCAA
	Comunidades Autónomas



	
C de C
	Código de Comercio



	CDGT
	Consulta Dirección General de Tributos



	CDI
	Convenio de Doble Imposición



	CDTI
	Centro de Desarrollo Tecnológico Industrial



	CE
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	ECPN
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	EDI
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	EEUU
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	EFE
	Estado de flujos de efectivo



	EHA
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	Estatuto de los Trabajadores
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	FAES
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	FEFP
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	IASC
	International Accounting Standards Committee (Normas Internacionales de Contabilidad)
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La reforma mercantil y contable. La Ley 16/2007. El nuevo Plan General de Contabilidad. El PGC de las PYMES 



1.  LA GESTACIÓN DE LA REFORMA CONTABLE EN LA UE

La Unión Europea tiene aprobadas con carácter general dos Directivas en materia contable:

- Directiva IV 78/660 CEE, del año 1978, relativa a las normas de valoración aplicables a las cuentas anuales.

- Directiva VII 83/349 CEE, del año 1983, sobre consolidación contable de determinadas sociedades.

Además, existen otras dos Directivas, la de 8 de diciembre de 1986, 86/635/CEE, relativa a las cuentas anuales consolidadas de bancos y entidades financieras, y la 91/674/CEE, sobre empresas de seguros.

La interpretación de las Directivas contables se delegó en los Estados miembros.

Las Directivas, aunque es cierto que provocaron una cierta uniformidad en la comparabilidad de las cuentas anuales de los Estados miembros, hace tiempo que se apreciaba que habían quedado anticuadas y que estaban necesitadas de una profunda renovación, sobre todo en materia de instrumentos financieros, dado que las Directivas trataban de los instrumentos primarios como obligaciones, deudas, participaciones en la propiedad de las empresas, pero no regulaban los instrumentos derivados (1)  como: opciones, "swap´s, permutas de tasas de tipos de interés o de divisas, futuros, warratns, etc... Ello implicaba que no estaban adaptadas a la vida moderna, sin embargo, la enorme dificultad práctica que suponía la redacción de unas nuevas por la necesidad de poner de acuerdo a los Estados miembros, provocó una verdadera catalepsia legal, cuya solución no admitía demora.

Mundialmente, dos organismos han formulado normas internacionales contables de calidad reconocida, uno de ellos es el International Accounting Standards Committee (IASC) constituido en 1973 con carácter privado por organizaciones de auditores y con sede en Londres (hoy tiene representantes en más de 160 países) y que emite las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC) también conocidas como IAS y el otro el Financial Accounting Standards Board (FASB) de mayor influencia en EEUU.

Al comienzo de la década de los noventa, varias empresas alemanas habían intentado cotizar en la Bolsa de Nueva York presentando las cuentas anuales de acuerdo con la legislación germana. Ello no fue factible porque los criterios de valoración del cierre anual no eran compatibles con los Generally Acepted Accounting Principles (US GAAP) admitidos por la SECURITIES EXCHANGE COMISIÓN (SEC), una especie de Comisión del Mercado de Valores estadounidense, por lo que se vieron obligadas a cumplimentar el "formulario de reconciliación 20F" exigido en EEUU y que suministra información adicional, un estado de cash flow y la conciliación de los fondos propios y del resultado, lo que provocaba diferencias muy notables en el saldo de la cuenta de pérdidas y ganancias según el lector de los balances fuese europeo o americano.

Por ello, en el año 1996, se redactó en Alemania un Proyecto de Ley para poder presentar en el Registro Mercantil las cuentas anuales sin tener en cuenta la legislación germana, en los casos de petición justificada de una empresa por estar cotizando oficialmente sus acciones en un mercado de valores de otro país. El 13 de febrero de 1998, después de que la Comisión de la UE diese el visto bueno al Proyecto, se aprobó en Alemania la Ley (Kakapitalaufnahmcerleichterungsgesetz) sobre liberalización de Balances, conocida como KEG, por la que se exime del sistema de cierre de cuentas germano a las empresas que coticen en un mercado de valores distinto del nacional. Varios países se unieron con posterioridad, en mayor o menor medida, a los sistemas de liberalización de balances, entre ellos Francia, Bélgica e Italia, permitiendo la utilización de las NIC en la formulación de los estados financieros consolidados de sus grupos de sociedades.

EEUU no permitió, en cambio, la situación inversa: presentación de las cuentas de acuerdo con las NIC, sino que siguió exigiendo a las empresas extranjeras la cumplimentación del "formulario de reconciliación 20F" puesto que la SEC estimó que los US GAAP habían demostrado su calidad y eficacia por lo que no debía modificarse el sistema. El desplome durante el año 2001 de la primera empresa productora de energía en EEUU, a pesar de que "los resultados pro forma" y las partidas "fuera de balance" que la compañía utilizaba no hacían prever tal desenlace, provocó, que el Consejo Financiero de Estándares de Contabilidad, creador de los principios generalmente aceptados tuviera que admitir que los mismos debían ser mejorados y objeto de actualización.

En 1995, la International Organisatión of Securities Commissión (IOSCO) organismo, integrado por las Agencias Reguladoras de los Mercados de Valores, recomendó a sus miembros, una vez que el IASC terminase el conjunto de normas contables, la aceptación de las cuentas anuales que las empresas extranjeras hubiesen confeccionado siguiendo las normas NIC o IAS (2)  dictadas por el IASC. En diciembre de 1999 el IASC terminó de redactar el cuerpo básico de normas contables, de las cuales 30 de ellas fueron consideradas por el IOSCO, como aceptables, así como las interpretaciones de las mismas dadas por el Standing Interpretations Committee (SIC)

El Consejo de la Comunidad Económica Europea celebrado en Lisboa en el mes de marzo de 2000, destacó la necesidad de acelerar la realización del mercado interior de servicios financieros, estableciendo el plazo de 2005 para la aplicación del Plan en ese sector, exhortando a los países miembros a la adopción de medidas que aumenten la comparabilidad de los estados financieros elaborados por empresas con cotización en bolsa.

El 13 de junio de 2000, la Comisión Europea adoptó la Comunicación dirigida al Consejo y al Parlamento Europeo denominada: "La estrategia de la Unión Europea en materia de información financiera: el camino a seguir" en la que propuso que se exija a todas las empresas con cotización en un mercado regulado de la Unión Europea que elaboren sus cuentas consolidadas con arreglo a un solo grupo de normas contables, las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC), pudiendo los Estados miembros ampliar su aplicación a las empresas que no coticen en bolsa y a las empresas individuales. La Comisión Europea en su comunicación se inclinó por las normas NIC en vez de por las normas del FASB (Financial and accounting Standards Board) empleadas en EEUU, por entender que se trataban de normas reconocidas internacionalmente y por ser menos complejas. A pesar de ello, estamos ante unas normas muy sofisticadas. La Comisión piensa que con su aplicación la calidad de los balances financieros mejorará drásticamente y aumentará el grado de comparabilidad de los resultados así como facilitará la financiación transfronteriza.

El Parlamento Europeo y el Consejo, el 20 de diciembre de 2000, efectuaron una Propuesta de Reglamento señalando que la UE no tenía intención de elaborar un grupo de normas propio y diferenciado porque afectaría a la tendencia a la globalización de los mercados financieros, aparte de debilitar en la captación de fondos internacionales a las sociedades europeas, y que las "Normas Internacionales de Contabilidad adoptadas" son las NIC y las interpretaciones vinculadas (interpretaciones SIC) publicadas por el Comité de Normas Internacionales de Contabilidad (CNIC también conocido como IASC) y que figuran como Anexo, debiendo la Comisión, como muy tarde el 31 de diciembre de 2002, decidir la aplicación de dichas normas.

En la exposición de motivos de la Propuesta de Reglamento se considera que para valorar los activos financieros deberá utilizarse el "valor razonable" (3)  que define como el importe por el que se intercambiaría un activo o se liquidaría un pasivo en una operación realizada en condiciones de mercado entre partes informadas.

Asimismo, el Parlamento Europeo declaró en la Propuesta de Reglamento, que los Estados miembros podrán permitir o exigir que las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC) reconocidas por la Comisión se apliquen:

- Solamente a las empresas cuyos valores se admiten a cotización en un mercado regulado en el sentido del apartado 13 del artículo 1 de la Directiva 93/22/CEE o cuyos valores se ofertan al público con vistas a su cotización.

- A otras empresas distintas.

En esta situación, el Ministerio de Economía dictó la Orden de 16 de marzo de 2001 por la que se constituyó una Comisión de expertos con el objetivo de elaborar un informe sobre la situación actual de la contabilidad española.

El 27 de septiembre de 2001 se aprobó la Directiva 2001/65/CEE del Parlamento Europeo y del Consejo, que modifica las Directivas 78/660/CEE, 83/349/CEE y 86/635/CEE, estableciendo que los Estados miembros autorizarán o impondrán para todas las sociedades o solamente para alguna de ellas la valoración "con arreglo al valor razonable de los instrumentos financieros, incluidos los derivados", pudiéndose "limitar dichas autorizaciones o imposiciones a las cuentas consolidadas".

El 27 de septiembre de 2001 el presidente del ICAC, por si no fuese bastante la Comisión de Expertos encargada de elaborar un informe sobre la situación actual de la contabilidad española y las líneas básicas para abordar su reforma, nombró una subcomisión al objeto de proceder a "la elaboración de un informe donde se evalúen, a través de encuestas (sic) la opinión de los distintos agentes en relación con la posible reforma del derecho contable español..."

En el año 2002 el escándalo Enron Corp. -empresa de producción eléctrica y distribuidor de esa energía y de gas- al caer en una suspensión de pagos no esperada y que redujo el valor de sus acciones en la Bolsa de Nueva York de ochenta y dos $ a sesenta centavos de dólar, en gran parte por culpa de la ingeniería financiera que practicaba y que prosperaba a la sombra de sociedades interpuestas que incrementaban aparentemente sus resultados, provocó la ruina de parte de sus proveedores y de miles de sus empleados y llevó a las autoridades monetarias norteamericanas a plantearse en profundidad los principios contables generalmente aceptados (GAAP) en EEUU.

Los GAAP, por la profusión de sus normas contables, por sus detalladas exigencias, y por su meticulosidad asfixiante, permiten, a veces, cumplir los principios contables sin que por ello se obtenga la imagen fiel del patrimonio y los resultados. La idea generalizada entre los contables americanos, de que al ser las GAAP normas exhaustivas lo que no está contemplado en ellas no está prohibido, ha permitido procedimientos financieros incorrectos y peligrosos, llegando a afirmar Timothy Lucas, uno de los responsables del Consejo sobre Estándares de Contabilidad Financiera (FASB), el organismo que elabora los GAAP, que en algunos casos no se consigne el objetivo de proporcionar información financiera, al perderse la contabilidad en la complejidad de unas normas que precisan se les dedique mucho tiempo para cumplimentarlas técnicamente.

En parte, según Alan Greenspan, contribuyó a esta situación de enmarañamiento financiero la tendencia a vincular la retribución de los directivos de las empresas, por medio de las stock options, a los resultados de las compañías. Sin embargo, el mismo Greenspan mantuvo que el sistema contable de los GAAP es superior al europeo, por lo que la propuesta de la Comisión Europea de que las NIC pudieran servir -mejoradas- como una alternativa mundial contable, no le parece acertada.

El escándalo de WorldCom, gigante de las comunicaciones en EEUU, al llevar una contabilidad "inadecuada" que permitió reflejar beneficios no obtenidos en una cuantía superior a 3.800 millones de dólares USA, y que obligó a la SEC ha presentar un cargo civil de fraude contra la compañía, no hizo sino convencer cada vez más a la Unión Europea de que las normas contables estadounidenses dejaban demasiada libertad a los servicios contables de las empresas para la fijación de sus resultados.

La Comisión de Expertos nombrada por el Ministerio de Economía, aprobó el 26 de junio de 2002 el Informe que lleva el subtítulo de "Libro Blanco para la reforma de la contabilidad en España".

Las principales recomendaciones de la Comisión fueron (4) :

- Que existía la necesidad de acercar la contabilidad de las empresas españolas a los estándares internacionales aceptados por la UE, en concreto para que las normas emitidas por el International Accounting Standards Board (IASB) sean de aplicación obligatoria a los grupos cotizados en Bolsa.

- Que las normas del IASB, las NIC, en proceso de convalidación por la Comisión europea, debían ser de aplicación a las cuentas anuales consolidadas de los grupos.

- Que debía emprenderse una reforma importante de la normativa contable española, inspirada en las NIC, para adaptarla a toda las empresas, introduciendo el concepto de valor razonable para la evaluación de ciertos instrumentos financieros.

- Que debían promulgarse normas para la contabilización de fusiones y escisiones.

- Que debía sustituirse el cuadro de financiación por un estado de flujos de tesorería, exigible a todas las empresas, salvo a las pequeñas.

- Que las cuentas anuales, además de los formatos normal y abreviado, debían tener otros dos nuevos: el simplificado para las empresas más pequeñas y el de empresas cotizadas en Bolsa.

- Que la reforma contable debía ir acompañada de una reforma del Derecho mercantil, que contemple la utilización del criterio del valor razonable, y recoja el documento informativo "estado de flujo de tesorería".

- Que se debía crear un Comité Regulador de Contabilidad en el que estén representados, además del ICAC, otros organismos públicos y expertos procedentes del sector privado.

- Que debía modificarse la legislación fiscal, para que los cambios en la normativa contable no supongan efectos no deseados en la recaudación del Impuesto sobre Sociedades.

El Parlamento Europeo y el Consejo aprobaron el 19 de julio de 2002 el Reglamento 1606/2002 que impone que la información contable consolidada de las sociedades cotizadas se someta a partir del ejercicio 2005 a las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC también conocidas como IAS), concediendo a los Estados miembros la facultad de extender a otras compañías la misma obligación y facultándoles para incluir en las cuentas anuales estados de información adicionales como los de flujo de tesorería, así como a modificar el contenido de los informes de gestión.

El Reglamento 1606/2002 pretende alcanzar el objetivo de la adopción y aplicación en la Comunidad de las Normas Internacionales de Contabilidad con el fin de armonizar la información financiera facilitada por las sociedades que elaboran sus cuentas consolidadas y cuyos valores hayan sido admitidos a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado miembro (en el sentido del punto 13 del artículo 1 de la Directiva 98/22/CEE del Consejo, de 10 de mayo de 1993), para garantizar un alto grado de transparencia y comparabilidad de los estados financieros y un funcionamiento eficiente del mercado de capitales en la Comunidad.

Por normas internacionales de contabilidad, el Reglamento 1606/2002 considera:

- Las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC).

- Las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) (5) .

- Las interpretaciones del SIC y las que pueda elaborar o aprobar el Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (CNIC).

La Comisión Europea se reservó en el Reglamento 1606/2002, decidir acerca de la aplicabilidad de las Normas Internacionales de Contabilidad dictadas por el IASC, dentro de la Comunidad. El Reglamento 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo es tajante al afirmar que las NIC deberán aplicarse en las cuentas consolidadas de las sociedades en la que alguna de ellas tengan sus valores admitidos a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado miembro, a partir del 1 de enero de 2005.

Ahora bien, el Reglamento autorizó a los Estados miembros de la UE a:

a) Exigir a las sociedades antes mencionadas que presenten sus cuentas consolidadas con arreglo a las NIC.

b) Exigir o permitir a otras sociedades que elaboren sus cuentas consolidadas con arreglo a las NIC.

En el mes de octubre de 2002, Harvey Pitt, presidente de la Securities and Exchange Comisión (SEC) y Frits Bolkestein, comisario europeo del Mercado Interior, apoyaron el Memorando acordado el 29 del mismo mes en Norvalk C. Connecticut. EEUU entre los dos organismos internacionales contables, en el que figura como materia prioritaria "la eliminación de las diferencias que el día 1 de enero de 2005 persistan entre las IAS y los US GAAP".

El 18 de junio de 2003, el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea adoptaron la Directiva 2003/51 por la que se modifican las Directivas 78/660/CEE, 83/349/CEE, 86/635/CEE y 91/674/CEE del Consejo sobre las cuentas anuales y consolidadas de los bancos y otras entidades financieras y empresas de seguros.

Sin que se sepa bien por qué, esta Directiva 2003/51 autorizó a los Estados miembros a que permitan o exijan a las sociedades consolidadas valorar a "valor razonable" no sólo los activos financieros sino cualquier otro tipo de elementos patrimoniales, incluso en las cuentas individuales de las compañías.

2.  EL INICIO DE LA REFORMA CONTABLE IMPLANTADA EN ESPAÑA POR LA LEY 62/2003, DE 30 DE DICIEMBRE, PARA LAS CUENTAS CONSOLIDADAS DE LOS GRUPOS DE SOCIEDADES. LAS NIC/NIIF

Teniendo en cuenta que antes del 1 de enero de 2005 España debía transponer parte de las nuevas Directivas europeas en materia contable, el legislador aprovechó la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de acompañamiento a los Presupuestos, para modificar el Código de Comercio y el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas en esta materia, en transposición de la Directiva 2001/65/CEE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de septiembre de 2001, por la que se modifican las Directivas 78/660/CEE y 83/349/CEE, en lo que se refiere a las normas de valoración aplicables en las cuentas anuales y consolidadas de los grupos de sociedades y adecuando la normativa interna al Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo 1606/2002 relativo a la aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad.

De las dos posibilidades que el Reglamento comunitario 1606/2002, recogía -aplicar la reforma contable solamente a las empresas en consolidación contable o aplicarla a todas las empresas en España-, la Ley 62/2003, eligió la opción más sencilla y menos traumática, adoptando únicamente la obligatoriedad de formular el grupo de sociedades las cuentas anuales consolidadas valorando a "valor razonable" determinados activos y pasivos financieros, a partir del 1 de enero de 2005, siempre que alguna de las sociedades del grupo hubiese emitido valores admitidos en un mercado regulado de cualquier estado miembro de la UE y estableciendo para esos grupos la aplicación de las NIC.

Pero entendiendo que con lo legislado en el Código de Comercio en relación a los grupos de sociedades la reforma contable no abarcaría a un gran número de empresas, dadas las excepciones que a la consolidación contable de dichos grupos recogía el apartado 2 del artículo 43 del Código de Comercio en su redacción entonces vigente, teniendo en cuenta que esas exclusiones provocaban que muchas empresas dominadas no figurasen en las cuentas anuales consolidadas, la Ley 62/2003 se "cargó" el apartado 2 del artículo 43 del Código de Comercio, derogándolo, con lo cual todas las sociedades dominadas quedaron incluidas a efectos de la consolidación contable si pertenecían a un grupo de sociedades.

No pareciéndole bastante al legislador esa medida, por la Ley 62/2003, (de aplicación para los ejercicios iniciados antes del 31 de diciembre de 2007), ensanchó el concepto de grupo, al supuesto en que varias sociedades constituyesen una unidad de decisión (fíjese bien el lector que digo "en 2007", que a partir de 2008, gracias a la Ley 16/2007, de 4 de julio, el concepto de unidad de decisión como esencia del grupo desaparece, léase este capítulo hasta el final). En particular, se presumía que existía unidad de decisión cuando una sociedad, que se calificaba como dominante, fuese socio de otra sociedad, que se calificaba como dependiente, y se encontrase en relación con ésta en alguna de las siguientes situaciones: poseer la mayoría de los derechos de voto, tener la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de administración, disponer, en virtud de acuerdos celebrados con otros socios, de la mayoría de los derechos de voto, o haber designado exclusivamente con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano de administración, que desempeñasen su cargo en el momento en que debían formularse las cuentas consolidadas y durante los dos ejercicios inmediatamente anteriores.

Se presumía igualmente que existía unidad de decisión cuando, por cualesquiera otros medios, una o varias sociedades se hallasen bajo dirección única. En particular, cuando la mayoría de los miembros del órgano de administración de las sociedad dominada sean miembros del órgano de administración o altos directivos de la sociedad dominante o de otra dominada por ésta.

Además, la Ley 62/2003, incluyó en el artículo 46 del C. de C. una nueva regla 9ª de valoración para grupos de sociedades en consolidación contable que obligaba a la sociedad dominante al formular las cuentas anuales consolidadas a valorar en 2007 por su "valor razonable" los activos financieros que formasen parte de una cartera de negociación, se calificasen como disponibles para la venta y fuesen instrumentos financieros derivados y los pasivos financieros que formasen parte de una cartera de financiación o fuesen instrumentos financieros derivados.

La Ley 62/2003 señaló como criterio general (artículo 46 C. de C. regla 9ª) que "las variaciones en el valor razonable se consignarán en la cuenta de pérdidas y ganancias", pero reglamentariamente se desarrollarán "los casos en que la variación de valor razonable se incluya directamente en los fondos propios, en una reserva de valor razonable". Todo este hermoso párrafo 9 del artículo 46 del Código de Comercio, desaparece por innecesario con la reforma mercantil de la Ley 16/2007 de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable.

La disposición final undécima de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, también estableció para las cuentas anuales consolidadas -exclusivamente para éstas- de los ejercicios que comenzasen a partir del 1 de enero de 2005, la obligación de aplicar las normas internacionales de contabilidad (NIC) aprobadas por los Reglamentos de la Comisión Europea, siempre que a la fecha de cierre del ejercicio alguna de las sociedades del grupo haya emitido valores admitidos a negociación en un mercado regulado en cualquier Estado miembro de la Unión Europea (6) .

Si ninguna sociedad del grupo ha emitido valores admitidos a cotización pueden optar:

- Por aplicar las NIC aprobadas por los Reglamentos de la Comisión, debiendo elaborarlas de manera continuada de acuerdo con las citadas normas.

- Por aplicar las normas de contabilidad del Código de Comercio y normas que lo desarrollan.

En consecuencia, las sociedades que no pertenezcan a un grupo de sociedades en consolidación contable ni están obligadas ni pueden aplicar las NIC.

Ahora bien, si una sociedad dominante no está obligada a formular las cuentas anuales consolidadas, pero voluntariamente las formula y las publica, también está obligada a aplicar las NIC aprobadas por los Reglamentos de la Comisión Europea.

Las NIC adoptadas por la UE están recogidas en el Reglamento 1725/2003 de la Comisión Europea y las interpretaciones relacionadas con ellas, (se puede acceder al texto integro en castellano a través de la página web www.icac.mineco.es). El ICAC -BOICAC de junio de 2004- afirmó que las sociedades que no presenten cuentas consolidadas pero hayan emitido valores admitidos a cotización en un mercado regulado de la UE, vendrán obligadas a informar en la memoria de los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2005, de las principales variaciones que se originarían en los fondos propios y en la cuenta de pérdida y ganancias si se hubieran aplicado las NIC.

El Reglamento 1725/2003 de la Comisión de las Comunidades Europeas, teniendo en cuenta que el Reglamento (CE) 1606/2002, exige para los ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2005 que las empresas con cotización oficial elaboren sus cuentas consolidadas con arreglo a las Normas Internacionales de Contabilidad, ha adoptado por medio de un Anexo las NIC aplicables en la Unión Europea, que junto con las adoptadas por el Reglamento 2086/2004, de 19 de noviembre (NIC 39), Reglamento 2236/2004, de 29 de diciembre (NIC 32), Reglamento 2238/2004, de 29 de diciembre y Reglamento 211/2005, de 4 de febrero, son las que a continuación detallamos (7) :



	NIC 1:
	Presentación de estados financieros



	NIC 2:
	Existencias



	NIC 7:
	Estado de flujos de efectivo



	NIC 8:
	Políticas contables, cambios en las estimaciones contables y errores



	NIC 10:
	Hechos posteriores a la fecha del balance



	NIC 11:
	Contratos de construcción



	NIC 12:
	Impuesto sobre las ganancias



	NIC 14:
	Información financiera por segmentos



	NIC 16:
	Inmovilizado material



	NIC 17:
	Arrendamientos



	NIC 18:
	Ingresos ordinarios



	NIC 19:
	Retribuciones a los Empleados



	NIC 20:
	Contabilización de las subvenciones oficiales e información a revelar sobre ayudas públicas



	NIC 21:
	Efectos de las variaciones en los tipos de cambio de la moneda extranjera



	NIC 23:
	Costes por intereses



	NIC 24:
	Información a revelar sobre partes vinculadas



	NIC 26:
	Contabilización e información financiera sobre planes de beneficio por retiro



	NIC 27:
	Estados financieros consolidados y separados



	NIC 28:
	Inversiones en empresas asociadas



	NIC 29:
	Información financiera en economías hiperinflacionarias



	NIC 31:
	Participaciones en negocios conjuntos



	NIC 32:
	Instrumentos financieros: presentación e información a revelar



	NIC 33:
	Ganancias por acción



	NIC 34:
	Información financiera intermedia



	NIC 36:
	Deterioro del valor de los activos



	NIC 37:
	Provisiones, activos contingentes y pasivos contingentes



	NIC 38:
	Activos intangibles



	NIC 39:
	Instrumentos financieros: reconocimiento y valoración



	NIC 40:
	Inversiones inmobiliarias



	NIC 41:
	Agricultura




Teniendo en cuenta que las NIC/NIIF (8)  no van a ser objeto de aplicación generalizada a nuestras empresas, sino únicamente con carácter obligatorio a las sociedades de un grupo que haya emitido valores admitidos a negociación en un mercado regulado en cualquier Estado miembro de la Unión Europea, este autor decidió -con gran pesar y en pro de disminuir el desaforado tamaño que el libro va alcanzando- suprimir el estudio de las NIC/NIIF adoptadas por la UE, dado el reducido número de sociedades a las que afecta. Ruego sepan disculparme algunos lectores a los que remito al Cierre Fiscal y Contable del ejercicio 2006.

Con las NIC, aunque el nivel de información sea superior, su comprensión se hará mucho más difícil, sobre todo por el número de opciones de sistemas de valoración que contienen, lo que obligará tanto a los redactores de las cuentas anuales como a los usuarios de éstas a ser mucho más minuciosos a la hora de expresar una opinión y a "tentarse la ropa" a la hora de comparar los resultados de unas empresas con los de otras.

Creo sinceramente que la mentalidad europea, en general, no está aún preparada, ni lo estará a corto plazo, a la mentalidad anglosajona que las NIC reflejan y que perderemos seguridad a la hora de interpretar la nueva información financiera, que es compleja y precisará de grandes dosis de estudio para su comprensión y aplicación. Me temo que el objetivo de proporcionar al posible inversor una información más fiable a través de las NIC, producirá, de momento, el efecto contrario.

La presentación de las cuentas consolidadas de las empresas cotizadas no afecta a sus cuentas individuales por lo que no tiene la implantación de las NIC una repercusión a la hora de tributar la sociedad en el Impuesto sobre Sociedades lo que se hace siempre partiendo de las bases imponibles individuales.

Además, las sociedades anónimas cotizadas tienen mayores obligaciones de información que el resto de las compañías. La Ley 26/2003, de 17 de julio, por la que se modificó la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, con el fin de reforzar la trasparencia de las sociedades anónimas cotizadas, introdujo importantes medidas para las entidades emisoras de valores admitidos a negociación en mercados secundarios, oficiales entre las que destacan:

- El Informe anual de gobierno corporativo.

- La exigencia de una página web para atender el ejercicio del derecho de información de los accionistas e inversores, pudiendo incluir conexiones telemáticas con el Registro Mercantil u otros registros públicos.

La Orden ECO/3722/2003, de 26 de diciembre y la Circular 1/2004, de 17 de marzo, de la CNMV han concretado ambos temas regulando expresamente como norma general que toda la información que se incluya tanto en el Informe como en la página web debe ajustarse al modelo de transparencia lo que implica que ha de ser clara, integra, correcta y veraz, sin que pueda incluirse información que por ser sesgada, abarcar un espacio temporal insuficiente, no ser contrastable, no incluir las oportunas advertencias o por cualquier otro motivo, pueda inducir a error o confusión o no permita al inversor hacerse un juicio fundado de la entidad.

El Informe Anual de Gobierno Cooperativo se desarrolla como Anexo I de la Circular 1/2004 de la CNMV cuya elaboración y contenido es responsabilidad del órgano de administración, deberá ser remitido por vía telemática a la CNMV y puesto a disposición de los accionistas e inversores a través de la página web de la entidad deberá recoger entre sus partidas:


	
- Estructura de la sociedad. 

	
- Capital, acciones, participaciones significativas, participaciones consejeros. 

	
- Consejeros efectivos, externos dominicales, retribuciones. 

	
- Estructura de la administración de la sociedad. 

	
- Operaciones vinculadas. 

	
- Sistemas de control de riesgo. 

	
- Junta General. 

	
- Grado de seguimiento de las recomendaciones del gobierno corporativo. 



3.  EL FINAL DE LA REFORMA. LA LEY 16/2007, DE 4 DE JULIO, DE REFORMA Y ADAPTACIÓN DE LA LEGISLACIÓN MERCANTIL EN MATERIA CONTABLE. EL NUEVO PLAN GENERAL DE CONTABILIDAD. EL PGC DE LAS PYMES

3.1.  La Ley 16/2007 y la reforma del Código de Comercio y del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea, que se presentó como proyecto de ley en el Congreso de los Diputados el día 12 de mayo de 2006, no consiguió convertirse en ley hasta el 4 de julio de 2007 y entró en vigor el día 1 de enero de 2008, aplicándose respecto de los ejercicios que se inicien a partir de esa fecha.

En su Preámbulo, la Ley 16/2007 recuerda que el Reglamento (CE) nº 1606/2002 del Parlamento y del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativo a la aplicación de las "Normas Internacionales de Contabilidad", en sentido estricto, las actuales "Normas Internacionales de Información Financiera", así como las interpretaciones de unas y otras, obligó a las sociedades que elaborasen cuentas consolidadas en los ejercicios que comenzasen a partir del 1 de enero de 2005, a aplicar las Normas Contables Internacionales adoptadas por la Comisión Europea siempre que a la fecha del balance alguna de las sociedades del grupo hubiera emitido valores admitidos a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado miembro, pudiendo permitir o requerir a otras sociedades que también lo hiciesen con arreglo a las NIIF, y que la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, esa disposición del Reglamento Comunitario la incorporó a nuestro Derecho Mercantil Contable, obligando a formular las cuentas anuales consolidadas de acuerdo con las Normas Internacionales de Información Financiera adoptadas por la UE, cuando alguna sociedad del grupo hubiera emitido valores en un mercado regulado de la UE, permitiendo a las demás sociedades la aplicación voluntaria de las NIC. Esta postura sigue pareciendo adecuada a las Cortes Generales, a través de la Ley 16/2007, por lo cual la mantienen (9) .

La Ley 16/2007, en este contexto de adaptar nuestra legislación mercantil en materia contable a los criterios de la normativa de la Unión Europea, recogida en el marco de sus Directivas y en sintonía con los Reglamentos europeos, modifica, con efectos de los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, para su aplicación a las cuentas individuales de las empresas, determinados artículos del Código de Comercio, del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas y de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada. Tanto el TRLSA como la LSRL han sido derogadas con efectos de 1 de septiembre de 2010 por el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC) aprobado por el Real Decreto-Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

De la nueva redacción de los artículos 35 y 38 bis del Código de Comercio, dice el Preámbulo de la Ley, "se desprende" la posibilidad de no imputar a la cuenta de pérdidas y ganancias, ingresos y gastos que hasta la fecha si contribuían a la formación del resultado del ejercicio, así como la de imputar directamente al patrimonio neto gastos que hasta la fecha se imputaban a la cuenta de resultados y plusvalías latentes que hasta entonces no tenían reflejo contable, lo que obligó a adecuar determinados artículos del texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas y de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, hoy recogidos en el TRLSC.

La Ley 16/2007 da una nueva redacción a la sección segunda "De las Cuentas Anuales del título III del Libro primero, del Código de Comercio, regulando que aquellas comprenderán:


	
- El balance. 

	
- La cuenta de pérdidas y ganancias. 

	
- El estado que muestre los cambios en el patrimonio neto (EPCN). 

	
- El estado de flujos de efectivo (EFE). 

	
- Y la memoria. 



No entramos en su consideración porque el apartado 3.6 de este capítulo, al tratar de los PPGGCC, los estudia en detalle, así como los principios contables.

La Ley 16/2007, de 4 de julio, da nueva redacción a la sección tercera "Presentación de las cuentas de los grupos de sociedades" del título III del libro primero del Código de Comercio, que para no desagregar la materia trataremos en el capítulo XXXVI de este libro, dando un giro trascendental a todo el tema de la consolidación contable del grupo de sociedades, porque da nueva redacción al artículo 42 del código de comerciosuprimiendo el concepto de unidad de decisión como determinante de la obligación de consolidar, quedando configurado el grupo a efectos de la obligación de formular cuentas anuales e informe de gestión consolidados para aquellas situaciones en las que la sociedad ostente o pueda ostentar (¿), directa o indirectamente el control de otra u otras, aunque ¡ay! en la memoria de la sociedad individual de mayor activo se solicitará información sobre el conjunto de sociedades españolas sometidas a la misma unidad de decisión.

La Ley 16/2007 dedica a la formulación por la sociedad dominante de las cuentas anuales consolidadas casi la mitad de sus páginas, dando nueva redacción a la sección Tercera "Presentación de las cuentas de los grupos de sociedades", del título III del libro primero del Código de Comercio, y que por su especialidad hemos creído más conveniente comentar en el capítulo XXXVI de este libro, dedicado a la consolidación contable y fiscal.

Además, sin que se trate propiamente de un principio, la Ley 16/2007, de Reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable añade al Código de Comercio el artículo 38 bis, que obliga a valorar por su "valor razonable" con efecto de los ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2008 los siguientes elementos patrimoniales:

A) Los activos financieros que formen parte de una cartera de negociación, se califiquen como disponibles para la venta, o sean instrumentos financieros derivados.

B) Los pasivos financieros que formen parte de una cartera de negociación, o sean instrumentos financieros derivados.

La valoración a valor razonable se calculará con referencia a un valor de mercado fiable.

Al cierre del ejercicio, las variaciones de valor originadas por la aplicación del valor razonable se imputarán a la cuenta de pérdidas y ganancias; sin embargo, dicha variación se incluirá directamente en el patrimonio neto, en una partida de ajuste por valor razonable, cuando:

a) Se trate de un activo financiero disponible para la venta y

b) El elemento implicado sea un instrumento de cobertura que no deba reflejarse en la cuenta de pérdidas y ganancias.

Esas variaciones irán a la cuenta de pérdidas y ganancias en el caso de baja o enajenación del activo financiero.

Y aunque la solución dada al problema no ha sido fiscalmente tan neutral como se anunciaba, el artículo 38 bis del Código de Comercio junto con la nueva redacción dada por la Ley 16/2007 al artículo 15 del TRLIS, en el sentido de que los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio, pero que las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias, habrán dado un respiro a quienes ya se veían ahogados por las valoraciones a valor razonable.

La ley de reforma contable prevé que, reglamentariamente, pueda extenderse dicho criterio de valoración a nuevos elementos patrimoniales si los Reglamentos de la Unión Europea así lo recogen.

La Ley 16/2007 acepta las posiciones más conservadoras dentro de las opciones concedidas por las NIC/NIIF adoptadas por la Unión Europea a la hora de aplicar el valor razonable, no permitiéndolo más que en materia de determinados instrumentos financieros y nunca en el inmovilizado material ni en el intangible (salvo algunas excepciones como en las permutas comerciales), tal vez porque al legislador le pareció dar un salto en el vacío el abandonar, en todo caso, el principio del coste histórico o de adquisición.

Asimismo, la Ley 16/2007 recoge el nuevo tratamiento contable previsto para el fondo de comercio, por la NIIF 3. Combinaciones de negocios, adoptado por el Reglamento, CE nº 2236/2004, de la Comisión, que no permite su amortización, contabilizándose únicamente al cierre del ejercicio las pérdidas por deterioro de valor, suprimiéndose en consecuencia la prohibición del artículo 194 del TRLSA (derogado) de repartir beneficios o reservas en tanto el fondo de comercio no estuviera amortizado (a menos que se contara con reservas disponibles por iguales importes), pero estableciendo la obligación de dotar sistemáticamente una reserva indisponible por la cuantía de la potencial amortización que se habría practicado por este activo.

La Ley 16/2007, de 4 de julio, modificó, numerosos artículos del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas en materia de formulación de las cuentas anuales (hoy recogidos en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital) que comprenderán el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio (ECPN), un estado de flujos de efectivo (EFE) que solamente deberá formularse por las empresas que no puedan formular el balance, el ECPN y la memoria abreviados, y la memoria, pero deja sin contenido muchos artículos para no duplicar la regulación del Código de Comercio o por tratarse de materia que es mejor se desarrolle reglamentariamente.

Se definen los principios contables, pero el principio de prudencia pierde su prevalencia en caso de conflicto entre ellos.

En cada una de las partidas de las cuentas anuales deberán figurar, además de las cifras del ejercicio que se cierra, las correspondientes al ejercicio inmediatamente anterior (salvo en el de apertura con el nuevo Plan Contable).

Asimismo, aumentó los límites cuantitativos (ver apartado 1 del capítulo II de este libro) para estar sometido a auditoría obligatoria y para consolidar contablemente.

3.2.  La Ley 16/2007 y el Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades

La Ley 16/2007, que entró en vigor el día 1 de enero de 2008 y se aplica respecto de los ejercicios iniciados a partir de esa fecha, no modifica el artículo 10 del TRLIS que es el que fija la determinación de la base imponible en el IS. Pero es evidente que, al tener que calcularse la base imponible corrigiendo mediante la aplicación de los preceptos del TRLIS, el resultado contable determinado de acuerdo a las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes que la determinen y en las disposiciones que la desarrollen, al haber la Ley 16/2007 modificado numerosos artículos del Código de Comercio, al introducir el criterio del valor razonable para determinados instrumentos financieros, al no imputar en la cuenta de pérdidas y ganancias ingresos y gastos que hasta la fecha si contribuían a la formación del resultado del ejercicio así como imputar directamente al patrimonio neto gastos e ingresos que con anterioridad no se imputaban a la cuenta de resultados, es evidente, digo, que la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades experimenta una profunda modificación.

Ello provocó la necesidad de que la Ley 16/2007 modificase, parcialmente, el TRLIS, para evitar las desagradables consecuencias fiscales que las modificaciones mercantiles y contables hubieran en otro caso conllevado, lo que se ha logrado, fundamentalmente incluyendo en el apartado 1 del artículo 15 del TRLIS la mención expresa de que "los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio. No obstante las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias. El importe de la revalorización no integrada en la base imponible no determinará un mayor valor a efectos fiscales de los elementos revalorizados".

Además, la Ley 16/2007, de 4 de julio, modifica la redacción de numerosos artículos del TRLIS, en materia de amortizaciones, deterioro del valor de elementos patrimoniales, provisiones, variaciones de valor originados por aplicación del criterio a valor razonable y concreción de los supuestos de revalorización que no deben imputarse a pérdidas y ganancias, reducción de ingresos procedentes de determinados activos intangibles, como patentes, dibujos, planos y fórmulas, recogiendo con detalle las obligaciones relativas a la formulación, auditoría, depósito, amortización de inversiones intangibles y gastos de investigación, deducciones por reinversión, etc, en medidas algunas de un cierto calado que hubieran justificado que la denominación de la Ley 16/2007 se hubiera ampliado a la mención de la reforma del Impuesto sobre Sociedades.

Como reconoce el Preámbulo de la Ley, las modificaciones al TRLIS "son necesarias como consecuencia de la reforma contable", pues el Impuesto sobre Sociedades parte del resultado contable para determinar la base imponible, por lo que cualquier modificación del resultado contable, como las provocadas por la reforma contable afecta a la determinación de esa base impositiva, haciendo, por tanto, necesaria una adaptación al nuevo marco contable. Modificaciones que "se han realizado persiguiendo que afecten lo menos posible a la cuantía de la base imponible que se deriva de las mismas, en comparación con la regulación anterior, es decir, se pretende que el Impuesto sobre Sociedades tenga una posición neutral en la reforma contable". Lo que se ha conseguido parcialmente, a juicio de este autor.

- Y de paso, por qué no, la Ley 16/2007 modifica -aunque poco- el Texto Refundido de la Ley del Catastro inmobiliario (RDL 1/2004 de 5 de marzo), el Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales (RDL 2/2004, de 5 de marzo) y la Ley de Cooperativas (Ley 27/1999, de 16 de junio), y no fue la cosa a mayores porque no dio tiempo, que había que sacar adelante la dichosa ley.

3.3.  El nuevo Plan General de Contabilidad

Y, finalmente, la Ley 16/2007 autorizó al Gobierno para que mediante Real Decreto aprobase el Plan General de Contabilidad, sus modificaciones y normas complementarias, en particular las normas consolidadas, así como facultó al Ministro de Economía y Hacienda, para que a propuesta del ICAC aprobase las adaptaciones sectoriales del Plan General de Contabilidad.

El Plan General de Contabilidad (PGC), que fue aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, es de obligatoria aplicación para todas las empresas sin perjuicio de que algunas puedan aplicar un Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (PGC/PYMES). Se estructura en cinco partes, que van precedidas de una Introducción en la que se explican las características fundamentales del Plan y sus principales diferencias con el PGC de 1990.

El PGC debe llevarse obligatoriamente, sin que puedan optar por el PGC/PYMES, aquellas empresas que durante dos ejercicios consecutivos reúnan a la fecha del cierre, al menos, dos de las circunstancias siguientes:


	
- Que el activo sea mayor a 2.850.000 euros. 

	
- Que el importe neto de la cifra de negocios sea mayor a 5.700.000 euros. 

	
- Que el número medio de trabajadores empleados sea mayor a 50. 



Se trata de los mismos requisitos impuestos por la Ley 16/2007, para estar en auditoría obligatoria (10) .

El Plan General de Contabilidad constituye el desarrollo reglamentario en materia de cuentas anuales individuales de la Ley 16/2007, y se concibió, en un principio, por el ICAC como el único aplicable, habiendo sido la oposición de los grupos en el Congreso de los Diputados y los agentes económicos los que forzaron definitivamente a que tuviese como "pareja" un Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas.

El PGC contiene los grupos 8 y 9 relativos al estado de gastos e ingresos en el patrimonio neto.

El Plan aprobado por el Real Decreto 1514/2007, sustituye al aprobado por el Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, al que despedimos con nostalgia, porque el nuevo PGC de 2007 es demasiado complejo, difícil de asimilar en materias tales como los activos financieros, las subvenciones y las donaciones que deban contabilizarse en los grupos 8 y 9 de gastos e ingresos en el patrimonio neto, no está bien adaptado al tamaño de nuestras empresas y no provoca una mejora contable indiscutible. De momento generará un mayor grado de inseguridad, no entendiéndose bien las ventajas que ha visto el legislador que sirvan para compensar los inconvenientes, porque si para conseguir la imagen fiel era preciso que los activos financieros mantenidos para negociar y los disponibles para la venta se valorasen a valor razonable con imputación, los primeros en la cuenta de pérdidas y ganancias y los segundos en el patrimonio neto, con mayor razón se debía haber permitido esa valoración a valor razonable del inmovilizado, sobre todo inmuebles, y no se ha hecho.

Me temo, que, de momento el PGC sólo va a ilusionar a los financieros con empresas de ámbito internacional y a cuatro locos que nos rompemos los sesos (11)  estudiando la nueva normativa contable para facilitar a usted lector su trabajo.

El Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, (BOE del 24 del mismo mes) aprueba las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas (NOFCAC) que de acuerdo con su disposición final cuarta será de aplicación a las cuentas anuales individuales y consolidadas de los ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2010 (12) . El Real Decreto también incluye la modificación de algunas normas del PGC y del PGC PYMES, y así, como el que no quiere, modifica:

- El apartado 2.5.1. de la NRV 9ª Instrumentos financieros.

- Los apartados 2.2, 2.3 y 4 de la NRV 13ª Impuesto sobre beneficios.

- La NRV 19ª Combinaciones de negocios.

- El apartado 2 de la NRV. 21ª. Operaciones entre empresas del Grupo.

- Incorpora una nueva regla 10 en la norma de elaboración de las cuentas anuales.

- El cuadro de conciliación de cuentas y partidas del modelo normal y abreviado del balance.

- Las notas 1.3, 7.2.2 y la 19, del modelo normal de la memoria del PGC.

- Suprime el punto 4 del apartado 12.1 Impuesto sobre Beneficios, de la nota 12.Situación fiscal del modelo normal de memoria.

- Las descripciones y relaciones contables de las cuentas 110. Prima de emisión o asunción, 113. Reservas voluntarias, 133. Ajustes por valoración en activos financieros disponibles para la venta, 802. Transferencia de beneficios en activos financieros disponibles para la venta, y de la 902. Transferencia de pérdidas en activos financieros disponibles para la venta.

Además, también modifica el apartado 2.3.1 de la NRV 8ª, así como los apartados 2.2 y 2.3 de la NRV 15ª Impuestos sobre beneficios, del PGC/PYMES.

De verdad, es mala suerte que cuando ya nos habíamos aprendido el PGC, nos lo cambien otra vez. No dejaremos nunca de ser estudiantes.

Ahora, fíjese lector que perla contiene la disposición transitoria cuarta del Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, aprobatorio de la NOFCAC; Las cuentas anuales individuales correspondientes al primer ejercicio que se inicie a partir del 1 de enero de 2010, podrán ser presentadas:

a) Sin adaptar la información comparativa a los nuevos criterios, en cuyo caso, las cuentas anuales se calificarán como iniciales. (13) 

b) Incluyendo información comparativa adaptada a los nuevos criterios, en este caso la fecha de primera aplicación es la fecha del comienzo del ejercicio anterior al que se inicie a partir de 1 de enero de 2010, es decir, para las sociedades cuyo ejercicio económico coincida con el año natural, el 1 de enero de 2009 (14) .

¿Hay quien de más? Desde luego que nos están dando.

3.4.  El Plan General de Contabilidad de las PYMES

De acuerdo al artículo 2 del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, que aprobó el nuevo Plan General de Contabilidad, éste será de aplicación obligatoria a todas las empresas, cualquiera que sea su forma jurídica, individual o societaria, sin perjuicio de aquellas que puedan aplicar el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas". Por ello, el Gobierno aprobó simultáneamente al PGC un PGC/PYMES que podrán aplicar aquellas empresas que puedan formular balance, estado de cambios en el patrimonio neto y memoria en modelos abreviados, y que ha entrado en vigor para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008.

Se trata de un plan optativo, de carácter voluntario para las empresas que sean PYMES, que son aquellas en las que durante dos ejercicios consecutivos reúnan, a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circunstancias siguientes (15) :


	
- Que el activo no supere los 2.850.000 euros. 

	
- Que el importe neto de su cifra anual de negocios no supere los 5.700.000 euros 

	
- Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio no sea superior a 50. 



El importe neto de la cifra de negocios anual de su negocio se determinará deduciendo del importe de las ventas de los productos y de las prestaciones de servicios u otros ingresos correspondientes a las actividades ordinarias de la empresa, el importe de cualquier descuento (bonificaciones y demás reducciones sobre las ventas) y el del impuesto sobre el valor añadido y otros impuestos directamente relacionados con las mismas que deban ser objeto de repercusión.

Si la empresa formase parte de un grupo de empresas en los términos descritos en la norma de elaboración 11ª, de las cuentas anuales, empresas de grupo, multigrupo y asociadas, para la cuantificación de los importes se tendrá en cuenta la suma del activo, del importe neto de la cifra de negocios y del número medio de trabajadores del conjunto de las entidades que conformen el grupo.

Para la determinación del número medio de trabajadores se considerarán todas aquellas personas que tengan o hayan tenido alguna relación laboral con la empresa durante el ejercicio, promediadas según el tiempo durante el cual hayan prestado sus servicios.

Si durante dos ejercicios consecutivos la empresa no reúne dos de los requisitos señalados, debe aplicar el Plan General Contable, así como cuando tampoco los cumpla en el ejercicio de su constitución.

Es decir, los mismos límites fijados por la Ley 16/2007, de 4 de julio, para no estar en auditoría obligatoria.

El Plan General Contable se aplica a todas las sociedades, salvo que sean PYMES y opten por aplicar el PGC/PYMES. Si una PYME pudiendo utilizar su propio plan, opta por aplicar el Plan General Contable tendrá que seguir haciéndolo durante tres ejercicios continuados, a no ser que, con anterioridad al transcurso de dicho plazo, la empresa pierda la facultad de aplicar el PGC/PYMES.

Pero, pásmense, el Real Decreto 1515/2007 regula que si una empresa PYME "opta" por la aplicación del Plan General de Contabilidad de PYMES, deberá aplicarlo de forma completa (16) . Nadie lo dudábamos pero, OJO, si realiza "una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto, habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados económicos contenidos en el Plan General de Contabilidad, con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, que en ningún caso serán aplicables". Es increíble, el PGC/PYMES, no es un plan "general (17) " porque, no se refiere a todas las empresas ni tampoco a todos los supuestos.

Muchos autores creen -yo también- que se debía haber regulado un Plan Contable de mínimos para todas las empresas y luego unas normas específicas para las empresas auditadas y punto. Qué fácil hubiera sido, pero no, había que complicarlo.

Y además, el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, siguiendo a la Ley 16/2007, de 4 de julio, admite la aplicación de criterios específicos para las "microempresas" que son aquellas que durante dos ejercicios consecutivos reúnan a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las siguientes circunstancias:


	
- Activo < 1 millón de euros. 

	
- Importe neto cifra de negocios < 2 millones de euros. 

	
- Número medio trabajadores no superior a diez. 



No se trata de un plan contable específico diferente a los otros dos, sino que en el caso de que una "microempresa", llevando el Plan General Contable de PYMES, opte por aplicar esos criterios específicos, podrá:


	
- Contabilizar los "leasing" llevando a gastos lo recibos de las compañías de arrendamiento financiero. 

	
- Contabilizar el Impuesto sobre Sociedades por la cantidad a pagar a la Hacienda Pública, o por la que ésta deba devolver a la empresa. 



En fin, sin comentarios, que parece que en materia de "microempresas" hemos vuelto al régimen simplificado de la contabilidad que la Ley 16/2007 deroga, como veremos en el apartado 3.8. de este capítulo.

3.5.  Principales diferencias entre el PGC y el PGC/PYMES

El PGC/PYMES no contiene los siguientes apartados respecto del PGC:


	
- Fondo de Comercio. 

	
- Instrumentos financieros compuestos. 

	
- Derivados que tengan como subyacente inversiones en instrumentos de patrimonio no cotizados cuyo valor razonable no pueda ser determinado con fiabilidad. 

	
- Contratos de garantías recibidas. 

	
- Coberturas contables. 

	
- Pasivos por retribuciones a largo plazo al personal. 

	
- Transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio. 

	
- Combinaciones de negocio. 

	
- Operaciones de fusión, escisión y aportaciones no dinerarias de un negocio entre empresas del grupo. 



- Se eliminan en el PGC/PYMES, respecto del PGC, determinadas categorías de activos financieros, se suprime el criterio de valor razonable con imputación directa de los cambios de valor a patrimonio neto y la posibilidad de designar activos y pasivos a valor razonable con cambios en la cuenta de pérdidas y ganancias.

- El PGC/PYMES elimina la norma relativa a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta.

- El modelo de cuentas del PGC/PYMES es parecido al abreviado. Se simplifica el estado de cambios del patrimonio neto. No se obliga a presentar el estado de flujos de tesorería.

- El cuanto al cuadro de cuentas, el PGC/PYMES no contiene los grupos 8 y 9 relativos al estado de gastos e ingresos en el patrimonio neto, que constituyen el verdadero "coco contable" del PGC, y que están destinados a registrar ajustes de valor razonable de determinados instrumentos de patrimonio que no se han adquirido para negociarlos a corto plazo, aunque si para tenerlos disponibles para la venta, por lo que los ajustes positivos y negativos de valor al no haberse "realizado" no se llevan a pérdidas y ganancias sino a patrimonio.

A pesar de todo ello, cuando una empresa aplique el Plan General de Contabilidad de PYMES, y realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto, habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el Plan General de Contabilidad con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, que en ningún caso serán aplicables.

3.6.  Estructura de los Planes Generales Contables

Tanto el PGC como el PGC/PYMES se estructuran en cinco partes, que se podrían estudiar separadamente para cada plan contable, pero hemos preferido comentarlas conjuntamente por dos razones:

- La notable semejanza entre ambos planes contables.

- La comparabilidad de ambos planes en cuanto a su estructura, que permite apreciar mejor las diferencias entre ambos.
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Primera parte. Marco conceptual de la Contabilidad.

Define los conceptos que son la esencia del sistema contable porque marca los objetivos que se pretenden alcanzar a través de la contabilidad. Se aprecia claramente que los planes contables quieren abandonar un sistema orientado a la protección y control del patrimonio de la empresa y a la fijación indirecta de la base imponible del IS, para, a través de los principios contables, la definición de activos y pasivos, los criterios de reconocimiento contable de los elementos y de los criterios de valoración posterior no sólo a coste histórico sino también a valor razonable, llegar a un sistema más acorde con el grado de desarrollo de la economía española que precisa de una mayor información financiera. Así se recoge en el Marco conceptual cuando textualmente dice que "las cuentas anuales deben redactarse con claridad, de forma que la información suministrada sea comprensible y útil, para los usuarios al tomar sus decisiones económicas...".

Aplicación de los principios contables.

La contabilidad de la compañía y, en especial, el registro y la valoración de las cuentas anuales, se desarrollará aplicando obligatoriamente, los principios contables, que estudiaremos de acuerdo tanto al PGC como al PGC/PYMES, al recoger ambos en el punto 3º del Marco Conceptual los mismos principios contables y regularlos con igual texto:

Principio de empresa en funcionamiento. Se considerará, salvo prueba en contrario, que la gestión de la empresa continuará en un futuro previsible, por lo que, la aplicación de los principios y criterios contables no tiene el propósito de determinar el valor del patrimonio neto a efectos de su transmisión global o parcial, ni el importe resultante en caso de liquidación.

En aquellos casos en que no resulte de aplicación este principio, la empresa aplicará las normas de valoración que resulten más adecuadas para reflejar la imagen fiel de las operaciones tendentes a realizar el activo, cancelar las deudas y, en su caso, repartir el patrimonio neto resultante, debiendo suministrar en la memoria de las cuentas anuales toda la información significativa sobre los criterios aplicados.

Los administradores de la empresa deberán previamente a la formulación de las cuentas, apreciar si la empresa tiene continuidad, porque el principio de empresa en funcionamiento condiciona la aplicación de los demás principios que si no perderían su razón de ser.

El TRLIS no recoge expresamente este principio pero está totalmente imbuido por él al permitir durante quince ejercicios la compensación de bases imponibles negativas o durante el plazo de diez años la aplicación de deducciones en la cuota del IS.

Principio del devengo. Los efectos de las transacciones o hechos económicos se registrarán cuando ocurran.

Obliga a imputar los ingresos y gastos en función de la corriente de bienes y servicios que los mismos representen, con independencia de la fecha de su pago o de su cobro. Este criterio del devengo, ha sido recogido, asimismo, en la legislación fiscal.

El TRLIS, en su artículo 19.1 señala que: "Los ingresos y los gastos se imputarán en el período impositivo en que se devenguen, atendiendo a la corriente real de bienes y servicios que los mismos representan, con independencia del momento en que se produzca la corriente monetaria o financiera, respetando la debida correlación entre unos y otros" (ver apartado 1 del capítulo XIII y 2 del capítulo XIX de este libro).

El TRLIS permite que la Administración tributaria, a solicitud del sujeto pasivo, apruebe criterios de imputación temporal distintos del devengo, cuando el contribuyente los utilice excepcionalmente para conseguir la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados.

En concreto, hay que contabilizar según su devengo:


	
- "Rappels" de compras. 

	
- "Rappels" de ventas. 

	
- Seguros de incendios. 

	
- Gastos financieros. 

	
- Comisiones. 

	
- Ingresos financieros. 

	
- Arrendamientos. 

	
- Luz y teléfono (cuyo importe seguramente se conocerá al efectuar el cierre). 



Como una excepción al criterio del devengo, en el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado, las rentas fiscales se entenderán obtenidas proporcionalmente a medida que se efectúen los cobros correspondientes, salvo que la sociedad decida aplicar el criterio del devengo (artículo 19.4 del TRLIS).

El TRLIS considera operaciones a plazos aquellas ventas y ejecuciones de obra cuyo precio se perciba, total o parcialmente, mediante pagos sucesivos o mediante un solo pago, siempre que el período transcurrido entre la entrega y el vencimiento del último o único pago del plazo sea superior al año.

Dado que en los 30 primeros días de enero se debe presentar la declaración-liquidación por IVA correspondiente al último período del año, es absolutamente preciso reclamar de los proveedores y suministradores de servicios, la totalidad de las facturas pendientes, que normalmente suelen ser de reparaciones, transportes o algún suministro, al objeto de que el IVA SOPORTADO aparezca en los libros del ejercicio.

Si a pesar de ello, alguna factura no se recibiese antes del cierre, se asentará contablemente la compra o el gasto, pero no el IVA en el LIBRO DE IVA SOPORTADO, en el que sólo pueden reflejarse las facturas recibidas. El asiento en el caso de compras, se efectuará así:
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No se contabilizará el IVA, dado que el artículo 99.4 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido dice: "Se entenderán soportadas las cuotas deducibles en el momento en que el empresario o profesional que las soportó reciba la correspondiente factura o demás documentos justificativos del derecho a la deducción. Si el devengo del impuesto se produjese en un momento posterior al de la recepción de la factura, dichas cuotas se entenderán soportadas cuando se devenguen".

Cuando llegue la factura en el ejercicio siguiente, se llevará el IVA de la misma al libro de IVA Soportado, sin contabilizar el gasto dado que ya se asentó el año anterior.

Especiales problemas plantean los "rappels" de compras, cuyo importe suele percibirse en el ejercicio siguiente a aquél en que se generó, dado que, a veces, resulta difícil conocer la cuantía del mismo. A pesar de ello es obligatorio contabilizarlos dentro del año, sin que sirva de excusa lo expuesto anteriormente, pues no es lógico que una empresa ignore los criterios para su percibo, puesto que su conocimiento sirve de estímulo para la política de compras.

Dentro, por tanto, de un cierto margen, la sección de contabilidad debe tratar de aproximarse, en lo posible, a su cuantía definitiva y contabilizarlos dentro del año, aunque los perciba la empresa en el siguiente; de esta forma:
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En el momento de recibir la factura del "rappel", en el ejercicio siguiente:
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El TRLIS, como veremos con más detalle en el apartado 1 del capítulo XIII y 2 del capítulo XIX , modifica el principio de imputación temporal al señalar en su artículo 19.3 que "los ingresos y los gastos imputados contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas (esto último incorporado por la Ley 16/2007, de 4 de julio) en un período impositivo distinto de aquel en el que proceda su imputación temporal, según lo previsto en los apartados anteriores, se imputarán en el período impositivo que corresponda de acuerdo con lo establecido en dichos apartados. No obstante, tratándose de gastos imputados contablemente en dichas cuentas en un período impositivo posterior a aquel en el que proceda su imputación temporal o de ingresos imputados en la cuenta de pérdidas y ganancias en un período impositivo anterior, la imputación temporal de unos y otros se efectuará en el período impositivo en el que se haya realizado la imputación contable, siempre que de ello no se derive una tributación inferior a la que hubiere correspondido por aplicación de las normas de imputación temporal prevista en los apartados anteriores".

Ello supone la práctica desaparición, fiscalmente hablando, del criterio de "estanqueidad" de ejercicios o de correlación de ingresos y gastos que, de acuerdo con los PPGGCC en el apartado 5º del Marco conceptual, establece que "Se registrarán en el período a que se refieren las cuentas anuales los ingresos y los gastos devengados en éste, estableciéndose en los casos en que sea pertinente, una correlación entre ambos, que en ningún caso puede llevar al registro de activos o pasivos que no satisfagan la definición de éstos".

Principio de uniformidad, que obliga, a que adoptado un criterio dentro de las alternativas que, en su caso, se permitan, deberá mantenerse en el tiempo y aplicarse de manera uniforme para transacciones, otros eventos y condiciones que sean similares, en tanto no se alteren los supuestos que motivaron su elección. De alterarse estos supuestos podrá modificarse el criterio adoptado en su día; en tal caso, estas circunstancias se harán constar en la memoria, indicando la incidencia cuantitativa y cualitativa de la variación sobre las cuentas anuales.

Su objetivo es conseguir que las cuentas de un ejercicio sean comparables con las del anterior, impidiendo que los cambios de criterio de valoración por parte de la gerencia de la empresa, puedan modificar los resultados de un ejercicio provocando un cierto maquillaje de las cuentas anuales, que sólo sirve para confundir a los propios socios y a terceras personas que contraten con la compañía.

En la memoria debe resaltarse que el balance y la cuenta de pérdidas y ganancias son comparables, por no existir variación en los principios contables aplicados (salvo en las cuentas anuales del ejercicio de apertura de implantación de los nuevos planes contables).

Principio de importancia relativa, que admite la no aplicación estricta de algunos de los principios y criterios contables cuando la importancia relativa en términos cuantitativos o cualitativos de la variación que tal hecho produzca sea escasamente significativa, y en consecuencia, no altere la expresión de la imagen fiel, pudiéndose agrupar las partidas o importes cuya importancia relativa sea escasa, con otros de similar naturaleza o función.

Principio de no compensación, que, salvo que una norma disponga de forma expresa lo contrario, prohíbe compensar las partidas del activo y del pasivo, o los gastos e ingresos, debiéndose valorar separadamente los elementos integrantes de las cuentas anuales.

Este principio no permite lo que en tiempos fue un defecto habitual de la sección de contabilidad de algunas empresas, como era reducir los gastos financieros con los ingresos financieros cuando éstos no eran muy significativos.

Principio de prudencia, que exige ser prudente en las estimaciones y valoraciones a realizar en condiciones de incertidumbre, no justificando la prudencia, que la valoración de los elementos patrimoniales no responda a la imagen fiel que deben reflejar las cuentas anuales.

Por ello, el artículo 38 del Código de Comercio, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, dispone se contabilizarán sólo los beneficios obtenidos hasta la fecha de cierre del ejercicio. No obstante, se deberán tener en cuenta todos los riesgos con origen en el ejercicio o en otro anterior, incluso si sólo se conocieran entre la fecha del cierre del balance y la fecha en que éste se formule, en cuyo caso se dará cumplida información en la memoria, sin perjuicio del reflejo que puedan originar en los otros documentos integrantes de las cuentas anuales. Excepcionalmente, si tales riesgos se conocieran entre la formulación y antes de la aprobación de las cuentas anuales y afectaran de forma muy significativa a la imagen fiel, las cuentas anuales deberán ser reformuladas.

Deberán tenerse en cuenta las amortizaciones y correcciones de valor por deterioro de los activos, tanto si el ejercicio se salda con beneficio como con pérdida.

Además, en algunos casos, como las permutas comerciales, al tener que reflejar el elemento recibido a valor razonable del entregado, suponen la anticipación contable de un ingreso que el principio de prudencia no permitía en el PGC de 1990, y lo mismo, podemos decir de las diferencias positivas de cambio que al cierre del ejercicio no se llevan ya a una cuenta específica del activo sino a pérdidas y ganancias.

Los PPGGCC, siguiendo a la Ley de Reforma mercantil, suprimen el carácter preferente que el principio de prudencia tenía en el PGC de 1990, cuando éste señalaba que "en los casos de conflicto entre principios contables obligatorios, deberá prevalecer el que mejor condujese a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa".

Se echan en falta los principios de registro (inscripción contable) y correlación de ingresos y gastos, cuyo espíritu inspira a la normativa contable pero que se ve no tienen la categoría de principios contables, aunque quedan recogidos como criterios de registro o reconocimiento contable, al regular el apartado 5º del Marco Conceptual de ambos planes contables. El registro o reconocimiento contable es el proceso por el que se incorporan al balance, la cuenta de pérdidas y ganancias o el estado de cambios en el patrimonio neto, los diferentes elementos de las cuentas anuales, procediendo el registro de estos elementos cuando se cumplan los criterios de probabilidad en la obtención o cesión de recursos que incorporen beneficios o rendimientos económicos y su valor pueda determinarse con un adecuado grado de fiabilidad.

Aceptan ambos planes contables el criterio de correlación de ingresos y gastos al afirmar que "se registrarán en el período a que se refieren las cuentas anuales, los ingresos y gastos devengados en éste, estableciéndose en los casos en que sea pertinente una correlación entre ambos, que en ningún caso pueda llevar al registro de activos o pasivos que no satisfagan la definición de éstos".

El TRLIS recoge la necesidad del registro contable del gasto en el artículo 19.3 al establecer que "no serán fiscalmente deducibles los gastos que no se hayan imputado contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas si así lo establece una norma legal o reglamentaria, a excepción de lo previsto respecto de los elementos patrimoniales que puedan amortizarse libremente" (18) ; y aún añadiríamos visto el desarrollo del articulado de la Ley, de aquellos otros en que se contemple expresamente, como en los leasing, en los que son deducibles amortizaciones fiscales por encima de las contables, no estando condicionadas a su contabilización en la cuenta de pérdidas y ganancias (19) .

El principio del precio de adquisición o coste de producción decae en los PPGGCC al autorizarse la valoración de determinados instrumentos financieros a valor razonable, como podemos ver en el capítulo VI, dedicado al inmovilizado financiero.

El BOICAC nº 74 de junio de 2008, recoge la respuesta del Instituto -sometida a la consideración de la Abogacía del Estado- de que en las cuentas anuales individuales "en el caso de ausencia de una norma o interpretación en la normativa nacional que se aplique específicamente a una transacción, los administradores deberán utilizar su criterio profesional para definir un criterio contable que sea lo más respetuoso con el Marco Conceptual de la Contabilidad previsto en el Plan General de Contabilidad y con los criterios contenidos en las normas de contabilidad generalmente aceptadas en España", y "la no obligatoriedad de aplicación supletoria de las NIIF", en base a que el propio PGC en su Primera Parte considera principios y normas de contabilidad generalmente aceptados al: a) Código de Comercio y restante legislación mercantil, b) al PGC y sus adaptaciones sectoriales, c) a las normas de desarrollo que, en materia contable establece el ICAC y d) la demás legislación española que sea específicamente aplicable, sin mencionar en ningún momento la aplicación supletoria de las NIIF.

En el apartado 1º del Marco Conceptual de la Contabilidad, tanto el PGC como el PGC/PYMES afirman con las mismas palabras que:

La aplicación sistemática y regular de los requisitos, principios y criterios contables deberá conducir a que las cuentas anuales muestren la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa.

A tal efecto, se atenderá a la realidad económica y no sólo a su forma jurídica. Se trata esta declaración de una de las principales modificaciones de la reforma contable.

Los servicios de contabilidad de las empresas y las compañías auditoras se han inclinado habitualmente a considerar que las cuentas anuales representan la imagen fiel cuando se han seguido los criterios de contabilización de las normas contables.

Cuando se considere que el cumplimiento de los requisitos, principios y criterios contables no sea suficiente para mostrar la imagen fiel, se suministrarán en la memoria las informaciones complementarias precisas para alcanzar este objetivo.

Y para que quede claramente establecida la primacía de la imagen fiel, añaden ambos planes contables que en aquellos casos excepcionales en los que el cumplimiento de los principios y criterios contables fuera incompatible con la imagen fiel que deben proporcionar las cuentas anuales, se considerará improcedente su aplicación. En estos casos, en la memoria se motivará suficientemente esta circunstancia y se explicará su influencia en el patrimonio, la situación financiera y los resultados de la empresa.

Pensamos que no siempre podrá un balance de situación reflejar la imagen fiel del patrimonio de la compañía si se obliga a valorar a valor razonable determinados instrumentos financieros y se obliga, en cambio a mantener el valor de adquisición de los terrenos y construcciones -a salvo las actualizaciones autorizadas por Ley-.

En definitiva, como dice la normativa contable, el Marco Conceptual constituye la base que debe soportar y dar cobertura a las interpretaciones de nuestro Derecho mercantil contable, otorgando el necesario amparo y seguridad jurídica en desarrollo de lo previsto en los artículos 34 y siguientes del Código de Comercio.

Segunda parte. Normas de registro y valoración.

Las normas de registro y valoración (NRV), de una gran extensión, suponen el desarrollo de los principios contables y otras disposiciones contenidas en el Marco Conceptual de la Contabilidad y recogen los criterios de registro y valoración de los elementos patrimoniales y de las transacciones, siendo las normas de aplicación obligatoria, tratando a través de ellas de aproximar la contabilidad española a las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC/NIIF), pero sin que ello suponga una ruptura total con las del anterior PGC de 1990, puesto que no permiten la principal opción de la NIC, la valoración a valor razonable de los bienes del inmovilizado material ni del intangible.
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	13ª
	Moneda extranjera



	12ª
	IVA, IGIC y otros impuestos indirectos
	14ª
	IVA, IGIC y otros impuestos indirectos



	13ª
	Impuesto sobre beneficios
	15ª
	Impuesto sobre beneficios



	14ª
	Ingresos por ventas y prestación de servicios
	16ª
	Ingresos por ventas y prestaciones de servicios



	15ª
	Provisiones y contingencias
	17ª
	Provisiones y contingencias



	16ª
	Pasivos por retribuciones a largo plazo al personal
	

	




	17ª
	Transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio
	

	




	18ª
	Subvenciones, donaciones y legados recibidos
	18ª
	Subvenciones, donaciones y legados recibidos



	19ª
	Combinaciones de negocios
	

	




	20ª
	Negocios conjuntos
	19ª
	Negocios conjuntos



	21ª
	Operaciones entre empresas del grupo
	20ª
	Operaciones entre empresas del grupo



	22ª
	Cambios en criterios contables, errores y estimaciones contables
	21ª
	Cambios en criterios contables, errores y estimaciones contables



	23ª
	Hechos posteriores al cierre del ejercicio
	22ª
	Hechos posteriores al cierre del ejercicio





Con un simple vistazo, por la forma en la que hemos presentado las normas de registro y valoración, se puede apreciar que el PGC/PYMES recoge las mismas normas que el PGC salvo las relativas a grupos enajenables y elementos mantenidos para la venta, los pasivos por retribuciones a largo plazo al personal, las transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio y las combinaciones de negocios. A pesar de ello, recordamos que el artículo 3º del Real Decreto 1515/2007 regula que "Cuando una empresa que aplique el Plan General de Contabilidad de PYMES realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el Plan General de Contabilidad, con excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta que en ningún caso serán aplicables".

Recogen, por tanto, las normas antedichas, los criterios de registro y valoración de las distintas transacciones y elementos patrimoniales de la empresa desde una perspectiva general, considerando las operaciones que usualmente realizan las empresas sin descender a los casos particulares, cuyo adecuado tratamiento contable parece más lógico que se resuelva mediante las Resoluciones que vaya aprobando el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

Estas normas de registro y valoración junto con el Marco Conceptual de la Contabilidad -al que desarrollan- son el verdadero "corazón" de los PPGGCC.

Tercera parte. Cuentas Anuales.

Incluye las normas de elaboración de las cuentas anuales y su formulación, así como los modelos normales y abreviados que las integran.

Las cuentas anuales comprenden:



	PGC
	PGC/PYMES




	- Balance
	- Balance



	- Cuenta de pérdidas y ganancias
	- Cuenta de pérdidas y ganancias



	- Estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN)
	- Estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN)



	- Estado de flujos de efectivo (EFE)
	




	- Memoria
	- Memoria





El estado de flujos de efectivo no será obligatorio para las empresas no auditadas (las que puedan presentar el balance, las cuentas de pérdidas y ganancias y la memoria en forma abreviada), por eso el PGC/PYMES no lo recoge.

Balance.

Los PPGGCC ya no mantienen la denominación de activo fijo a largo plazo sino de activo no corriente, y tampoco mencionan el circulante o el activo a corto plazo, sino solamente al activo corriente, entendiéndose por tal el que la empresa espera vender, consumir o realizar en el transcurso del ciclo normal de la explotación (a corto plazo y circulante del PGC de 1990) y también los activos financieros reconocidos como cartera de negociación.



	PGC
	PGC/PYMES




	ACTIVO
	ACTIVO



	A) ACTIVO NO CORRIENTE
	A) ACTIVO NO CORRIENTE



	I.
	Inmovilizado intangible
	I.
	Inmovilizado intangible



	II.
	Inmovilizado material
	II.
	Inmovilizado material



	III.
	Inversiones inmobiliarias
	III.
	Inversiones inmobiliarias



	IV.
	Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo
	IV.
	Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo



	V.
	Inversiones financieras a largo plazo
	V.
	Inversiones financieras a largo plazo



	VI.
	Activos por impuesto diferido
	VI.
	Activos por impuesto diferido



	

	




	B) ACTIVO CORRIENTE
	B) ACTIVO CORRIENTE



	I.
	Activos no corrientes mantenidos para la venta
	

	




	II.
	Existencias
	I.
	Existencias



	III.
	Deudores comerciales y otras cuentas a cobrar
	II.
	Deudores comerciales y otras cuentas a cobrar



	IV.
	Inversiones en empresas del grupo y asociadas a corto plazo
	III.
	Inversiones en empresas del grupo y asociadas a corto plazo



	V.
	Inversiones financieras a corto plazo
	IV.
	Inversiones financieras a corto plazo



	VI.
	Periodificaciones a corto plazo
	V.
	Periodificaciones a corto plazo



	VII.
	Efectivo y otros activos líquidos equivalentes
	VI.
	Efectivo y otros activos líquidos equivalentes



	TOTAL ACTIVO
	TOTAL ACTIVO





Sin entrar en mayor desglose, la única partida del PGC que no se recoge en el activo del PGC/PYMES es la de "activos no corrientes mantenidos para la venta", que para mayor contradicción aparece en el PGC dentro del "ACTIVO CORRIENTE", cuando no lo es.

Diferencias entre el activo del Plan General de Contabilidad de 1990 y el de los PPGGCC.

- Se añade en el activo no corriente la partida inversiones inmobiliarias (inmuebles no afectos a la explotación, normalmente dedicados al arrendamiento).

- Se crean en el activo los grupos:


	
• Inversiones en empresas del grupo y asociadas largo plazo. 

	
• Inversiones en empresas del grupo y asociadas corto plazo. 



- Desaparecen del balance por considerar no se tratan de verdaderos activos:


	
• Los gastos a distribuir en varios ejercicios. 

	
• Los gastos de establecimiento. 

	
• La presentación de las acciones propias dentro del activo del balance. 

	
• Se crea en el activo del PGC de 2007 el epígrafe activos no corrientes mantenidos para la venta. 



El pasivo de siempre se desglosa en el patrimonio neto y el pasivo (con terceros).



	PGC
	PGC/PYMES




	PATRIMONIO NETO Y PASIVO
	PATRIMONIO NETO Y PASIVO



	A) PATRIMONIO NETO
	A) PATRIMONIO NETO



	A.1) Fondos propios
	A.1) Fondos propios



	A.2) Ajustes por cambios de valor
	




	A.3) Subvenciones, donaciones y legados recibidos
	A.2) Subvenciones, donaciones y legados recibidos



	B) PASIVO NO CORRIENTE
	B) PASIVO NO CORRIENTE



	C) PASIVO CORRIENTE
	C) PASIVO CORRIENTE



	TOTAL PATRIMONIO NETO Y PASIVO
	TOTAL PATRIMONIO NETO Y PASIVO





Diferencias entre el pasivo del PGC de 1990 y el de los PPGGCC.

- Aparición del concepto patrimonio neto. El patrimonio neto (20)  incluye con signo positivo los fondos propios, las subvenciones de capital, las diferencias positivas moneda extranjera y donaciones minoradas en el Impuesto sobre Sociedades, los préstamos participativos y con signo negativo y las participaciones propias, que aparecen minorando los fondos propios.

- Desaparece el apartado ingresos a distribuir en varios ejercicios.

- Se crea un epígrafe propio dentro del pasivo no corriente denominado Pasivos por impuesto diferido (en el anterior PGC de 1990 no tenían epígrafe propio y figuraban incluidas en Administraciones públicas).

En el PGC de 2007 el patrimonio neto comprende los ajustes por cambios de valor (por valoración al cierre del ejercicio a valor razonable) que el PGC/PYMES no recoge, y que supone una modificación trascendental en relación al PGC de 1990 que no los autorizaba.

- Se crea en el PGC de 2007, el apartado Pasivos vinculados con activos no corrientes mantenidos para la venta.

El patrimonio neto y pasivo se estudian en el capítulo XII de este libro.

Cuenta de pérdidas y ganancias.

Su presentación se hace en formato vertical, colocando uno debajo de otro los ingresos y los gastos, abandonando, por tanto, el formato T u horizontal del PGC de 1990, resultando una presentación de más fácil lectura para un lector no acostumbrado.

El PGC distingue entre: cuenta de pérdidas y ganancias normal y la abreviada, y esta última es la misma exactamente que la del PGC/PYMES.

Veamos su formato en grandes líneas (su estudio pormenorizado se efectúa en el capítulo XXVIII de este libro).



	PGC
	PGC/PYMES




	A) OPERACIONES CONTINUADAS
	




	A.1) RESULTADO DE EXPLOTACIÓN
	A) RESULTADO DE EXPLOTACIÓN



	A.2) RESULTADO FINANCIERO
	B) RESULTADO FINANCIERO



	A.3) RESULTADO ANTES DE IMPUESTOS
	C) RESULTADO ANTES DE IMPUESTOS



	Impuesto sobre beneficios
	Impuesto sobre beneficios



	A.4) RESULTADO DEL EJERCICIO PROCEDENTE DE OPERACIONES CONTINUADAS
	D) RESULTADO DEL EJERCICIO



	B) OPERACIONES INTERRUMPIDAS
	




	A.5) RESULTADO DEL EJERCICIO (A4+B)
	






El PGC/PYMES a diferencia del PGC no tiene dos apartados uno para operaciones continuadas y otro para interrumpidas. A pesar de ello, la cuenta de pérdidas y ganancias de las PYMES -con menor desglose en su presentación- es igual a la del PGC por operaciones continuadas, de alguna forma es como si las cuentas en el PGC se presentasen a nivel de tres dígitos y las de las PYMES a dos dígitos.

Desaparece la tercera parte del PGC de 1990 de la cuenta de pérdidas y ganancias dedicada a los resultados extraordinarios (se recoge en un apartado específico con el nombre de excepcionales) aunque se siguen manteniendo dentro del resultado de actividades continuadas dos apartados, uno para los resultados de explotación y otro para los financieros, lo mismo que en el PGC/PYMES aunque no se hable de operaciones continuadas.

El resultado de actividades interrumpidas sólo se recoge en el PGC.

El estudio pormenorizado de la cuenta de pérdidas y ganancias se efectúa en el capítulo XXVIII, sin perjuicio de ello, adelantamos que los gastos y los ingresos se registran contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias, salvo los ajustes por la aplicación del valor razonable efectuados al cierre del ejercicio en el valor de determinados activos financieros disponibles para la venta que se imputan directamente en el patrimonio neto, o en el caso de subvenciones de capital y donaciones a favor de la compañía, en las que la imputación se realiza también al patrimonio neto.

Estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN).

Obligatorio de confeccionar por todas las empresas sea cuál sea el Plan General de Contabilidad que apliquen, recoge todos los movimientos o cambios en el patrimonio neto entre dos ejercicios. Comprende dos partes:

A) Estado de ingresos y gastos reconocidos, que recoge los cambios en el patrimonio neto derivados de:


	
- Resultado de la cuenta de pérdidas y ganancias. 

	
- Ingresos y gastos imputados directamente al patrimonio neto (sólo PGC en los grupos 8 y 9). 

	
- Transferencias a la cuenta de pérdidas y ganancias (sólo PGC y efectuadas desde el patrimonio neto). 



La suma de los tres conceptos supone el saldo de los ingresos y gastos reconocidos.

B) Estado total de cambios en el patrimonio neto.

Contempla la totalidad de los movimientos del patrimonio neto:


	
- Saldo de los ingresos y gastos reconocidos (A). 

	
- Transacciones con los socios o propietarios (aportaciones, retiradas de bienes por los socios o propietarios o ampliaciones y reducciones de capital) y reclasificaciones que se puedan hacer en el patrimonio neto, derivadas por ejemplo de la dotación de reservas. 

	
- Ajustes patrimonio neto debidos a cambios en criterios contables y corrección de errores. 

	
- Otras variaciones que se produzcan en el patrimonio neto. 



El ECPN se estudia más profundamente en el apartado 2.4.3. del capítulo XXVIII.

Estado de flujos de efectivo (EFE).

Pone de manifiesto, debidamente ordenados y agrupados por categorías o tipos de actividades, los cobros y pagos realizados por la empresa, con el fin de informar acerca de los movimientos de efectivo producidos en el ejercicio, mostrando la capacidad de generar efectivo o equivalentes al efectivo, así como las necesidades de liquidez de la empresa.

Solamente es obligatorio para las empresas que deban formular el balance, y la memoria en modelo normal, es decir a las sometidas a auditoría obligatoria (ver en el apartado 1 del capítulo II de este libro que empresas lo están).

Se entiende por efectivo y otros activos líquidos la tesorería de caja, los depósitos bancarios a la vista, y los instrumentos financieros convertibles en efectivo con vencimiento inferior a tres meses.

Distingue el EFE entre:


	
- Flujos de efectivo procedentes de las actividades de explotación. 

	
- Flujos de efectivo por actividades de inversión. 

	
- Flujos de efectivo por actividades de financiación. 

	
- Cobros y pagos procedentes de activos y pasivos financieros. 

	
- Flujos procedentes de transacciones en moneda extranjera convertidos a la moneda funcional. 



El PGC contiene un impreso normalizado que permitirá confeccionarse por ordenador mediante la remisión de los datos contables de las cuentas correspondientes.

Con el PGC de 2007 desaparece el cuadro de financiación del PGC de 1990, que era lo más parecido al estado de flujos de efectivo, con la diferencia de que éste si formará parte de las cuentas anuales (no solamente como una parte de la memoria) y deberá quedar reflejado dentro del Libro de inventarios y de cuentas anuales, independientemente.

El estado de flujos de efectivo nos parece mucho más práctico que el cuadro de financiación que lo confeccionaban las empresas auditoras y que nadie lo leía. Creemos que el estado de flujos de efectivo va ser muy útil y una "base de datos económicos" de gran utilidad para la administración de las empresas. Convendría que nuestros gerentes no le dieran la espalda pensando que estamos ante otro cuadro de financiación disfrazado, aunque es cierto que se le ha dotado de una complejidad que no precisaba. En los Consejos de Administración al formular las cuentas anuales y en las Juntas Generales de socios al aprobarlas, hemos comprobado que a nadie le interesa el Estado de flujos de efectivo, tal vez porque no lo comprenden.

La memoria.

Se trata de un documento de las cuentas anuales que incorpora la información necesaria para completar y ampliar el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo, que deberá contener, de acuerdo al artículo 260 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital -a partir del 1 de septiembre de 2010- al menos:



	Primera.
	Los criterios de valoración y los métodos de cálculo de las correcciones de valor.



	Segunda.
	Los datos identificativos de las sociedades en las que se posea, directa o indirectamente un porcentaje no inferior al 20 por 100 de su capital, o en las que sin llegar a dicho porcentaje se ejerza una influencia significativa.



	Tercera.
	Las clases de acciones y el número y su valor nominal.



	Cuarta.
	La existencia de bonos y obligaciones convertibles.



	Quinta.
	El importe de las deudas con duración residual superior a cinco años, así como el de todas las deudas que tengan garantía real.



	Sexta.
	El importe global de las garantías comprometidas con terceros sin perjuicio de su reconocimiento dentro del pasivo del balance cuando sea probable su cumplimiento.



	

	- Los acuerdos de la empresa que no figuren en balance.



	

	- Transacciones significativas entre la empresa y terceros vinculados.



	Séptima.
	Distribución de la cifra de negocios por actividades



	Octava.
	El número medio de personas empleadas, sus sueldos y Seguridad Social, así como la distribución por sexos desglosados por categorías al cierre del ejercicio, entre los que figurarán el de altos directivos y el de consejeros.



	Novena.
	El importe de sueldos, dietas y remuneraciones del personal de alta dirección y de los miembros del órgano de administración (que podrán darse de forma global por concepto retributivo).



	Décima.
	El importe de los anticipos y créditos concedidos al personal de alta dirección y a los miembros del órgano de administración.



	Undécima.
	Los honorarios de la empresa auditora y así como los correspondientes a las entidades vinculadas al auditor de cuentas.



	Duodécima.
	El grupo al que pertenece la sociedad, en su caso.



	Decimotercera.
	Y la sociedad de mayor activo de un conjunto de sociedades sometidas a una misma unidad de decisión, porque estén controladas por una o varias personas físicas o jurídicas no obligadas a consolidar, deberán incluir una descripción de esas sociedades, así como informará sobre el importe agregado de los activos, pasivos, patrimonio neto, cifra de negocios y el resultado conjunto.




Prácticamente se trata de las mismas menciones que exigía el artículo 200 del TRLSA, derogado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, con efectos de 1 de septiembre de 2010.

Además, deberá indicarse cualquier otra información no incluida en el modelo de la memoria que sea necesaria para permitir el conocimiento de la situación y actividad de la empresa y cualquier otra información "que otra normativa" exija incluir en este documento de las cuentas anuales (en concreto el Código de Comercio y la propia Ley 16/2007).

Según dice el artículo 261 del TRLSC, a las sociedades que puedan formular balance y estado de cambios en el patrimonio abreviado, reglamentariamente podrá solicitarse menor información, pero siempre deberá suministrarse la de los apartados 1ª, 2ª, 3ª, 9ª y 10ª.

Tal vez sea más práctico considerar el contenido del modelo de memoria que contienen los planes contables donde aparece toda la información que deben incorporar.

La memoria recoge la información mínima a cumplimentar; no obstante, en aquellos casos en que la información que se solicita no sea significativa, no se cumplimentarán los apartados correspondientes.

Deberá indicarse cualquier otra información no incluida en el modelo de la memoria, sea necesario para permitir el conocimiento de la situación y actividad de la empresa, facilitando la comprensión de las cuentas anuales.

La información cuantitativa deberá referirse al ejercicio al que corresponden las cuentas anuales, así como al del ejercicio anterior.

La memoria refuerza las exigencias informativas en materia de instrumentos financieros, combinaciones de negocios y partes vinculadas, esta última información, dice el PGC en su introducción "para poder conocer la verdadera imagen fiel de las relaciones económicas y financieras de una empresa"



	PGC. Memoria normal
	Memoria abreviada y Memoria PGC/PYMES




	1. Actividad de la empresa.
	1. Actividad de la empresa.



	2. Bases de presentación de las cuentas anuales.
	2. Bases de presentación de las cuentas anuales.



	3. Aplicación de resultados.
	3. Aplicación de resultados.



	4. Normas de registro y valoración.
	4. Normas de registro y valoración.



	5. Inmovilizado material.
	5. Inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias.



	6. Inversiones inmobiliarias.
	




	7. Inmovilizado intangible.
	




	8. Arrendamientos y otras operaciones de naturaleza similar.
	




	9. Instrumentos financieros.
	6. Activos financieros.



	

	7. Pasivos financieros. (21) 




	10. Existencias.
	8. Fondos propios.



	11. Moneda extranjera.
	




	12. Situación fiscal.
	9. Situación fiscal.



	13. Ingresos y gastos.
	10. Ingresos y gastos.



	14. Provisiones y contingencias.
	




	15. Información sobre medio ambiente.
	




	16. Retribución a largo plazo al personal.
	




	17. Transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio.
	




	18. Subvenciones, donaciones y legados.
	11. Subvenciones, donaciones y legados.



	19. Combinaciones de negocios.
	




	20. Negocios conjuntos.
	




	21. Activos no corrientes mantenidos para la venta y operaciones interrumpidas
	




	22. Hechos posteriores al cierre.
	




	23. Operaciones con partes vinculadas.
	12. Operaciones con partes vinculadas.



	24. Otra información.
	13. Otra información.



	25. Información segmentada.
	14. Información sobre medio ambiente y derechos de emisión de gases de efecto invernadero.



	26. Información sobre derechos de emisión de gases de efecto invernadero.
	






La Resolución de 29 de diciembre de 2010 del ICAC (BOE 31-12-2010), ha incorporado a la memoria de las cuentas anuales, información en relación con los aplazamientos de pago a proveedores en operaciones comerciales, de acuerdo a la Ley 15/2010, de 5 de julio.

El apartado 3 del artículo 229 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aparentemente, ha extendido -al no excluirlas- a las sociedades de responsabilidad limitada la obligación que ya tenían las anónimas de informar en la memoria de los cargos que ostentan y de las participaciones que posean los administradores en sociedades con el mismo o análogo género de actividad que la desarrollada por la sociedad aunque el tema es dudoso por los términos en que está concebido el apartado 23.7 de la memoria del PGC que mantiene la obligación sólo para las sociedades anónimas.

El Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las NOFCAC y se "retoca ligeramente" el PGC y el PGG/PYMES, modifica la nota 12. Situación fiscal del modelo normal y la nota 19. Combinaciones de Negocios y de la nota 20. Negocios conjuntos del modelo normal de la memoria.

La memoria normal deben redactarla las empresas sometidas a auditoría obligatoria, la memoria abreviada las empresas que contabilicen con el PGC pero no sometidas a auditoría y la memoria de PYMES las compañías contabilicen con arreglo al PGC/PYMES.

Es decir, lo mismo que con anterioridad a la reforma, corregido y aumentado.

Dentro de lo posible, en cada uno de los capítulos de este libro hemos recogido las menciones a reflejar para cada materia estudiada en la memoria normal, abreviada y de las PYMES (22) .

El informe de gestión -que no forma parte de las cuentas anuales- sólo es obligatorio para las empresas sometidas a auditoría obligatoria, y deberá contener una exposición fiel de la evolución de los negocios, información financiera en algunos casos y medioambiental, acontecimientos importantes ocurridos después del cierre y adquisición de acciones propias.

Cuarta parte. Cuadro de cuentas.

Contiene los grupos, subgrupos y cuentas de los nuevos plantes contables (ya no hablan los PPGGCC de subcuentas sino de cuentas de cuatro o mas dígitos) debidamente codificados en forma decimal y con un título expresivo de su contenido. En aras de que la normalización contable española alcance el necesario grado de flexibilidad, continúa no siendo obligatoria la numeración de las cuentas y su denominación, si bien el cuadro de cuentas constituye una guía referente obligada en relación con las partidas de las cuentas anuales.



	CUADRO DE CUENTAS


	

	PGC
	PGC/PYMES





	Grupo 1
	Financiación básica
	Financiación básica



	Grupo 2
	Activo no corriente
	Activo no corriente



	Grupo 3
	Existencias
	Existencias



	Grupo 4
	Acreedores y deudores por operaciones comerciales
	Acreedores y deudores por operaciones comerciales



	Grupo 5
	Cuentas financieras
	Cuentas financieras



	Grupo 6
	Compras y gastos
	Compras y gastos



	Grupo 7
	Ventas e ingresos
	Ventas e ingresos



	Grupo 8
	Gastos imputados al patrimonio neto
	NO TIENE GRUPO 8



	Grupo 9
	Ingresos imputados al patrimonio neto
	NO TIENE GRUPO 9





El Real Decreto 1514/2007, introduce en el PGC dos nuevos grupos, el 8 y 9, para recoger los gastos e ingresos imputados directamente al patrimonio neto.

Como consecuencia de la incorporación al PGC del grupo 9, que el PGC de 1990 proponía para la contabilidad analítica, las que deseen llevarla podrán utilizar el grupo 0, de acuerdo al punto 14 de la "Introducción" del PGC. La empresa deberá desglosar las cuentas al nivel adecuado de dígitos que posibilite el control y el seguimiento de sus operaciones, así como para cumplimiento de la información exigida en las cuentas anuales.

Quinta parte. Definiciones y relaciones contables.

Incluye las definiciones de las distintas partidas que se incorporarán en el balance, en la cuenta de pérdidas y ganancias y en el estado que refleje los cambios en el patrimonio neto, así como las de cada una de las cuentas que se recogen en dichas partidas, incluyendo los principales motivos de cargo y abono de las cuentas.

Las definiciones y relaciones contables no serán de aplicación obligatoria, excepto en aquello que aluda o contenga criterios de registro o valoración, que desarrollen lo previsto en la segunda parte relativa a normas de registro y valoración o sirva para su interpretación.

La experiencia del despacho indica claramente que las empresas tienden a respetar al máximo las definiciones y numeración de las cuentas de un Plan Contable, abriendo nuevas con mayor desglose cuando lo precisan para su desenvolvimiento económico. Únicamente en los grupos de sociedades con una matriz radicada en un país extranjero se tiende a utilizar las cuentas que la empresa dominante viene aplicando y que no suelen coincidir con las del PGC, debiendo convertirlas a efectos de su presentación en modelos oficiales (Registro Mercantil, y declaración del Impuesto sobre Sociedades).

Como novedad, el PGC contiene dos nuevos grupos:

Grupo 8. Gastos imputados al patrimonio neto.

Grupo 9. Ingresos imputados al patrimonio neto.

El PGC/PYMES no contiene los grupos 8 y 9 al haberlos eliminado.

3.7.  Las adaptaciones sectoriales y las Resoluciones del ICAC

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable, en su disposición final primera, autoriza al Ministerio de Economía y Hacienda para que, a propuesta del ICAC y mediante Orden Ministerial, apruebe las adaptaciones sectoriales del Plan General de Contabilidad, lo cual imaginamos irá haciendo poco a poco, por lo que pasará una buena temporada en que los planes sectoriales ya existentes habrá que compaginarlos como se pueda con el PGC y aunque la Ley no lo mencione con el PGC/PYMES.

Adicionalmente, la Ley 16/2007 autoriza al ICAC para que apruebe normas de obligado cumplimiento en desarrollo del Plan General de Contabilidad y sus normas complementarias, en particular, en relación con los criterios de reconocimiento y reglas de valoración y elaboración de las cuentas anuales.

Los Reales Decretos 1514/2007 y 1515/2007, al aprobar los planes contables, en sus disposiciones transitorias regulan que las adaptaciones sectoriales y otras disposiciones de desarrollo en materia contable (entre ellas, entendemos, las Resoluciones del ICAC) en vigor a la publicación de los Reales Decretos, seguirán aplicándose en todo aquello que no se oponga a lo dispuesto en el C de C, TRLSA, LSRL y en los PPGGCC (fundamentalmente principios y normas de registro y valoración). A partir del 1 de septiembre de 2010, las menciones al TRLSA y a la LSRL, deben entenderse efectuadas al Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, que derogó el TRLSA y la LSRL. Ello obliga a ver en cada Resolución ya dictada por el ICAC, qué parte de la misma es compatible con la reforma mercantil y contable emprendida por la Ley 16/2007, de 4 de julio, por lo que estimamos que el ICAC debe hacer un importante esfuerzo para lo antes posible dictar nuevas resoluciones dejen sin efecto las anteriores, aunque parece que la reforma contable ha dejado al Instituto muy cansado porque en casi tres años no ha aprobado ni una sola adaptación sectorial contable, ni publicado Resolución alguna.

3.8.  La derogación del régimen simplificado de la contabilidad implantado en 2004

El Real Decreto 296/2004 (23) , de 20 de febrero, aprobó -para dar cumplimiento a la Carta Europea de las Pequeñas Empresas- el régimen simplificado de contabilidad, concebido como un modelo basado en un libro diario que permitiese con facilidad el cumplimiento de las obligaciones contables y la formulación de las cuentas anuales.

El régimen simplificado de la contabilidad pudo ser aplicado para los ejercicios iniciados antes del 1 de enero de 2008 por todos los sujetos contables tanto por los empresarios individuales como por las sociedades, entidades sin fines lucrativos y fundaciones siempre que durante dos ejercicios consecutivos reuniesen a la fecha del cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las siguientes circunstancias: que el total de las partidas del activo no superase un millón de euros, que el importe neto de su cifra anual de negocios fuese inferior a dos millones de euros y que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio no fuese superior a 10.

El régimen simplificado de la contabilidad consistía fundamentalmente en la utilización de un libro diario simplificado en sistema "modelo columnar", que tenía tal cantidad de columnas que el BOE lo tuvo que publicar en formato horizontal y si se quería llevar a la práctica tenía un tamaño por lo menos tres veces mayor que una hoja DIN 4, lo que hacía al libro poco manejable.

En fin, que este régimen de simplificación contable era más difícil de confeccionar que el de una contabilidad ordinaria, y encima nuestras empresas no disponían de programas de ordenador apropiados para contabilizar con este sistema, porque bajo una aparente simplificación engañosa se las seguía exigiendo una información muy semejante. No hay mas que recordar que la simplificación no iba acompañada mas que de dos nuevas normas contables de valoración, referentes a los contratos de arrendamiento financiero, en los que los arrendatarios de los contratos contabilizaban las cuotas devengadas en el ejercicio, como gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias, y a la contabilización del Impuesto sobre Sociedades que se efectuaba como un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias por el importe a pagar, y unas cuentas anuales simplificadas. Cuentas anuales simplificadas, que debían adaptarse a los modelos simplificados que el Real Decreto 296/2004, de 20 de febrero, publicó en su Anexo II.

Decía en anteriores ediciones de este libro: "No creo, sinceramente, que este régimen simplificado de contabilidad tenga mucho éxito entre nuestros empresarios modestos, a no ser que se le mejore notablemente. Me gustaría equivocarme, pero tal como está concebido, no le preveo un gran futuro a este régimen simplificado de la contabilidad".

Pues bien, la Ley 16/2007, de 4 de julio, deroga con efecto para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, el régimen simplificado de la contabilidad "dada la escasa utilización que se está realizando del mismo" -dice el preámbulo-, pero , sin embargo, autoriza al Gobierno, "atendiendo a la singularidad de las empresas de muy reducida dimensión" a introducir criterios de registro y valoración simplificados en particular en el gasto por el Impuesto sobre Sociedades y en las operaciones de arrendamiento financiero y otras de naturaleza similar (los criterios específicos de contabilización de las microempresas que hemos visto en el apartado anterior).

Yo creo que estos modos de simplificar la contabilidad no acabarán cuajando entre nuestros empresarios, porque la idea de unas cuentas anuales más sencillas pero que se vuelven igual de complejas si incurren en los supuestos en ellas previstos -como me temo que así se plantea- no tiene garra suficiente para tener éxito. No hay peor remedio que empecinarse en el error.

3.9.  Cuadro general de aplicación de los planes contables



	TIPO DE SOCIEDAD
	Clase de cuentas anuales
	Plan Contable aplicable




	GRUPOS SOCIEDADES COTIZAN EN MERCADOS ORGANIZADOS UNIÓN EUROPEA
	Consolidadas grupo
	NIC/NIIF UE



	Cuenta individual cada sociedad del grupo
	PGC



	GRUPOS SOCIEDADES NO COTIZAN EN MERCADOS REGULADOS UNIÓN EUROPEA
	Consolidadas grupo
	PGC, pero pueden optar aplicar NIC/NIIF UE



	Cuentas individuales cada sociedad del grupo
	PGC



	SOCIEDADES INDIVIDUALES AUDITADAS
	Cuentas individuales
	PGC



	SOCIEDADES INDIVIDUALES NO AUDITADAS
	Cuentas individuales
	
Pueden optar por:

• PGC, o

• PGC/PYMES





	SOCIEDADES MUY REDUCIDA DIMENSIÓN (MICRO-EMPRESAS)
	Cuentas individuales
	PGC/PYMES, con criterios específicos microempresas





I*  Se debe tener en cuenta al cierre del ejercicio

- Que hemos aplicado obligatoriamente las normas de registro y valoración contenidas en la normativa contable.

- Que en el balance de nuestra compañía hemos distinguido el activo, y por contraposición y por el mismo importe el patrimonio neto (concepto más amplio que el de los fondos propios del anterior PGC de 1990) más el pasivo con terceros.

- Que en el activo del balance hemos separado el activo no corriente (antes fijo) del no corriente (antes circulante y disponible).

- Que la cuenta de pérdidas y ganancias la presentamos en sentido vertical, poniendo los ingresos y los gastos unos después de otros, abandonando el sistema horizontal anterior y sin dedicar una parte especial a los resultados extraordinarios.

- Que aunque no estemos auditados hemos cumplimentado el estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN).

- Que hemos tenido en cuenta para no tener que nombrar auditor que en los dos últimos ejercicios no hayamos sobrepasado dos de estos límites:



	Activo
	< 2.850.000 €



	Cifra de negocios
	< 5.700.000 €



	Número medio trabajadores
	≤ 50




- Que si no hemos tenido que nombrar auditor, tampoco hemos de incluir en las cuentas anuales el estado de flujos de efectivo (EFE).

Que si no estamos en auditoría obligatoria hemos podido aplicar el Plan General de Contabilidad de las PYMES.






	 (1) 

	El BOICAC nº 21 publicó un borrador de normas sobre la contabilización de las operaciones de futuro.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Normas Internacionales contables (NIC) o su acrónimo en inglés International Accounting Standars (IAS).


	 Ver Texto 




	 (3) 

	En los US GAAP la aplicación del valor razonable no conduce siempre a su repercusión en la Cta. de Pérdidas y Ganancias.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Entresacadas de la Ponencia impartida por el presidente de la Comisión J.A. Gonzalo en la celebración del 25º aniversario del Centro de Estudios Financieros (CEF). Casi todas las recomendaciones del Informe se han seguido en la reforma mercantil /contable /fiscal que la Ley 16/2007, de 4 de julio, ha implantado en España con efecto para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2008.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	A partir del año 2003 a las nuevas normas dictadas en materia de contabilidad se les cambió el nombre de NIC a NIIF.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	En el caso de que estas sociedades en vez de emitir valores admitidos a negociación hubieran emitido valores de renta fija -excepto entidades de crédito- podrán seguir aplicando las normas contenidas en la sección tercera del título III del libro primero del Código de Comercio, hasta los ejercicios en que comiencen a partir del 1 de enero de 2007, salvo que hubiesen aplicado en un ejercicio anterior las NIC aprobadas por los Reglamentos de la Comisión Europea.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	El Reglamento 1725/2003 está sufriendo continuas modificaciones por otros Reglamentos Comunitarios como CE 1073/2005, de 7 de julio; CE 1751/2005, de 25 de octubre; CE 1864/2005, de 15 de noviembre; 1910/2005, de 18 de noviembre; CE 2106/2005, de 21 de diciembre; CE 108/2006, de 11 de enero; CE 708/2006, de 8 de junio; CE 1329/2006, de 8 de septiembre.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC), en el año 2002 pasaron a denominarse Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF). Al haberse dictado unas normas con la primitiva denominación y otras con la posterior, se pasó a conocerlas como NIC/NIIF.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	La SEC, en noviembre de 2007 ha autorizado a las sociedades extranjeras que coticen en EEUU y formulen sus cuentas anuales con arreglo a las NIC/NIIF, a que no presenten el formulario de reconciliación con las US GAAP (incluso ha manifestado la posibilidad de estudiar que las empresas norteamericanas presenten sus cuentas con la NIC/NIIF (Información del diario Expansión de 11 de enero de 2008).


	 Ver Texto 




	 (10) 

	La Ley 12/2010, de 30 de junio, modifica profundamente la Ley 19/1988 de Auditoría de Cuentas, aunque mantiene los requisitos para estar en auditoría obligatoria. El Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, aprobó el Texto Refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Tal como está escrito, con dos eses.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Las cuentas anuales consolidadas se estudian en el capítulo XXXVI.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Entendemos que en las cuentas comparativas, las del 2009 Se reflejan con los mismos datos que ya constan en el Registro Mercantil y las de 2010 adaptadas a las nuevas normas en lo que se les afecte las modificaciones del Real Decreto 1159/2010, debiéndose en todo caso especificarse en el apartado "Base de presentación de las cuentas anuales" de la memoria.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Deberá hacerse constar en la memoria, en el apartado "Base de representación de las cuentas anuales".


	 Ver Texto 




	 (15) 

	
En ningún caso podrán aplicar el PGC/PYMES, las empresas que se encuentren en alguna de estas circunstancias:

a) Hayan emitido valores admitidos a negociación en mercados regulados de cualquier Estado miembro de la Unión Europea.

b) Formen parte de un grupo de sociedades que formule o debiera haber formulado cuentas anuales consolidadas.

c) Su moneda funcional sea distinta del euro.

d) Se trate de entidades financieras que capten fondos del público asumiendo obligaciones respecto de los mismos y las entidades que asuman la gestión de las anteriores.



	 Ver Texto 




	 (16) 

	Ello no empece, que no tengan carácter vinculante los movimientos contables incluidos en la quinta parte del PGC/PYMES y los aspectos relativos a la numeración y denominación de cuentas incluidos en la cuarta parte, excepto aquellos aspectos que contengan criterios de registro o valoración.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Que manía la de utilizar términos militares en cuestiones económicas.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Ver en el apartado 5.5 del capítulo IV, para los períodos iniciados a partir del 1 de enero de 2011, el Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, sobre libertad de amortización para elementos nuevos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	En las sociedades acogidas al régimen de incentivos fiscales de empresas de reducida dimensión se establecen porcentajes reforzados de amortización sobre los de tablas, no condicionando el exceso de amortización sobre el contabilizado a su imputación contable en la cuenta de pérdidas y ganancias.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Se le denomina patrimonio neto por estar "neto" del Impuesto sobre Sociedades.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	La Ley 15/2010, de 5 de julio obliga a informar en este apartado sobre los aplazamientos de pago a proveedores.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	La memoria abreviada y la de las PYMES son muy parecidas en su contenido pero no iguales, exigiendo la memoria abreviada mayor información en algunos puntos.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Sus antecedentes fueron la Ley 7/2003, de 1 de abril, que previó un modelo contable simplificado para la Sociedad Limitada Nueva Empresa y la Ley 62/2003, de 30 de diciembre que amplió su ámbito de aplicación.


	 Ver Texto 








Las cuentas anuales. La determinación del resultado contable y su interrelación con la base imponible del Impuesto sobre Sociedades 



1.  FORMULACIÓN DE LAS CUENTAS ANUALES

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea, que entró en vigor el día 1 de enero de 2008 y es aplicable a los ejercicios que se inicien a partir de esa fecha, da nueva redacción a toda la sección segunda del título III del Código de Comercio "De las Cuentas Anuales", comprensiva de los artículos 34 al 41, y en ellos trata de su formulación por la administración de la compañía, siendo el único texto legal que se ocupa de ello pues los artículos 177 a 198 del TRLSA que trataban del tema, fueron derogados por la Ley 16/2007. Además, el propio TRLSA, ha sido derogado por el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC), aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

El artículo 34 del C de C establece que al cierre del ejercicio, el empresario deberá formular las cuentas anuales de su empresa, que comprenden:


	
- El balance. 

	
- La cuenta de pérdidas y ganancias. 

	
- Un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio. 

	
- Un estado de flujos de efectivo, y 

	
- La memoria. 



La Ley 16/2007, mantiene en las cuentas anuales el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias y la memoria e incorpora dos documentos más: el estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN) que deberán llevar todas las empresas y el estado de flujos de efectivo (EFE) obligatorio únicamente para las empresas que no puedan formular el balance, el ECPN y la memoria abreviados (las sometidas a auditoría obligatoria). El Plan General de Contabilidad (PGC), aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, con el carácter de reglamento, desarrolla ampliamente el contenido de las cuentas anuales, e igual hace el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (PGC/PYMES) aprobado por el Real Decreto 1515/2007 de la misma fecha, que desarrolla todos los documentos de las cuentas anuales menos el estado de flujos de efectivo del que no trata dado que las PYMES al no estar sometidas a auditoría obligatoria no lo llevan.

Estos documentos forman una unidad, dice el artículo 34 del Código de Comercio manteniendo el tradicional criterio del Código, y deben redactarse con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa, de conformidad con las disposiciones legales. Pero añade: "A tal efecto, en la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y no sólo a su forma jurídica" (1) , lo que supone una variación trascendental con respecto de la normativa anterior, que se complementa con una precisa definición en el artículo 36 del C de C, de los activos, pasivos, ingresos y gastos, no tratándose de una disquisición meramente teórica sino práctica, que afecta a todo el tratamiento contable, como por ejemplo en los arrendamientos financieros que ven ampliado su concepto a un mayor número de supuestos.

Cuando la aplicación de las disposiciones legales no sea suficiente para mostrar la imagen fiel, la compañía suministrará en la memoria las informaciones complementarias precisas para alcanzar ese resultado.

En casos excepcionales, cuando la aplicación de una disposición legal en materia de contabilidad fuera incompatible con la imagen fiel que deben proporcionar las cuentas anuales, tal disposición no será aplicable, pero en la memoria se señalará esa falta de aplicación, motivarse suficientemente y explicarse su influencia sobre el patrimonio, la situación financiera y los resultados de la empresa.

Las cuentas anuales deberán ser formuladas expresando los valores en euros.

En cada una de las partidas de las cuentas anuales, deberán figurar, además de las cifras del ejercicio que se cierra, las correspondientes al ejercicio inmediatamente anterior (2) . Cuando ello sea significativo para ofrecer la imagen fiel de la empresa, en los apartados de la memoria se ofrecerán también los datos cualitativos relativos a la situación del ejercicio anterior.

La estructura del balance y de la cuenta de pérdidas y ganancias no podrá modificarse de un ejercicio a otro. Sin embargo, en casos excepcionales, podrá hacerse siempre que conste en la memoria con la debida justificación.

Los libros que llevará necesariamente el empresario -sin perjuicio de lo establecido en leyes o disposiciones especiales- son el Diario y el de Inventarios y Cuentas Anuales. Las sociedades llevarán, además, un libro de Actas y otro de Socios (3) .

Los libros obligatorios deberán ser legalizados en el Registro Mercantil donde el empresario tenga su domicilio (4) , pudiendo además ser legalizados los libros no obligatorios como los de detalle del libro Diario o cualesquiera otros que se lleven por la empresa en el ámbito de su actividad.

El libro Diario, registrará día a día todas las operaciones relativas a la actividad de la empresa, aunque es válida la anotación conjunta de los totales de las operaciones por períodos no superiores a un mes, a condición de que su detalle aparezca en otros libros o registros.

El libro de Inventarios y Cuentas Anuales, se abrirá con el balance-inventario inicial detallado de la empresa y, al menos trimestralmente, se transcribirán los balances de comprobación de sumas y saldos. También figurará en este libro el inventario de cierre del ejercicio y las cuentas anuales que a su vez comprenden el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo (éste solamente para las empresas auditadas) y la memoria. Estos documentos forman una unidad.

La Ley 16/2007, de 4 de julio, ha derogado el régimen simplificado de la contabilidad en el que a empresas muy pequeñas que cumpliesen dos de estos tres requisitos: activo inferior a 1 millón de euros, cifra de negocios inferior a 2 millones de euros o un número de trabajadores no superior de 10, se les permitía la utilización de un modelo de Diario de forma "multicolumnar" similar a una hoja de cálculo del que se obtenían el libro diario, mayor y el de balance y cuentas de resultados, y que yo creo que no hubo empresa que lo utilizase.

Los libros obligatorios que se presenten para su legalización en el Registro Mercantil antes de su utilización deberán estar, ya se hallen encuadernados o formados por hojas móviles, completamente en blanco y sus folios numerados correlativamente.

Los libros obligatorios formados por hojas encuadernadas con posterioridad a la realización en ellos de los asientos y anotaciones, deberán estar encuadernados de tal modo que no sea posible la sustitución de los folios, y deberán tener el primer folio en blanco y los demás numerados correlativamente y por el orden cronológico de los asientos. Los espacios en blanco deberán estar convenientemente anulados. Deberán presentarse para su legalización antes de que transcurran cuatro meses desde la fecha del cierre del ejercicio (5) .

El Registrador procederá a la legalización de los libros dentro de los quince días siguientes al de su presentación.

Transcurridos tres meses desde la presentación de los libros sin que fuesen retirados, el Registrador podrá remitirlos al domicilio de la empresa y a cargo de ésta.

En ningún caso los libros podrán ser legalizados hasta que no se practique la inscripción de la escritura de constitución si la empresa es una sociedad.

La Instrucción de 31 de diciembre de 1999 de la Dirección General de los Registros y del Notariado, regula la legalización de los libros obligatorios a través de procedimientos telemáticos.

Después de la reforma, incompresiblemente dada su complejidad, el artículo 25.2 del Código de Comercio, aún mantiene que: "la contabilidad será llevada directamente por los empresarios" o por otras personas debidamente autorizadas, sin perjuicio de la responsabilidad de aquéllos, presumiéndose la autorización salvo prueba en contrario". Es un verdadero eufemismo legal. Me gustaría ver a los juzgadores de esas responsabilidades llevando ellos directamente la contabilidad de los juzgados, para que comprendiesen el disparate legal.

El cuadro de cuentas del PGC y PGC/PYMES así como sus movimientos de debe y haber son de aplicación facultativa por parte de las empresas, pero es aconsejable, si se hace uso de esa facultad, que las denominaciones sean similares con el fin de facilitar la elaboración de las cuentas anuales cuya estructura y normas que desarrollan su contenido y presentación son obligatorias.

La estructura y contenido de los documentos que integran las cuentas anuales se ajustará a los modelos aprobados reglamentariamente. La estructura de los documentos no podrá modificarse de un ejercicio a otro, salvo en casos excepcionales, siempre que esté debidamente justificado y se haga constar en la memoria.

En un plazo máximo de tres meses contados a partir del cierre del ejercicio social, la administración de la compañía deberá formular las cuentas anuales, es decir, de acuerdo a la norma 1ª del Marco Conceptual del PGC:


	
- El balance. 

	
- La cuenta de pérdidas y ganancias. 

	
- Es estado de cambios en el patrimonio neto. 

	
- El estado de flujos de efectivo (que no será obligatorio para las empresas que puedan formular balance, estado de cambios en el patrimonio neto y memoria abreviada; por tanto no será obligatorio para las empresas no auditadas). 

	
- La memoria. 



Así como efectuar una propuesta de aplicación de resultados.

También los administradores deberán confeccionar un informe de gestión si están sus empresas auditadas obligatoriamente.

Las cuentas anuales deben ser firmadas, de acuerdo al artículo 37 del Código de Comercio, en su redacción dada por la Ley 16/2007, por las siguientes personas que responderán de su veracidad:

1º.- Por el propio empresario, si se trata de una persona física.

2º.- Por todos los socios que respondan ilimitadamente de las deudas sociales (todos los socios de la sociedad colectiva y por los socios colectivos de la sociedad comanditaria).

3º.- Por todos los administradores de las sociedades.

Si faltara la firma de alguna de las personas señaladas en los números 2º y 3º, se señalará en los documentos en que falte, con expresa mención de la causa.

La formulación de las cuentas anuales en las sociedades supone simplemente una propuesta que se efectúa a la Junta General por la administración de la compañía, siendo aquélla la que en los seis meses siguientes al cierre del ejercicio deberá aprobarlas o rechazarlas.

Ambos PPGGCC tratan de igual forma los hechos posteriores que pongan de manifiesto condiciones que ya existían al cierre del ejercicio que, deberán tenerse en cuenta para la formulación de las cuentas anuales, motivando en las mismas, en función de su naturaleza, un ajuste, información en la memoria, o ambos, y obligan, por tanto a modificar los estados financieros si estuvieran ya formulados (6) .

Se aprecia fácilmente que las consecuencias de los hechos posteriores al cierre que tengan trascendencia para los socios y en general para los usuarios de las cuentas anuales está mejor estudiada en los PPGGCC que en el PGC de 1990 en el que únicamente se exigía una mera referencia de aquellos en la memoria en un apartado "ex profeso" que existía.

El plazo de presentación de la declaración del Impuesto sobre Sociedades, está fijado en los 25 días naturales siguientes a los seis meses posteriores a la conclusión del período impositivo, sea cuál sea la fecha de aprobación de las cuentas anuales por la Junta General (artículo 136 del TRLIS, aprobado por el RD Legislativo 4/2004, de 5 de marzo).

A partir de la convocatoria de la Junta General Ordinaria, en las sociedades anónimas, cualquier accionista puede solicitar y obtener de forma inmediata y gratuita toda la información referente a las cuentas anuales, informe de gestión, propuesta de aplicación de resultados e informe de Auditoría si la compañía estuviese obligada. En las sociedades limitadas además de tener esos mismos derechos, el socio o socios que representen al menos el cinco por ciento del capital podrán examinar en el domicilio social, por si o en unión de experto contable, los documentos que sirvan de soporte y de antecedente de las cuentas anuales.

Aprobadas por la Junta Ordinaria las cuentas anuales, deberán depositarse en el Registro Mercantil (7)  de la provincia de su domicilio en el plazo de un mes (artículo 279 del TRLSC), considerándose que cumplen los requisitos formales para su depósito si en el plazo de quince días el Registrador Mercantil no las rechaza. Si se presentasen transcurrido un mes desde la aprobación por la Junta, el Registrador admitirá la presentación pero hará constar que la misma se ha efectuado fuera de plazo.

El artículo 366 del Reglamento del Registro Mercantil enumera los documentos deben ser depositados:


	
- Solicitud firmada por el presentador. 

	
- Certificación del acuerdo del órgano social competente (8) , que contenga el acuerdo de la aprobación de las cuentas y de la aplicación del resultado. Si las cuentas anuales hubieran sido presentadas en forma abreviada se expresará la causa. 

	
- Un ejemplar de las cuentas anuales, es decir del balance, cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, un estado de flujos de efectivo (si la sociedad está auditada obligatoriamente) y la memoria con la firma autógrafa de todos los administradores, si existiese más de uno. Este último extremo también podrá acreditarse por certificación independiente. La certificación expresará igualmente, que las cuentas y el informe de gestión están firmados por todos los administradores o si faltase la firma de alguno de ellos se señalará esta circunstancia en la certificación, con expresa indicación de la causa, así como que las cuentas depositadas se corresponden con las auditadas si se hubiese practicado auditoría. 

	
- Un ejemplar del informe de gestión, si la sociedad está sometida a auditoría. 

	
- El informe firmado de los Auditores de Cuentas cuando la sociedad esté obligada a verificación contable (9)  o se hubiera practicado a petición de los socios minoritarios (art. 205.2 LSA) 

	
- Un ejemplar del documento informativo relativo a los negocios sobre acciones propias. Este documento se exigió por la Orden del Ministerio de Justicia e Interior del 14 de junio de 1995, hoy derogada por la Orden JUS/206/2009 que mantiene la obligación no sólo por las acciones en autocartera sino también en las participaciones propias en poder de la compañía. El impreso está concebido de forma que permite controlar las adquisiciones y enajenaciones de acciones o participaciones propias para apreciar si se cumplen los porcentajes y requisitos en las compras y el tiempo de permanencia máxima antes de la transmisión o reducción del capital. La Comisión Nacional de Mercado de Valores, interviene en relación a aquellas sociedades que no han cumplido la legislación sobre autocartera. Los Registros Mercantiles están requiriendo la presentación del documento sobre acciones y participaciones propias en todo caso. 



El Registrador Mercantil solamente califica si los documentos depositados cumplen los requisitos formales. Es decir, si los documentos presentados son los exigidos por la Ley, si están debidamente aprobados por la Junta General, así como si constan las firmas preceptivas, y que en los casos de cuentas anuales presentadas en soporte informático, el algoritmo MD5 generado coincide con el que se expresa en la certificación (artículos 368 RRM y 280 TRLSC) pero no si se ajustan a los principios y normas contables obligatorias establecidos en el PGC. A partir de su depósito y durante los seis años en que deberán conservarse, cualquier persona natural o jurídica puede obtener una copia o certificación de las mismas, porque la información suministrada es pública. Existe incluso la posibilidad de consultar las cuentas por INTERNET, a través de servicios prestados por periódicos económicos especializados y del propio Registro Mercantil.

La Orden JUS/206/2009, de 28 de enero, (BOE 10 de febrero), aprueba los modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales a fin de adaptarlos a los modelos definidos en la tercera parte, y, que de acuerdo con los RD 1514/2007 y 1515/2007, están obligados los empresarios a darles publicidad a través del Registro Mercantil. La citada Orden, con el fin de reducir en lo posible la carga informativa que recae sobre las empresas y de incorporar a España al proceso normatizador mundial, y europeo en particular, del formato electrónico de la información financiera incluida en las cuentas anuales, incorpora el formato XML al soporte electrónico para el depósito de cuentas. Además la Orden normaliza buena parte del contenido de la memoria. En la citada Orden JUS 206/2009, el Sr. Ministro de Justicia resalta expresamente que la ha dictado "de acuerdo con el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas". La Resolución de 6 de abril de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado modificó la Orden JUS/206/2009 y aprobó unos nuevos modelos, cuando ya las sociedades habían debido formular antes del 30 de marzo las cuentas anuales. Verdad lector que Vd. no lo entiende, pues yo tampoco.

La Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 26 de mayo de 1999, autoriza a partir de 1 de enero del año 2000 la presentación de las cuentas anuales que deben ser depositadas en los Registros Mercantiles, mediante soporte informático de disco, realizándose la protección de datos mediante la utilización de claves de autenticación por medio de algoritmo estándar MD5. El Registrador calificará no sólo el contenido de la Certificación del acuerdo de la aprobación de las cuentas y de aplicación del resultado con las firmas legitimadas notarialmente sino también que el algoritmo MD5 generado por el soporte magnético coincida con el que los Administradores deben expresar en la Certificación.

Las Instrucciones de 30 de diciembre de 1999 y de 31 de diciembre de 1999 (ambas BOE 08-01-2000) regulan la presentación de las cuentas anuales en los Registros Mercantiles y la legalización de los libros a través de procedimientos telemáticos.

De acuerdo a la Ley 16/2007, de 4 de julio, y al artículo 257 del TRLC, podrán formular balance, memoria y estado de cambios en el patrimonio neto abreviados, las sociedades que durante dos ejercicios consecutivos reúnan, a la fecha del cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circunstancias siguientes:



	

	Balance, ECPN y memoria abreviados (10) 




	Activo
	No supere 2.850.000 €



	Cifra neta de negocios
	No supere 5.700.000 €



	Número medio de trabadores
	No supere 50





Son los mismos requisitos que para no estar sometidos a auditoria obligatoria, coincidentes con los que permiten a las empresas pequeñas y medianas poder aplicar el PGC/PYMES.

El Proyecto de la Ley 16/2007 recogía mayores importes económicos para entrar en auditoría obligatoria, pero en el Congreso de los Diputados sufrieron algún recorte.

Las sociedades perderán la facultad de formular balance y estado de cambios en el patrimonio neto en forma abreviada o, si dejan de reunir, durante dos ejercicios consecutivos, dos de las circunstancias reseñadas, pasando, en consecuencia, a estar sometidas a auditoría obligatoria.

El artículo 258 del TRLSC obliga a formular cuenta de pérdidas y ganancias normal (no abreviada) a las sociedades dejen de reunir durante dos ejercicios consecutivos dos de las circunstancias siguientes:



	

	Cuenta Pérdidas y Ganancias abreviada



	Activo
	No supere 11.400.000 €



	Cifra neta de negocios
	No supere 22.800.000 €



	Número medio de trabadores
	No supere 250




Se aprecia perfectamente que una empresa puede estar auditada y sin embargo no tener que formular la cuenta de pérdidas y ganancias en el formato normal por no cumplir dos de los requisitos exigidos.

Por cierto, como veremos en el capítulo XXXVI, dedicado a la Consolidación contable, para estar obligado a consolidar, el grupo debe cumplir dos de los requisitos para tener que formular la cuenta de pérdidas y ganancias en formato normal.

El estado de flujos de efectivo no tiene más que un modelo, pero sólo deben rellenarlo las empresas sometidas a auditoría obligatoria.

Hace falta, por tanto, que se repita la situación dos ejercicios, para que en el segundo surta efectos la obligación de aplicar el PGC o para poder optar por el PGC/PYMES.



	Año X0. Empresa cumple dos de los requisitos
	NO AUDITORIA



	Año X1. No cumple dos de los requisitos
	NO AUDITORIA



	Año X2. No cumple dos de los requisitos
	AUDITORIA



	Año X3. Cumple dos de los requisitos
	AUDITORIA



	Año X4. Cumple dos de los requisitos
	NO AUDITORIA




Ya me dirán Vds., la empresa que ha tenido que estar esperando hasta casi el fin de año para ver si con la cifra de negocios dejaba de ser PYME (2º año), y que seguía contabilizando con arreglo al PGC/PYMES (no había optado por el PGC), qué va a hacer la pobrecita ese segundo año en que cumplió los requisitos para dejar de serlo. No sólo tiene que presentar balance, memoria y ECPN no abreviado, sino que ha tenido que llevar la contabilidad con arreglo al PGC y sometida a auditoría, y ella sin saberlo (que no podía) (11) . De llorar.

Tengamos en cuenta que el nombramiento inicial de la compañía auditora no puede ser por un plazo inferior a tres años ni superior a nueve a contar desde la fecha en que se inicie el primer ejercicio a auditar, y la reelección podrá efectuarse por períodos máximos de tres años (12) . El artículo 264 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC), mantiene el mismo criterio, así como regula en su capítulo IV toda la materia relativa a la verificación de las cuentas anuales. Sin embargo, la Ley 12/2010, de 30 de junio, que entró en vigor el día 1 de julio de 2010 (antes del TRLSC), reguló más ampliamente este punto añadiendo que: "si a la finalización del período de contratación inicial o de prórroga del mismo, ni el auditor de cuentas o la sociedad de auditoría ni la entidad auditada manifestasen su voluntad en contrario, el contrato quedará tácitamente prorrogado por un plazo de tres años", que entendemos sigue siendo aplicable al tratarse de una ley específica (13) . Debería evitar el legislador tratar las mismas materias en distintas leyes, porque ello no genera más que confusión. El Real Decreto-legislativo 1/2011, de 1 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas en su artículo 19, mantiene el mismo criterio en relación al nombramiento y prórroga de la empresa auditora. El Real Decreto 1517/2011, de 31 de octubre, aprobó el Reglamento por el que se desarrolla la Ley de Auditoría. Se trata de un Reglamento de gran extensión, que en el tema de la prórroga tácita de la auditoría por un plazo de tres años, regula con poco criterio la necesidad de informar a la Junta de dicha prórroga y comunicar tal hecho al Registro Mercantil. Para evitar la prórroga automática antes de acabar el ejercicio a auditar hay que manifestar la voluntad contraria a la prórroga, lo cual deja a la sociedad en una situación poco airosa, pues el auditor aún no ha realizado su Informe (14) .

El ICAC (Boletín nº 40), en respuesta a una consulta en relación a si los trabajadores contratados a través de una empresa de trabajo temporal forman parte de la plantilla de una empresa a efectos de la posibilidad de formular cuentas anuales abreviadas, señala que solicitó el informe de la Secretaria General Técnica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, organismo competente en el tema, del que se deduce que "el titular de la relación laboral de los trabajadores cedidos es la empresa de trabajo temporal, por lo que la vinculación jurídica se produce con esta empresa y no con la usuaria en la que presta sus servicios. En conclusión... no puede deducirse que los trabajadores puestos a disposición en empresas usuarias formen parte de la plantilla de estas últimas."

El Consejo de las Comunidades Europeas, en tres ocasiones ha actualizado los límites a través de las Directivas 84/569, 90/604 y 94/8; habiendo a éstas adaptado el Gobierno español los importes, al objeto de que las medianas empresas puedan presentar las cuentas en forma abreviada y tengan un menor coste al quedar dispensadas de la exigencia de someter las cuentas necesariamente a verificación de empresas auditoras, aunque no ha efectuado la trasposición de la Directiva en forma muy correcta dado que los límites para estar sometida una sociedad a auditoria de cuentas han sido fijados, tradicionalmente, en la legislación española por unos importes más reducidos.

Dado que más del veinticinco por cien de las sociedades -sin contar las inactivas- no estaban depositando las cuentas en el Registro Mercantil, sin que el Ministerio estuviese imponiendo las fuertes sanciones previstas en la legislación, los registradores mercantiles solicitaron del Ministerio de Justicia un régimen sancionador consistente en el "cierre del Registro". Por medio de la Ley 2/1995 de Sociedades de Responsabilidad Limitada (hoy derogada) se estableció que el incumplimiento de la obligación de depositar, dentro del plazo hábil, las cuentas anuales y el informe de gestión -este último para las obligadas a ello- dará lugar a que no se inscriba en el Registro Mercantil documento alguno referido a la sociedad mientras el incumplimiento persista, a excepción de los títulos referentes al cese o dimisión de los administradores, gerentes, directores generales o liquidadores, y a la revocación o renuncia de poderes, así como a la disolución de la sociedad y nombramiento liquidadores y a los asientos ordenados por la Autoridad judicial o administrativa. Hoy día el artículo 282 del TRLSC mantiene la no inscripción y en los mismos términos.

El artículo 378 del Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, señala que transcurrido un año desde la fecha del ejercicio social sin que se haya practicado en el Registro el depósito de las cuentas anuales debidamente aprobadas no se inscribirá ningún documento presentado con posterioridad a aquella fecha, hasta que, con carácter previo, se practique el depósito, salvo los títulos que hemos mencionado en el párrafo anterior.

Y ello sin perjuicio (artículo 283 del TRLSC) de una multa de 1.200 euros a 60.000 euros a imponer por el ICAC, en base a la dimensión de la sociedad (15) , en función del importe total de las partidas del activo y de su cifra de ventas, referidas al último ejercicio declarado a la Administración tributaria y que deberán ser proporcionados por la sociedad, fijándose la multa de acuerdo con la cifra del capital social en el caso de no disponer de dichos datos, importe que proporcionará el Registro Mercantil. En el caso de que las cuentas anuales hubieran sido depositadas con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, la sanción se impondrá en su grado mínimo y reducida en un cincuenta por ciento.

Nos parece que las sanciones son excesivas y que el Parlamento al redactar el texto de la Ley no ha sido consciente de los gravísimos perjuicios que está causando ni de la delicada situación que algunas empresas en determinadas zonas del territorio nacional se encuentran para mostrar públicamente sus datos debido al importe de sus resultados positivos.

2.  LAS CUENTAS ANUALES Y LOS CAMBIOS EN CRITERIOS CONTABLES, ERRORES Y ESTIMACIONES CONTABLES

Esta materia se trata en el PGC en la norma 22ª de las de registro y valoración y en la 21 del PGC/PYMES. Ambas normas tienen el mismo texto.

El PGC de 1990, cuando se producía un cambio de criterio contable en un ejercicio respecto del que se estaba aplicando anteriormente, obligaba a reflejarlo en la cuenta de pérdidas y ganancias como un resultado extraordinario del ejercicio, y los mismo ocurría cuando se detectaba un error contable, de tal forma que el balance y la cuenta de pérdidas y ganancias de ejercicios anteriores no sufrían modificación alguna.

Con el PGC de 2007 y el PGC/PYMES todo cambia radicalmente, teniendo una regulación común los cambios en criterios contables que afecten al principio de uniformidad y los errores contables.

Cuando se produzca un cambio de criterio contable, se aplicará de forma retroactiva y su efecto se calculará desde el ejercicio más antiguo de que se disponga información, de tal forma que el ingreso o gasto correspondiente a ejercicios anteriores que se derive de dicha aplicación motivará, en el ejercicio en que se produce el cambio de criterio, el correspondiente ajuste por el efecto acumulado de las variaciones de los activos y pasivos, el cual se imputará directamente en el patrimonio neto, en concreto, en una partida de reservas (salvo que afectara a un gasto o un ingreso que se imputó en los ejercicios previos directamente en otra partida del patrimonio neto). Asimismo se modificarán las cifras afectadas en la información comparativa de los ejercicios a los que afecte el cambio de criterio contable.

Es como para echarse a temblar: hay que modificar el importe de un patrimonio neto que ya estaba aprobado por la Junta General de socios. Recordemos que el patrimonio neto que recoge los fondos propios, los ajustes de valor y las subvenciones conforma juntamente con el pasivo corriente y el no corriente, lo que con el anterior plan contable era el "Pasivo" del balance.

Y lo mismo ocurre si apreciamos que hemos sufrido un error contable en las cuentas de ejercicios anteriores, que tiene el mismo tratamiento que los cambios de criterios contables. Para aclarar el concepto, de acuerdo a los PPGGCC, se entienden como errores contables las omisiones o inexactitudes en las cuentas anuales de ejercicios anteriores por no haber utilizado, o no haberlo hecho adecuadamente, información fiable que estaba disponible cuando se formularon y que la empresa podría haber obtenido y tenido en cuenta en la formulación de dichas cuentas.

Así, tendremos que "retroactivamente" formular las cuentas anuales de ejercicios anteriores si en el ejercicio cambiamos el método de valoración de existencias, o modificamos los sistemas de amortización del inmovilizado o descubrimos errores contables, quiero pensar que significativos. Con lo cual va a ser difícil que las empresas cambien sus criterios contables a no ser que se vean obligadas a ello, porque rehacer las cuentas ya aprobadas (16) , explicárselo a los socios, accionistas, directores de bancos, etc. será un verdadero suplicio, más cuando la mentalidad no la tenemos aún preparada para estos "eventos". Confiamos que alguna Resolución del ICAC, aclare como se aplican "de forma retroactiva" los cambios de criterios contables, y que sea de forma más sencilla a la que hemos expuesto.

Y además en la memoria se incorporará información sobre esos errores y sobre los cambios de criterio.

Ejemplo: Solución de error sufrido

La sociedad A adquirió a comienzos del mes de enero de 2010 unos ordenadores por un importe de 120.000 euros.

La sociedad A ha venido amortizando sus ordenadores informáticos (hadware) a un 33 por 100 anual por estimar que tenían el mismo ritmo de depreciación que sus programas informáticos (sofware).

Al apreciar que la amortización es excesiva y no se corresponde con la amortización por tablas del RIS ni con la vida útil del bien que es de 4 años, decide corregir el error. De acuerdo con la NRV 22ª del PGC, al tratarse de un error por no haber utilizado adecuadamente la información de que disponía la empresa en el momento de la formulación de las cuentas, procede a realizar un ajuste por el efecto acumulado de las variaciones del activo, debiéndose imputar en el ejercicio en que se aprecia el error directamente a patrimonio neto (el que juntamente con el pasivo con terceros constituye la réplica del activo del balance).

Asiento contable:



	19.200,00
	2817
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE EQUIPOS PARA PROCESOS DE INFORMACIÓN
	

	

	




	

	

	a
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	113
	19.200,00



	

	

	120.000 x 33% =
	39.600
	

	

	




	

	

	120.000 x 25% =
	30.000
	

	

	




	

	

	Diferencia
	9.600 x 2
	años = 19.200
	

	





Con ello se subsana el error realizado, procediendo seguidamente a amortizar en el ejercicio de la contabilización asentando adecuadamente la depreciación:



	30.000,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE EQUIPOS PARA PROCESOS DE INFORMACIÓN
	2871
	30.000,00




Más suerte tendrá la empresa que se encuentre ante un "cambio en las estimaciones contables", por tratarse de ajustes en el valor contable de activos o pasivos (o en el importe del consumo futuro de un activo), que sean consecuencia de la obtención de información adicional, de una mayor experiencia o del conocimiento de nuevos hechos, porque entonces el cambio se aplicará de forma "prospectiva" y su efecto se imputará, según la naturaleza de la operación de que se trate, como ingreso o gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio o, cuando proceda, directamente al patrimonio neto. El eventual efecto sobre ejercicios futuros se irá imputando en el transcurso de los mismos.

Ejemplo:

La empresa B adquiere a comienzos del ejercicio 2010 un camión para el transporte de sus fabricados de pinturas por todo el territorio nacional, por un importe de 100.000 €, decidiendo amortizarlo en 5 años por entender que su vida útil será coincidente con ese período, dado que estima realizará unos 100.000 kilómetros al año. En el mes de enero de 2012, al adquirir otro camión y cambiar la forma de distribución, la empresa estima que el primer vehículo industrial tendrá una vida útil de tres años más.

De acuerdo a la NRV 22ª del PGC, entendiendo que la empresa está ante un cambio de estimación contable debido a la información adicional de la adquisición del segundo camión, aplica la estimación de forma prospectiva, imputando su efecto en la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio 2012.

Asentará así en contabilidad:



	10.000,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE ELEMENTOS DE TRANSPORTE
	2818
	10.000,00



	

	

	100.000 x 20% = 20.000 x 2 años = 40.000 € amortización acumulada. Valor neto camión a comienzos 2010:60.000 € que dividido por los 6 años restantes de amortización supone = 10.000 dotación anual
	

	





En la memoria se debe informar de los cambios en estimaciones contables que hayan producido efectos significativos en el ejercicio o que vayan a producirlos en ejercicios posteriores.

3.  PERIODO DE IMPOSICIÓN

El artículo 26 del TRLIS regula que el periodo impositivo coincidirá con el ejercicio económico de la sociedad, y al coincidir éste, normalmente, con el año natural, la mayoría de las compañías cerrarán sus cuentas anuales el día 31 de diciembre. Sin embargo, existen determinados supuestos en los que el ejercicio económico no coincide con el año natural, por haberlo fijado así sus Estatutos, al estimar los socios que debido a la actividad de la compañía es preferible el cierre en otro momento del año.

El periodo impositivo no puede exceder de doce meses, pero ello no quiere decir que no pueda ser inferior, lo que se produce, entre otros, en los siguientes supuestos:

- Constitución de la sociedad durante el año, cuando el cierre coincide con el año natural.

- Aquellos en los que el artículo 26 del TRLIS señala que se produce la conclusión del período impositivo:


	
• Extinción de la sociedad. 

	
• Cambio de residencia de la entidad residente en territorio español al extranjero. 



A partir del 1 de octubre de 1999, el legislador incorporó dos supuestos de transformación de la forma jurídica de la sociedad (17)  como causa de conclusión del período impositivo, [hoy letras c) y d) del artículo 26 del TRLIS]. La Ley 43/1995 había puesto fin a las dudas que existieron al amparo de la Ley 61/1978 sobre si la transformación suponía la conclusión del período impositivo, pero el tema renació con una complejidad inusual. Veamos los dos supuestos:

A) Transformación de la forma jurídica de la entidad que determine la no sujeción al IS de la entidad resultante. Trataba de evitar que las sociedades de Responsabilidad Limitada pretendiesen transformarse -artículo 87 LSRL derogado- en sociedades civiles, cuando el objeto de la sociedad no sea mercantil, dado que no tributarían por el Impuesto sobre Sociedades, permitiéndoles vender los activos procedentes de la sociedad con una tributación de la ganancia obtenida en la "base liquidable del ahorro", evitando el pago del 30 por 100 en el IS al tipo de gravamen general.

Para lograrlo, el legislador asimiló a la extinción la transformación de la sociedad en una sociedad civil obligando, en consecuencia, a cerrar el período impositivo calculando el resultado contable, hallando la base imponible y presentando la declaración del IS correspondiente.

Pero además, añade que al objeto de determinar la base imponible correspondiente al período impositivo que se cierra, se entenderá que la entidad se ha disuelto con los efectos establecidos en el artículo 15.3 del TRLIS, es decir que la sociedad transformada debe integrar en su base imponible la diferencia entre el valor normal de mercado de los elementos "transmitidos" a la sociedad civil y el valor contable de los mismos.

Hoy en día, a partir de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, que dedica los capítulos I y II a la transformación de las sociedades, que no recoge entre los supuestos de transformación el de la conversión de una sociedad limitada en una sociedad civil, la precaución del legislador parece innecesaria, salvo que pueda aplicarse a otros supuestos distintos al contemplado.

B) Transformación de la forma jurídica de la entidad cuando ello determine la modificación de su tipo de gravamen o la aplicación de un régimen tributario especial. No creemos que la redacción haya sido muy afortunada en el primer caso recogido, el cambio de tipo de gravamen, pues aunque es cierto que existen varios (35 por 100, 25 por 100, 10 por 100, 1 por 100) el general se considera el del 30 por 100 e incluso el del 25 por 100 para los primeros 300.000 euros de base imponible en las empresas de reducida dimensión, porque el legislador sólo debía haber sancionado con la conclusión del período impositivo cuando el nuevo tipo de gravamen a que diese lugar la transformación fuese más reducido que por el que estaba tributando la entidad.

El supuesto típico será la transformación de una SA o de una SRL en una sociedad cooperativa con un tipo de tributación del 20 por 100 para los resultados cooperativos e incluso con un tipo efectivo del 10 por 100, con la bonificación, para las cooperativas especialmente protegidas.

En cuanto al segundo caso, consistente en que la transformación de su forma jurídica determinase la aplicación de un régimen tributario especial de los recogidos en el título VII del TRLIS, la verdad es que no creemos que sea algo muy frecuente.

El efecto es el mismo: finalización del período impositivo, cálculo del resultado contable, determinación de la base imponible y presentación de la declaración del IS, pero sin que sean aplicables los criterios del artículo 15.3 del TRLIS -que hemos visto antes- porque aquí el legislador no presume la disolución de la entidad.

Preocupado el legislador porque la posible ganancia patrimonial obtenida en una transmisión posterior tributase a un tipo o por un régimen no apropiado teniendo en cuenta el hecho de la transformación, ha incorporado al mismo artículo 26 del TRLIS un párrafo que dice así: "la renta derivada de la transmisión de elementos patrimoniales existentes en el momento de la transformación, realizada con posterioridad a ésta, se entenderá generada de forma lineal, salvo prueba en contrario, durante todo el tiempo de tenencia del elemento transmitido. La parte de dicha renta generada hasta el momento de la transformación se gravará aplicando el tipo de gravamen y el régimen tributario que hubiera correspondido a la entidad de haber conservado su forma jurídica originaria".

El Impuesto sobre Sociedades, se devenga el último día del periodo impositivo (18) . Como excepción, en las sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI), creadas por la Ley 11/2009, de 26 de octubre, el devengo del impuesto se produce el día del acuerdo de la Junta General de accionistas de distribución de los beneficios del ejercicio correspondiente al período impositivo, y en su caso, de las reservas de ejercicios anteriores en los que se aplicó su régimen especial. No obstante, el impuesto se devengará en las SOCIMI el último día del período impositivo, haya o no acuerdo de distribución de beneficios, por las rentas sujetas al tipo general del gravamen, así como cuando la sociedad haya obtenido pérdidas, no haya beneficio repartible o disponga de reservas de forma diferente a su distribución.

4.  INTERRELACIÓN DEL RESULTADO CONTABLE CON LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

El artículo 10 del TRLIS, seguramente el más trascendental del Impuesto sobre Sociedades, establece textualmente que:


"1. La base imponible estará constituida por el importe de la renta en el período impositivo, minorada por la compensación de bases imponibles negativas de períodos impositivos anteriores.

2. La base imponible se determinará por el método de estimación directa, por el de estimación objetiva cuando esta Ley determine su aplicación y, subsidiariamente, por el de estimación indirecta, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General Tributaria.

3. En el método de estimación directa, la base imponible se calculará, corrigiendo, mediante la aplicación de los preceptos establecidos en esta ley, el resultado contable determinado de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes relativas a dicha determinación y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas. (19) 

4. En el método de estimación objetiva la base imponible se podrá determinar total o parcialmente mediante la aplicación de los signos, índices o módulos a los sectores de actividad que determine esta ley."



Ha sido la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, la que ha introducido en el texto de la LIS el sistema de determinación objetiva, con efectos a partir del 1 de enero de 2002, con todo lo que ello conlleva de volver a un sistema ya periclitado e injusto que creíamos desterrado de los hábitos del legislador, porque la estimación objetiva es la tributación por criterios que no tienen nada que ver con el resultado contable obtenido por una sociedad ni con determinados ajustes extracontables al resultado para hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.

Causa una gran sorpresa está decisión del legislador, sin embargo parece ser que solamente se aplicará a sectores concretos con una problemática especial. De momento, la propia Ley 24/2001 ha creado un Régimen de Entidades navieras en función del tonelaje, que es el primer supuesto de determinación de base por el sistema objetivo (20)  en el Impuesto sobre Sociedades.

Lo extraño es que el TRLIS no define qué es la renta, salvo para decir en su artículo 4 que "constituirá el hecho imponible la obtención de renta, cualquiera que sea su fuente u origen, por el sujeto pasivo".

Lo que está haciendo el legislador es identificar -en principio- resultado contable con la base imponible en el Impuesto sobre Sociedades. Decimos "en principio" porque una cosa son los buenos deseos y otra las realidades. Lo que determina el texto de la LIS es lo siguiente:

1º.- La sociedad deberá llevar su contabilidad y fijar su resultado con arreglo al Código de Comercio, a las demás leyes relativas a la determinación del mismo y a las disposiciones que se dicten para desarrollar las citadas normas.

2º.- Una vez determinado el resultado contable, se corregirá, aplicando los preceptos del TRLIS, para hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.

Por tanto, si en una materia concreta no existe una disposición especial en el texto del Impuesto sobre Sociedades, que modifique o corrija a efectos fiscales las normas mercantiles-contables, el resultado contable obtenido con arreglo a las mismas será la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.

La pena es que a pesar de los esfuerzos del legislador fiscal para no regular algunas materias con carácter diferenciador de la legislación mercantil-contable, siguen existiendo numerosas diferencias permanentes y temporarias que hacen que aun habiéndose aproximado la base imponible al resultado contable, estemos muy lejos de una equiparación total, diferencias que se han hecho más numerosas a través de la creación de regímenes fiscales especiales como el de las Entidades navieras en función del tonelaje, o el de reducción del beneficio de determinados cánones (Ley 16/2007, de 4 de julio). (21) 

En el Preámbulo de la Ley 16/2007 (las leyes ya no tienen Exposición de Motivos) (22)  se afirma que a través de la disposición adicional octava se regulan las modificaciones del TRLIS "que son necesarias realizar como consecuencia de la reforma contable", a causa de que el Impuesto sobre Sociedades "parte del resultado contable para determinar la base imponible sometida a tributación, por lo que cualquier modificación de dicho resultado afecta a la determinación de esa base impositiva siendo, por tanto, necesaria su adaptación al nuevo marco contable".

Dichas modificaciones del articulado del TRLIS se han realizado "persiguiendo" (sic) que afecten lo menos posible a la cuantía de la base imponible las reformas mercantiles contables introducidas, de tal forma que el impuesto tenga una posición neutral en la reforma.

Para conseguir tal fin, se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 15 del TRLIS, que queda así:

"1. Los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio. No obstante, las variaciones de valor originadas por la aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias".


Ello supone, sino solucionar todos los problemas fiscales que la reforma conlleva, si hacerlo con los más significativos en materia de valoración a valor razonable al cierre del ejercicio de determinados activos financieros (activos financieros disponibles para la venta), pero no de todos (activos mantenidos para negociar y otros activos con revalorizaciones en pérdidas y ganancias).

El 16 de marzo de 2011, el Consejo de Europa ha publicado una Propuesta para la fijación de la base imponible consolidada común de los grupos de sociedades (con acrónimo CCCPP en inglés, BICCIS en español) que estudiamos en apartado 4.7 del capítulo XXXVI, dedicado a la consolidación del grupo fiscal, por la que se propone fijar la base imponible por medio de normas fiscales, así como el sistema de distribución entre las sociedades del grupo. Los muy optimistas piensan que la propuesta se aprobará por la UE en el año 2013.

5.  DETERMINACIÓN DEL RESULTADO CONTABLE

Se efectuará, de acuerdo al artículo 10.3 del TRLIS (23) , mediante:


	
1º.- Las normas previstas en el Código de Comercio. 

	
2º.- Las demás leyes relativas a la determinación del resultado contable. 

	
3º.- Las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas. 



El BOICAC nº 74 del mes de junio de 2008 recoge la respuesta del Instituto -sometida a la consideración de la Abogacía del Estado- de que en las cuentas anuales individuales "en el caso de ausencia de una norma o interpretación en la normativa nacional que se aplique específicamente a una transacción, los administradores deberán utilizar su criterio profesional para definir un criterio contable que sea lo más respetuoso con el Marco Conceptual de la Contabilidad previsto en el Plan General de Contabilidad y con los criterios contenidos en las normas de contabilidad generalmente aceptadas en España", además de afirmar "la no obligatoriedad de aplicación supletoria de las NIIF" criterio confirmado por la Abogacía del Estado, en base a que el propio PGC en su Primera Parte dedicado al marco Conceptual de la Contabilidad, en su apartado 7º, considera principios y normas de contabilidad generalmente aceptados al: a) Código de Comercio y restante legislación mercantil, b) al PGC y sus adaptaciones sectoriales, c) a las normas de desarrollo que, en materia contable establece el ICAC, y d) a la demás legislación española que sea específicamente aplicable, sin mencionar en ningún momento la aplicación supletoria de las NIIF (24) .

Parece una panoplia tan abundante de medidas que debía provocar una definida fijación del resultado contable, pero no es así, veamos por qué.

A) El Código de Comercio, único texto legal citado expresamente, sólo dedica el título II a la contabilidad de los empresarios, constando de tres secciones, la primera de los libros de los empresarios, artículos 25 a 33, en los que señala que el empresario deberá llevar una contabilidad ordenada de la actividad de la empresa que permita un seguimiento cronológico de todas sus operaciones; mencionando como libros obligatorios: el Libro de Inventarios y Cuentas Anuales, el Diario y el de Actas, estableciendo la registración en cada uno de ellos así como la forma de diligenciarlos en el Registro Mercantil, la obligación de conservarlos durante seis años, a partir del último asiento realizado en los libros y el valor probatorio de los mismos y demás documentos contables que será apreciado por los Tribunales como una prueba más.

- Una sección segunda dedicada a las cuentas anuales que ha sufrido nueva redacción por la Ley 16/2007, de 4 de julio, artículos 34 a 41, que comprende el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, un estado de flujos de efectivo (25)  y la memoria en la que se determina su estructura así como la valoración de los elementos del inmovilizado y del circulante y sus correcciones valorativas.

Las dos secciones no ocupan en la edición de "Textos legales" editada por el BOE, más de ocho páginas.

- Y una sección tercera dedicada a la presentación de las cuentas de los grupos de sociedades, artículos 42 a 49, que tiene nueva redacción dada por la Ley 16/2007 y un tratamiento algo más amplio.

B) Otra de las normas de rango legal que contiene una regulación de la contabilidad, es el Real Decreto legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital.

El TRLSC dedica el título VII a las cuentas anuales y consta de los siguientes capítulos:



	I.
	Disposiciones generales.



	II.
	Memoria.



	III.
	Informe de gestión.



	IV.
	Verificación de las cuentas anuales.



	V.
	Aprobación de las cuentas.



	VI.
	Depósito y publicidad de las cuentas anuales.




Ya sé que el lector pensará que Ignacio Becerra se ha olvidado de mencionar las secciones que trataban sobre estructura del Balance, cuenta de pérdidas y ganancias y reglas de valoración que el TRSLA trataba originariamente, pero no es así, la Ley 16/2007 las derogó y el nuevo TRLSC tampoco las recoge. A pesar de ello, la opción tomada por el legislador de que todo el tema mercantil contable se trate en el Código de Comercio me parece adecuada porque la dispersión normativa sobre un mismo tema no hace sino producir confusión.

La Ley 7/2003, de 1 de abril, de sociedad limitada Nueva Empresa (SLNE), añade un capítulo XII a la Ley 2/1995 regulando las singularidades de este tipo de sociedad, pero rigiéndose, en lo demás, por las disposiciones del régimen jurídico de las SL.

La Ley de Sociedad Anónima Europea no contiene normas para la determinación del resultado contable.

C) El PGC y el PGC/PYMES

El artículo 10 del TRLIS, de forma expresa, sólo menciona como medio para calcular el resultado contable al Código de Comercio, y de forma genérica, a las demás leyes relativas a la determinación de tal resultado. El Plan General de Contabilidad y el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas no son leyes, sino Reglamentos, fueron aprobados por los Reales Decretos 1514/2007 y 1515/2007, ambos del 16 de noviembre y al amparo de la disposición final primera de la Ley 16/2007, de 4 de julio, por lo que debemos tenerlos en cuenta a la hora de determinar el resultado contable.

Ambos PPGGCC constituyen el desarrollo en materia contable de la legislación mercantil, y se estructuran en cinco partes:



	Primera parte.
	Marco conceptual de la contabilidad.



	Segunda parte.
	Normas de registro y valoración.



	Tercera parte.
	Cuentas anuales.



	Cuarta parte.
	Cuadro de cuentas.



	Quinta parte.
	Definiciones y relaciones contables.




Dado que los RRDD no están aprobados por Ley aprobada en Cortes, sino que tienen solamente carácter reglamentario, creemos que los planes "únicamente quedarían amparados para fijar el resultado contable en el artículo 10 del TRLIS cuando señala "y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas" (26)  y por la habilitación especial efectuada por la disposición final primera de la Ley 16/2007 que autorizó al Gobierno a que mediante Real Decreto los aprobase.

Sin embargo, los PPGGCC, en cuanto contienen y desarrollan los principios generales y las normas de registro y valoración, que son de obligatoria observancia, son las verdaderas normas que nos permitirán llegar a fijar el resultado, pues las disposiciones del Código de Comercio y del TRLSC son escasas y pobres de contenido, incapaces de satisfacer las necesidades contables de una empresa.

En el capítulo I contempla este libro con mayor desglose el contenido de los planes contables y las empresas a las que afecta.

D) Las normas que apruebe el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (ICAC), de obligado cumplimiento en desarrollo del Plan General de Contabilidad y sus normas complementarias, en particular, en relación con los criterios de reconocimiento y reglas de valoración y elaboración de las cuentas anuales.

Las normas dictadas por el ICAC, deberán ajustarse al procedimiento de elaboración regulado en el artículo 24.1. de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, por el Gobierno (se presupone, de España).

Y ello, en virtud de la autorización expresa a tal fin dada al ICAC en la disposición final primera de la Ley 16/2007, de 4 de julio. Ha hecho bien el legislador en autorizar expresamente al ICAC a "aprobar normas de obligado cumplimiento" en desarrollo del PGC y del PGC/PYMES, porque la situación que vivimos, años ha, cuando no fue una Ley, sino un simple Real Decreto, el 1643/1990, el que al aprobar el PGC de 1990, autorizó al ICAC para dictar normas de obligado cumplimiento, fue demencial, porque provocó que el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, sentencia de 19 de enero de 1994, declarase la nulidad de la Resolución de 21 de enero de 1992 del ICAC porque está vedado a órganos meramente administrativos la facultad de establecer disposiciones obligatorias para los particulares, lo que provocó un recurso ante el Tribunal Supremo que habilitó la potestad normativa del ICAC en la Ley de Auditoría de Cuentas, en una sentencia que tuvo más de prestidigitación que de solvencia jurídica.

Pero, en fin, esta vez no habrá problemas, aunque no debiera olvidar el ICAC lo que el Supremo afirmó: que las disposiciones que dicte en materia contable no representan una potestad absoluta sino que deben respetar los límites propios de todo reglamento, y en especial el de jerarquía de las disposiciones.

Asimismo, la disposición final primera de la Ley 16/2007, de 4 de julio, autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para que, a propuesta del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, y mediante Orden Ministerial apruebe las adaptaciones sectoriales del Plan General de Contabilidad.

Y mientras tanto ¿Qué haremos con los planes sectoriales aprobados? Aplicarlos en lo que no se opongan al nuevo PGC. Y las Resoluciones ya dictadas por el ICAC ¿Seguirán teniendo aplicación? Pues sí. El preámbulo del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, dice textualmente al comentar su disposición transitoria quinta "Adicionalmente y siempre cuando no se opongan a lo dispuesto en la segunda parte de este Plan General de Contabilidad (la relativa a las normas de registro y valoración) se mantienen en vigor las Resoluciones aprobadas por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, sin perjuicio de la necesidad de proceder a su revisión en un breve espacio de tiempo". Las disposiciones transitorias de ambos planes contables claramente señalan que las adaptaciones sectoriales y otras disposiciones de desarrollo en materia contable (las Resoluciones del ICAC, lo son), en vigor a la fecha de publicación de los RRDD 1514 y 1515 de 2007, seguirán aplicándose en todo aquello que no se opongan al C de C, TRLSA, LSRL y PPGGCC. A partir del 1 de septiembre de 2010, las menciones al TRLSA y a la LSRL, deben entenderse efectuadas al Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC), aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, que derogó el TRLSA y la LSRL.

Conviene no olvidar, que son muchas las Resoluciones dictadas:

- Resolución de 16 de mayo de 1991, por la que se fijan los criterios generales para determinar el "importe neto de la cifra de negocios".

- Resolución de 30 de julio de 1991, por la que se dictan normas de valoración del inmovilizado material.

- Resolución de 25 de septiembre de 1991, por la que se fijan criterios para la contabilización de los impuestos anticipados en relación con la provisión para pensiones y obligaciones similares.

- Resolución de 21 de enero de 1992, por la que se dictan normas de valoración del inmovilizado inmaterial.

- Resolución de 30 de abril de 1992, sobre algunos aspectos de la norma de valoración número dieciséis del Plan General de Contabilidad.

- Resolución de 27 de julio de 1992, sobre criterios de contabilización de las participaciones en los fondos de inversión en activos del mercado monetario (FIAMM).

- Resolución de 27 de julio de 1992, sobre valoración de participaciones en el capital derivadas de aportaciones no dinerarias en la constitución o ampliación de capital de sociedades.

- Resolución de 16 de diciembre de 1992, por la que se desarrollan algunos criterios a aplicar para la valoración y el registro contable del Impuesto General Indirecto Canario (IGIC).

- Resolución de 20 de diciembre de 1996, por la que se fijan criterios generales para determinar el concepto de "patrimonio contable" a efectos de los supuestos de reducción de capital y disolución de sociedades regulados en la legislación mercantil.

- Resolución de 20 de enero de 1997, por la que se desarrolla el tratamiento contable de los regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido y en el Impuesto General Indirecto Canario.

- Resolución de 9 de octubre de 1997, sobre algunos aspectos de la norma de valoración decimosexta del Plan General de Contabilidad, que deroga la Resolución del 30 de abril de 1992, pero manteniendo en gran parte su texto y complementándolo, en relación a la contabilización de acuerdo al nuevo texto de la LIS, de las diferencias permanentes, temporales y créditos por pérdidas a compensar y en materia de constancia en la memoria de las cuentas anuales de la "situación fiscal".

- Resolución de 20 de julio de 1998, sobre información a incorporar en las cuentas anuales relativa al "efecto 2000", que obliga a crear un apartado en la Memoria explicando los efectos que producirá de acuerdo con la estructura de la empresa, los planes de actuación elaborados para paliarlo, los compromisos futuros de inversión, los gastos y pérdidas que producirá la adecuación de las aplicaciones informáticas, provisiones que pudieran ocasionarse e instalaciones pudieran ver afectada su vida útil por su causa.

- Resolución de 9 de mayo de 2000, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción de bienes, servicios e inmovilizado, métodos de valoración de existencias y correcciones de valor de las mismas.

- Resolución de 15 de marzo de 2002, por la que se modifica parcialmente la del mismo Instituto de 9 de octubre de 1997, sobre algunos aspectos de la norma de valoración decimosexta del Plan General de Contabilidad, dedicada al tratamiento contable del Impuesto sobre beneficios.

- Resolución de 25 de marzo de 2002, por la que se aprueban normas para el reconocimiento, valoración e información de los aspectos medioambientales en las cuentas anuales.

- Resolución de 8 de febrero de 2006, por la que se aprueban normas para el registro, valoración e información de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

El ICAC debiera aclarar cuáles de sus Resoluciones han perdido vigencia o si alguna es todavía aprovechable y en qué parte. Mucho nos tememos que este Organismo Autónomo adscrito al Ministerio de Economía y Competitividad, permanecerá mudo durante bastante tiempo. Mas prisa se dará, creemos, en la aprobación de planes sectoriales que van a quedar hechos una pena al tener que compaginarlos con los PPGGCC. Al finalizar el 2010, el ICAC no había aprobado resoluciones en materia contable, aunque sí algunas sobre el "valor razonable". En cambio, el Ministerio de Economía y Hacienda había aprobado el día 21 de diciembre, la Orden EHA336/2010, sobre aspectos contables de las sociedades cooperativas y la Orden EHA/3362/2010 sobre adaptación sectorial del PGC a las empresas concesionarias de infraestructuras públicas. Por el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, el Ministerio aprobó las normas de adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos y antes por medio del Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, las normas para la formulación de las cuentas anuales consolidadas.

El artículo 143 del TRLIS dice así: "Facultades de la Administración para determinar la base imponible. A los efectos de determinar la base imponible, la Administración tributaria aplicará (27)  las normas a que se refiere el artículo 10.3 de esta Ley" que son las que hemos contemplado en el apartado 4 de este capítulo. Esta redacción rige desde el 1 de enero de 2002 y fue introducida en el entonces artículo 148 de la Ley 43/1995 por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre. Como se recordará, en su texto primitivo la Ley 43/1995 disponía que a los solos efectos de determinar la base imponible la Administración podía determinar el resultado contable, lo que había sido muy criticado por la doctrina por entender que era una intromisión intolerable en la esfera de la empresa. En ediciones anteriores de este libro defendimos que si la base imponible es igual al resultado contable corregido por las normas fiscales y dado que la determinación del resultado contable se efectuaba "a los solos efectos de determinar la base imponible" tenía una cierta lógica el texto legal porque la fijación del resultado contable no era sino un estadio intermedio para la fijación de la base imponible sin otros efectos colaterales para la sociedad.

La redacción actual nos agrada más que la preexistente pero no cabe duda de que, en la práctica, la Administración vía inspección tendrá que utilizar el mismo procedimiento para fijar la base imponible del IS, en primer lugar, fijar un resultado contable ajustado a la legislación mercantil-contable y luego, aplicar las normas fiscales para determinar la base imponible.

Lo que puede ocurrir, y sin duda ocurrirá, es que nuestro derecho mercantil-contable no es tan perfecto, aunque esté basado en las NIC/NIIF -tal vez ninguno lo sea- como para permitir en todos los casos una fijación del resultado contable de una forma indubitada, con lo que en la práctica habrá que acudir a opiniones doctrinales para resolver algunas lagunas y no estamos seguros que nuestros Tribunales Económico-Administrativos y Contencioso-Administrativos estén preparados en materia contable en forma suficiente como para poder resolver los problemas que se planteen ante los mismos, con lo cual es posible tengan que acudir a peritaciones de expertos.

Por otra parte, conviene no olvidar que las Directivas, más aún los Reglamentos de la Unión Europea que el Consejo adopta para la aproximación de las disposiciones fiscales de los Estados miembros, obligan a éstos y en consecuencia a España. Ya la Ley 16/2007, en su disposición final primera, al autorizar al Gobierno para aprobar por Real Decreto el Plan General de Contabilidad, expresamente decía "todo ello, de conformidad con lo dispuesto en las Directivas Comunitarias y teniendo en consideración las normas internacionales de información financiera adoptadas por los Reglamentos de la Unión Europea".

Por ello, nuestro Tribunal Supremo, ya en su Sentencia de 28 de abril de 1987, afirmaba: "El Derecho comunitario europeo tiene eficacia directa y carácter prevalente en virtud de la cesión parcial de soberanía que supone la adhesión de España a la Comunidad".

Igualmente, el Tribunal Supremo en Sentencia de 24 de abril de 1990, sentaba que: "Los reglamentos y directivas comunitarias tienen valor de leyes marco cuya primacía sobre las normas internas y efecto directo en su caso no podrán ser discutidas", aclarando que "las normas anteriores que se opongan al Derecho Comunitario deberán entenderse derogadas y las posteriores contrarias habrán de reputarse inconstitucionales por incompetencia".

La sentencia Becker 8/1981 del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, sólo condiciona la invocabilidad de una directiva y su efecto directo, a la expiración del plazo dado a los Estados miembros para su adaptación interna o transitoria legal. Es evidente, pues, que las directivas comunitarias en materia contable y fiscal, deberán ser tenidas en cuenta en nuestro país, que es un Estado miembro de la Unión Europea, pero, sobre todo, que nos obligan en todo momento a aplicar los Reglamentos del Parlamento y del Consejo Europeo.

6.  DIFERENCIAS ENTRE LAS NORMAS DE VALORACIÓN DE LOS PLANES CONTABLES Y DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

El objetivo a alcanzar por los PPGGCC con sus normas de registro y valoración, es determinar el beneficio de la compañía para conocimiento del propio empresario, de sus clientes, proveedores, entidades bancarias..., mientras que las normas de valoración fiscales solamente van encaminadas a la determinación de la base imponible en el Impuesto sobre Sociedades a fin de que aplicando a la misma el tipo de gravamen del impuesto y las deducciones, bonificaciones, retenciones e ingresos a cuenta que procedan, se fije una cuota a ingresar al Tesoro Público.

Es evidente que finalidades tan distintas tienen que conducir a normas de valoración diferentes y que además la regulación fiscal está, a veces, condicionada por un cierto afán recaudatorio por lo que no es de extrañar que las diferencias sean numerosas, más de lo deseable para el contribuyente, que precisaría de una más pacífica convivencia entre las normas de valoración contables y tributarias. Sin embargo, hay que reconocer que el TRLIS ha aproximado el texto fiscal a las normas contables, pero en menor medida de lo que se podía prever.

A pesar de ello, la normativa mercantil y contable implantada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, al exigir en determinadas operaciones societarias no dinerarias, como permutas, aportaciones, etc. la valoración de los elementos patrimoniales recibidos y de los entregados a valor razonable, equivalente al valor de mercado fiscal, ha supuesto la desaparición de algunos ajustes extracontables, como también lo ha sido la obligatoriedad fiscal de considerar las operaciones vinculadas a valor normal de mercado, como en los PPGGCC.

El autor, por todo ello, se ha visto obligado a lo largo del libro a contemplar en primer lugar las normas de valoración que afectan al activo, al patrimonio neto y al pasivo del balance, para estudiar a continuación los conceptos que conforman el debe y el haber de la cuenta de pérdidas y ganancias y del estado de cambios del patrimonio neto de la empresa.

¿Con arreglo a cuál de esas normas de valoración deberán contabilizar nuestras empresas?

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable y el PGC y el PGC/PYMES que la desarrollan obligan a aplicar las normas de valoración en ellas contenidas, con independencia de las fijadas en el TRLIS.

Ya el Real Decreto 1514/2007, de 16 de julio, declaró la obligatoriedad del PGC para todas las empresas, cualquiera que sea su forma jurídica, individual o societaria, sin perjuicio de aquellas empresas que puedan aplicar el PGC de Pequeñas y Medianas Empresas y por tanto de sus criterios contables, aunque ambos planes excepcionan, por no tener carácter vinculante, los movimientos contables de las cuentas incluidos en la quinta parte de los PPGGCC y la numeración y denominación de las cuentas, excepto en aquellos aspectos que contengan criterios de registro o valoración.

Sin perjuicio de ello, el PGC/PYMES en su artículo 3 establece que cuando una empresa que aplique su plan específico, realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el PGC con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta que en ningún caso serán aplicables.

A nuestro juicio, se debe contabilizar obligatoriamente de acuerdo con las normas de valoración del Código de Comercio y de los PPGGCC, sin perjuicio de que la compañía cumplimente los registros fiscales especiales -no contables- establecidos en su normativa.

Las graves consecuencias que podrían provocar en la tributación las nuevas normas de valoración a valor razonable, que fundamentalmente se refieren al inmovilizado financiero, han sido paliadas al dar la Ley 16/2007, de 4 de julio, nueva redacción al apartado 1 del artículo 15 del TRLIS. Después de regular que "los elementos patrimoniales" se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el C de C, añade que "no obstante, las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias", concluyendo que "El importe de las revalorizaciones contables (voluntarias) no se integrará en la base imponible, excepto cuando se lleven a cabo en virtud de normas legales o reglamentarias que obliguen a incluir su importe en la cuenta de pérdidas y ganancias. El importe de la revalorización no integrada en la base imponible no determinará un mayor valor, a efectos fiscales, de los elementos revalorizados".

7.  LA DGT Y SU "INCOMPETENCIA" CONTABLE

Conviene aquí traer a cuento la contestación de 27 de abril de 2009 (V0884) de la DGT en la que afirma textualmente "De las diversas cuestiones recogidas en el escrito del consultante, a continuación se procede a contestar aquellas cuestiones de naturaleza tributaria que son competencia de este Centro, dado que las cuestiones relativas a la contabilización de operaciones son competencia del Instituto de Contabilidad y Auditora de Cuentas".

¡Vaya "cantada" de la DGT! Teniendo en cuenta que el artículo 10.3 del TRLIS regula que en "el método de estimación directa, la base imponible se calcula, corrigiendo, mediante la aplicación de los preceptos establecidos en esta Ley, el resultado contable determinado de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes relativas a dicha determinación y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas", es evidente que la DGT sí debe entrar en sus respuestas en el fondo económico de la operación, para que aplicando las normas contables pueda con posterioridad determinar el resultado tributario fijando la base imponible. Si no fuese así, en caso de una inspección fiscal, cuando el Inspector Financiero y Tributario quiera a efectos de fijar la base imponible corregir, de acuerdo al TRLIS, el resultado contable, le diremos que si la DGT no puede entrar en los temas contables con mayor razón no puede hacerlo un simple Inspector. Que hubiera venido acompañado de un Inspector contable.

La DGT, no puede escudarse en sus respuestas en su "incompetencia contable", si no, que las respuestas de "lege ferenda" sean conjuntas con el ICAC, pero no debe permitirse que en un sistema como el español en el que un gran porcentaje del problema de la fijación de la base es contable, la DGT reconozca su falta de competencia en la cuestión (28) .

El TEAC, en resolución de un recurso de alzada para la unificación de criterio, el 29 de septiembre de 2011, resuelve que las contestaciones de la DGT a las consultas, exclusivamente tienen carácter vinculante para los órganos de aplicación de los tributos pero no para los órganos de revisión, entre los que se encuadran los tribunales económico-administrativos. Por el contrario, la doctrina que de modo reiterado establezca el TEAC vincula a los tribunales económico-administrativos y a los órganos económico-administrativos de las CCAA y al resto de la administración tributaria del Estado, debiendo el TEAC recoger en sus resoluciones que se trata de doctrina reiterada, así como publicarlas.

8.  ALCANCE DEL VALOR PROBATORIO DE LA CONTABILIDAD EN EL DERECHO TRIBUTARIO Y CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES CONTABLES

De acuerdo al artículo 31 del Código de Comercio en la redacción dada por la Ley 19/1989, de 25 de julio, de adaptación de la legislación mercantil a las Directivas de la Comunidad Europea, el valor probatorio de los libros de los empresarios y demás documentos contables será apreciado por los Tribunales conforme a las reglas generales del Derecho, es decir que se trata de una prueba no tasada y que discrecionalmente los jueces pueden apreciar según las reglas de la sana critica, lo que nos conduce a señalar que los libros y documentos contables no tienen preferencia alguna sobre los demás medios de prueba.

Los libros de contabilidad, por tanto, no serán sino una prueba más, dentro de otras, que podrá ser libremente valorada por los tribunales en cada caso.

El TEAC, en algunas resoluciones, como las de 14 de octubre de 1987 y 9 de febrero de 1988, entendió que si la contabilidad refleja la verdadera situación patrimonial de la sociedad, debía reputarse como prueba en un litigio en materia tributaria (29) .

La sentencia de la Audiencia Nacional de 22 de noviembre de 1994, en contra de la pretensión de la Administración de no conceder valor probatorio alguno a la contabilidad, razonó así en su Fundamento de Derecho quinto: "No puede descartarse el valor probatorio, indiciario o complementario si se quiere, de la contabilidad de los comerciantes, especialmente en el campo tributario, donde en general es base y punto de partida en el supuesto normal de estimación de bases -estimación directa-, como previene el artículo 48 de la LGT" (30) .

Para garantizar que el resultado contable, precedente inmediato de la base imponible de Impuesto sobre Sociedades, se calcula adecuadamente, el TRLIS en su artículo 133, aunque con una cierta imperfección técnica, señala que "los sujetos pasivos de este Impuesto deberán llevar su contabilidad de acuerdo con lo previsto en el Código de Comercio o con lo establecido en las normas por las que se rigen".

El Estado castiga severamente el incumplimiento de las obligaciones contables, sobre todo cuando provocan una defraudación tributaria que perjudica al Tesoro Público. Hasta la Ley Orgánica 2/1985 no se introdujo en el Código Penal el delito contable, que con la redacción dada por la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, modificada por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, castiga, en el artículo 310, con pena de prisión de 5 a 7 meses al que estando obligado por ley tributaria a llevar contabilidad mercantil o libros o registros fiscales:


"a) Incumpla absolutamente dicha obligación en régimen de estimación directa de bases tributarias.

b) Lleve contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio económico, oculten o simulen la verdadera situación de la empresa.

c) No hubiere anotado en los libros obligatorios negocios, actos, operaciones o, en general, transacciones económicas, o los hubiere anotado con cifras distintas a las verdaderas.

d) Hubiere practicado en los libros obligatorios anotaciones contables ficticias.

La consideración como delito de los supuestos de hecho a que se refieren los párrafos c) y d) anteriores, requerirá que se hayan omitido las declaraciones tributarias o que las presentadas fueren reflejo de su falsa contabilidad y que la cuantía, en más o en menos de los cargos o abonos omitidos o falseados, exceda, sin compensación aritmética entre ellos, de 240.000 euros por cada ejercicio económico".



Al concebirse por el legislador el delito contable como supuesto de hecho del delito fiscal, es por lo que por aplicación del principio "non bis in idem" la condena por el delito fiscal impide la aplicación del delito contable.

II*  Se debe comprobar al cierre del ejercicio

- Que hemos aplicado, por ser obligatorios, tanto durante el ejercicio como en el momento del cierre, los principios contables recogidos en los PPGGCC, sin que el principio de prudencia tenga prevalencia sobre los demás.

- Que el criterio de "estanqueidad" de ejercicios quiebra fiscalmente al admitir con tal carácter los gastos contabilizados con posterioridad a su período de devengo y los ingresos contabilizados en un período anterior al de su devengo, siempre que de ello no se derive perjuicio para la Hacienda Pública.

- Que si hemos transformado la forma jurídica de nuestra sociedad y la entidad resultante no está sujeta al Impuesto sobre Sociedades, o se modifica el tipo de gravamen o determina la aplicación un régimen tributario especial, el período impositivo lo hemos dado por concluido y presentado declaración del IS.

- Que en las cuentas anuales el balance y la cuenta de pérdidas y ganancias que hemos confeccionado recoge las cifras del ejercicio que se cierra y las del ejercicio inmediatamente anterior, menos en el de apertura con la implantación de los planes contables.

- Que no hemos olvidado reflejar en la memoria aquellos eventos imposibles de relacionar en la cuenta de pérdidas y ganancias o en el balance y que sin embargo creemos deben aparecer en las cuentas anuales, porque la memoria también lo es.

- Que hemos contabilizado de acuerdo con las normas de registro y valoración establecidas en el PGC y en el PGC/PYMES, dado que son obligatorias; si no lo hemos hecho sería conveniente realizar en materia de activo y pasivo ajuste contable, sin perjuicio de los ajustes extracontables diferencias permanentes o temporales, positivos o negativos que procedan para fijar la base imponible del IS.

- Que hemos aplicado las Resoluciones del ICAC que desarrollan la normativa contable en vigor a la publicación de los RRDD 1514 y 1515, de 16 de noviembre de 2007, porque son obligatorias, mientras no se opongan a lo establecido en el C de C, TRLSC y PPGGCC.

II**  Se debe recordar asimismo

- Que los administradores de la compañía dentro de los tres meses siguientes al cierre deben formular las cuentas anuales y firmarlas, aunque la aprobación no solamente del balance, de la cuenta de pérdidas y ganancias, del estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, del estado de flujos de efectivo (sólo para empresas auditadas) y de la memoria, que conforman las cuentas anuales, sino también del informe de gestión para las empresas auditadas y de la propuesta de aplicación de resultados que debe de ser aprobada dentro de los seis meses siguientes al cierre del ejercicio por la Junta General.

- Que podemos presentar nuestras cuentas anuales en el Registro Mercantil, mediante soporte informático de disco o a través de procedimientos telemáticos.






	 (1) 

	Ya la Directiva 51/2003/CEE autorizaba a que los Estados miembros pudiesen exigir que las partidas de la cuenta de pérdidas y ganancias y del balance "guarden relación con el contenido de la transacción o acuerdo".


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Salvo en el primer ejercicio de aplicación de los planes contables. Sin perjuicio de ello, ver en el apartado 3.3 del capítulo I, el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	La Ley 7/2003, de 1 de abril, de la Sociedad Limitada Nueva Empresa, suprime en este tipo de sociedades la llevanza del libro registro de socios.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, ha creado un Registro de Sociedades Cooperativas, al que corresponde la legalización de los libros de las cooperativas de ámbito estatal por desarrollar su actividad en el territorio de varias CCAA, excepto cuando en una de ellas se desarrolle con carácter principal.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	En respuesta a una consulta la DGT, en el año 2001, contestó a un contribuyente cuyo programa de ordenador no le permitía llevar un único libro de facturas recibidas a efectos del IVA, de tal forma que las facturas de compras y gastos las llevaba por ordenador y en cambio, a mano registraba los leasing y la adquisición de bienes de inversión, que, aunque la legislación no impide que parte de la contabilidad se lleve manualmente y parte por ordenador, no le parece adecuado a la legislación española sin perjuicio de que si se comprueba que dicho sistema corresponde a la organización del contribuyente y garantiza plenamente la comprobación de sus obligaciones en materia del IVA, podría admitirse.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Si los hechos posteriores al cierre del ejercicio, ponen de manifiesto condiciones que no existan al cierre, no provocan un ajuste en las cuentas anuales. No obstante, cuando los hechos sean de tal importancia que si no se facilitara información al respecto podría distorsionarse la capacidad de evaluación de los usuarios, se deberá incluir en la memoria información respecto de la naturaleza del hecho posterior conjuntamente con una estimación de su efecto o , en su caso, una manifestación acerca de la imposibilidad de realizar dicha estimación.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, encomienda al Registro de Sociedades Cooperativas, como el lugar donde debe efectuarse el depósito y publicidad de las cuentas anuales de las cooperativas de ámbito estatal.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	La Ley 25/2011, de 1 de agosto, suprimió la necesidad de que en el certificado las firmas fuesen legalizadas notarialmente (parece ser, porque modificó el artículo 279 del TRLSC pero no el 363 del Reglamento del Registro Mercantil).


	 Ver Texto 




	 (9) 

	La contratación y rotación de los auditores se regula en el artículo 8.quater de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoria de Cuentas, que ha sufrido en este punto nueva redacción por la Ley 12/2010, de 30 de junio. El nombramiento de Auditor de Cuentas no es solamente obligatorio en aquellos supuestos en que las cuentas no puedan presentarse en forma abreviada, sino también de acuerdo al Real Decreto 1820/2003, de 14 de febrero, por el que se modifica el Reglamento de Auditoría de Cuentas, cuando durante un ejercicio social una empresa hubiera recibido subvenciones o ayudas con cargo a las Administraciones Públicas o Fondos de la Unión Europea por un importe superior a 600.000 euros, o se tratase de empresas que hubiesen realizado obras, gestión de servicios públicos, convocatoria o asistencia técnica a las Administraciones públicas por un importe anual acumulado superior a 600.000 euros, y éste represente más del 50 por 100 del importe neto de su cifra de negocios.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Para recordar las cifras basta acordarse de la primera 2.850.000, cada una de las siguientes no hace sino duplicar el importe de la anterior.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Incluso puede darse el caso de que la empresa hasta el final del ejercicio no conozca si ha superado dos ejercicios dos de los límites para estar en auditoría obligatoria y sin embargo tendría que haber nombrado auditor dentro del año. Como se aprecia que al legislador estos problemas de praxis no le preocupan que no pone solución a ellos. Pensamos en aquellos casos en los que habrá que convocar Junta General de Socios para nombrar auditor, lo que requerirá por lo menos cuarenta días de anticipación de la convocatoria por si algún socio con el porcentaje adecuado desea incorporar otro punto en el Orden del Día.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Antes de la Ley 16/2007 podían ser reelegidos únicamente año por año, plazo que conforme al apartado 4 del artículo 8 de la Ley 19/1988, de Auditoría de Cuentas en su redacción dada por la Ley 16/2007 se amplió a tres años.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Tratándose de entidades de interés público, o de sociedades cuyo importe neto de la cifra de negocios sea superior a 50.000.000 de euros, una vez transcurridos siete años desde el contrato inicial, será obligatoria la rotación del auditor de cuentas firmante del informe de auditoría, debiendo transcurrir en todo caso un plazo de dos años para que dicha persona pueda volver a auditar a la entidad correspondiente.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	La Resolución del ICAC de 26 de octubre de 2011, publica la Norma de Control Calidad Interno de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Límite que puede llegar a 300.000 euros por cada año de retraso cuando la sociedad tenga un volumen de facturación anual superior a 6.000.000 euros (artículo 283 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital). Que manía la de asustar al personal con multas que nunca se ponen.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Desconocemos si será preciso volverlas a presentar en el Registro Mercantil, dado que se modifican las cifras afectadas en la información comparada.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	La Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, ha regulado la transformación de la forma jurídica de las sociedades. El Real Decreto-legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, ya no trata en su articulado de la Transformación de la sociedad.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Las entidades en régimen de atribución de rentas no están sujetas al Impuesto sobre Sociedades, no es de aplicación a las sociedades civiles, tengan o no personalidad jurídica, herencias yacentes o comunidades de bienes, cuyas rentas se atribuyen con arreglo a la Ley del IRPF.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	El Informe para la Reforma del Impuesto sobre Sociedades o "libro blanco" señalaba ya en 1994 que el Impuesto sobre Sociedades no puede aceptar, sin más, el resultado contable como base imponible, por la sencilla razón de que dicho resultado es fruto de unas normas que tienen por finalidad primordial proteger los intereses de terceros que contratan con una entidad jurídica sin más garantía, en principio, que el patrimonio de la misma, en tanto que la base imponible debe ser la expresión cuantitativa de la capacidad económica susceptible de imposición, aunque sin poder rechazar sin más, el resultado contable, puesto que es la renta que puede ser distribuida entre los socios a tenor de las normas mercantiles.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	España no es pionera en Europa en la creación de este régimen especial naviero basado en el tonelaje.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	La Ley 35/2006, de 28 de noviembre, derogó la deducción para la implantación de empresas extranjeras que consistía en un régimen de diferimiento del impuesto que había sido aprobado por la Ley 6/2000, de 13 de diciembre.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Algunas leyes, curiosamente, prefieren denominarlo "Introducción".


	 Ver Texto 




	 (23) 

	El apartado 3 del artículo 10 del TRLIS trata sobre el cálculo de la base imponible en el método de estimación directa que se obtendrá corrigiendo mediante los preceptos contenidos en el TRLIS, el resultado contable.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Las NIIF sólo son obligatorias para las cuentas consolidadas de sociedades con cotización oficial en un mercado regulado.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	El estado de flujos de efectivo no es obligatorio para las empresas que puedan presentar el balance y el ECPN en formato abreviado. El Informe de Gestión, de acuerdo con el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, sólo será obligatorio para aquellas que estén sometidas a Auditoría de Cuentas.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Es decir: Código de Comercio y demás leyes relativas a la determinación del resultado contable.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	La redacción se vuelve imperativa al haber sustituido la expresión "podrá" por "aplicará".


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Ver en la revista de junio de 2009, de CEF, un artículo muy acertado de Alejandro Blázquez Lidoy.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	El TEAC -en su resolución de 20 de enero de 1988- ha mantenido, por el contrario, que la contabilidad correctamente llevada no era prueba suficiente para destruir la presunción de abono de intereses en un préstamo de un socio a la sociedad.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Texto anterior de la LGT.


	 Ver Texto 








Activo no corriente. Valoración del inmovilizado material, de las inversiones inmobiliarias y del inmovilizado intangible. Gastos de constitución y ampliación de capital 



1.  ACTIVO NO CORRIENTE

El artículo 35 del Código de Comercio, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, establece que el activo de un balance comprenderá con la debida separación el activo fijo o no corriente y el activo circulante o corriente. La adscripción de los elementos patrimoniales del activo, se realizará en función de su afectación. El activo corriente comprenderá los elementos del patrimonio que se espera vender, consumir o realizar en el transcurso del ciclo normal de la explotación, así como, con carácter general, aquellas partidas cuyo vencimiento, enajenación o realización, se espera se produzca en un plazo máximo de un año contado desde la fecha de cierre del ejercicio. Los demás elementos del activo se clasificarán como fijos o no corrientes.

El Plan General de Contabilidad (PGC), aprobado, por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, y el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (PGC/PYMES) aprobado por el Real Decreto 1515/2007, también de 16 de noviembre, con el carácter ambos de Reglamentos de la Ley 16/2007, de 4 de julio, entraron en vigor para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008. Olvidémonos con los PPGGCC de la forma de clasificar el activo como hemos hecho hasta el 31 de diciembre de 2007: A) Accionistas por desembolsos no exigidos, B) Inmovilizado, C) Gastos a distribuir en varios ejercicios y D) Activo Circulante, porque con los nuevos planes contables sólo tenemos: A) Activo no corriente y B) Activo corriente.

El activo no corriente tanto en el PGC como en el PGC/PYMES, en el modelo de balance de las cuentas anuales, contienen los mismos grandes grupos, aunque el desglose en la presentación en el PGC es notablemente superior.



	ACTIVO NO CORRIENTE


	PGC
	PGC/PYMES





	
I. Inmovilizado intangible

1. Desarrollo

2. Concesiones

3. Patentes, licencias, marcas y similares

4. Fondo de comercio

5. Aplicaciones informáticas

6. Otro inmovilizado intangible.


	I. Inmovilizado intangible



	
II. Inmovilizado material

1. Terrenos y construcciones

2. Instalaciones técnicas y otro inmovilizado material.

3. Inmovilizado en curso y anticipos


	II. Inmovilizado material



	
III. Inversiones inmobiliarias

1. Terrenos

2. Construcciones


	III. Inversiones inmobiliarias



	
IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo.

1. Instrumentos de patrimonio

2. Créditos a empresas

3. Valores representativos de deuda

4. Derivados

5. Otros activos financieros


	IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo



	
V. Inversiones financieras a largo plazo

1. Instrumentos de patrimonio

2. Créditos a terceros.

3. Valores representativos de deuda

4. Derivados

5. Otros activos financieros


	V. Inversiones financieras a largo plazo



	VI. Activos por impuesto diferido
	VI. Activos por impuesto diferido





Al inmovilizado intangible, al inmovilizado material y a las inversiones inmobiliarias que forman parte del activo no corriente dedicamos este capítulo.

De acuerdo a los PPGGCC, el inmovilizado comprende los elementos del patrimonio destinados a servir de forma duradera a las actividades de la empresa así como las inversiones inmobiliarias. Adicionalmente, dentro del inmovilizado, se incluyen las inversiones financieras cuyo vencimiento, enajenación o realización se espera habrá de producirse en un plazo superior a un año y que contemplamos en el capítulo VI.

Ambos planes contables mantienen prácticamente la numeración y denominación de las cuentas del PGC de 1990, a no ser porque el subgrupo 20 se refiere a las inmovilizaciones intangibles (antes denominadas inmateriales), el subgrupo 21, a las inmovilizaciones materiales y porque el subgrupo 22 se dedica a las inversiones inmobiliarias en terrenos y construcciones, constituido por las inversiones en inmuebles que se tienen para obtener rentas, plusvalías o ambas, en lugar de para su uso en la producción o suministro de bienes o servicios o para fines administrativos o para su venta en el curso ordinario de las operaciones.

En cambio, los PPGGCC no contemplan los activos biológicos, que quedan para mejor ocasión. Seguramente serán tratados a través de una Resolución del ICAC, valiendo mientras tanto la de 8 de febrero de 2006, de acuerdo con lo establecido en las disposiciones transitorias de los RRDD 1514 y 1515 de 2007 de que las disposiciones de desarrollo en materia contable -las Resoluciones del ICAC lo son- en vigor antes de la reforma mercantil y contable seguirán siendo aplicables en cuando no se opongan al C de C, TRLSA, LSRL (a partir del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, la remisión debe entenderse efectuada al Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital) y planes contables (fundamentalmente su Marco Conceptual y las normas de registro y valoración).

Asimismo, aunque el tema se estudia con mayor detalle en el capítulo X de este libro, al desaparecer la cuenta 217. Derechos sobre bienes en arrendamiento financiero, se deben contabilizar estos bienes según su naturaleza por lo que aquellos objeto de leasing que tengan carácter de inmovilizado material se contabilizarán como tales.

El PGC de 2007 y el PGC/PYMES, en materia de inmovilizado intentan aproximarse a los criterios de las NIC/NIIF, pero sin abandonar demasiado los que mantenía el PGC de 1990. Al objeto de que las cuentas anuales sean más asequibles a los sectores económicos, ambos planes contables procuran evitar los criterios opcionales de las NIC/NIIF, decantándose por uno concreto de los aceptados.

Según el presidente del ICAC, este organismo está elaborando normas de valoración sobre el inmovilizado material e intangible y sobre el Impuesto sobre beneficios; estando más verde -no confundir con los dichosos brotes- la norma de desarrollo sobre instrumentos financieros.

2.  INMOVILIZADO MATERIAL

Tanto la norma 2ª de las de registro y valoración del PGC de 2007 como la norma 2ª del PGC/PYMES, en materia de valoración del inmovilizado material, tienen el mismo texto y están redactadas con las mismas palabras (a salvo una mayor extensión en el PGC en materia de deterioro del inmovilizado que estudiaremos en el capítulo V de este libro).

Ambos planes contables, identifican en el subgrupo 21 al inmovilizado material (en el PGC de 1990, subgrupo 22) con los elementos patrimoniales tangibles, muebles e inmuebles (1) , excepto que deban ser clasificados en otros subgrupos, citando en particular el 22. Inversiones inmobiliarias y, añadimos nosotros, en el PGC el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta y en ambos planes el grupo 3 de existencias para empresas inmobiliarias y además, al referirse en general al Grupo 2. Activo no corriente, señalan que comprende los "elementos del patrimonio destinados a servir de forma duradera en las actividades de la empresa" sin mencionar ya que sean propiedad de la misma (2) , dedicando a su contabilización las siguientes cuentas:


	PGC Y PGC/PYMES. Subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales



	210.
	Terrenos y bienes naturales.



	211.
	Construcciones.



	212.
	Instalaciones técnicas.



	213.
	Maquinaria.



	214.
	Utillaje.



	215.
	Otras instalaciones.



	216.
	Mobiliario



	217.
	Equipos para procesos de información.



	218.
	Elementos de transporte.



	219.
	Otro inmovilizado material.





Destacamos que el inmovilizado material ha pasado a regularse en los planes contables en:

- El subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales (bienes dedicados al proceso productivo).

- El subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias (las que se tienen para obtener rentas y/o plusvalías, pero no para la producción o servicios administrativos y que estudiamos en el apartado 4 de este capítulo).

Y aún diremos, que el PGC también trata del inmovilizado material, aunque sin concederle tal carácter, en el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta, a través de su cuenta 580. Inmovilizado (el que se piensa vender a corto plazo).

Para recoger las amortizaciones acumuladas, la normativa contable ha previsto la cuenta 281. Amortización acumulada del inmovilizado material, que es objeto de estudio en el capítulo IV de este libro. El deterioro de valor del inmovilizado material lo veremos en el capítulo V.

2.1.  Valoración

El Código de Comercio, en su artículo 38. f) en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, afirma, con carácter general, que "los activos se contabilizarán por el precio de adquisición, o por el coste de producción", sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, en los que obliga a valorar a valor razonable a algunos activos financieros. Por su parte, el TRLSC no contiene normas sobre la valoración del inmovilizado.

En materia de inmovilizado material el legislador español ha tenido el corazón dividido entre aproximarnos a las normas internacionales de contabilidad lo más posible o respetar la tradicional concepción del PGC, quedándose al final en mitad del camino porque en esta materia es donde menos nos hemos acercado a las NIC/NIIF, no existiendo en la valoración del inmovilizado material grandes diferencias con el PGC de 1990. Únicamente encontramos diferencias en el caso de existir en la compra de inmovilizado algún descuento por pronto pago, que reduce el importe del elemento del inmovilizado, pues ya no se contabiliza como un ingreso financiero, sino como menor valor del elemento y en los supuestos de permutas y aportaciones no dinerarias a sociedades.

La norma contable española no ha recogido la opción de las NIC/NIIF de valorar el inmovilizado material a valor razonable, porque implicaría reflejar anualmente las diferencias positivas en reservas y las negativas en resultados, lo que no le ha parecido apropiado al legislador. Se trata de la mayor diferencia que separa a nuestra normativa de la normativa internacional contable.

Lo mismo el PGC que el PGC/PYMES, distinguen entre la valoración inicial y la valoración posterior a su reconocimiento.

Al no aceptar nuestra legislación mercantil la opción de la NIC 16 de valorar el inmovilizado material a valor razonable con posterioridad a su reconocimiento inicial, seguirán teniendo las empresas sus inmuebles a precio de adquisición o construcción por los siglos de los siglos, mientras la imagen fiel del patrimonio sólo se obtendrá a través de los instrumentos financieros.

Es preocupante apreciar lo minucioso que se vuelve el PGC a la hora de registrar cualquier deterioro de valor por muy nimio que sea, mediante una regulación asfixiante bien a través de la cuenta de pérdidas y ganancias o del patrimonio neto (3)  de determinados activos financieros, y la increíble laxitud legal que obliga a mantener nuestro inmovilizado material siempre a valor de reconocimiento inicial (menos amortizaciones y deterioros). Yo creo que al no permitir el legislador que el inmovilizado material se revalorice a valor razonable sufre nuestro sistema contable un "deterioro de valor" evidente. ¡Que ocasión perdida!

2.1.1.  Valoración inicial del inmovilizado material

De acuerdo a la NRV 2ª de ambos planes contables, que tienen la misma redacción en materia de valoración del inmovilizado material, los bienes del inmovilizado material deben valorarse y contabilizarse por su coste, ya sea el precio de adquisición (compra) o el coste de producción (fabricado por la empresa).

Asimismo, dice la NRV 2ª.1 de ambos planes contables, formará parte del valor del inmovilizado material, la estimación inicial del valor actual de las obligaciones asumidas derivadas del desmantelamiento o retiro del activo y otras asociadas al citado activo, tales como los costes de rehabilitación del lugar sobre el que se asienta, siempre que estas obligaciones den lugar al registro de provisiones de acuerdo con lo dispuesto en la norma aplicable a éstas (ver apartado 3.4 del capítulo XII, de este libro). Ello podría provocar, en algún supuesto, una modificación del valor de reconocimiento si la estimación cambiase de importe, lo que originará a su vez una modificación del cálculo de las cuotas de amortización en lo sucesivo.

Es decir, que si se asumen esas obligaciones el asiento contable sería así:
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A) En caso de compra: los bienes del inmovilizado material se valorarán por el precio de adquisición que incluye:

- El importe facturado por el vendedor (deducido cualquier descuento o rebaja que se haya practicado, aunque se tratase de un descuento por pronto pago).

- Todos los gastos adicionales y directamente relacionados que se produzcan hasta su puesta en condiciones de funcionamiento, incluida la ubicación en el lugar y cualquier otra condición necesaria para que pueda operar de la forma prevista, entre otros:

- Gastos de explanación y derribo, transporte, derechos arancelarios, seguros, instalación, montaje y otros similares.

No deben incluirse los gastos de administración no relacionados con la adquisición o puesta en funcionamiento.

La Resolución del ICAC, de 30 de julio de 1991, que en virtud de lo dispuesto en los RRDD 1514/2007 y 1515/2007, de 16 de noviembre, mantiene su vigor mientras no se oponga a lo dispuesto en el C de C, TRLSA, LSRL (la mención, a partir del Real Decreto Legislativo 1/2010, debe entenderse al TRLSC, aunque lo cierto es que el TRLSA no trata de la valoración del inmovilizado) y los PPGGCC, entiende que el inmovilizado está en condiciones de funcionamiento "cuando el bien es capaz de producir rendimientos con regularidad, una vez superado el período de prueba, es decir, cuando está disponible para su utilización". En contestación a una consulta, el ICAC, en su Boletín 44, de diciembre de 2000, consideró que la puesta en condiciones de funcionamiento se produce en el momento en que los bienes del inmovilizado, después de superar el montaje, instalación y pruebas necesarias, estén en condiciones de participar normalmente en el proceso productivo al que están destinados, por lo que si es necesario realizar pruebas para conseguir que el inmovilizado se encuentre en condiciones de funcionamiento y pueda participar de forma plena y con regularidad en el proceso productivo (aunque se puedan producir ingresos de carácter accesorio mientras se realicen dichas pruebas) los gastos en que se incurra, se considerarán mayor valor de adquisición o coste de producción y en caso contrario, serán gastos del ejercicio y como tales se incluirán en la cuenta de pérdidas y ganancias.

La NRV 2ª del PGC y del PGC/PYMES, obliga en los inmovilizados que necesiten un período de tiempo superior a un año para estar en condiciones de uso a incluir en el precio de adquisición los gastos financieros que se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento del inmovilizado material y que hayan sido girados por el proveedor o correspondan a préstamos u otro tipo de financiación ajena, específica o genérica, directamente atribuible a la adquisición.

Ya la Resolución del ICAC, de 30 de julio de 1991, contempló la posible capitalización de los gastos financieros -los denominados intereses intercalarios- como mayor valor de los activos del inmovilizado material, señalando que se realizaría conforme a los criterios siguientes:

- Se entenderá por fuentes de financiación ajenas destinadas a la adquisición del inmovilizado las deudas generadas por los proveedores del inmovilizado y aquellas otras que se hayan obtenido específicamente para la financiación de la adquisición del inmovilizado mismo.

- Sólo se podrán capitalizar los gastos financieros devengados antes de que el inmovilizado esté en condiciones de entrar en funcionamiento, o sea cuando el bien es capaz de producir rendimientos con regularidad, una vez superado el período de prueba, es decir, cuando está disponible para su utilización. Si se trata de un activo compuesto por partes susceptibles de ser utilizadas por separado, deberá interrumpirse la capitalización de los gastos financieros en momentos distintos para cada parte del activo.

La Resolución entraba también en el estudio de otros medios de financiación, pero, al no ajustarse a los recogidos en los PPGGCC, creemos no es aplicable hoy día.

Contablemente se procederá así:



	

	21
	INMOVILIZACIONES MATERIALES
	

	

	




	

	

	a
	INCORPORACIÓN AL ACTIVO DE GASTOS FINANCIEROS (4) 

	738
	





Con lo cual, sin dejar de figurar el importe devengado en el subgrupo 66. Gastos financieros, la activación producirá un ingreso por el mismo importe de los gastos.

No obstante, estimamos que no habría problema en activar directamente esos gastos financieros como mayor valor de activo, en cuyo caso se asentaría así:
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La activación supone, en definitiva, la posibilidad de incorporar los gastos financieros al debe de la cuenta de pérdidas y ganancias a través de las dotaciones futuras a la amortización y en la misma proporción que el elemento del inmovilizado al que se incorporan.

El BOICAC del mes de septiembre de 2009, a una sociedad que construye un hospital y con el importe del préstamo dedicado a ello, lo invierte temporalmente obteniendo unos ingresos financieros, le contesta que los gastos financieros que transitoriamente no se apliquen a la inversión del inmovilizado en curso para la que se obtuvieron, no pueden ser objeto de capitalización, debiendo considerarse un gasto del ejercicio.

La posibilidad de incorporar las diferencias de cambio positivas o negativas producidas por las diferencias de cambio de los préstamos a más de un año en moneda extranjera para financiar la inversión del inmovilizado material se estudia en el capítulo XXII de este libro.

Dispone la normativa contable (NRV 2ª.1) que los impuestos indirectos que gravan los elementos del inmovilizado material sólo se incluirán en el precio de adquisición (o en el coste de producción) cuando no sean recuperables directamente de la Hacienda Pública. Por tanto, aumentan el valor del elemento las tasas e impuestos que recaigan sobre la operación, a excepción del IVA soportado deducible. El IVA soportado no deducible, debe formar parte del precio de adquisición, y se origina fundamentalmente por la compra de vehículos destinados a directivos de la compañía, que por su utilización para fines de la empresa y particulares, la sociedad estima no es deducible en su totalidad. La Ley 66/1997, de 30 de diciembre, presume afectados a la actividad de la empresa los vehículos de turismo en la proporción del 50 por 100, por lo que autoriza hasta ese porcentaje la deducibilidad del IVA soportado y aún permite deducir un porcentaje superior, si se acredita el grado efectivo de utilización en el desarrollo de la actividad empresarial.

Los servicios de contabilidad de las empresas dudan a veces si anotar en el inmovilizado material los gastos de instalación y pruebas cuando se han realizado por los propios servicios de mantenimiento y reparación de la empresa. Pensamos que si no tienen importancia significativa no deben disgregarse de sus respectivas cuentas de gastos; sin embargo, los PPGGCC regulan en su NRV 2ª.1.1. que en el precio de adquisición se deben incluir "todos los gastos adicionales y directamente relacionados que se produzcan hasta su puesta en condiciones de funcionamiento".

En general, no forman parte del precio, las indemnizaciones y sanciones derivadas de la operación de adquisición del elemento.

B) En caso de fabricación o construcción por la propia empresa: los bienes del inmovilizado material se valorarán de acuerdo a la norma 2.1.2 de las de registro y valoración, por el coste de producción, que se obtiene por la suma de:

- El precio de adquisición de las materias primas y otras materias consumibles.

- Los demás costes directamente imputables a dichos bienes.

- La parte que razonablemente corresponda de los costes indirectamente imputables a los bienes, en la medida que correspondan al período de fabricación o construcción y sean necesarios para la puesta del activo en condiciones operativas.

En cualquier caso, serán aplicables los criterios generales establecidos para determinar el coste de las existencias.

Tal vez por seguir los planes contables a la IV Directiva de la CEE, no determinan mediante especificación cuál es la fracción razonable de los costes indirectos de fabricación que se deban incluir en el coste de producción, de tal forma que servicios de contabilidad distintos llegarán, asimismo, a conclusiones diferentes.

Ya la Resolución del ICAC de 9 de mayo de 2000, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción de los bienes y servicios comprendidos en las existencias, aplicable mientras no se opongan a lo establecido en la normativa mercantil y contable, señaló que "es aplicable con las necesarias adaptaciones terminológicas, para la determinación del coste de producción de inmovilizado fabricado o construido por la propia entidad", estando formado el coste de producción por el precio de adquisición más los costes directos imputables y la parte que razonablemente corresponda de los costes indirectamente imputables al inmovilizado, en la medida en que tales costes correspondan al período de fabricación o construcción.

Por costes directos debemos entender, de acuerdo a la citada Resolución, los que se derivan de recursos cuyo consumo se puede medir y asignar de forma inequívoca a un determinado elemento del inmovilizado.

La Resolución del ICAC de 9 de mayo, define los costes indirectos como aquellos que se consumen en la elaboración, fabricación o construcción afectando a un conjunto de procesos por lo que no resulta viable una medición directa de la cantidad consumida por cada elemento. Su distribución o reparto entre los distintos productos y el inmovilizado responderá a unos criterios de imputación razonables que habrán de preestablecerse sistemáticamente y mantenerse uniformemente, identificándose de forma específica los costes indirectos que deben ser asignados al elemento, incluidos, en su caso, los de control de calidad, así como los de administración específicos u otros que estén vinculados a su producción (excluidos los gastos generales de administración y los costes de subactividad).

En la memoria de las cuentas anuales de los PPGGCC, en relación al inmovilizado material se incluirá información acerca de:


	
- Criterios sobre amortización, correcciones valorativas por deterioro y reversión de las mismas. 

	
- La capitalización de los gastos financieros. 

	
- Costes de ampliación, modernización y mejoras. 

	
- Costes de desmantelamiento o retiro. 

	
- Costes de rehabilitación del lugar donde se asiente un activo. 

	
- Criterios sobre la determinación del coste de los trabajos efectuados por la empresa para su inmovilizado. 



Ambos planes contables, en su NRV 2ª, exigen la inclusión de los gastos financieros en el coste de producción, siempre que tales gastos se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento y hayan sido girados por el proveedor o correspondan a préstamos u otro tipo de financiación ajena específica o genérica, directamente atribuible a la fabricación o construcción con el límite del valor razonable del inmovilizado material en el que se integran como mayor valor. Es decir, que se permite incluirlos en las mismas condiciones que hemos estudiado en el apartado anterior para el caso de compra al considerar la posible capitalización de los gastos financieros.

Ya la Resolución del ICAC de 9 de mayo de 2000, permitió incorporar los gastos financieros como mayor valor del inmovilizado en curso, sin tener en cuenta las interrupciones y siempre que se hubieran devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento el inmovilizado, pero sus normas de incorporación no se corresponden con las de los PGC por lo que no son aplicables (regulaba la asignación de fondos propios como financiación). Únicamente sería rescatable de la Resolución -a nuestro juicio- la definición de qué se entiende por fuentes especiales de financiación ajena que considera son aquellas que inequívocamente han sido empleadas para la financiación del inmovilizado en curso, no reputándose como tal la simple nominación de la deuda, es decir, que, en todo caso, debe existir una identificación entre el activo financiero y la deuda correspondiente, imputándose entonces como mayor valor del activo en producción o construcción.

Aparte de ello, la Resolución del ICAC sólo permitía incorporar los gastos financieros mientras que tanto el PGC como el PGC/PYMES obligan a hacerlo, al señalar textualmente "se incluirán en el precio de adquisición o coste de producción, los gastos financieros...".

Durante el ejercicio, los gastos de personal, sueldos y Seguridad Social, materiales y otros invertidos en la construcción del inmovilizado material de que se trate, se cargan en las cuentas que correspondan del Grupo 6 y al finalizar el ejercicio esas compras y gastos se activan mediante un cargo en el subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales con abono a la cuenta de ingresos 731. Trabajos realizados para el inmovilizado material. En el capítulo XIX dedicado a los ingresos, apartado 9, bajo el título TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO se estudia con mayor detalle este tema.

El TRLIS, en su artículo 15.1, en la redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, aplicable a los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, dispone que "los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio", por lo que las normas de activación que hemos visto hasta ahora mercantiles-contables se aplican también fiscalmente en virtud de la remisión efectuada por el TRLIS.

Existen normas específicas en el TRLIS referentes a la amortización del inmovilizado material (ver capítulo IV) y también reglas para los supuestos de transmisiones lucrativas y societarias que se estudian en el capítulo XXIII, relativo a la VALORACIÓN DE LAS RENTAS DE TRANSMISIONES Y OPERACIONES SOCIETARIAS. OPERACIONES CON ACCIONES O PARTICIPACIONES PROPIAS, y que parcialmente se contempla en este capítulo en el apartado 2.1.3.13.

2.1.2.  Valoración posterior del inmovilizado material y correcciones de valor

Ambos planes contables dedican la norma 2ª.2 de las de registro y valoración a la valoración posterior al reconocimiento inicial del inmovilizado material, regulando que se valorarán por su precio de adquisición o coste de producción, menos:


	
- La amortización acumulada. 

	
- El importe acumulado de las correcciones valorativas por deterioro de valor, en su caso. 



Las amortizaciones del inmovilizado se estudian en este libro en el capítulo IV. Amortizaciones, así como las pérdidas por deterioro de valor se contemplan en el capítulo V. Deterioro de valor del inmovilizado material y del intangible.

2.1.3.  Normas particulares de valoración contenidas en la normativa contable

La norma 3ª de las de registro y valoración de ambos planes contables, recoge normas específicas para los bienes que a continuación estudiamos.

2.1.3.1.  Solares sin edificar

En los solares sin edificar, que se contabilizan en la cuenta 210. Terrenos y bienes naturales, comprensiva de solares de naturaleza urbana, fincas rústicas y otros terrenos no urbanos, se incluirán en su precio de adquisición:


	
- Los gastos de acondicionamiento, como cierres, movimientos de tierras, obras de saneamiento y drenaje. 

	
- Los gastos de derribo de construcciones cuando sea necesario para poder efectuar obras de nueva planta. 

	
- Los gastos de inspección y levantamiento de planos cuando se efectúen con carácter previo a su adquisición. 

	
- En su caso, la estimación inicial del valor actual de las obligaciones presentes derivadas de los costes de rehabilitación del solar, siempre que se trate de obligaciones asumidas que den lugar a la obligación de registrar la provisión. (ver el apartado 3.4, capítulo XII de este libro). 



Los solares, al tener una vida ilimitada, en principio no se amortizan por no sufrir depreciación, pero sí, cuando hubiera costes de rehabilitación.

Si la propiedad de los solares corresponde a una empresa dedicada a la promoción inmobiliaria, no deben contabilizarse los terrenos que serán objeto de venta en el inmovilizado material, sino como existencias.

2.1.3.2.  Construcciones

Comprende las edificaciones en las que se desarrolla la actividad de la empresa como oficinas, pabellones fabriles, almacenes o locales comerciales (5) , pero no aquellas que tengan el carácter de inversiones inmobiliarias que se tienen para obtener rentas (arrendamientos) o plusvalías porque entonces se deben contabilizar en el subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias. Este será uno de los puntos que habrá exigido mayor atención en el momento de efectuar la conversión del PGC de 1990 a los nuevos planes contables, porque en aquel todos los inmuebles (salvo que fuesen existencias) se contabilizaban en la cuenta de construcciones. Asimismo al adquirir una edificación nueva o al construirla habrá que ver a qué finalidad se la destina para reconocerla en construcciones (subgrupo 21) o en inversiones inmobiliarias (subgrupo 22).

Forman parte de su precio de adquisición o coste de producción, además del generado por todas aquellas instalaciones y elementos que tengan carácter de permanencia -como lo son, las instalaciones de electricidad, gas, calefacción y sanitarios, conducción de agua y otras que formen parte del inmueble- las tasas inherentes a la construcción y honorarios facultativos del proyecto y dirección de obra.

Los gastos de explanación y derribo para construir una nueva edificación sobre el terreno forman parte asimismo del precio de adquisición (NRV 2ª de los PPGGCC) así como también lo constituye el valor contable del edificio derruido (DGT CV 2601/2006).

Dado que los terrenos sobre los que se asienta la construcción no pueden ser objeto de amortización, en contabilidad deberá figurar en cuentas de cuatro dígitos desglose de la cuenta 211. Construcciones, contabilizando por separado, el valor del terreno y el de los edificios y otras construcciones. Muchas empresas prefieren contabilizar en la cuenta 210. Terrenos y bienes naturales el valor del suelo sobre el que existen construcciones, pero creemos no se ajusta exactamente a lo establecido en el Plan General de Contabilidad, aunque no tiene importancia práctica.

Las instalaciones eléctricas adquiridas con factura individualizada y realizadas después de terminada la construcción creemos podrían formar partida independiente en la cuenta de Otras Instalaciones dado que es muy difícil que su vida útil sea tan dilatada como la de un inmueble construido.

Cuando se adquiere un edificio o local ya construido es conveniente que en la escritura pública se especifique separadamente el valor del suelo y el de la construcción al objeto de poder abrir en ficha separada uno y otro y así amortizar únicamente la parte de lo construido. Si no se ha hecho así, tradicionalmente se ha buscado la misma proporción del importe que aparezca en el recibo del IBI.

El afán desordenado de los municipios de recaudar vía gravamen a los inmuebles está provocando con las instalaciones de placas fotovoltaicas un galimatías de sentencias de los tribunales que no sabemos aún como acabará pero que no pinta nada bien, a tenor de lo que está ocurriendo en los tribunales con las instalaciones de energía eólica. Así, el Tribunal Supremo, en su sentencia de 30 de junio de 2010, ha rechazado el recurso de la Asociación Española de la Industria Eléctrica (UNESA) contra el Real Decreto 1464/2007 y ha establecido que su sistema de cálculo de valoración catastral de los bienes especiales (tales como centrales de producción hidroeléctrica, centrales de producción térmica y ciclo combinado, centrales nucleares, centrales de gas, así como las instalaciones de energía eólica, fotovoltaica y termosolar), es un sistema correcto, legal y acorde con la Constitución. La DGT, el 25 de enero de 2010 (V0107) entendió que la transmisión de participaciones en una sociedad cuyo activo está compuesto en más de un 50 por 100 por instalaciones fotovoltaicas, al ser consideradas las placas solares como bienes inmuebles, está sometida al ITP y AJD, si, como consecuencia de la operación, el adquirente obtiene el control de la sociedad.

La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de mayo de 2010 considera que en el supuesto de una central eólica en cuanto supone la incorporación de elementos estables y configuradores de una instalación permanente, no un montaje sustituible, que da lugar a una estructura determinada... y que además de precisar las correspondientes autorizaciones establecidas por la legislación específica exige el necesario otorgamiento de una licencia de obras, forman parte de la base imponible del ICIO el coste de los equipos necesarios para la captación de la energía eléctrica, por lo que declara como doctrina legal que "Forma parte de la base imponible del Impuesto sobre Construcciones Instalaciones y Obras, regulado en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, tratándose de la instalación de parques eólicos, el coste de todos los elementos necesarios para la captación de energía que figuren en el proyecto para el que se solicita la Licencia de obras y carezcan de singularidad o identidad propia respecto de la instalación realizada".

Ejemplo:

La sociedad A adquiere de una persona física no empresario ni profesional, un local para dedicarlo a instalar un comercio menor de zapatería. En la escritura notarial se fija como valor del suelo la cifra de 282.000 euros y por la construcción la de 198.300 euros. Se satisface a la Comunidad Autónoma un 7% en concepto de Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales.

La sociedad contabiliza así:



	282.000,00
	210
	TERRENOS Y BIENES NATURALES
	

	

	




	198.300,00
	211
	CONSTRUCCIONES
	

	

	




	33.621,00
	631
	OTROS TRIBUTOS
	

	

	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	513.921,00




Sin embargo, el 7% pagado por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales debe llevarse a mayor valor del terreno y de la construcción, por lo que deberá efectuarse la corrección mediante un asiento del siguiente tenor:



	19.740,00
	210
	TERRENOS Y BIENES NATURALES
	

	

	




	13.881,00
	211
	CONSTRUCCIONES
	

	

	




	

	

	a
	OTROS TRIBUTOS
	631
	33.621,00




2.1.3.3.  Instalaciones técnicas

Se contabilizan en la cuenta 212 y se trata de unidades complejas de uso especializado en el proceso productivo, que comprenden edificaciones, maquinaria, material, piezas o elementos, incluidos los sistemas informáticos, que, aun siendo separables por naturaleza, están ligados de forma definitiva, para su funcionamiento y sometidos al mismo ritmo de amortización, incluyendo los repuestos o recambios cuya validez sea exclusiva para este tipo de instalaciones.

Su valoración comprenderá todos los gastos de adquisición o de fabricación y construcción hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

La contabilidad recoge en cuenta independiente (la 215) el concepto Otras instalaciones, comprendiendo el conjunto de elementos ligados de forma definitiva para su funcionamiento y sometidos al mismo ritmo de amortización, distintos de los señalados en la cuenta 212, que incluye asimismo los repuestos o recambios cuya validez es exclusiva para este tipo de instalaciones.

2.1.3.4.  Maquinaria

Se contabiliza en la cuenta 213 y se considera tal al conjunto de máquinas o bienes de equipo mediante las cuales se realiza la extracción o elaboración de los productos, comprendiendo aquellos elementos de transporte interno que se destinen al traslado de personal, animales, materiales o mercaderías dentro de factorías, talleres, etc. sin salir al exterior.

Su valoración comprenderá todos los gastos de adquisición si se ha adquirido a un tercero o de fabricación y construcción si ha sido realizado por la propia empresa, hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

2.1.3.5.  Utillaje

Se contabiliza el utillaje en la cuenta 214.

Se trata del conjunto de utensilios o herramientas que se pueden utilizar autónomamente o conjuntamente con la maquinaria, incluidos los moldes y plantillas.

La valoración del utillaje comprende todos los gastos de adquisición y de fabricación originados hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

Los utensilios y herramientas incorporados a elementos mecánicos se someterán a las normas valorativas y de amortización aplicables a dichos elementos.

Los utensilios y las herramientas que no formen parte de una máquina y cuyo período de utilización se estime inferior a un año, deben cargarse como gasto del ejercicio. Se podrían contabilizar en el 622. Reparaciones y conservación o en la 602. Compras de otros aprovisionamientos, como existencias por materiales diversos, si el período de su utilización fuese no superior a un año. Si el período de utilización fuese superior a un año, la normativa contable recomienda, por razones de facilidad operativa, el procedimiento de regularización anual, mediante su recuento físico, debitándose las adquisiciones en la cuenta del inmovilizado, regularizando al final del ejercicio, practicando un inventario en que se valoren razonablemente, teniendo en cuenta al demérito sufrido con cargo a la cuenta 659. Otras pérdidas en gestión corriente.

Las plantillas y los moldes utilizados con carácter permanente en fabricaciones en serie, deben formar parte del inmovilizado material, calculándose su depreciación según el período de vida útil que se estime. Los moldes utilizados para fabricaciones aisladas, por encargo, no deben considerarse como inventariables, por lo que deben llevarse directamente a gastos, salvo que tengan valor neto realizable.

2.1.3.6.  Mobiliario

Se refiere a todo el mobiliario, material y equipos de oficina, con excepción de los equipos informáticos que tienen cuenta independiente. Se contabilizan en la cuenta 216.

Cuando un material de oficina tiene una duración superior a un año, puede ser tanto incluido en las existencias como en el inmovilizado. Únicamente el posible valor de realización y el sentido común permitirán incluirlo en una u otra cuenta.

El material de oficina irá a gastos si es objeto de consumo durante el ejercicio.

2.1.3.7.  Equipos para procesos de información

Ordenadores y demás conjuntos electrónicos, sin incluir el canon anual por los programas y el "software" que son inmovilizado intangible.

Se contabilizan en la cuenta 217 y se valoran por el precio de adquisición si se adquieren a un tercero o por el coste de fabricación si han sido producidos por la propia empresa, en ambos casos comprendiendo los gastos originados hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

2.1.3.8.  Elementos de transporte

Lo constituyen los vehículos de todas clases utilizables para el transporte terrestre, marítimo o aéreo de personas, animales, materiales o mercaderías y se asientan en la cuenta 218, excepto los que se deban registrar en la cuenta 213. Maquinaria, por ser elementos de transporte interno.

Los elementos de transporte se valoran por el precio de adquisición si se adquieren a una tercero o por el coste de fabricación si han sido producidos por la propia empresa, en ambos casos comprendiendo todos los gastos originados hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

2.1.3.9.  Otro inmovilizado material

Comprende cualesquiera otras inmovilizaciones materiales no incluidas en las demás cuentas del subgrupo 21 relativo a las inmovilizaciones materiales. Se incluirán en esta cuenta los envases y embalajes que por sus características deban considerarse como inmovilizado al estimárseles una vida superior a un año y los repuestos para inmovilizado cuyo ciclo de almacenamiento sea superior a un año.

Se valoran por el precio de adquisición si se ha adquirido a terceros o por el coste de fabricación si lo ha realizado la propia empresa.

2.1.3.10.  Mejora de los bienes del inmovilizado

Según el PGC y el PGC/PYMES en la norma de registro y valoración 3ª.f), los costes de renovación, ampliación o mejora de los bienes del inmovilizado material serán incorporados al activo como mayor valor del bien en la medida que supongan un aumento de su capacidad, productividad o alargamiento de su vida útil, debiéndose dar de baja el valor contable de los elementos que se hayan sustituido.

En el capítulo XIX se estudia en profundidad el tema de la activación de los gastos de renovación, ampliación o mejora de los elementos del inmovilizado.

2.1.3.11.  Costes relacionados con grandes reparaciones

En la determinación del importe del inmovilizado material, dice la NRV 3ª. g), se tendrá en cuenta la incidencia de los costes relacionados con grandes reparaciones. Si estos costes no estuvieran especificados en la adquisición o construcción, a efectos de su identificación, podrá utilizarse el precio actual de mercado de una reparación similar. El coste de la gran reparación se reconocerá en el valor contable del inmovilizado como una sustitución, siempre y cuando se cumplan las condiciones para su reconocimiento. Asimismo se dará de baja cualquier importe asociado a la reparación que pudiera permanecer en el valor contable del citado inmovilizado. (6) 

2.1.3.12.  Activos de naturaleza medioambiental

El primer borrador del PGC recogía en las normas de registro y valoración los activos de naturaleza medioambiental, mención que desapareció al aprobarse el PGC por entender que es más apropiado que se regulase mediante una disposición "ad hoc". Mientras tanto, podemos aplicar la Resolución del ICAC del 25 de marzo de 2002 (BOICAC nº 46) (7) , que aprobó normas para el reconocimiento, valoración e información de los aspectos medioambientales en las cuentas anuales, siguiendo la Recomendación de la Comisión de la Unión Europea, de 30 de mayo de 2001, que delimita las normas contables que los Estados miembros deberían cumplir en esta materia, si así lo consideran, ya que se trata de una recomendación para incorporar la información a las cuentas anuales y al informe de gestión.

En la citada Resolución del ICAC se entiende por actividad medioambiental cualquier operación cuyo propósito principal sea prevenir, reducir o reparar el daño sobre el medio ambiente (8)  y dicta normas sobre gastos y provisiones estableciendo para ambos sus cuentas contables de asentamiento, y regula, en su norma quinta los "Activos de naturaleza medioambiental" definiéndolos como los elementos incorporados al patrimonio de la entidad con el objeto de ser utilizados en forma duradera en su actividad cuya finalidad principal sea la minimización del impacto medioambiental, y la protección y mejora del medio ambiente, incluyendo la reducción o eliminación de la contaminación futura.

Asimismo, la Resolución establece que esos activos se reflejarán en las correspondientes partidas del inmovilizado del balance. Ello es tanto como no decir nada, porque bajo la mención general de inmovilizado recoge las cuentas de las inmovilizaciones inmateriales e inmovilizaciones materiales, por lo que únicamente si se crean subcuentas en cada una de las cuentas de terrenos, construcciones, maquinaria, etc. podrá caber la mención de "elementos de naturaleza medioambiental". Se ve que el ICAC no se atrevió a llegar a tanto desglose creando cuentas de activo específico con sus nuevas denominaciones de las subcuentas, como ha hecho en materia de gastos y provisiones medioambientales (ver en este libro el capítulo XII. Patrimonio neto y pasivo. Provisiones, apartado 3.5. sobre provisión para actuaciones medioambientales y el capítulo XVII. Servicios exteriores, apartado 3).

Sin embargo, la Resolución es algo más explícita al concretar que el registro contable de estos elementos se determinará por el precio de adquisición o coste de producción y que los criterios de amortización y correcciones valorativas se registrarán teniendo en cuenta las normas de valoración. Es decir, las mismas normas que hemos estudiado en este capítulo sobre valoración del inmovilizado.

Merece destacarse que la Resolución del ICAC de 25 de marzo de 2002, exige que en la memoria de las cuentas anuales conste el criterio seguido para considerar los gastos medioambientales como gasto del ejercicio o como mayor valor del activo correspondiente.

2.1.3.13.  Normas específicas de valoración: permutas y aportaciones de capital no dinerarias

La norma 2ª.1 de registro y valoración, tanto del PGC como del PGC/PYMES y con el mismo texto, dentro de la valoración inicial del inmovilizado material contiene dos normas específicas de valoración, una dedicada a las permutas y la otra a las aportaciones de capital no dinerarias (9) .

A) Permutas

La normativa contable, NRV 2ª. 1.3, distingue, al igual que las NIC/NIIF, entre:

Permutas sin carácter comercial

Se presume que permuta no comercial, es toda permuta de activos de la misma naturaleza y uso para la empresa o cuando no pueda obtenerse una estimación fiable del valor razonable de los elementos que intervienen en la operación.

En las permutas que no tengan carácter comercial el inmovilizado material recibido se valorará por el valor contable del bien entregado más, en su caso, las contrapartidas monetarias que se hubieran entregado a cambio, con el límite, cuando esté disponible, del valor razonable del inmovilizado recibido si éste fuera menor, provocando en este caso una pérdida que por la diferencia se reflejará en la cuenta de resultados.

Por tanto, igual que con el PGC de 1990 y la Resolución del ICAC de 30 de julio de 1991. Todo sigue fundamentalmente igual, a no ser el cambio de la expresión valor de mercado por la de valor razonable.

Aunque las permutas no comerciales no provocan beneficio en la cuenta de pérdidas y ganancias, no debe olvidarse que fiscalmente el artículo 15 del TRLIS obliga a valorar a valor normal de mercado los elementos adquiridos por permuta, por lo que, normalmente habrá que efectuar un ajuste extracontable por la diferencia sobre el valor contable. Este tema se estudia en el apartado 3.11 del capítulo XXIII.

Permutas de carácter comercial

Se considera que una permuta tiene carácter comercial, si:


	
• La configuración -riesgo, calendario e importe- de los flujos de efectivo del inmovilizado recibido difiere de la configuración de los flujos de efectivo del activo entregado. 

	
• El valor actual de los flujos de efectivo después de impuestos de las actividades de la empresa afectadas por la permuta, se ve modificado como consecuencia de la operación. 



Además, es necesario que cualquiera de las diferencias surgidas por las anteriores causas resulte significativa al compararla con el valor razonable de los activos intercambiados.

En estas permutas de carácter comercial el inmovilizado material recibido se valora por el valor razonable del activo entregado, más, en su caso, las contrapartidas monetarias que se hubieran entregado a cambio, salvo que se tenga una evidencia más clara del valor razonable del activo recibido y con el límite de este último. Las diferencias de valoración que pudieran surgir al dar de baja el elemento entregado a cambio, tendrán como contrapartida la cuenta de pérdidas y ganancias.

Estamos ante uno de los dos supuestos en el que los planes contables, siguiendo la normativa contable aceptada en la UE, obliga a valorar el inmovilizado material a valor razonable, al regular que el inmovilizado recibido se valore al valor razonable del activo entregado y aún y todo la aproximación no es total pues establece un límite que la NIC no contempla.

Esta forma de valorar va a provocar casi con toda seguridad beneficios en la cuenta de pérdidas y ganancias, lo que hará que en las permutas comerciales no sea precisa la aplicación de ajustes extracontables de la norma 15 del TRLIS de tener que valorar a valor normal de mercado los elementos adquiridos al ser el valor razonable contable un concepto equivalente al del valor de mercado fiscal. En el apartado 3.11 del capítulo XXIII se estudia en profundidad el tema.

El supuesto de las adquisiciones de inmovilizado material entregando como pago parcial otro inmovilizado material, lo recoge la normativa contable dentro de las permutas, tanto en las comerciales como en las que no tienen ese carácter, y a diferencia del PGC de 1990, lo desarrolla en ambos tipos de permutas como hemos visto.

La empresa que recibe el inmovilizado a cambio de otro más un diferencial monetario valorará, en las permutas no comerciales, el bien recibido por el valor neto contable del bien que transmite más el importe monetario pagado, con el límite máximo del valor de mercado del activo recibido, y en las comerciales por el valor razonable del activo entregado más las contrapartidas entregadas con el límite de valor del bien recibido.

Se contabiliza así en el caso de entrega de un bien más dinero en una permuta no comercial:



	

	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	




	

	

	Dotación por la amortización del período
	

	




	

	281
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	INMOVILIZACIONES MATERIALES
	21
	




	

	

	Por la amortización acumulada
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	INMOVILIZACIONES MATERIALES
	

	

	




	

	

	Reflejo del precio del bien recibido
	

	

	




	

	

	a
	INMOVILIZACIONES MATERIALES
	21
	




	

	

	Por el valor neto contable del bien que hemos entregado
	

	

	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	




	

	

	Por nuestro complemento en dinero si la operación es al contado y el valor razonable del activo recibido es superior al del bien entregado por nosotros, sin sobrepasar el valor razonable del recibido.
	

	





B) Aportaciones de capital no dinerarias

La NRV 2ª.1.4. obliga al receptor a valorar los bienes del inmovilizado recibidos, en concepto de aportación no dineraria de capital por su valor razonable en el momento de la aportación (10) .

El valorar el bien recibido en la aportación a valor razonable no es tan distante del criterio mantenido por el PGC de 1990, que obligaba a reflejar a valor escriturado, criterio que puede entenderse como razonable habida cuenta de la tasación pericial de lo aportado.

De acuerdo al PGC, para el aportante de los bienes se aplicará lo dispuesto en la norma relativa a los instrumentos financieros (11)  y según el PGC/PYMES la norma relativa a los activos financieros.

Estos criterios se aplicarán a las aportaciones no dinerarias cualquiera que sea la naturaleza de los elementos patrimoniales objeto de aportación, sin perjuicio de las normas particulares establecidas en la norma de registro y valoración.

Con posterioridad a su reconocimiento inicial, los elementos del inmovilizado material se valorarán por su precio de adquisición o coste de producción menos la amortización acumulada y, en su caso, las correcciones valorativas por deterioro.

El tema de las aportaciones no dinerarias a entidades, teniendo en cuenta que el artículo 15 del TRLIS obliga a valorar a valor normal de mercado los elementos patrimoniales "aportados a entidades y los valores recibidos en contraprestación", este libro lo trata con detalle en el apartado 3.5 del capítulo XXIII.

C) Valoración del inmovilizado material en el caso de un mayor valor comprobado por la Administración

En base al artículo 195.3 del TRLSA -derogado por la Ley 16/2007- que obligaba a indicar en la memoria de las cuentas anuales con la debida justificación el importe de la diferencia que podía producirse entre la valoración contable y la que correspondería por correcciones de valor excepcionales de los elementos del activo inmovilizado que fuesen debidas solamente a la aplicación de la legislación fiscal, dado el carácter de cuentas anuales de la memoria, alguna empresa pudo creer que estaba permitido el contabilizar la diferencia mediante un asiento como,



	

	21
	INMOVILIZACIONES MATERIALES
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Pero nos parece que el principio contable de prudencia en las estimaciones y valoraciones, que obliga a valorar los elementos patrimoniales conforme a la imagen fiel, exige mantener como precio de adquisición el verdaderamente satisfecho, y realizar un ajuste extracontable diferencia permanente que afectará tanto al cálculo de la cuota devengada como de la base imponible, o en su caso temporaria deducible que supondrá un ajuste (positivo) al resultado contable para hallar la base imponible y que por el efecto impositivo producirá un cargo en la cuenta de cuatro dígitos 4740. Activos por diferencias temporarias deducibles, además de reflejar el mayor valor del bien mediante una nota anexa al balance.

En el apartado 3 del capítulo XXVI se estudia pormenorizadamente este tema.

3.  INMOVILIZACIONES MATERIALES EN CURSO

El cuadro de cuentas que le dedican tanto el PGC de 2007 como el PGC/PYMES es el siguiente:


	PGC Y PGC/PYMES. Subgrupo 23. Inmovilizaciones materiales en curso



	230.
	Adaptación de terrenos y de bienes naturales.



	231.
	Construcciones en curso.



	232.
	Instalaciones técnicas en montaje.



	233.
	Maquinaria en montaje.



	237.
	Equipos para procesos de información en montaje.



	239.
	Anticipos para inmovilizaciones materiales.





Las cuentas de este subgrupo 23 figuran en el balance en el activo no corriente.

Se consideran inmovilizaciones en curso al cierre del ejercicio los trabajos de adaptación, construcción o montaje realizados con anterioridad a la puesta en condiciones de funcionamiento de los distintos elementos del inmovilizado material, incluso los realizados en inmuebles.

Cuando la construcción o el montaje se hace por empresas ajenas se irán cargando las distintas cuentas por la recepción de las obras o montajes.

Si la construcción o el montaje del inmovilizado material se hace por la propia empresa, durante el año se va contabilizando en las cuentas del Grupo 6. Compras y gastos, pero al final del ejercicio, por todos los efectuados en tal concepto, debemos cargar el subgrupo 23. Inmovilizaciones materiales en curso abonando la cuenta 733.Trabajos realizados para el inmovilizado material en curso.

La cuenta 239. Anticipos para inmovilizaciones materiales, recoge las entregas a proveedores y otros suministradores de elementos de inmovilizado material, normalmente en efectivo, en concepto de "a cuenta" de suministros o de trabajos futuros.

En el apartado 9 del capítulo XIX se estudia con mayor extensión la contabilización.

El inmovilizado en curso no es objeto de amortización. Cuando estos elementos están terminados y entran en funcionamiento, el saldo de la cuenta debe traspasarse al subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales.

4.  INVERSIONES INMOBILIARIAS

Tanto el PGC como el PGC/PYMES dedican el subgrupo 22 a las Inversiones inmobiliarias, es decir a los inmuebles que se tienen para obtener rentas y/o plusvalías o ambas, normalmente bienes destinados al arrendamiento a terceras personas y que de acuerdo a la norma 4ª de las de registro y valoración se valoran con los mismo criterios del inmovilizado material, presentándose, en un apartado independiente.

Se trata de activos no corrientes que no se usan en la producción o suministro de bienes o servicios, ni para fines administrativos ni para la venta en el curso ordinario de las operaciones.

En el mismo sentido la norma sexta de las de elaboración de las cuentas anuales, en su apartado 5 dispone que los terrenos o construcciones que la empresa destina a la obtención de ingresos por arrendamiento o posea con la finalidad de obtener plusvalías a través de su enajenación, fuera del curso ordinario de sus operaciones, se incluirán en el epígrafe A III "Inversiones inmobiliarias del activo". Por tanto, como dice el ICAC en su Boletín nº 74 de junio de 2008, para calificar un inmueble dentro de las inversiones inmobiliarias es preciso se cumplan estas tres condiciones:

- Sea un activo no corriente de naturaleza inmobiliaria.

- Se mantenga por la empresa para obtener rentas o plusvalías, no para la producción o suministro de bienes o servicios distintos del alquiler.

- La venta de inmuebles no forme parte del curso ordinario de sus operaciones.

El subgrupo sólo tiene dos cuentas:

220. Inversiones en terrenos y bienes naturales.

221. Inversiones en construcciones.

Se trata de un subgrupo, el de las inversiones inmobiliarias, que no existía en el PGC de 1990.

Se cargan esas cuentas por el precio de adquisición o coste de producción o por su cambio de uso.

Se abonan por las enajenaciones, el cambio de uso y por su baja.

Las cuentas de este subgrupo 22 figurarán en el activo no corriente del balance y su inclusión en este subgrupo prácticamente las incapacita para ser un elemento objeto de la deducción por reinversión, al implicar que no está afecto, sin perjuicio de que el artículo 42 del TRLIS prevea la reinversión en este tipo de bienes.

Los criterios contenidos en las normas de registro y valoración del inmovilizado material se aplican a las inversiones inmobiliarias.

5.  INMOVILIZADO INTANGIBLE

Tanto el PGC como el PGC/PYMES definen a las inmovilizaciones intangibles (12)  como activos no monetarios sin apariencia física susceptibles de valoración económica, así como los anticipos a cuenta entregados a proveedores de estos inmovilizados; definición no apropiada para el fondo de comercio pero si para el resto.

Ambos planes contables, en su NRV 5ª establecen que, en principio, los criterios contenidos en las normas del inmovilizado material se aplican a los elementos del inmovilizado intangible (nueva denominación del inmaterial), sin perjuicio de las normas particulares del inmovilizado intangible. Los PPGGCC poseen una norma 5ª dedicada al reconocimiento inicial y a la valoración posterior del inmovilizado intangible, con la misma redacción.

5.1.  Reconocimiento inicial

Para el reconocimiento inicial de un inmovilizado intangible es preciso que:

- Cumpla la definición de activo. En el Marco Conceptual de ambos planes contables se exige se trate de un recurso controlado por la empresa del que se esperan beneficios económicos futuros y que su valor pueda estimarse de modo fiable.

- Y además, que, cumpla el criterio de identificabilidad, es decir que en él se den alguno de estos dos requisitos:

a) Sea separable, esto es, susceptible de ser separado de la empresa y vendido, cedido, entregado para su explotación, arrendado o intercambiado.

b) Surja de derechos legales o contractuales, con independencia de que tales derechos sean transferibles o separables de la empresa o de otros derechos u obligaciones.

Por tanto, a los inmovilizados intangibles se les exige "un plus" sobre los restantes activos para su reconocimiento contable.

En ningún caso se reconocerán como inmovilizado intangible las marcas, cabeceras de periódicos o revistas, los sellos o denominaciones editoriales, las listas de clientes u otras partidas similares, que se hayan generado internamente.

El reconocimiento inicial se efectúa a precio de adquisición que es igual a coste de compra más los costes directamente atribuibles al activo para su uso, como el del personal preciso para ponerlo en funcionamiento más el coste de las pruebas.

Si el intangible está producido por la empresa se reconoce contablemente por el coste de producción que comprende todos los gastos menos ineficiencias y pérdidas hasta que alcance el rendimiento normal y menos la formación de personal.

5.2.  Valoración posterior

La normativa contable no permite al cierre del ejercicio la valoración a valor razonable del inmovilizado intangible, lo que supone una cierta tranquilidad para las empresas pero que no parece justificarse con la imagen fiel que las cuentas deben mostrar, aunque la dificultad de una posible valoración hace la medida plausible.

En consecuencia, al cierre del ejercicio el activo intangible queda valorado a su coste histórico o precio de adquisición menos la amortización acumulada y las correcciones valorativas.

De conformidad con la NRV 5ª.2. de los PPGGCC, la empresa apreciará si la vida de un inmovilizado intangible es indefinida o definida.

Un inmovilizado intangible tendrá una vida útil indefinida cuando, sobre un análisis de todos los factores relevantes, no haya un límite previsible del período a lo largo del cual se espera que el activo genere entradas de flujos netos de efectivo para la empresa. Los elementos del inmovilizado intangible con una vida útil indefinida no se amortizan, aunque anualmente deberá analizarse su eventual deterioro, debiéndose determinar si existen hechos y circunstancias que permitan seguir manteniendo una vida útil indefinida para ese activo. En caso contrario, se cambiará la vida útil a definida, siguiendo lo dispuesto en la norma relativa a criterios contables, salvo que se tratara de un error.

Sin embargo, el inmovilizado intangible con vida útil indefinida tiene derecho fiscalmente a una deducción, que para los periodos impositivos iniciados dentro de 2012 y 2013 está sujeta al límite anual máximo de la cincuentava parte de su importe (Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio).

Los elementos del inmovilizado intangible con vida útil definida son objeto de depreciación por amortización. Sin perjuicio de que en los apartados de este capítulo se contemplen los criterios del TRLIS en la amortización de inmovilizado intangible, en el apartado 6 del capítulo IV se estudia con mayor profundidad el tema, así como el del deterioro de valor que se contempla en el apartado 2 del capítulo V de este libro.

El artículo 15.1 del TRLIS -redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio- establece que "los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio", por lo que no existe diferencia entre la legislación mercantil y la contable, aunque el mencionado artículo añada que "no obstante, las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias".

Los PPGGCC se separan del criterio de la NIC 38 que permite optar por el valor razonable que en caso de incremento de valor supondría reflejar la revaloración dentro del patrimonio neto, eso si, siempre que hubiese un mercado del tipo del activo de que se trate, lo cual es más difícil.

Aplaudimos, pues, el criterio de los PPGGCC de no permitir la valoración a valor razonable de los activos intangibles por parecernos muy sensato. Aunque tampoco se puede afirmar tajantemente que los planes contables no admiten la valoración a valor razonable del inmovilizado intangible, porque en virtud de la remisión de la norma 5ª de las de registro y valoración a los criterios contenidos en las normas de inmovilizado material, en las permutas comerciales y en las aportaciones al capital no dinerarias la empresa podría verse obligada a valorar a valor razonable (remitimos al lector al apartado 2.1.3.13 de este capítulo).

Con carácter general, el TRLIS, en su artículo 11.4., en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, declara que serán deducibles fiscalmente con el límite anual máximo de la décima parte de su importe, las dotaciones para la amortización del inmovilizado intangible con vida útil definida siempre que se hayan adquirido a título oneroso y la entidad adquirente y la transmitente no formen parte de un grupo de sociedades según el artículo 42 del C de C (con independencia de la residencia y de la obligación de obligación de formular cuentas anuales consolidadas). Si ambas entidades forman parte de un grupo, la deducción se aplicará respecto del precio de adquisición del inmovilizado satisfecho por la entidad transmitente cuando lo hubiera adquirido de personas o entidades no vinculadas. Si no cumplen estos requisitos las dotaciones para la amortización serán deducibles si se prueba que responden a una pérdida irreversible de aquél (ver apartado 6 del capítulo IV de este libro).

Los planes contables dedican las siguientes cuentas al inmovilizado intangible (13) :



	PGC
	PGC/PYMES




	200.
	Investigación.
	200.
	Investigación.



	201.
	Desarrollo.
	201.
	Desarrollo.



	202.
	Concesiones administrativas.
	202.
	Concesiones administrativas.



	203.
	Propiedad industrial.
	203.
	Propiedad industrial.



	204.
	Fondo de comercio.
	

	




	205.
	Derechos de traspaso.
	205.
	Derechos de traspaso.



	206.
	Aplicaciones informáticas.
	206.
	Aplicaciones informáticas.



	209.
	Anticipos para inmovilizaciones intangibles.
	209.
	Anticipos para inmovilizaciones intangibles.





El PGC/PYMES contiene, pues, la mismas cuentas que el PGC menos la 204. Fondo de comercio, ya que no trata de él en su NRV 6ª.

El ICAC dictó la Resolución de 21 de enero de 1992 en relación al inmovilizado intangible, pero creemos ha quedado muy desfasada. Seguramente que el Instituto contable acabará aprobando una nueva, aunque de acuerdo a las disposiciones transitorias de los planes contables, las disposiciones de desarrollo en materia contable -las del ICAC tienen tal carácter- en vigor a la fecha de publicación de los RRDD 1514 y 1515, de 16 de noviembre del 2007, seguirán aplicándose en todo lo que no se oponga al C de C, TRLSA, LSRL y en los PGC (normalmente principios contables y normas de registro y valoración). A partir del 1 de septiembre de 2010, la remisión al TRLSA y a la LSRL debe entenderse efectuada al Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital -RD Legislativo 1/2010, de 2 de julio- aunque lo cierto es que el TRLSC no trata de la valoración del inmovilizado.

Se puede apreciar en el desglose de cuentas del grupo 20 que falta la relativa a los Derechos de emisión de gases de efecto invernadero, que había creado el ICAC, y que se cree será regulada en disposición independiente y la antigua cuenta 217. Derechos sobre bienes en arrendamiento financiero que desaparece, dado que con los PPGGCC estos derechos se contabilizan según su naturaleza como elementos del inmovilizado material, del intangible o de las inversiones inmobiliarias.

Los bienes intangibles se llevan a pérdidas si no se espera obtener beneficios en el futuro con ellos.

Cuenta 200. Investigación y 201. Desarrollo

Tanto el PGC como el PGC/PYMES, en su cuenta 200, definen la investigación como "la indagación original y planificada que persigue descubrir nuevos conocimientos y superior comprensión de los existentes en los terrenos científico o técnico"; y el desarrollo como la "aplicación concreta de los logros obtenidos en la investigación" o de cualquier otro tipo de conocimiento científico, a un plano o diseño, en particular para la producción de materiales, productos, métodos, procesos o sistemas nuevos, o substancialmente mejorados, hasta que se inicia la producción comercial.

Ambos planes contables dedican la misma norma, la 6ª de las de registro y valoración y con igual redacción al tratar de los gastos de I+D.

En dicha norma se regula que los gastos en investigación serán gastos del ejercicio en que se realicen. No obstante, podrán activarse como inmovilizado intangible, desde el momento que se cumplan las siguientes condiciones:

- Estar específicamente individualizados por proyectos y su coste claramente establecido para que pueda ser distribuido en el tiempo.

- Tener motivos fundados del éxito técnico y de la rentabilidad económico-comercial del proyecto o proyectos.

Los gastos de desarrollo, cuando se cumplan las condiciones indicadas para la activación de los gastos de investigación, se reconocerán en el activo.

La Resolución del ICAC de 21 de enero de 1992, a las condiciones establecidas para activar los gastos de I+D, añadió el que la financiación de los distintos proyectos debe estar razonablemente asegurada para completar la realización de los mismos.

Durante el año, los gastos, si el proyecto se ha realizado por la empresa, aparecerán a lo largo de todo el grupo 6, normalmente en la cuenta 640. Sueldos y salarios, la 602. Compras de otros aprovisionamientos y la 629. Otros servicios, y si se llevan los proyectos por empresas ajenas habrán tenido su asiento en la cuenta 620. Gastos de investigación y desarrollo del ejercicio.

Puede tratarse tanto de programas de investigación como del desarrollo de nuevos productos o procesos industriales, y la valoración comprenderá en los proyectos encargados a otras empresas el precio de adquisición.

Si los proyectos se realizan con medios propios de la empresa, se valorarán al coste de producción, incluyendo, en particular: costes de personal, materias primas y servicios utilizados también directamente en el proyecto, amortización del inmovilizado afecto directamente, y la parte de los costes indirectos que respondan a una imputación racional de los mismos.

En los borradores de los PPGGCC, los gastos de investigación y desarrollo se activaban en la cuenta 200, que recogía en su denominación ambos conceptos, pero en su versión definitiva han pasado a ocupar dos cuentas: la 200. Investigación y la 201. Desarrollo, tal vez porque los criterios de su amortización, como veremos después, son distintos.

Por su activación se efectuará el siguiente asiento:
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En principio, los gastos de investigación no tienen porqué activarse, puesto que son gasto del ejercicio. Ahora bien, excepcionalmente si se dan todas las condiciones arriba relacionadas pueden activarse. La amortización de los gastos de investigación activados deberá practicarse durante su vida útil y siempre dentro del máximo de cinco años (ver apartado 6.2. del capítulo IV).

Los gastos de desarrollo si cumplen las condiciones para su activación deben activarse obligatoriamente; la NRV 6ª dice textualmente: "se reconocerán en el activo". La amortización de los gastos de desarrollo se efectuará durante su vida útil que se presume no es superior a cinco años (ver apartado 6.2. del capítulo IV).

En el capítulo XIX de esta obra se estudia con detalle la activación de estos gastos de I+D.

En el caso de que los gastos de investigación y desarrollo lo fuesen por servicios encargados a otras empresas se contabiliza así:
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Conviene no olvidar que si en el ejercicio no se activan los gastos de investigación no pueden capitalizarse en ejercicios posteriores.

Ninguno de los PPGGCC especifica si se debe comenzar a amortizar cuando finaliza el proyecto o en otra fecha distinta. La Resolución del ICAC de 21 de enero de 1992, adoptó el criterio muy razonable de amortizar desde la activación, sin esperar a la conclusión del proyecto.

Los gastos de investigación que figuren en el activo deberán amortizarse durante su vida útil y siempre dentro del plazo de cinco años; los gastos de desarrollo activados deberán amortizarse durante su vida útil, que en principio se presumen, salvo prueba en contrario que no es superior a cinco años. En el caso de que existan dudas razonables sobre el éxito técnico ó la rentabilidad económico-comercial del proyecto, los importes registrados en el activo deberán imputarse directamente a pérdidas, lo que se hará en la cuenta 670. Pérdidas procedentes del inmovilizado intangible, y no podrá efectuarse la reversión por dicho concepto con posterioridad, es decir, que la pérdida se vuelve irreversible y definitiva.

El artículo 273.3 del TRLSC no permite distribuir beneficios a menos que el importe de las reservas disponibles sea, como mínimo, igual al importe de los gastos de investigación y desarrollo que figuren en el activo del balance (14) .

Estos gastos en I+D activados como inmovilizado intangible gozan en el art. 11.2.d) del TRLIS de libertad de amortización, lo que puede provocar la necesidad de un ajuste extracontable negativo, diferencia temporaria imponible al resultado contable para hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, por el exceso de amortización fiscal sobre la contable.

En esta materia, los PPGGCC se separan de la NIC 38 que no permite activar los gastos de investigación sino solamente los de desarrollo (éstos con mayores requisitos para su activación) (15) . ¡Quien iba a decir que se iba a mantener la posibilidad de activar los gastos de investigación! Pero así ha sido, no quiero ni imaginarme las presiones que habrá sufrido el Gobierno en este tema.

Aunque el reconocimiento de los gastos de investigación y desarrollo exige su separación en su reconocimiento contable, dado que tienen un período de amortización diferenciado, si llegan a ser objeto de inscripción como patentes en un Registro Industrial la diferenciación desaparece, tal como esta concebida la cuenta 203. Propiedad industrial, lo que dará lugar a este asiento:
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Cuenta 202. Concesiones administrativas

De acuerdo a la definición de la cuenta 202, que es en la que se contabilizan las concesiones administrativas, se trata de los gastos efectuados para la obtención de derechos de investigación o de explotación otorgados por el Estado u otras Administraciones Públicas, o el precio de adquisición de aquellas concesiones susceptibles de transmisión.

Según la Resolución del ICAC de 21 de enero de 1992, se entiende por concesión administrativa, aquellos actos por los que una entidad de derecho público transfiere a un particular un servicio público o el disfrute exclusivo de un bien de dominio público, debiendo activarse por el importe total de los gastos incurridos en su obtención y practicándose su amortización durante un plazo que no podrá superar el período concesional, debiéndose utilizar para ello un método sistemático.

Asimismo, dice la Resolución del ICAC que en el caso de que a la concesión administrativa se afecten activos del inmovilizado material que deban revertir a la entidad del derecho público otorgante de la concesión, se procederá a la constitución de un "Fondo de reversión", cuyas dotaciones se realizarán de acuerdo con un plan sistemático a lo largo del período concesional. Hoy no resulta aplicable la Resolución del ICAC en este punto porque en la nueva normativa contable desaparece el Fondo de reversión, por no tener el carácter de una verdadera provisión.

Contabilización:
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TRLIS

El TRLIS, con anterioridad a la Ley 16/2007, de 4 de julio, seguía los criterios contables de amortizar las concesiones y de crear un fondo de reversión pero a partir de la reforma desaparece la cuenta del Fondo de reversión por no ser precisa dado que la concesión debe amortizarse en el período de su concesión.

Cuenta 203. Propiedad industrial

De acuerdo a la definición de la cuenta 203. Propiedad industrial, del PGC de 2007, y la número 202 del PGC/PYMES, se activa por el importe satisfecho por la propiedad o por el derecho al uso o a la concesión del uso de las distintas manifestaciones de la propiedad industrial, en los casos en que, por las estipulaciones del contrato, deban inventariarse por la empresa adquirente.

El concepto de propiedad industrial incluye, entre otras, las patentes de invención, los certificados de protección de modelos de utilidad pública y las patentes de introducción.

Tal vez convenga volver a recordar aquí que la NRV 5ª de ambos planes contables, establece que en ningún caso se reconocerán como inmovilizados intangibles "las marcas, cabeceras de periódicos o revistas, los sellos o denominaciones editoriales, las listas de clientes u otras partidas similares, que se hayan generado internamente".

La NRV 5ª establece que, asimismo, se contabilizarán como propiedad industrial los gastos de desarrollo capitalizados cuando se obtenga la correspondiente patente o similar, incluido el coste de registro y formalización de la propiedad industrial, sin perjuicio de los importes que también pudieran contabilizarse por razón de adquisición a terceros de los derechos correspondientes.

La definición de la cuenta contable remarca que la propiedad industrial, también comprende los gastos realizados en desarrollo cuando los resultados de los respectivos proyectos emprendidos por las empresas fuesen positivos y, cumpliendo los necesarios requisitos legales, se inscriban en el correspondiente Registro.

Se contabilizará así:
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Ya la Resolución del ICAC de 21 de enero de 1992, había señalado que la propiedad industrial se valorará por el precio de adquisición o coste de producción. En el caso de obtenerse como consecuencia de un proyecto de desarrollo de la propia empresa, su activación se realizará por el importe de los gastos de desarrollo imputable que estén pendientes de amortización más el coste del registro y formalización de la propiedad industrial.

El ICAC, en su Boletín de junio de 2001, en respuesta a una consulta sobre el tratamiento contable de los gastos relacionados con la implantación de un sistema de calidad tipo ISO, que tradicionalmente venían siendo llevados al inmovilizado inmaterial en cuenta especifica no prevista por el PGC, consideró que " En principio y con carácter general, todos los gastos realizados para la obtención de un certificado de calidad, entre los que se incluyen los de asesoramiento, se deberán considerar gastos del ejercicio en que se realicen ..." no obstante " si los gastos incurridos en la implantación del sistema de control supusieran inversiones realizadas en nuevos aparatos, equipos de control etc., deberían ser contabilizados como inmovilizados materiales y amortizarse en función de la vida útil...".

La propiedad industrial puede ser objeto de amortización y, en su caso, de corrección valorativa como veremos en los dos siguientes capítulos.

Cuenta 204. Fondo de comercio

PGC

Se contabiliza en la cuenta 204. Fondo de comercio y se trata del exceso, en la fecha de adquisición, del valor razonable de la contraprestación entregada en una combinación de negocios sobre el correspondiente valor de los activos identificables adquiridos menos el de los pasivos asumidos. En consecuencia, el fondo sólo se reconoce en el activo cuando haya sido adquirido a título oneroso y corresponda a los beneficios económicos futuros procedentes de activos que no pueden ser identificados individualmente y reconocidos por separado.

Su importe se determinará de acuerdo con lo indicado en la norma relativa a combinaciones de negocios y deberá asignarse desde la fecha de la adquisición entre cada una de las unidades generadoras de efectivo (o grupos de unidades) sobre las que se espera que recaigan los beneficios de las sinergias de la combinación de negocios, siempre y cuando esto sea posible.

El fondo de comercio no se amortiza. En su lugar, las unidades generadoras de efectivo (o grupos de unidades) a las que se haya asignado el fondo de comercio se someterán, al menos anualmente, a la comprobación del deterioro de valor (muy difícil de calcular), procediéndose, en su caso, al registro del deterioro, que no será reversible nunca en ejercicios posteriores (ver capítulo IV, apartado 6.3).

Se asienta así:
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	FONDO DE COMERCIO
	

	

	




	

	

	(mayor valor satisfecho por la adquisición sobre el valor neto contable empresa adquirida)
	

	

	




	

	

	a
	CUENTAS DE PATRIMONIO NETO Y PASIVO
	1, 4 y 5
	




	

	

	a
	TESORERÍA
	57
	





PGC/PYMES

El PGC/PYMES no contempla al fondo de comercio.

El Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, en la segunda parte del Plan General Contable de las PYMES, normas de registro y valoración, elimina las relativas a ciertas operaciones que se han considerado como de escasa realización por las pequeñas y medianas empresas, como la norma relativa al fondo de comercio.

Ahora bien, no cabe olvidar que el artículo 3 del Real Decreto 1515/2007, dice textualmente: "2. Cuando una empresa que aplique el Plan General de Contabilidad de PYMES, realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el Plan General de Contabilidad, con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, que en ningún caso serán aplicables".

En definitiva, el PGC/PYMES carece de la cuenta 204. Fondo de comercio, pero en una combinación de negocios la PYME pudiera verse obligada a crearla, de acuerdo con las normas de registro y valoración del PGC.

TRLIS

Históricamente, hasta el año 1996 no estaba permitida fiscalmente la amortización del fondo de comercio.

Desde el año 1996 al 31 de diciembre de 2001 se fijó el límite del 10 por 100 como dotación a la amortización anual.

La Ley 24/2001, de 27 de diciembre, fijó como deducible fiscalmente la amortización del fondo con el límite anual máximo de la veinteava parte de su importe.

La Ley 16/2007, de 4 de julio, siguiendo el criterio mercantil-contable de las NIC adoptadas por la Unión Europea no permite amortizar el fondo de comercio, pero da nueva redacción al artículo 12 del TRLIS, que permite, cumpliendo determinados requisitos, deducir el precio de adquisición con el límite anual máximo de la veinteava parte de su importe (ver apartado 6.3. del capítulo IV de este libro).

Durante los periodos impositivos iniciados dentro del año 2012 ó 2013, está sujeta la deducción al límite máximo de la centésima parte de su importe, de acuerdo al Real-Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, que sufrió en este punto nueva redacción por el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio (16) .

Además, el artículo 273 del TRLSC obliga a dotar una reserva indisponible equivalente al fondo de comercio, destinándose a tal efecto una cifra del beneficio que represente, al menos, un cinco por ciento del importe del citado fondo (17) . Si no existiera beneficio, o éste fuera insuficiente, se aplicarán reservas de libre disposición.

La DGT, el 6 de octubre de 2008, después de recordar que de acuerdo al artículo 213.4 del TRLSA (hoy artículo 273.4 del TRLSC, derogatorio del TRLSA), en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, establece que se debe dotar una reserva indisponible cuando exista un fondo de comercio contabilizado. Asimismo razona sobre el cálculo del importe mínimo con que hay que dotarla cuando se haya efectuado una corrección por deterioro del fondo y a tal efecto señala que:

Contablemente:

En caso de deterioro debe dotarse la reserva en función del valor contable del fondo después de la corrección valorativa.

Fiscalmente:

La dotación debe efectuarse sobre el precio de adquisición registrado originariamente, con el límite de la veinteava parte de su importe. Se aprecia claramente que la fiscalidad fija un límite máximo para la deducción, el 5 por 100, mientras que la norma mercantil regula un límite mínimo.

Llegamos a la conclusión de que la deducibilidad de la dotación a la reserva indisponible exige su contabilización de acuerdo con la norma mercantil contable, no siendo deducible fiscalmente lo que sobrepase el límite fiscal máximo del 5 por ciento del precio de adquisición oneroso originario (la centésima parte de su importe por los periodos impositivos iniciados dentro de 2012 y 2013).

Aprovecha la DGT para afirmar que la reserva pasa a ser disponible cuando desaparece el fondo de comercio o por la parte de la reserva dotada que excede del valor contable neto del fondo de Comercio.

El Fondo de Comercio es objeto de estudio también en el apartado 6.3. del capítulo IV y en el apartado 2.2. del capítulo V.

La Ley 24/2001, con efectos muy similares a los de una amortización, para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2002, permitió en determinadas condiciones la deducción, vía provisión, en la base imponible del denominado "fondo de comercio financiero" cuando se adquieran participaciones de entidades no residentes en España. El "fondo de comercio financiero" se estudia pormenorizadamente en el apartado 4 del capítulo VII de este libro, siendo una materia que ha sufrido modificaciones en la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado, por la Ley 31/2011, de 4 de octubre, y por el Real-Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo.

Cuenta 205. Derechos de traspaso

PGC y PGC/PYMES

De acuerdo con la definición que ambos planes hacen en la cuenta 205. Derechos de traspaso, se trata del importe satisfecho por los derechos de arrendamiento sobre locales en los que el adquirente y nuevo arrendatario, se subroga en los derechos y obligaciones del transmitente y antiguo arrendatario derivados de un contrato anterior.

Ya la Resolución del ICAC de 21 de enero de 1992 lo definió como la cesión de un local de negocio realizada por el arrendatario del mismo a un tercero, mediante contraprestación, quedando dicho tercero subrogado en los derechos y obligaciones nacidos del contrato primitivo de arrendamiento realizado entre el arrendatario y el arrendador.

De acuerdo a la NRV 6ª de las de registro y valoración tanto del PGC como del PGC/PYMES -ambos tienen el mismo texto- sólo podrán figurar en el activo cuando su valor se ponga de manifiesto en virtud de una transacción onerosa, debiendo ser objeto de amortización y corrección valorativa por deterioro según lo especificado con carácter general para los inmovilizados intangibles.

TRLIS

Se refleja en el activo por su valor de adquisición, pudiendo amortizarse con el límite máximo de la décima parte de su importe (ver capítulo IV de este libro).

Cuenta 206. Aplicaciones informáticas / programas de ordenador y páginas "web".

Según la definición de la cuenta 206, se trata del importe satisfecho por la propiedad o por el derecho al uso de programas informáticos tanto adquiridos a terceros como elaborados por la propia empresa. También incluye los gastos de desarrollo de las páginas web, siempre que su utilización esté prevista durante varios ejercicios.

A su reconocimiento se contabilizará así, de acuerdo al PGC:



	

	

	Por la adquisición a otras empresas
	

	

	




	

	206
	APLICACIONES INFORMÁTICAS
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	HP, IVA SOPORTADO
	

	

	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
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	Por la elaboración propia
	

	




	

	206
	APLICACIONES INFORMÁTICAS
	

	

	




	

	

	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	730
	




	

	

	Y en su caso a la 200. Investigación o a la 201. Desarrollo
	

	





La norma 6ª de las de registro y valoración, tanto del PGC como del PGC/PYMES, obliga a reconocer los programas de ordenador aplicando los mismos criterios que para los gastos de desarrollo, debiéndose incluir en el activo, tanto los adquiridos a terceros como los elaborados por la propia empresa utilizando los medios propios de que disponga. Se entienden comprendidos los gastos de desarrollo de las páginas Web (sin incluir la actualización y el mantenimiento ni los cursos de formación del personal).

Los programas de ordenador deben cumplir los criterios del reconocimiento inicial como cualquier intangible.

En ningún caso podrán figurar en el activo los gastos de mantenimiento de la aplicación informática.



	

	

	Por lo no activable
	

	

	




	

	629
	OTROS SERVICIOS
	

	

	




	

	

	a
	PROVEEDORES
	400
	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	





El ICAC, en su Boletín de diciembre de 2000, señaló, siguiendo su Resolución de 21 de enero de 1992, que en ningún caso se incluirán entre las aplicaciones informáticas los siguientes conceptos:

- Los costes devengados como consecuencia de modificación o modernización de aplicaciones o sistemas informáticos ya existentes dentro de la estructura operativa de la empresa

- Los costes derivados de la formación del personal para la aplicación del sistema informático.

- Los costes derivados de consultas realizadas a otras empresas y las revisiones globales de control de los sistemas y aplicaciones informáticas.

- Los costes de mantenimiento de la aplicación informática.

En ningún caso podrán activarse los gastos de mantenimiento de la aplicación informática.

Dentro de las aplicaciones informáticas debemos tener en cuenta las denominadas páginas "web" (World Wide Web). El Boletín de diciembre de 2000 del ICAC, en respuesta a un consulta sobre el tratamiento contable de una página en Internet, define la página "web" como un documento integrado por una combinación de texto y una serie de elementos multimedia que normalmente presentan imágenes y gráficos insertados en el texto y cuya principal relevancia estriba en la posibilidad de acceder, a través de los enlaces que contienen, a nuevos documentos de hipertexto. Características todas ellas que permiten que la página "web" pueda concebirse como un elemento patrimonial intangible al servicio de la empresa de forma similar a un programa informático. Por ello, a juicio del ICAC, si el importe derivado de la creación de una página "web" tiene una proyección plurianual y su utilización generará ingresos futuros, debe calificarse como un inmovilizado inmaterial y dadas sus características similares a las aplicaciones informáticas se les deben aplicar los criterios de valoración de éstas.

Si se efectúan -dice el ICAC- actividades con objeto de incorporar o mantener las citadas páginas "web" en sintonía con la tecnología, así como su adecuación a las necesidades que se ponen de manifiesto, lo normal será que se trate de modernizaciones o adecuaciones, que deben calificarse como gasto del ejercicio. Ahora bien, si esas operaciones se pudieran identificar de forma específica e individualmente, a la parte considerada como ampliaciones o mejoras se aplicarán los criterios que para éstas recoge la Resolución de 30 de julio de 1991.

Se le aplican los criterios de amortización de los gastos de desarrollo, debiendo amortizarse dentro de su vida útil que se presume, salvo prueba en contrario, no es superior a cinco años (ver capítulo IV) y se les aplica corrección valorativa por deterioro, debiendo llevarse a pérdidas la cantidad pendiente de amortizar cuando existan dudas razonables del éxito técnico o de la rentabilidad económico-comercial.

Otros inmovilizados intangibles.

La norma 6ª de las de valoración de los planes contables reconoce que además de los intangibles que hemos visto, existen otros que serán reconocidos como tales en el balance, siempre que cumplan los requisitos contenidos en el Marco Conceptual de la Contabilidad y en las normas de registro y valoración, como podrían ser los derechos comerciales, la propiedad intelectual o las licencias. Dentro de ésta última, podríamos considerar los:

Derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

No están recogidos en los PPGGCC dentro de sus normas de registro y valoración, aunque lo estuvieron a nivel de borrador del Plan Contable. Se cree que el ICAC dictará una Resolución específica para estos derechos. Mientras tanto y en virtud de las disposiciones transitorias de los RRDD 1514 y 1515 de 2007, las disposiciones de desarrollo en materia contable -las del ICAC tienen tal carácter- en vigor a la publicación de los RRDD, seguirán aplicándose en todo lo que no se oponga al C de C, TRLSA, LSRL -la mención a estos dos últimos a partir del RDL 1/2010 debe entenderse efectuada al TRLSC, aunque es lo cierto que no contiene normas sobre contabilización del inmovilizado- y en los planes contables. Por tanto, comentaremos la Resolución de 8 de febrero de 2006, del ICAC, que aprueba normas para el registro, valoración e información de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero, desarrollando los aspectos relativos al tratamiento contable de los derechos de emisión a los que se refiere la Ley 1/2005, de 9 de marzo, en base a la Directiva 2003/87/CE del Parlamento y del Consejo de 13 de octubre de 2003, por la que se estableció un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, previstos en el Protocolo de Kioto, desarrollando esta materia -dice el Preámbulo de la Resolución- dentro de la normativa contable interna (la española) a pesar de la laguna que existe en relación al tema en las normas contables internacionalmente aceptadas.

La resolución se aplica a toda empresa a la que se hayan adjudicado derechos de emisión a través del Plan Nacional de asignación en virtud de lo dispuesto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

La resolución entró en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE, perniciosa costumbre que no hace sino denunciar el retraso en dictarla por parte del ICAC.

Contabilización de los derechos de emisión de acuerdo a la resolución del ICAC:

Figurarán en el balance como un inmovilizado intangible.



	

	20_
	DERECHOS DE EMISIÓN DE GASES DE EFECTO INVERNADERO
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	INGRESOS A DISTRIBUIR EN VARIOS EJERCICIOS
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	Por los derechos recibidos gratuitamente a través del Plan Nacional de Asignación (a valor venal que es el precio que estaría dispuesto a pagar un adquirente eventual teniendo en cuenta el estado y el lugar en que se encuentra al comienzo del año natural)
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	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
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	Por el precio de adquisición
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	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INMATERIAL
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	Por el coste de producción de los derechos
	

	





Los derechos de emisión no recibidos gratuitamente deben valorarse al precio de adquisición o al coste de producción.

Con los nuevos planes contables creemos que el ICAC tendrá que dedicar otra cuenta para la contabilización, tal vez como una donación recibida, porque los ingresos a distribuir en varios ejercicios ya no se reconocen.

También se generan derechos de emisión en los casos de una reducción certificada de emisiones, en los términos previstos en la Ley 1/2005, de conformidad con los artículos 1, 2 y 6 del Protocolo de Kioto a la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climatológico y que se valorarán de acuerdo con lo dispuesto en la Norma Quinta, Producción Conjunta, de la Resolución de 9 de mayo de 2000 del ICAC.

En la memoria de las cuentas anuales, en el apartado "4. Normas de valoración" la resolución obliga a informar sobre los derechos de emisión, su saldo inicial, entradas, salidas y saldo final, gastos y provisiones, contratos de futuro, subvenciones y sanciones.

Las subvenciones de carácter no reintegrable asociadas a los derechos de emisión estimamos se podrían contabilizar así:
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	Al producirse los gastos derivados de las emisiones
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	RESULTADOS EXCEPCIONALES
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Lo correcto sería utilizar si se aplica el PGC, los grupos 8 y 9. Ver apartado I de capítulo XXI, relativo a las subvenciones de capital.

Con posterioridad a su registro como activo, los derechos de emisión no serán objeto de amortización pero debería llevarse a pérdidas su deterioro a fin de atribuirles el inferior valor de mercado que les corresponda al cierre de cada ejercicio.

6.  ACTIVOS NO CORRIENTES Y GRUPOS ENAJENABLES DE ELEMENTOS MANTENIDOS PARA LA VENTA EN EL PGC

La NRV 7ª del PGC (el PGC/PYMES no contempla la clasificación de este tipo de activos) establece que la empresa clasificará un activo no corriente como mantenido para la venta si su valor contable se recuperará fundamentalmente a través de su venta, en lugar de por su uso continuado, y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) El activo ha de estar disponible en sus condiciones actuales para su venta inmediata, sujeto a los términos usuales y habituales.

b) Su venta ha de ser altamente probable, porque concurran las siguientes circunstancias:

- La empresa debe encontrarse comprometida por un plan para vender el activo y haber iniciado un programa para encontrar comprador y completar el plan.

- La venta del activo debe negociarse activamente a un precio adecuado en relación con su valor razonable actual.

- Se espera completar la venta dentro del año siguiente a la clasificación como activo mantenido para la venta (salvo que, por hechos o circunstancias fuera del control de la empresa, el plazo de venta se tenga que alargar y exista evidencia suficiente de que la empresa siga comprometida con el plan de disponibilidad del activo).

- Las acciones para completar el plan indiquen que es improbable que haya cambios significativos en el mismo o que vaya a ser retirado.

Los activos mantenidos para la venta no aparecen en el PGC en el subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales, ni en el subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias, ni tampoco en los subgrupos 24 y 25 de inversión financiera (18)  sino en el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta y activos y pasivos asociados, subgrupo que no existe en el PGC/PYMES, y deben ser objeto de reclasificación si estuviesen contabilizados en los otros subgrupos.

Los activos no corrientes mantenidos para la venta se valorarán en el momento de su clasificación en esta categoría, por el menor de los dos importes siguientes:

- Su valor contable.

- Su valor razonable menos los gastos de venta.

Para la determinación del valor contable en el momento de la reclasificación, se determinará el deterioro del valor en ese momento y se registrará, si procede, una corrección valorativa por deterioro de ese activo, que se imputará a pérdidas y ganancias.

Mientras un activo se clasifique como no corriente mantenido para la venta, no se amortizará, debiendo dotarse las oportunas correcciones valorativas de forma que el valor contable no exceda el valor razonable menos los costes de venta.

Ejemplo:

La sociedad A es propietaria de un pabellón donde almacena calzado adquirido a terceras personas para su comercialización posterior al menor en tiendas de la propia compañía.

El pabellón se adquirió en el año 2008, por un precio, el suelo de 120.000 € y la construcción de 210.000 €. Se ha estado amortizando la construcción al 2% anual.

A comienzos del mes de octubre de 2012, la sociedad adquiere una nave de mayor tamaño en un polígono industrial, para dedicarla asimismo a almacén por lo que decide poner a la venta el primer pabellón, encargando a la inmobiliaria B que a través de personal técnico la valore y la ponga a la venta mediante anuncios y a través de sus contactos habituales.

La tasación arroja un resultado de 250.000 € y los honorarios de la inmobiliaria en el momento de realizarse la venta alcanzarán un 3% sobre el precio de la transmisión.

La sociedad A debe realizar lo siguiente:

1º.- Amortizar la nave por el período de nueve meses del ejercicio en que ha existido actividad en la misma. Contabilizamos:

[image: ]

2º.- Comprobar cuál de estos dos valores es menor:



	a)
	Valor contable
	330.000



	

	Amortización acumulada
	- 19.950



	

	Valor neto contable
	310.050



	b)
	Valor razonable
	250.000



	

	Gastos venta
	- 7.500



	

	

	242.500




310.050 - 242.500 = 67.550

3º.- Traspasar al subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta a la cuenta 580. Inmovilizado, el pabellón y reflejar la corrección de valor, reflejando el valor razonable.



	310.050,00
	580
	INMOVILIZADO
	

	

	




	

	

	Por el neto contable menos amortizaciones
	

	

	




	19.950,00
	281
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	67.550,00
	691
	PÉRDIDAS POR DETERIORO DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	TERRENOS Y BIENES NATURALES
	210
	120.000,00



	

	

	a
	CONSTRUCCIONES
	211
	210.000,00



	

	

	a
	DETERIORO DE VALOR DE ACTIVOS NO CORRIENTES MANTENIDOS PARA LA VENTA
	599
	67.550,00




Cuando un activo deje de cumplir los requisitos para ser clasificado como mantenido para la venta se reclasificará en la partida del balance que corresponda a su naturaleza. Se valorará por el menor importe, en la fecha en que proceda la reclasificación, entre su valor contable anterior a su calificación como activo no corriente en venta, ajustado, si procede, por las amortizaciones y correcciones de valor que se hubiesen reconocido de no haberse clasificado como mantenido para la venta, y su importe recuperable, registrando cualquier diferencia en la partida de la cuenta de pérdidas y ganancias que corresponda a su naturaleza.

Este criterio de valoración no será aplicable a los siguientes activos, que, aunque se clasifiquen a efectos de su presentación en esta categoría, se rigen en cuanto a la valoración por sus normas específicas:

a) Activos por impuesto diferido, a los que resulta de aplicación la norma relativa a impuestos sobre beneficios.

b) Activos procedentes de retribuciones a los empleados, que se rigen por la norma sobre pasivos por retribuciones a largo plazo al personal.

c) Activos financieros, excepto inversiones en el patrimonio de empresas del grupo, multigrupo y asociadas, que estén dentro del alcance de la norma sobre instrumentos financieros.

También contempla el PGC en su norma de valoración 7ª los grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, entendiendo por tales al conjunto de activos y pasivos directamente asociados de los que se va a disponer de forma conjunta, en una única transacción, aún cuando no cumplan la definición de activo corriente y que se regulan por la normativa de los activos no corrientes mantenidos para la venta.

El TRLIS no contempla la categoría de activos no corrientes mantenidos para la venta, por lo que, de acuerdo a su artículo 10.3, la norma contable pasa a ser fiscal para la determinación de la base imponible.

En el balance aparecen entre el activo corriente, lo cual es una contradicción, aunque esté justificada.

7.  ACTUALIZACIÓN DE BALANCES

El Gobierno, utilizando la vía del Real Decreto-ley, aprobó el día 7 de junio el nº 7/1996, sobre Medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberalización de la actividad económica, que, entre otras materias, reguló la actualización de balances, tradicional práctica española para revalorizar los activos fijos de la compañías, que permitió con carácter voluntario, que nuestras empresas actualizasen los elementos patrimoniales del inmovilizado material (19)  aunque no fueran afectos a la actividad y siempre que no estuviesen fiscalmente amortizados en su totalidad, sin que la actualización supusiese una regularización de situaciones tributarias.

En definitiva, se trató de corregir, a través de la actualización, los efectos que la depreciación monetaria, por el paso del tiempo, provoca en la valoración real del inmovilizado material.

El RDL 7/1996, se vio complementado por el Real Decreto 2607/1996, de 20 de diciembre, por el que se aprobaron las Normas para la Actualización de Balances y que cumplió los fines de una disposición de carácter reglamentario. El importe de la revalorización que resultó de la actualización se llevó a la cuenta "Reserva de Revalorización Real Decreto Ley 7/1996, de 7 de junio", utilizándose como contrapartida en el activo del balance las cuentas del inmovilizado material correspondientes a los elementos patrimoniales actualizados.

Amortización de los bienes actualizados.

El RD 2607/1996 estableció a la hora de amortizar los elementos actualizados las siguientes normas:

a) El valor de los elementos patrimoniales anterior o previo a la actualización se amortizará, a efectos fiscales, de la manera en que se venía haciendo con anterioridad a la actualización.

b) El incremento neto de valor resultante de las operaciones de actualización se amortizará en los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de los elementos patrimoniales actualizados, siendo deducible en cada uno de dichos períodos el resultado de aplicar al incremento neto de valor el porcentaje resultante de dividir la amortización contable del elemento patrimonial practicada en cada período impositivo - en la medida en que se corresponda con la depreciación efectiva- entre el valor contable que dicho elemento patrimonial tenía con anterioridad a la realización de las operaciones de actualización, excluido, en su caso, el valor correspondiente al suelo.

Es decir:

[image: ]

El saldo de la cuenta "Reserva de revalorización Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio", ha debido permanecer indisponible hasta el 31 de diciembre de 1999, fecha máxima para poder ser comprobado su saldo por la Inspección de Hacienda ,pero a partir de ahí, el saldo de la cuenta puede destinarse a:

- Eliminación de resultados contables negativos (no bases imponibles), tanto de ejercicios anteriores, como del de actualización o posteriores.

- Ampliación del capital social, en cuyo caso gozará de exención en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, no satisfaciendo el 1% previsto para esta operación societaria.

- Reservas de libre disposición, transcurridos diez años contados a partir de la fecha del balance de actualización. Dichas reservas dan derecho a la deducción por doble imposición de dividendos si son objeto de distribución. Se trata de una medida muy favorable para las empresas pero cuyo encaje en la figura para evitar la doble imposición es dudosa pues sólo ha tenido un gravamen del 3 por 100. Al 31 de diciembre de 2007 habrán transcurrido los diez años de la actualización para las empresas cuyo ejercicio coincida con el año natural, por lo que su saldo se habrá pasado a reservas voluntarias.

Ni el PGC ni el PGC/PYMES reconocen dentro del patrimonio neto la cuenta "Reserva revalorización Real-Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio", por lo que en el primer balance de apertura del ejercicio 2008 de acuerdo con los RRDD 1514 y 1515, de 16 de noviembre de 2007, su saldo debió traspasarse a la cuenta 113. Reservas voluntarias, si se hubiese olvidado su traspaso al cierre del ejercicio 2007.

Transmisión de los elementos actualizados

La renta de la transmisión se hallará por diferencia entre el valor de la transmisión y el valor neto contable actualizado, practicándose fiscalmente la corrección para evitar la depreciación monetaria pero minorando la cantidad resultante de la corrección en el incremento neto de valor correspondiente del elemento en la actualización.

El Real Decreto-ley 7/1996 contiene una norma dedicada a proteger los intereses de la Hacienda Pública para el caso de que se produzcan pérdidas en la transmisión de los elementos cuyo valor se haya actualizado, regulando que las pérdidas habidas se minorarán, a los efectos de integración en la base imponible, en el importe correspondiente al elemento en la cuenta de Reserva por revalorización (hoy entendemos de la cuenta 113. de Reservas voluntarias).

8.  GASTOS DE CONSTITUCIÓN, AMPLIACIÓN DE CAPITAL Y DE ESTABLECIMIENTO

Los gastos de primer establecimiento y los gastos de proyección extraanual no los contempla ni el PGC ni el PGC/PYMES, porque de acuerdo a las definiciones contempladas en su 1ª Parte. Marco Conceptual, no se pueden considerar un verdadero activo.

Contablemente, se suprimen del activo los gastos a distribuir en varios ejercicios, que en el PGC de 1990 comprendían los gastos por intereses diferidos y los gastos de formalización de deudas, que recogían los propiamente dichos así como los gastos de emisión de empréstitos, prima de emisión y de reembolso de obligaciones, formalización de préstamos, y los gastos por intereses diferidos de operaciones con pago aplazado a más de un año, en los que se computaba como gasto amortizable la diferencia entre el total a satisfacer por el total de la operación y el precio de adquisición, pasando luego a contabilizarse como gasto del ejercicio de su devengo.

Estos gastos de proyección extraanual, en el PGC de 1990 se activaban al tener proyección económica futura y exceder su utilidad de un ejercicio y comprendían los gastos de constitución, los de ampliación de capital y los de primer establecimiento que se entendían necesarios hasta que la empresa iniciaba su actividad productiva, al establecerse o al ampliar su capacidad, es decir, se consideraban los gastos de constitución y ampliación, los de otorgamiento de la escritura, impuestos (20) , Registro Mercantil, emisión y colocación de títulos, honorarios de letrados, etc, así como los ocasionados hasta que la empresa iniciaba su actividad por razón de honorarios de profesionales, gastos de viaje, estudios técnicos y de naturaleza económica, publicidad de lanzamiento, captación, adiestramiento y preparación del personal. Todos ellos debían ser amortizados en un plazo no superior a cinco años.

Al no permitirse su activación en los PPGGCC, las empresas lo mejor que han podido hacer es amortizarlos totalmente en el ejercicio 2007. En todo caso si figuraban al cierre del ejercicio 2007 en contabilidad, ni en el balance de apertura al 1 de enero de 2008 ni en los siguientes figurarán en el activo del balance, pues se deben dar de baja con cargo a reservas. Es difícil que con el listado de cuentas de los nuevos planes contables haya podido equivocarse alguna empresa en este punto, porque no aparecen ya las cuentas mencionadas y no creemos que a nadie se le ocurra inventárselas. El hecho de que no pudiesen figurar en el balance de apertura de 2008, no quiere decir, a nuestro juicio, que no fuesen deducibles las cantidades pendientes de amortizar, de conformidad con el artículo 19.3 del TRLIS, lo que se debió efectuar a través de un ajuste extracontable negativo diferencia permanente.

Aunque estamos de acuerdo en que los gastos de constitución y de ampliación difícilmente pueden considerarse un activo y por tanto compartimos la decisión de los PPGGCC, disentimos en la supresión del concepto de gastos de establecimiento que al no poderse activar va a provocar pérdidas notables en la cuenta de resultados de las nuevas empresas, precisamente cuando más necesitan ofrecer a las entidades bancarias una imagen de empresa sana, económicamente hablando.

Asientos a contabilizar en la constitución de la sociedad:



	

	

	El día de la firma en la Notaria, por las cantidades aportadas por los socios
	

	




	

	572
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	

	

	




	

	

	a
	CAPITAL EMITIDO PENDIENTE DE INSCRIPCIÓN
	194
	




	

	

	Por los gastos de la constitución(escrituras, etc...)
	

	




	

	113
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	

	

	




	

	472
	HP, IVA SOPORTADO
	

	

	




	

	

	a
	HP, ACREEDORA POR RETENCIONES PRACTICADAS
	4751
	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	




	

	113
	Por los gastos del Registro Mercantil y por la inscripción
	

	




	

	472
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	

	

	




	

	

	HP, IVA SOPORTADO
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	HP, ACREEDORA POR RETENCIONES PRACTICADAS
	4751
	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	




	

	194
	CAPITAL EMITIDO PENDIENTE DE INSCRIPCIÓN
	

	

	




	

	

	a
	CAPITAL SOCIAL
	100
	





Esta forma de contabilizar los gastos ocasionados por la constitución de la sociedad está amparada en la Norma de registro y valoración 9.4. del PGC, y consiste en adeudar la cuenta de Reservas voluntarias lo que provoca que la sociedad recién constituida comience su andadura con reservas "negativas", lo cual es un contrasentido.

En respuesta a una consulta el ICAC consideró a propósito del momento del registro contable de una operación de ampliación de capital con cargo a reservas, que debe efectuarse en el período en que se hubiera producido su inscripción en el Registro Mercantil (200X) y que asimismo si la inscripción se realiza en el año siguiente (200X + 1) antes de la formulación de las cuentas anuales también se entiende registrada en el año anterior (200X - 1). Sólo en el caso de que las cuentas anuales se formularan antes de la inscripción, la ampliación de capital debería registrarse en el Balance correspondiente a las cuentas anuales del ejercicio de la inscripción (200X+1).

En las ampliaciones de capital los asientos contables a realizar no difieren de los de la constitución de la sociedad.

En el caso de que la ampliación de capital lo fuese con prima de emisión o asunción, el registro contable sería igual menos el último asiento que se efectuará así:



	

	194
	CAPITAL EMITIDO PENDIENTE DE INSCRIPCIÓN
	

	

	




	

	

	a
	CAPITAL SOCIAL
	100
	




	

	

	a
	PRIMA DE EMISIÓN O ASUNCIÓN
	110
	





Ello no impide a juicio de este autor, al amparo del artículo 19.3. del TRLIS, que los gastos tengan la consideración de fiscalmente deducibles, lo que, de acuerdo a la NRV 9.6, y a la definición de la cuenta 113 que al cierre del ejercicio por el efecto impositivo del gasto deducible se efectuase un cargo a la cuenta 4752. Hacienda pública, acreedora por Impuesto sobre Sociedades con abono a la cuenta 113. Reservas voluntarias por el tipo de gravamen IS aplicado al gasto, o mejor aún, porque plantea menores problemas, haber realizado un ajuste diferencia permanente negativa en el momento del cierre del ejercicio.

En el mismo sentido, la DGT en CV 1544, de el 26 de junio de 2009, mantuvo que los gastos derivados de cualquier transacción con instrumentos de patrimonio propio (NRV 9ª.4 del PGC) incluidos los gastos de emisión en la constitución, honorarios de letrados, notarios, registradores, publicidad, comisiones y otros gastos de colocación "se registrarán directamente contra el patrimonio neto como menores reservas", por lo que, de acuerdo al artículo 19.3 del TRLIS, que dispone que "no serán fiscalmente deducibles los gastos que no se hayan imputado contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas si así lo establece una norma legal o reglamentaria...". Ello supone que los gastos de constitución serán fiscalmente deducibles en la medida en que figuren contabilizados en una cuenta de reservas.

A pesar de que hayan desaparecido del balance los gastos de primer establecimiento, de acuerdo con lo establecido por las normas de registro y valoración de los PPGGCC, al no ser un verdadero activo según el Marco Conceptual, de conformidad al artículo 19.3 del TRLIS, los gastos cargados en una cuenta de reservas en virtud de una norma legal o reglamentaria (los RRDD aprobatorios de la contabilidad lo son) tienen el carácter de deducibles por lo que se ha podido practicar un ajuste extracontable negativo, diferencia permanente, y si no se ha hecho, se puede aún realizar. Hay autores que entienden que los gastos de establecimiento son gastos del ejercicio y como tales deben contabilizarse en la cuenta del subgrupo 62 que corresponda.

III*  Se debe comprobar al cierre del ejercicio

- Que en el valor de adquisición del inmovilizado material hemos añadido al precio de compra, el transporte, seguro, carga y descarga, instalación y montaje, ensayos y pruebas y las tasas e impuestos no deducibles.

- Que hemos incluido en el valor del inmovilizado, la estimación inicial del valor actual de las obligaciones asumidas, derivadas del desmantelamiento y otras asociadas al activo, como los costes de rehabilitación.

- Que si adquirimos o construimos un inmovilizado que necesite un período de tiempo superior a un año para estar en condiciones de uso, incluiremos obligatoriamente en su valor los gastos financieros que se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento y que nos haya girado el proveedor o correspondan a préstamos directamente atribuibles a la adquisición, fabricación o construcción.

- Que si durante el ejercicio hemos adquirido una maquinaria, para cuya instalación y montaje se ha requerido la labor de técnicos y por ello han pasado una factura, no la hemos llevado a gastos, sino a mayor valor de la maquinaria. Si no hemos actuado así, procede ajuste contable mediante el siguiente asiento:



	

	233
	MAQUINARIA EN MONTAJE
	

	

	




	

	

	a
	SERVICIOS EXTERIORES
	62
	





- Que si el inmovilizado ha sido producido por la empresa hemos contabilizado durante el año en el Grupo 6 las compras y gastos que nos haya ocasionado la producción, activando al cierre del ejercicio los mismos, más los costes indirectamente imputables, mediante el asiento:



	

	21
	INMOVILIZACIONES MATERIALES
	

	

	




	

	

	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO MATERIAL
	731
	





- Que el valor del terreno donde se asienta una construcción de la empresa, debe figurar en la cuenta 211. Construcciones pero con desglose en una subcuenta para evitar que el día de mañana lo amorticemos equivocadamente.

- Que los elementos de transporte interno los hemos contabilizado en la cuenta 213. Maquinaria y no en la cuenta 218. Elementos de transporte.

- Que las inmovilizaciones en curso, las hemos pasado al subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales, en el momento en que entren en funcionamiento, para así comenzar a amortizarlas antes.

- Que el mayor valor comprobado por la Administración de los bienes adquiridos, en el Impuesto sobre Transmisiones, no lo hemos añadido al precio de adquisición.

- Que en las permutas de carácter comercial, hemos valorado el bien del inmovilizado material recibido por el valor razonable del activo que hemos entregado.

- Que hemos contabilizado en el subgrupo 22 las inversiones inmobiliarias de carácter no productivo.

- Que aunque nos hubiéramos acogido a la actualización de balances y tuviésemos creada la cuenta RESERVA DE REVALORIZACIÓN, REAL DECRETO-LEY 7/1996, de 7 de junio, en el balance no puede figurar esa cuenta porque la habremos traspasado a reservas voluntarias, siguiendo a los PPGGCC.

- Que no tenemos en contabilidad creadas las cuentas 200. Gastos de constitución, 201. Gastos de primer establecimiento y 270. Gastos a distribuir en varios ejercicios, porque no las recogen los PPGGCC al no cumplir los requisitos para ser reconocidos como un activo de acuerdo al Marco Conceptual.

- Que solamente hemos procedido a crear la cuenta 203. Fondo de comercio, en el caso de que efectivamente hayamos satisfecho un precio por su adquisición. En caso contrario procede ajuste contable abonando la cuenta 203 y cargando la cuenta de reservas que anteriormente se hubiera abonado.

- Que no estamos amortizando el fondo de comercio porque el PGC no lo permite, sin perjuicio de poder deducir fiscalmente la veinteava parte de su importe cada año (durante 2012 y 2013, la centésima parte de su importe - RDL 20/2012, de 13 de julio).

- Que si no hemos alcanzado resultados positivos en un estudio o proyecto, los gastos ocasionados los hemos considerado como del ejercicio, dado que tanto el PGC como el TRLIS lo admiten.

- Que los gastos de desarrollo que han resultado positivos y además son inscribibles en un Registro Público, los hemos contabilizado en la cuenta 202. Propiedad industrial.

- Que los derechos de emisión de gastos de efecto invernadero, bien sean recibidos gratuitamente, adquiridos o producidos por la empresa, los hemos podido contabilizar en la cuenta 207. Derechos de emisión de gases de efecto invernadero, a pesar de no estar reconocida en los PPGGCC.






	 (1) 

	Los planes contables ya no mencionan a los "semovientes", ¡Qué pena! Con lo descriptiva que era la palabra.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Los derechos sobre bienes en arrendamiento financiero, con los PPGGCC deben contabilizarse con arreglo a su naturaleza, por lo que normalmente aparecerán en el inmovilizado material aunque no se tenga la propiedad sobre ellos.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	El patrimonio neto es junto con el pasivo la contrarréplica del activo del balance y equivale al pasivo del PGC de 1990.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	No prevista en los PPGGCC.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	
La Ley 48/2002, que reguló el Catastro Inmobiliario, fue derogada por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, que mantuvo el contenido de la ley derogada. El RD 417/2006 aprobó el Reglamento de la Ley del Catastro inmobiliario. El BOE del 11 de septiembre de 2006 publicó la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueba la remisión a las CCAA del fichero de información catastral de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana. Ojalá que el día de mañana el Catastro y el Registro de la Propiedad funcionen con una sola ventanilla de presentación de documentos inmobiliarios.

La Ley 2/2011, de 4 de marzo, modifica el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, regulando que la certificación catastral descriptiva y gráfica de los bienes inmuebles, obtenida, preferentemente, por medios telemáticos se incorporará en los documentos públicos que contengan hechos, actos o negocios susceptibles de generar una incorporación en el Catastro Inmobiliario así como al Registro de la Propiedad, debiendo el Notario solicitar de los otorgantes que se manifiesten si la descripción que contiene la certificación catastral se corresponde con la realidad física del inmueble en el momento del otorgamiento del documento público; añadiendo que "salvo prueba en contrario y sin perjuicio del Registro de la Propiedad, cuyos pronunciamientos jurídicos prevalecerán, los datos contenidos en el Catastro Inmobiliario se presumen ciertos". Además, los notarios y registradores de la propiedad deberán remitir telemáticamente al Catastro, dentro de los 20 primeros días de cada mes, información relativa a los documentos por ellos autorizados o que hayan generado una inscripción registral en el mes anterior.



	 Ver Texto 




	 (6) 

	Las grandes reparaciones en los períodos iniciados antes del 1 de enero de 2008 eran susceptibles de una provisión deducible fiscalmente siempre que la Administración tributaria aprobase un plan presentado por el sujeto pasivo.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	El Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, en su disposición transitoria quinta mantiene en vigor las Resoluciones del ICAC dictadas antes de la reforma mercantil y contable, mientras no se opongan al C de C, TRLSA, SRL (la mención de las dos últimas debe entenderse efectuada al TRLSC a partir del RDL 1/2010) y planes contables.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	La Resolución define el medio ambiente como "el entorno físico natural, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora, la fauna y los recursos no renovables, tales como los combustibles fósiles y los minerales".


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Desaparece en las normas de valoración del inmovilizado material el valor venal como medio de valoración y la forma de calcular el valor de los elementos recibidos por donación, que pasa a recogerse dentro de la NRV 18ª relativa a las subvenciones, donaciones y legados.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	En el PGC, conforme a lo señalado en la norma sobre transmisiones con pagos basados en instrumentos de patrimonio, pues en este caso se presume que siempre se puede estimar con fiabilidad el valor razonable de lo aportado.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	El Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, en la NRV 21ª Operaciones entre empresas del grupo modificó el apartado 2.1 en relación a las aportaciones no dinerarias a una empresa del grupo.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Es curioso que al inmovilizado material no se le denomine "tangible".


	 Ver Texto 




	 (13) 

	En los borradores de los planes contables la investigación y el desarrollo formaban una sola cuenta contable, convirtiéndose en dos cuentas en los aprobados definitivamente para que se apreciase mejor que los criterios de amortización no eran iguales sino semejantes.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	La misma limitación contenía con anterioridad el artículo 213 del TRLSA (derogada).


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Las NIIF sólo hablan del límite de la vida útil, no de los 5 años. Excepcionalmente la NIC 38 permite la activación de la investigación cuando se adquiere en el marco de una combinación de negocios.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Lo único que introdujo el RDL 20/2012, fue en materia del IRPF, al regular que la limitación de la deducción no afectará a los contribuyentes cumplan los requisitos del apartado 1º del artículo 108 del TRLIS.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	La Ley 16/2007 fue la que estableció la obligación de dotar esta reserva indisponible.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	En los activos financieros de muy alta liquidez, como acciones con colocación en Bolsa o Fondos de inversión, se reflejará la venta directamente sin pasar por la cuenta 583. Inversiones financieras.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Incluidos los elementos patrimoniales adquiridos en régimen de arrendamiento financiero, así como los terrenos y solares de las empresas inmobiliarias.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	El Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, declaró exenta del ITP y AJD, exonerando del gravamen por operaciones societarias, la constitución de sociedades, los aumentos de capital, las aportaciones de socios que no supongan aumento de capital y el traslado a España de la sede de la dirección efectiva o domicilio social, a todas las sociedades y sin límite temporal. Como la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2011, era más restrictiva (el Proyecto fue concebido antes que el RDL), pues sólo exoneraba, en su disposición transitoria séptima, a las empresas de reducida dimensión y para los años 2011 y 2012, el Gobierno, el 23 de diciembre, aprobó el Real Decreto-ley 14/2010, por el que derogó la disposición transitoria séptima de la Ley 39/2010, con efectos del día siguiente a su publicación en el BOE, por lo que en este tema de la exoneración hay que atenerse al texto del Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre.


	 Ver Texto 








Amortizaciones 



1.  CONCEPTO

PGC Y PGC/PYMES

Se consideran amortizaciones las partidas destinadas a compensar la depreciación sistemática anual sufrida por el inmovilizado intangible, material e inversiones inmobiliarias, siempre que dicha depreciación sea efectiva y se halle contabilizada.

Tanto el Plan General de Contabilidad de 2007 (PGC), como el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (PGC/PYMES), tratan ambos de la amortización en la norma 2.1 de las de registro y valoración, incluso con el mismo texto y redacción.

Uno de los gastos deducibles que plantea más problemas a la sección de contabilidad de una empresa con motivo del cierre del ejercicio son las dotaciones para amortización. A nuestro juicio, lo más acertado es llevar fichas extracontables, una para cada elemento del inmovilizado, e ir reflejando en cada una el valor del bien, el porcentaje de amortización, la amortización anual, la amortización acumulada y el valor residual, de tal forma que mediante la suma de la dotación realizada en el conjunto de las fichas se puedan efectuar los asientos contables al cierre del ejercicio.

Este procedimiento tiene la ventaja de que en cualquier momento puede consultarse todo lo relativo a un elemento del inmovilizado y el inconveniente de que los balances de sumas y saldos trimestrales obligatorios no reflejan hasta fin de año el gasto por amortizaciones, lo que desvirtúa los resultados a la hora de su consulta, salvo que proporcionalmente se calculen extracontablemente.

Por medio de ordenador, disponiendo de un programa informático adecuado, la imputación a cada período del ejercicio de las dotaciones para amortización se produce automáticamente, permitiendo a la Gerencia la consulta de unos balances con mejor reflejo de la realidad económica de la empresa.

Se trata, esta materia de las amortizaciones, de un tema complejo que no permite al Asesor Fiscal dar consejos simplificados, sino entrar pormenorizadamente a estudiar la legislación fiscal y contable, lo que así hacemos.

El ICAC, en su Resolución de 30 de julio de 1991 (1) , ya había identificado la amortización con la depreciación que normalmente sufren los bienes del inmovilizado por el funcionamiento, uso y disfrute de los mismos, debiéndose valorar, en su caso, la obsolescencia que pueda afectarlos. La dotación anual que se realiza expresa la distribución del precio de adquisición o coste de producción durante la vida útil estimada del inmovilizado.

2.  ELEMENTOS AMORTIZABLES

2.1.  Inmovilizado material

Según la norma 2.1. del PGC y PGC/PYMES, son susceptibles de amortización los elementos que se deprecien después de su adquisición o producción, debiendo establecerse la amortización de manera sistemática y racional en función de la vida útil de los bienes y de su valor residual, atendiendo a la depreciación que normalmente sufran por su funcionamiento, uso y disfrute, sin perjuicio de considerar también la obsolescencia técnica o comercial que pudiera afectarlos.

En definitiva, los mismos criterios que recoge el artículo 11.1 del TRLIS, al señalar que: "serándeducibles las cantidadesque, en concepto de amortización del inmovilizado material, intangible y de las inversiones inmobiliarias, correspondan a ladepreciación efectivaque sufran los distintos elementos porfuncionamiento, uso, disfrute u obsolescencia".

Cuando se trate de construcciones, la depreciación computable corresponderá solamente al valor de la construcción, con exclusión del valor del suelo, al que se aplicará en su caso la regla excepcional de pérdida por deterioro de valor en el mercado. Si se desconoce el valor atribuible al suelo, se calculará atendiendo a la proporción en que éste se encuentre en relación con el valor total, tomando como base los valores catastrales del ejercicio de la adquisición o de la construcción.

En ningún caso serán amortizables las inmovilizaciones materiales en curso.

No se deben confundir las amortizaciones con las correcciones por deterioro, que son objeto de estudio en el capítulo siguiente. Cuando proceda reconocer correcciones valorativas por deterioro del inmovilizado se ajustarán las amortizaciones de los ejercicios siguientes del inmovilizado deteriorado, teniendo en cuenta el nuevo valor. De igual forma se procederá en caso de reversión de las correcciones valorativas por deterioro.

2.2.  Inversiones inmobiliarias

Según la norma 4ª de las de registro y valoración de los PPGGCC, las inversiones inmobiliarias reconocidas en el subgrupo 22, consistentes en inmuebles que se poseen para obtener rentas, plusvalías o ambas en lugar de para su uso en la producción o suministro de bienes o servicios o bien para fines administrativos, se rigen en materia de amortizaciones por la norma del inmovilizado material.

2.3.  Inmovilizado intangible

Solamente serán amortizables los elementos del inmovilizado intangible (antes denominado inmaterial) que sean depreciables y figuren contabilizados como tales, y siempre que no tengan una vida útil indefinida al no existir un límite previsible del período durante el cual se espera generen flujos netos de efectivo para la empresa.

Con el TRLIS, se consideran amortizables habiendo sido adquiridos en forma onerosa y por personas que no formen parte de un grupo de empresas, sin perjuicio de que el fondo de comercio y las marcas ya no se amortizan.

Al desaparecer con los PPGGCC los subgrupos 20. Gastos de establecimiento y 27. Gastos a distribuir en varios ejercicios, por no encajar con la definición de activos del Marco Conceptual -1ª parte de ambos planes contables(-,) tampoco se produce la amortización de los mismos.

2.4.  Activos no corrientes mantenidos para la venta

PGC

Cuando un activo del inmovilizado material se clasifica, de acuerdo a la NRV 7ª, como mantenido para la venta porque su valor se recuperará fundamentalmente a través de su venta, en lugar de por su uso continuado, debiendo estar disponible para la venta inmediata y ser su venta altamente probable por estar comprometida la empresa por un plan para vender el activo, negociarse a un precio adecuado y en relación con su valor razonable y esperarse completar la venta dentro del año siguiente a su clasificación como activo mantenido para la venta, el activo no deberá ser objeto de amortización, aunque si de corrección valorativa.

Se trata de bienes que se reconocen contablemente en el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta en la cuenta 580. Inmovilizado, y que a pesar de tratarse de un activo no corriente se presentan en el balance dentro del apartado B) Activo corriente.

PGC/PYMES

Este plan contable no recoge la categoría de activos no corrientes mantenidos para la venta y a pesar de la norma que establece que en las operaciones realizadas por las PYMES no recogidas en su Plan contable específico se aplicarán las normas del PGC, en este caso hace una excepción al señalar que en los activos no corrientes mantenidos para la venta las PYMES no aplicarán, nunca, las normas del PGC relativas a esos bienes, luego, podrán amortizarlos.

3.  CONTABILIZACIÓN DE LA AMORTIZACIÓN

La contabilización de las amortizaciones se produce así:

A) Inmovilizado material. Las dotaciones anuales se recogerán en cuenta distinta de en la que se reflejen los bienes, debiendo lucir el saldo acumulado en la cuenta 281. Se asientan así:
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Los nuevos planes contables desarrollan las siguientes cuentas de pasivo, que coinciden con las que recogía el PGC de 1990:

2811. Amortización acumulada de construcciones

2812. Amortización acumulada de instalaciones técnicas

2813. Amortización acumulada de maquinaria

2814. Amortización acumulada de utillaje

2815. Amortización acumulada de otras instalaciones

2816. Amortización acumulada de mobiliario

2817. Amortización acumulada de equipos para procesos de información

2818. Amortización acumulada de elementos de transporte

2819. Amortización acumulada de otro inmovilizado material

B) Inmovilizado intangible. Las dotaciones anuales se reflejarán en la cuenta 680, recogiéndose el saldo acumulado en la cuenta 280.

Está previsto el siguiente asiento:
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Así como las siguientes cuentas de 4 cifras (con los nuevos planes contables ya no se puede hablar de subcuentas):

2800. Amortización acumulada de investigación

2801. Amortización acumulada de desarrollo

2802. Amortización acumulada de concesiones administrativas

2803. Amortización acumulada de propiedad industrial

2805. Amortización acumulada de derechos de traspaso

2806. Amortización acumulada de aplicaciones informáticas

Tanto el PGC como el PGC/PYMES dedican al inmovilizado intangible la norma 5ª de las de registro y valoración, teniendo el mismo texto en ambos planes contables. Igual ocurre con la norma 6ª, que contiene los criterios particulares en cuanto a los distintos inmovilizados intangibles, salvo en materia del fondo de comercio que es tratado ampliamente en el PGC de 2007 al que dedica la cuenta 204, mientras que no está recogido por el PGC/PYMES que no le dedica cuenta alguna.

Con el PGC ha desaparecido la cuenta que recogía la amortización acumulada del fondo de comercio, porque éste ya no es objeto de amortización, sin perjuicio de las correcciones por deterioro. El PGC/PYMES, con mayor razón, no recoge la amortización del fondo de comercio, pues en el activo ni siquiera habla del mismo.

C) Inversiones inmobiliarias. Se asientan así las amortizaciones:



	

	682
	AMORTIZACIÓN DE INVERSIONES INMOBILIARIAS
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE LAS INVERSIONES INMOBILIARIAS
	282
	





No existe desglose de mayor número de cuentas.

Para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, los planes contables no contienen la cuenta 217. Derechos sobre bienes en régimen de arrendamiento financiero ni la de amortización acumulada correspondiente a los derechos sobre arrendamiento financiero, porque los leasing se activan de acuerdo con la naturaleza del bien de que se trate (en el inmovilizado material, en el intangible o en las inversiones inmobiliarias) por lo que no precisan de una cuenta específica para recoger la amortización acumulada.

Al no activarse con la normativa contable los gastos de establecimiento, compuestos por los de constitución, ampliación y establecimiento propiamente dicho, por entender no se trata de un verdadero activo, tampoco existen a partir de 2008 cuentas para reflejar la dotación de un activo que no es reconocido contablemente.

La presentación en el balance de las cuentas anuales de las amortizaciones acumuladas en los PPGGCC no se parece a la del Plan Contable de 1990, en éste a pesar de tratarse de una cuenta de pasivo se presentaban debajo del inmovilizado restando su importe, en cambio ahora, tanto en el balance normal como en el abreviado, se pone el importe del inmovilizado restado ya el montante de las amortizaciones acumuladas, lo que en algunos casos de inmovilizado muy antiguo hace que aparezcan cifras ridículas, máxime en el caso de inmuebles que no se han revalorizado legalmente.

4.  ¿CUÁNDO ES GASTO FISCAL UNA AMORTIZACIÓN EN EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES?

- Para la consideración como partida deducible de las amortizaciones, se tendrán en cuenta las siguientes reglas recogidas en el artículo 11 del TRLIS -que ha sido objeto de nueva redacción por la Ley 16/2007, de 4 de julio- y sobre todo en los artículos 1 al 5 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, que ha sufrido alguna modificación en sus artículos 1, 4 y 5 por el Real Decreto 1793/2008, de 3 de noviembre, con efectos de los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2008, fundamentalmente para incorporar el concepto de inversiones inmobiliarias y redenominar al inmovilizado inmaterial como intangible, siguiendo el criterio del TRLIS, así como alguna otra modificación que comentaremos al tratar de la materia a que le afecta.

1º.- Es preciso que se hallen contabilizadas, de acuerdo al criterio de registro, salvo que la propia ley las exceptúe de tal requisito como ocurre en la libertad de amortización.

La SG de Impuestos sobre las Personas Jurídicas, el 14 de agosto de 2003, afirmó que no es posible que la amortización del inmovilizado material practicada contablemente de forma correcta quede sin efecto en la determinación de la base imponible del IS, mediante un ajuste extracontable que la LIS no prevé.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de noviembre de 2008, a propósito de una empresa que había contabilizado como gasto el coste del "desvío del tendido eléctrico que alimentaba la nueva fábrica" y del que la Inspección entendió era "mayor coste de inversión", da la razón a la Inspección en este punto, señalando que debió haberse contabilizado como un activo y no como un gasto del ejercicio. Sin embargo, estima parcialmente el recurso de la empresa al entender que, aunque se haya contabilizado erróneamente, los efectos no pueden ser tan gravosos como para que no pueda aceptarse la amortización de ese activo, contabilizada y justificada documentalmente, aunque erróneamente registrada, por lo que, como ya se afirmó en la Sentencia del mismo tribunal de 11 de diciembre de 2007 "las eventuales consecuencias que esos incumplimientos formales pueden desplegar en el campo sancionador, no pueden llegar al extremo de privar del carácter de gasto a aquellas partidas que desde el plano real efectivamente consta que son tales", quedando así anulada la resolución recurrida en cuanto a la improcedencia de la amortización.

2º.- Será amortizable el precio de adquisición o coste de producción, excluido, en su caso, el valor residual (2) . Cuando se trate de edificaciones, no será amortizable la parte del precio de adquisición correspondiente al valor del suelo, "excluidos en su caso, los costes de rehabilitación" ha añadido al apartado 2 del artículo 1 del RIS el RD 1793/2008. Cuando no se conozca el valor del suelo se calculará prorrateando el precio de adquisición entre los valores catastrales del suelo y de la construcción en el año de la adquisición. No obstante, el sujeto pasivo podrá utilizar un criterio de distribución diferente, cuando se pruebe que se fundamenta en el valor normal de mercado del suelo y de la construcción en el año de adquisición.

La DGT, el 17 de febrero de 2005, respondiendo a una consulta sobre qué proporción habría que conceder al valor del suelo de un inmueble cuando no existan valores catastrales en el año de adquisición, señaló que se establecerán provisionalmente hasta que una vez fijados los valores catastrales por el órgano competente, resulte posible conocer los que debieron aplicarse y proceder, en consecuencia, a "rectificar sus autoliquidaciones". Nos parece excesivo este criterio, teniendo en cuenta que, al fin y al cabo, no se habría producido, en el peor de los casos, más que una discutible anticipación del gasto que en definitiva se acabará generando vía dotación a la amortización.

La Sentencia de la Audiencia Nacional de 18 de diciembre de 2007, en base a que la normativa del Impuesto sobre Sociedades dispone que la amortización de los inmuebles sólo se practica sobre el valor de la construcción con exclusión del valor del suelo, tomando como base la proporción de los valores catastrales de ambos, entiende que los valores catastrales son los del año de la adquisición del inmueble, por lo que, si no existiesen de dicho ejercicio la Inspección de Tributos no puede aplicar los valores catastrales de ejercicios posteriores al de adquisición comunicados por la Gerencia Territorial del Catastro.

3º.- Los elementos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias empezarán a amortizarse desde su puesta en condiciones de funcionamiento. La Resolución del ICAC de 30 de julio de 1991 entiende que el activo está en condiciones de funcionamiento desde que el inmovilizado puede producir ingresos con regularidad, una vez concluidos los períodos de prueba. En parecido sentido se había manifestado la DGT el 25 de noviembre de 1985, cuando estimaba precisa la generación de ingresos por la inversión y que ésta hubiera alcanzado su plena capacidad productiva, lo que no significa que el elemento deba funcionar de forma continuada a plena capacidad, ya que la producción de la empresa está condicionada por múltiples factores como, nivel de demanda, nivel de stocks, etc. La autorización administrativa de puesta en marcha, por sí sola, no presupone la "entrada en funcionamiento".

El Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia, en sentencia de 16 de abril de 2003, considera que aunque una nave industrial "figuraba en la contabilidad de la empresa como obra en curso" y por tanto la compañía, en principio, no podía deducirse el importe de la amortización practicada, ello se debió a un error contable por no efectuar el traspaso de obra en curso a inmovilizado, lo que no puede impedir la deducibilidad de la amortización.

Ejemplo:

La sociedad A importa de Brasil una máquina para el aserrado de la madera, habiendo satisfecho al proveedor la cantidad de 780.000 €.

IVA de la importación 163.800 €.

Al entrar la máquina en territorio español el 1 de octubre del actual ejercicio, se han satisfecho unos derechos arancelarios de 46.800 €, así como un IVA al 21% (RDL 20/2012, de 13 de julio).

La instalación de la máquina dura dos meses, pagándose por ello 23.102 €.

La sociedad A contabiliza así:



	

	

	1 octubre
	

	




	780.000,00
	213
	MAQUINARIA
	

	

	




	163.800,00
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	

	

	




	46.800,00
	631
	OTROS TRIBUTOS
	

	

	




	9.828,00
	472
	HP, IVA SOPORTADO
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	1 diciembre
	

	




	23.102,00
	622
	REPARACIONES Y CONSERVACIÓN
	

	

	




	4.851,42
	472
	HP, IVA SOPORTADO
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	572
	27.953,42




Al cierre del ejercicio, la sociedad A contabiliza así la amortización de la máquina.
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	(780.000 x 10%) : 12 x 3 meses
	

	





Ni uno solo de los tres asientos contables está bien hecho. Veámoslo:

Los derechos arancelarios por importe de 46.800 € son mayor valor de la maquinaria y en cambio han sido contabilizados como gasto del ejercicio. Lo mismo podríamos decir de los 23.102 € de la instalación, que debían haber sido activados como mayor valor de la maquinaria importada.

Como consecuencia de ello, la dotación a la amortización ha sido realizada sobre una cifra inferior a la procedente teniendo en cuenta la falta de activación de gastos. Además, la sociedad A ha comenzado a amortizar la máquina desde el momento de su entrada en la fábrica, sin haber entrado en funcionamiento, por lo que ha habido un exceso de amortización por este concepto.

Procede efectuar ajuste contable activando los gastos de aduanas y los de instalación, y sobre el nuevo valor de la máquina realizar las amortizaciones del año únicamente desde que entró en funcionamiento. Si no fuese posible el ajuste contable por estar cerrada la contabilidad al apreciarse el error, podría realizarse:



	
Ajuste extracontable positivo por

(46.800 + 23.102)


	69.902 €



	
Ajuste extracontable positivo por

(780.000 x 10%) : 12 x 2 meses


	13.000 €




Pero no lo recomendamos, porque entonces quedaría para siempre mal contabilizado el importe del valor de la máquina.

4º.- Los elementos del inmovilizado intangible, cuando sea procedente su amortización, empezarán a amortizarse desde el momento en que estén en condiciones de producir ingresos.

5º.- Cuando un elemento del inmovilizado material entre en funcionamiento dentro del período impositivo, la amortización se referirá a la parte proporcional del período durante el cual ha estado en funcionamiento. Análogo criterio se utilizará en el cómputo de la amortización del inmovilizado intangible. El inmovilizado en curso, es decir aquel que no está terminado, no puede ser objeto de amortización.

Con el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades del ejercicio 1982 -ya derogado- que señalaba que eran susceptibles de amortización los elementos del inmovilizado material que se deprecien necesariamente "por el simple paso del tiempo", la amortización de los bienes en periodos de inactividad era posible, sin embargo con el RIS del ejercicio 1997 y con el actual de 2004 es menos factible a no ser que la compañía demuestre en caso de inspección que la dotación a la amortización estaba justificada, lo cual siempre es muy complicado. Sin embargo, el TEAC, en su Resolución de 21 de junio de 2000, consideró, que en los bienes del inmovilizado material de la empresa temporalmente inactivos, conviene, como consecuencia de principio de "continuidad de las amortizaciones", mantener la dotación en los mismos términos en que se venía realizando, teniendo en cuenta que los activos se deprecian con independencia de que se utilicen o no en la obtención de rendimiento.

6º.- En ningún caso la suma de las amortizaciones efectuadas podrá exceder del valor por el que figure contabilizado el bien que se amortiza; más aún, la amortización del valor residual no es gasto deducible fiscalmente.

7º.- La amortización que supere a la admitida fiscalmente se considerará no deducible a efectos de la determinación de la base imponible.

8º.- Cada elemento del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias deberá amortizarse dentro del período de su vida útil, entendiéndose por tal el período en que, según el método de amortización adoptado, debe quedar totalmente cubierto su valor, excluido el valor residual (3) .

Tratándose de elementos patrimoniales del inmovilizado intangible, su vida útil, según el RIS, será el período durante el cual se espera razonablemente que produzcan ingresos.

La Dirección General de Tributos contestó el 22 de agosto de 2003 que la duración de la amortización debe coincidir con la vida útil de los elementos del inmovilizado material, pero ello no supone el que pueda eliminarse del balance el elemento, porque la baja en el patrimonio de la empresa será efectiva cuando se produzca su venta, expropiación o entrega para desguace, todo lo cual deberá acreditarse por cualquier medio de prueba admitido en derecho.

9º.- La amortización se practicará elemento por elemento. Para ello es preciso llevar una ficha contable, normalmente por ordenador o extracontable, por cada elemento del inmovilizado.

Además, se amortizará de forma independiente cada parte de un elemento del inmovilizado material que tenga un coste significativo en relación con el coste total del elemento y una vida útil distinta del resto del elemento, lo que exige conocer el coste individualizado de esa parte del inmovilizado, lo cual no será fácil. Parece una complejidad excesiva y engorrosa aunque la hayan introducido los PPGGCC, siguiendo los criterios de las NIC adoptadas por la UE.

Ya el TEAC en Resolución de 23 de junio de 1992, señaló que para poder demostrarse la efectividad de la depreciación era totalmente necesario que cada amortización se asignase especialmente al objeto o elemento del activo que se amortiza, debiéndose conocer la parte de amortización correspondiente a cada bien.

La Sentencia de la Audiencia Nacional de 13 de octubre de 2000, a propósito de un caso en el que la sociedad en los libros oficiales efectuaba una anotación única y global por la dotación a la amortización del inmovilizado sin existir una contabilidad auxiliar o fichas de amortización en las que se recogiese la amortización de los elementos de la empresa, declara que no son deducibles las amortizaciones registradas en un único asiento contable para la totalidad de la depreciación del inmovilizado de la empresa al no existir mayor desglose. La misma opinión había mantenido la Audiencia Nacional el 21 de febrero de 1989.

Sin embargo, cuando se trate de elementos patrimoniales de naturaleza análoga o sometidos a un similar grado de utilización, la amortización podrá practicarse sobre el conjunto de ellos, siempre que en todo momento pueda conocerse la parte de la amortización acumulada correspondiente a cada elemento patrimonial.

Igualmente, las instalaciones técnicas podrán constituir un único elemento susceptible de amortización, considerándose tales las unidades complejas de uso especializado en el proceso productivo que comprenden edificaciones, maquinaria, material, piezas o elementos, incluidos los sistemas informáticos que, aún siendo separables por su naturaleza, están ligados de forma definitiva para su funcionamiento y sometidos al mismo ritmo de amortización, así como los repuestos o recambios válidos exclusivamente para estas instalaciones. El problema en este caso es elegir adecuadamente el tipo de amortización de acuerdo al período de vida útil del conjunto de la instalación.

10º.- Para un mismo elemento patrimonial no podrán aplicarse ni simultánea ni sucesivamente, distintos métodos de amortización. No obstante, de acuerdo con el artículo 1.6. del RIS, en casos excepcionales, indicándolo y justificándolo en la memoria de las cuentas anuales, podrá aplicarse un método de amortización distinto del que se venía aplicando. En consecuencia, el sujeto pasivo viene obligado a aplicar el sistema adoptado para cada elemento desde el momento de su puesta en funcionamiento hasta su amortización total, enajenación o pérdida. Este principio de continuidad del método de amortización elegido no se quiebra ni en los supuestos de fusión, escisión total o parcial y aportación, en los que deberá proseguirse para cada elemento patrimonial adquirido el método de amortización que se le practicaba, excepto si el sujeto pasivo prefiere aplicar a los mismos su propio método de amortización, en cuyo caso deberá formular un plan de amortización a la Administración tributaria.

11º.- Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras de los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias (4)  se incorporen a dicho inmovilizado, el importe de las mismas se amortizará durante los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de aquellos elementos patrimoniales, imputándose a cada período impositivo el resultado de aplicar al importe de las renovaciones, ampliaciones o mejoras el coeficiente resultante de dividir la amortización contabilizada en cada período del elemento patrimonial (en la medida en que se corresponda con la depreciación efectiva) entre el valor contable que el elemento patrimonial tenía al inicio del período en que se realizaron las operaciones de renovación, ampliación o mejora, mientras que los elementos patrimoniales continuarán amortizándose según el método que se venía aplicando con anterioridad.

Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras determinen un alargamiento de la vida útil estimada del activo, dicho alargamiento deberá tenerse en cuenta a los efectos de la amortización del elemento patrimonial y del importe de la renovación, ampliación o mejora.

12º.- A las revalorizaciones contables realizadas en virtud de normas legales o reglamentarias que obliguen a incluir su importe en el resultado contable se les aplicará la regla de las renovaciones, ampliaciones o mejoras.

Hasta hace no muchos años era frecuente encontrar sociedades que, en los años con pérdidas en su balance no efectuaban dotación a la amortización, para no agravar los resultados. Se trata de un criterio a desechar, pues supone distorsionar totalmente la imagen fiel del patrimonio que las cuentas anuales están obligadas a reflejar.

Teniendo en cuenta que la normativa contable no permite revalorizaciones a "valor razonable" en los bienes del inmovilizado material, ni en los del intangible ni en las inversiones inmobiliarias, no hay posibilidad de hablar de la forma de realizar amortizaciones por las revalorizaciones a valor razonable de dichos elementos (5) .

13º.- En los supuestos de fusión, escisión, total y parcial, y aportación, deberá proseguirse para cada elemento patrimonial adquirido el método de amortización a que estaba sujeto, excepto si el sujeto pasivo prefiere aplicar a los mismos, su propio método de amortización para lo cual deberá formular un plan de amortización en los términos previstos en el artículo 5 del RIS, que estudiamos en el apartado 5.3 de este capítulo.

5.  MÉTODOS DE AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL

Ni el PGC ni el PGC/PYMES, establecen sistemas de amortización, únicamente señalan que se deducirán las amortizaciones practicadas, las cuales habrán de establecerse sistemáticamente en función de la vida útil de los bienes, atendiendo a la depreciación que normalmente sufran por su funcionamiento, uso y disfrute.

La Resolución de ICAC de fecha 30 de junio de 1991, señala que se podrán utilizar aquellos métodos de amortización que de acuerdo a un criterio técnico-económico distribuyan los costes de amortización a lo largo de su vida útil.

El artículo 11 del TRLIS, declara deducibles las cantidades amortizadas que "correspondan a la depreciación efectiva que sufran los distintos elementos por funcionamiento, uso, disfrute u obsolescencia" y establece como métodos de amortización, en los que en todos ellos considera que la depreciación es efectiva, cuando:


	
a) Sea el resultado de aplicar los coeficientes de amortización lineal establecidos en las tablas de amortización oficialmente aprobadas. El anterior Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, Real Decreto 537/1997, aprobó, como Anexo, la Tabla de amortización que prácticamente no difería de las vigentes desde el año 1993. El RIS aprobado por el RD 1777/2004, de 30 de julio, mantiene la misma Tabla de coeficientes de amortización. 

	
b) Sea el resultado de aplicar un porcentaje constante sobre el valor pendiente de amortización. 

	
c) Sea el resultado de aplicar el método de los números dígitos. 

	
d) Se ajuste a un plan formulado por el sujeto pasivo y aceptado por la Administración tributaria. 

	
e) El sujeto pasivo justifique el importe de la depreciación. 



5.1.  Amortización según tablas

5.1.1.  Criterios generales

Cuando el sujeto pasivo no hubiera optado por la aplicación de otro método, la dotación de las amortizaciones se ajustará a la aplicación de coeficientes de amortización lineal, que en ningún caso podrán superar los máximos fijados en las tablas de amortización oficialmente aprobadas sin que se establezca ningún mínimo, pero debiendo amortizarse el bien en el período máximo establecido.

El artículo 11 del TRLIS, considera que la depreciación es efectiva cuando sea el resultado de aplicar los coeficientes de amortización lineal establecidos en las tablas de amortización oficialmente aprobadas.

El RIS, en su artículo 2, con mayor precisión, establece que la depreciación se entenderá efectiva cuando sea el resultado de aplicar al precio de adquisición o coste de producción del elemento patrimonial del inmovilizado alguno de los siguientes coeficientes:

a) El coeficiente de amortización lineal máximo establecido en las tablas de amortización oficialmente aprobadas.

b) El coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización establecido en las tablas de amortización oficialmente aprobadas.

c) Cualquier otro coeficiente de amortización lineal comprendido entre los dos anteriormente señalados.

En el caso de que la amortización contable difiera de unos ejercicios a otros, por variar la compañía los coeficientes de amortización dentro de los señalados en las tablas del RIS, pero su importe resulte de aplicar cualquiera de los coeficientes correspondientes entre los de las tablas oficialmente aprobadas, dicha amortización será fiscalmente deducible.

El RIS en su artículo 2.1. señala que -a los efectos de aplicar lo previsto en el apartado 3 del artículo 19 del TRLIS- cuando un elemento patrimonial se hubiese amortizado contablemente en algún período impositivo por un importe inferior al resultante de aplicar el coeficiente de amortización que se deriva del período máximo de amortización, se entenderá que el exceso de las amortizaciones contabilizadas en posteriores períodos impositivos respecto de la cantidad resultante de la aplicación del coeficiente lineal máximo, corresponde al período impositivo citado en primer lugar, hasta el límite de la referida cantidad (6) .

Como sabemos, el artículo 19.3 del TRLIS permite que un gasto contabilizado en un ejercicio posterior al de su devengo sea gasto fiscalmente deducible en el período de su contabilización siempre que de ello no se derive una tributación inferior a la que hubiera resultado en su día (7) .

De la interpretación conjunta de ambas normas llegamos a la conclusión de que si una sociedad en un ejercicio hubiera amortizado una cantidad inferior a la resultante de aplicar el coeficiente mínimo de amortización, y en un ejercicio posterior contabiliza una cantidad por amortización mayor a la resultante de aplicar el coeficiente máximo, ese exceso puede ser considerado también fiscalmente deducible si corresponde el exceso a la menor amortización que se hizo en el ejercicio o ejercicios anteriores.

La redacción del RIS en este punto es tan confusa que algunos tributaristas no comparten la opinión expuesta y llegan a la conclusión de que pueden existir problemas de imputación temporal, sin embargo, la DGT, el 4 de octubre de 1999, en respuesta a una consulta, coincidiendo con nuestra interpretación, razona así: "en aquellos casos en los que el sujeto pasivo hubiese amortizado contablemente en algún período impositivo por un importe inferior al resultante de aplicar el coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización establecido en tablas y que posteriormente decida contabilizar en períodos impositivos posteriores, se entenderá que el exceso de las amortizaciones contabilizadas respecto de la cantidad resultante de la aplicación del coeficiente de amortización lineal máximo establecido en tablas, que constituirá la depreciación efectiva del período impositivo, corresponde a los períodos impositivos anteriores, hasta el límite de la cantidad resultante de la aplicación del coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización y que en virtud del artículo 19.3 de la Ley del IS se imputarán temporalmente al período impositivo en que se haya realizado la imputación contable."

Para que no quede ninguna duda de que el supuesto amparado es el descrito y no otros, continúa la DGT: " Por el contrario, y de acuerdo con los hechos planteados, cuando el sujeto pasivo opte por la aplicación del método de amortización según tablas de amortización oficialmente aprobados y utilice un coeficiente de amortización lineal comprendido entre el coeficiente máximo y el coeficiente lineal que se deriva del período máximo de amortización, el así determinado será su depreciación efectiva, a efectos fiscales, y que constituirá el gasto fiscal computable en dicho ejercicio. Si con posterioridad, el sujeto pasivo decide contabilizar en un período impositivo posterior la diferencia entre el importe de aplicar el coeficiente máximo de amortización y el importe efectivamente contabilizado en ejercicios pasados, el mismo no tendrá el carácter de gasto fiscalmente deducible del período impositivo en que se contabilice, ni tampoco de los anteriores, en la medida en que la depreciación efectiva de tales ejercicios fue la resultante de aplicar el coeficiente lineal elegido por el sujeto pasivo comprendido entre el coeficiente máximo y el derivado del período de amortización máxima."

Ejemplo:

La sociedad A adquiere por 60.100 € un ascensor que queda instalado el día 2 de enero de 2008, siendo su periodo máximo de amortización de 20 años y su coeficiente máximo del 10%.

Amortización "mínima": 60.100 : 20 = 3.005 €.



	Ejercicio
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012



	Dot. Amortiz.
	1.202
	1.202
	6.010
	7.813
	9.616




Las amortizaciones practicadas en 2008 y 2009 son inferiores a las que corresponderían teniendo en cuenta el periodo máximo de años en que debe estar amortizado el bien.

La dotación a la amortización de 2010 corresponde a la aplicación del coeficiente máximo.

La amortización de 2011 supone una dotación superior en 1.803 € a la resultante del coeficiente máximo, pero en virtud de lo establecido en el artículo 2.1 del RIS y del artículo 19.3 del TRLIS la dotación es correcta dado que supone la contabilización de un gasto con posterioridad a su devengo (año 2008 y por los 1.803 € no dotados hasta el coeficiente mínimo) y sin causar perjuicio a la Hacienda Pública.

La dotación efectuada en 2012, está excedida en 3.606 € sobre la aplicación del coeficiente máximo y puesto que en 2009 se dejaron de dotar 1.803 € por debajo del coeficiente "mínimo" sólo sería gasto fiscalmente deducible hasta dicho importe, no teniendo tal carácter los 1.803 € de exceso.

El 14 de agosto de 2003, la DGT, en respuesta a una consulta, afirmó que si la empresa hubiera optado por el método de amortización según tablas del RIS y amortizado contablemente un elemento en algún periodo impositivo por un importe inferior al resultante de aplicar el coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización, es decir, que no hubiera respetado el "coeficiente mínimo de amortización", la empresa si en años posteriores contabiliza amortizaciones por encima del coeficiente máximo, el exceso será deducible hasta el límite que en años anteriores hubiera podido practicar de amortización mínima.

No debemos olvidar, sin embargo, que la deducibilidad como gasto fiscal de la amortización contabilizada en un año posterior a su devengo está condicionada a que no produzca una tributación inferior a la que hubiera resultado en su día, lo que puede producirse en el caso de que una sociedad tenga bases imponibles pendientes de compensación o deducciones pendientes que se perderían si se efectuase la amortización mínima por lo que se decide no amortizar o hacerlo por debajo de la amortización mínima.

En el método de amortización según tablas de amortización oficialmente aprobadas por el RIS, la vida útil no podrá exceder del período máximo de amortización establecido en las mismas.

Como todos los gastos, las amortizaciones deben estar contabilizadas para que sean deducibles, salvo los supuestos especialmente contemplados por la legislación fiscal como la libertad de amortización y las amortizaciones aceleradas o reforzadas.

La Tabla de coeficientes de amortización que aparece como anexo del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el RD 1777/2004, ajusta su estructura a la clasificación de los diversos sectores económicos del IAE, agrupándolos en 10 divisiones, y éstas en agrupaciones y a su vez éstas en grupos, asignando a los diferentes elementos amortizables un coeficiente máximo de amortización anual y un período máximo de amortización anual. (8) 

Para fijar cuál es la amortización que corresponde a un elemento concreto, se procederá así:

1º.- Ver, dentro de cada grupo, y en su defecto, en la agrupación de actividad, los coeficientes lineales fijados en el mismo para el elemento de que se trate.

2º.- Los elementos calificados como "elementos comunes" -a todos los grupos- se amortizarán de acuerdo con los coeficientes lineales establecidos para los mismos, salvo que figuren específicamente en su correspondiente grupo o, en caso de no existir éste, agrupación de actividad, en cuyo caso se aplicarán los de dicho grupo o agrupación.

3º.- Cuando un elemento amortizable no tuviese fijado específicamente para el mismo un coeficiente lineal de amortización dentro de su grupo (o, en caso de no existir éste, agrupación) -sin que pueda ser calificado entre los "elementos comunes"- se aplicará el coeficiente lineal de las tablas correspondiente al elemento que más se le asimile. En su defecto el coeficiente lineal máximo de amortización aplicable será del 10 por 100 y el período máximo de veinte años.

Como puede apreciarse, las tablas tienen:



	Coeficiente lineal máximo %
	Período máximo años



	Siendo el fijado en este apartado la mayor amortización anual que puede practicarse para cada elemento del inmovilizado.
	Constituye el tiempo máximo de vida útil, dentro del cual se puede amortizar.




La empresa puede elegir libremente la dotación de la amortización siempre que se encuentre entre el coeficiente máximo y el período de vida útil, pudiendo, asimismo, variarlo cada ejercicio, no siendo necesaria, según criterio expresado por la DGT el 21 de septiembre de 1990, la autorización administrativa previa. La DGT ha ratificado esta opinión el 26 de marzo de 2001 en respuesta a consulta vinculante, al afirmar que los coeficientes de amortización podrán variarse de un ejercicio a otro, siempre y cuando los mismos se encuentren entre el coeficiente máximo y el que se deriva del período máximo de amortización.

A nuestro juicio, los avances tecnológicos son tan rápidos que conviene siempre amortizar por el coeficiente máximo, con lo que no tendremos que preocuparnos del cálculo de la fórmula del período máximo de años en que podemos amortizar, pues no agotaremos nunca el número de años en los que podemos practicarla.

Con posterioridad al RD 537/1997, dos Reales Decretos han aprobado nuevos coeficientes de amortización para algunos elementos:

El Real Decreto 215/1999, de 5 de febrero, aprobó los coeficientes de amortización para los árboles y el ganado, cubriendo una laguna legal evidente.

El Real Decreto 2472/2000, de 29 de diciembre, con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 de enero de 2000, incorporó a la Tabla de amortización del RIS una nueva agrupación -la 95- aplicable a las entidades que presten servicios portuarios, que contempla los porcentajes máximos y el período máximo de amortización de sus elementos patrimoniales.

La Tabla de coeficientes de amortización vigente constituye un anexo del RIS (RD 1777/2004) y se recoge al finalizar este capítulo.

Se considera, de acuerdo con el artículo 11 del TRLIS, que las dotaciones a la amortización según tablas cumplen siempre el requisito de que la depreciación sea efectiva. Si la dotación supera los coeficientes máximos de las tablas, se produce mayor base imponible por el Impuesto sobre Sociedades, salvo que se pruebe una depreciación efectiva superior y que además haya sido contabilizada. Lo que no puede hacerse es no contabilizar la depreciación por tablas y luego practicar un ajuste extracontable como diferencia temporaria imponible disminuyendo el resultado contable para hallar la base imponible porque faltaría el requisito de la contabilización del exceso para tener carácter de gasto fiscalmente deducible, salvo que exista una disposición fiscal que lo autorice expresamente, como hace el TRLIS cuando trata de la libertad de amortización y de las amortizaciones aceleradas para las empresas de reducida dimensión en las que no exige la contabilización del exceso sobre tablas para su consideración como gasto deducible.

Ejemplo:

La sociedad A adquiere en el ejercicio actual unos moldes para la fabricación de una colección de calzado por importe de 280.360 €.

A pesar de que la amortización lineal máxima no permite amortizar los moldes más del 25% anual, la sociedad, por entender que se tata de unos moldes para unos zapatos de moda que no tendrán vida más que durante una temporada decide amortizarlos en un año aunque no realiza ningún estudio para justificar la depreciación efectiva.

Procede efectuar un ajuste extracontable positivo diferencia temporaria deducible el primer ejercicio por la diferencia entre 280.360 € amortizados contablemente en el año de adquisición y la dotación procedente que era sólo de 70.090 € (280.360 x 25%).

Asiento contable a efectuar el primer año por el efecto impositivo del ajuste positivo:



	63.081,00
	4740
	ACTIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	

	

	




	

	

	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	63.081,00



	

	

	210.270 x 30% tipo general de gravamen
	

	





En los tres ejercicios siguientes procederá un ajuste extracontable negativo.

Veámoslo:



	Ejercicio
	Dotación amortización
	Ajuste positivo
	Ajuste negativo




	n
	280.360
	210.270
	




	n + 1
	

	

	70.090



	n + 2
	

	

	70.090



	n + 3
	

	

	70.090





Asiento por el ajuste negativo (3 años consecutivos)



	21.027,00
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	

	

	




	

	

	a
	ACTIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	4740
	21.027,00



	

	

	70.090 x 30% tipo general de gravamen
	

	





La DGT, en consulta resuelta el 12 de junio de 2003, a propósito de un acta levantada por la Inspección por entender que las amortizaciones practicadas por una empresa eran excesivas en relación a los coeficientes máximos señalados en la Tabla del RIS, afirma que "... el exceso de gasto contable sobre el fiscal correspondiente a las amortizaciones practicadas, será deducible en aquellos períodos impositivos que correspondan, de acuerdo con el criterio de imputación derivado del método de amortización de tablas, para lo cual deberá realizarse al resultado contable la corrección negativa que corresponda una vez que contablemente esté completamente amortizado el elemento", es decir los "excesos de amortización deben imputarse fiscalmente en ejercicios futuros, dentro del período de vida útil del elemento".

Los ajustes extracontables al resultado del ejercicio para hallar la base imponible del IS se estudian en el capítulo XXVIII.

Dentro de la amortización según tablas, conviene hacer mención de las amortizaciones especiales que se estudian a continuación como sub-apartados.

5.1.2.  Amortización de elementos utilizados diariamente en más de un turno normal de trabajo

De acuerdo con el RIS en su artículo 2.3, cuando un elemento patrimonial se utilice diariamente en más de un turno normal de trabajo, podrá amortizarse en función del coeficiente formado por la suma de:

a) El coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización, y

b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el coeficiente de amortización lineal máximo y el coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización, por el cociente entre las horas diarias habitualmente trabajadas y ocho horas.

Esta modalidad no será de aplicación a aquellos elementos que por su naturaleza técnica deban ser utilizados de forma continuada, entendiéndose que, en principio, los coeficientes han sido establecidos tomando en consideración que los elementos se utilizan durante un turno de trabajo, excepto que por su naturaleza técnica deban ser utilizados de forma continuada.

En consecuencia, solamente los elementos de inmovilizado que sean susceptibles de ser utilizados de forma interrumpida podrán ser amortizados por este método (DGT 1 de mayo de 2000).

Fórmula:

[image: ]

El RIS no menciona el período máximo de amortización, tal vez por entender que al resultar un coeficiente superior al normal nunca dará lugar al agotamiento del período máximo.

Tomemos el ejemplo de una máquina que de acuerdo con las tablas publicadas por el RIS, tenga un coeficiente mínimo de 5, derivado del período máximo de amortización, y un máximo de 12, con 16 horas trabajadas.

[image: ]

5 + (7 x 2) = 19 coef. máx. de amortización

Antes del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), existían unos recargos en la Licencia Fiscal del Impuesto Industrial para que las empresas, fiscalmente, pudiesen trabajar por turnos, lo que a veces dificultaba, en la práctica, que se pudiera aplicar dicha amortización; sin embargo el IAE no distingue, por lo que no existe problema salvo el mencionado anteriormente de que se trate de una actividad que habitualmente se desarrolle por turnos por las propias características de la fabricación: hornos de funcionamiento continuo, instalaciones frigoríficas, y todas aquellas que deban funcionar, necesariamente, en más de un turno normal de trabajo. Únicamente cabe resaltar que el IAE no especifica en qué actividades se ha tenido en cuenta por el Ministerio de Economía y Hacienda tal circunstancia. Creemos que por parecidas razones, y por entender que la utilización por turnos no supone una depreciación específica, tampoco es aplicable a los elementos de transporte, instalaciones de carácter comercial, mobiliario, cámaras frigoríficas, equipos o procesos informáticos.

La Dirección General de Tributos, en respuesta a una consulta efectuada en el año 1989, aclaró el 21 de febrero de dicho año, que la amortización por turnos no es aplicable a los bienes que no estén directamente afectos al proceso de fabricación, llegando a la conclusión que a los edificios, aunque sean industriales, no les es aplicable el sistema de turnos. En parecido sentido se manifestó la DGT el 25 de octubre de 1989, al entender que solamente los activos cuyo mayor tiempo de actividad supone una mayor producción podían acogerse al sistema de amortización por turnos.

La Audiencia Nacional, en sentencia de 23 de febrero de 2011, entendió que un edificio comercial (supermercado) no experimenta una depreciación efectiva -a falta de prueba que no se intentó en el proceso- por el mero hecho de que su utilización con el horario de apertura al público sea superior a la de un turno de trabajo, por lo que da la razón a la Inspección y al TEAR, que no admitieron la modalidad de amortización por turnos.

Aunque el RIS no limita a los elementos del inmovilizado material esta regla especial de la amortización de acuerdo a tablas que supone la amortización por turnos, no vemos cómo sería posible aplicarla a elementos del inmovilizado intangible.

La dotación a la amortización por turnos debe reflejarse contablemente. Ninguna norma fiscal autoriza que se asiente en contabilidad la amortización según Tablas y la diferencia que se refleje como un ajuste extracontable diferencia temporal negativa al resultado contable.

La Resolución del TEAC de 8 de septiembre de 2000, -en relación al anterior texto de la LIS pero totalmente aplicable al del actual complementado por el RIS- considera que "la admisibilidad a efectos fiscales de la aplicación de dichos coeficientes incrementados exige en todo caso que las dotaciones se hallen contabilizadas, no pudiendo deducirse la entidad las cantidades que resulten en exceso sobre las reflejadas en contabilidad, puesto que... la contabilidad constituye un requisito ineludible para la deducibilidad fiscal de las dotaciones a la amortización". Naturalmente habría que salvar los casos en que la propia Ley exceptúa la contabilización, como en las amortizaciones libres y en las aceleradas o reforzadas.

Las empresas de reducida dimensión que amorticen los bienes del inmovilizado material nuevo con arreglo a la Tabla de coeficientes de amortización del RIS multiplicada por el coeficiente 2, podrán hacerlo sobre el resultante de aplicar las normas para la amortización por turnos, dado que ambas son compatibles.

5.1.3.  Amortización de elementos usados

El TRLIS no efectúa en el sistema lineal de amortización más que una remisión a las tablas oficialmente aprobadas, en las que ni antes ni ahora se mencionaba una amortización específica para los elementos adquiridos usados, por lo que se llegó a pensar en la desaparición de esta figura; sin embargo, el RIS, en su artículo 2 apartado 4, reguló el cálculo de la amortización de los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias (9)  que se adquieran usados, es decir, que no sean puestos en condiciones de funcionamiento por primera vez, determinando que se efectuará de acuerdo con los siguientes criterios y a elección del contribuyente:

a)Sobre el precio de adquisición

El coeficiente máximo podrá ser hasta el doble del que señalan las tablas para el coeficiente de amortización lineal máximo. El RIS no menciona el período máximo de amortización para los bienes usados por lo que estimamos que regirá el establecido en la Tabla de coeficientes de amortización que como anexo contiene el Reglamento.

Ejemplo:

Una sociedad adquiere una máquina usada por 600 €



	Coeficiente máximo de amortización según tablas
	12%



	Período máximo de amortización
	17 años



	Coeficiente máximo bien usado
	12% x 2 = 24%




La cuota anual de amortización estará entre:

[image: ]

y un mínimo de 600 : 17 = 35,29 €

Se trata de un sistema sencillo y habitualmente empleado por las empresas que adquieren elementos del inmovilizado usados.

Algunas compañías en los supuestos de fusión de sociedades, bien sea por fusión propiamente dicha o por absorción, creen estar legitimadas para realizar la amortización del inmovilizado incorporado por el sistema de "amortización de elementos usados", lo cual nos parece un error pues no se trata de un verdadero supuesto de adquisición y podría dar lugar a un acta de la Inspección de Hacienda. El RIS (artículo 1.9º) ha dilucidado la cuestión al señalar que en los supuestos de fusión, escisión, total y parcial, y aportación, deberá proseguirse para cada elemento patrimonial adquirido, el método de amortización a que estaba sujeto, excepto si el sujeto pasivo prefiere aplicar a los mismos su propio método de amortización, para lo cual deberá formular a la Administración tributaria un plan especial de amortización.

b)Sobre el coste originario del primer adquirente, en el caso de conocerlo y desear aplicar este sistema.

La empresa aplicará en este caso el coeficiente de amortización lineal máximo sobre tablas y la base para la aplicación será el precio de adquisición o coste de producción originario. Naturalmente que las dotaciones a la amortización no podrán provocar que el saldo de la cuenta 281. Amortización acumulada del inmovilizado material, correspondiente al elemento usado supere el precio contabilizado de la adquisición.

Si no se conoce el precio de adquisición o coste de producción originario, el sujeto pasivo podrá determinar aquél pericialmente. Establecido dicho precio, este será la base para la aplicación del coeficiente máximo de amortización.

No creemos que este sistema sea muy utilizado por la empresas, fundamentalmente porque los transmitentes de bienes usados no suelen facilitar los valores originarios de los elementos vendidos y dado que es muy difícil imaginar que una compañía encargue un estudio pericial simplemente para fijar la base de la amortización de un elemento.

Tratándose de elementos patrimoniales usados adquiridos a entidades pertenecientes a un mismo grupo fiscal de sociedades (10)  la amortización se calculará sobre el valor originario, excepto si el precio de adquisición hubiese sido superior a aquél, en cuyo caso la amortización deducible tendrá como límite el resultado de aplicar al precio de adquisición el coeficiente de amortización lineal máximo.

No se considerarán, a los efectos de este sistema de amortización, como elementos patrimoniales usados los edificios cuya antigüedad sea inferior a diez años.

No se pueden superponer las normas de los bienes usados con las de la amortización degresiva.

Transitoriamente, dice el RIS, los elementos patrimoniales adquiridos usados, que se estuvieron amortizando con anterioridad a la entrada en vigor del TRLIS continuarán amortizándose de acuerdo con las normas vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de la citada ley.

5.1.4.  Amortización de bienes revalorizados o regularizados al amparo de leyes fiscales

A) Amortización de bienes revalorizados de acuerdo a leyes fiscales:

- De conformidad al RIS, las normas de amortización de los elementos actualizados de acuerdo con lo previsto en las leyes de regularización o actualización, continuarán siendo aplicables hasta la extinción de la vida útil de los mismos, en consecuencia para las actualizaciones realizadas al amparo de leyes fiscales anteriores a 1984:

Las amortizaciones se girarán sobre los nuevos valores netos que hayan resultado de la revalorización y a partir del ejercicio siguiente a aquél en que se hubiere efectuado dicha regularización.

Las amortizaciones no excederán del valor del bien actualizado menos las amortizaciones acumuladas actualizadas, no debiéndose modificar el período máximo de amortización que tenía el bien. (11) 

Las leyes de actualización aplicables a todo el territorio español, lo han sido en los años 1979, 1981 y 1983 (12) , por lo que en el ejercicio actual las empresas que actualizaron no tendrán ningún problema de contabilización de amortizaciones de bienes revalorizados, dado que estarán totalmente amortizados salvo que se trate de construcciones, dado su dilatado tiempo de vida útil. El objetivo fundamental de estas regularizaciones amparadas por la Ley fue incrementar el valor contable de los bienes del activo para adaptarlo más a la realidad sin que las plusvalías producidas tuviesen el carácter de base imponible en el Impuesto sobre Sociedades, permitiendo la amortización del inmovilizado por encima de su valor histórico de coste.

- El Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, de medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberalización de la actividad económica, permitió acogerse, con carácter voluntario, tal como hemos visto en el capítulo III, a la actualización de balances, que desarrolló en su artículo 5 y en relación a los elementos patrimoniales del inmovilizado material, corrigiendo la depreciación monetaria producida desde el 1 de enero de 1984, mediante una tabla de coeficientes que el Gobierno aprobó por el Real Decreto 2607/1996, de 20 de diciembre, de Normas para la Actualización de Balances y que determinó la financiación del sujeto pasivo como procedimiento de reducción del incremento del valor resultante de las operaciones de actualización.

La actualización se practicó en el primer balance cerrado a partir del día 30 de junio de 1996, y el saldo acreedor de los valores de la actualización ha debido figurar en la cuenta "Reserva de Revalorización Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio", hasta el primer balance de apertura efectuado para los períodos iniciados a partir del 1 de enero de 2008, en que esta cuenta desaparece, llevando su saldo a la cuenta 113. Reservas voluntarias.

Sin perjuicio de que el capítulo III de este libro trata de la Actualización de Balances, en relación a la amortización de los bienes actualizados al amparo del RDL 7/1996, señalaremos lo siguiente:

Para la amortización de los elementos patrimoniales actualizados se debe dividir el nuevo valor en dos partes:

a) El valor de los elementos patrimoniales anterior o previo a la actualización se amortizará, a efectos fiscales, de la manera en que se venía haciendo con anterioridad a la actualización.

b) El incremento neto de valor resultante de las operaciones de actualización se amortizará en los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de los elementos patrimoniales actualizados, siendo deducible en cada uno de dichos períodos el resultado de aplicar al incremento neto de valor el porcentaje resultante de dividir la amortización contable del elemento patrimonial practicada en cada período impositivo -en la medida en que se corresponda con la depreciación efectiva- entre el valor contable que dicho elemento patrimonial tenía con anterioridad a la realización de las operaciones de actualización, excluido, en su caso, el valor correspondiente al suelo.

Es decir, el porcentaje de amortización será igual a:
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La DGT, el 9 de febrero de 1998, en respuesta a una consulta sobre la forma de amortizar el incremento neto de valor resultante de la actualización respecto de aquellos elementos que se amortizan de forma degresiva, contesta que el procedimiento "para determinar las amortizaciones del incremento neto de valor resultante de la actualización es aplicable cualquiera que fuese el método de amortización del elemento patrimonial que ha sido objeto de actualización, de manera que si dicho método es el degresivo, éste se traslada de forma indirecta a la amortización del incremento neto de valor a través del procedimiento establecido en el mencionado Art. 11 del Real Decreto 2607/1996, de 20 de diciembre."

B) Amortización de bienes revalorizados voluntariamente

- En el caso de revalorizaciones practicadas voluntariamente en ejercicios iniciados antes de finalizar el año 1995, el nuevo valor contable, además de haberse considerado como incremento de patrimonio en la cuantía correspondiente, se amortizará con el mismo criterio que regía con anterioridad, sin que pueda incrementarse el coeficiente o el período máximo de amortización. Por tanto, al no aumentarse el período máximo de amortización ni el coeficiente máximo, en algunos casos no llegará a amortizarse la totalidad del nuevo valor revalorizado. Este criterio seguirá siendo válido para las revalorizaciones voluntarias realizadas al amparo de la legislación ya derogada.

Ejemplo:

Sociedad tiene un edificio adquirido en 1970 por 70.250 (una vez convertido su importe en euros) -excluido el valor del terreno-,


	Amortización anual practicada: (2% anual) = 1.405 €

	Amortización acumulada: 23 años x 1.405 = 32.315 €



El día 31 de diciembre de 1993, la sociedad revalorizó el edificio en 120.000 € por haber sido recalificado más favorablemente el solar donde se asienta la construcción.



	Valor revalorizado:
	190.250 €



	Amortización acumulada:
	32.315 €



	Nueva amortización anual: 2% de 190.250 =
	3.805 €




Período de amortización restante: 27 años

27 x 3.805 = 102.735 €

190.250 - (32.315 + 102.735) = 55.200 € se quedarán sin amortizar.

Hoy día, dados los términos en que se manifiesta la legislación mercantil en materia de revalorización del inmovilizado material, y con los PPGGCC que sólo recogen en determinados activos financieros la obligación de valorar al cierre del ejercicio el valor razonable pero que no autorizan las revalorizaciones de carácter voluntario que en su tiempo estuvieron amparadas por el RIS vigente hasta el año 1997, creemos que no pueden efectuarse contablemente revalorizaciones voluntarias (ver apartado 1 del capítulo XXVI). De ello se deriva que el exceso de las amortizaciones efectuadas sobre los nuevos valores, no tendrán el carácter de deducibles en el caso de revalorizaciones practicadas voluntariamente.

- La Ley del Impuesto sobre Sociedades dió un nuevo enfoque en materia de revalorizaciones voluntarias, al señalar que la revalorización no surtirá efectos fiscalmente y que las amortizaciones de la parte revalorizada no se integrarán (negativamente) en la base imponible del IS, y todo ello en base a que no permite que las revalorizaciones contables voluntarias del inmovilizado material supongan un mayor valor de los bienes revalorizados a efectos de las dotaciones a la amortización. Asimismo, el TRLIS no admite ese valor regularizado voluntariamente como valor de cálculo en el caso de una transmisión o baja del bien en el activo de la compañía.

Por tanto, si se dota una amortización sobre la parte revalorizada, la sociedad deberá practicar un ajuste extracontable permanente y positivo al resultado contable para hallar la base imponible del IS.

Como podrá apreciarse, la redacción del texto legal va dirigida a evitar que las sociedades practiquen contablemente revalorizaciones voluntarias, porque no se obtendrán de las mismas ningún beneficio, con lo que sin entrar en la polémica de si son admisibles o no con la legislación mercantil, -creemos que no lo son- va a erradicarse tal práctica revalorizativa.

Ejemplo:

La sociedad A posee un inmueble comprado en el año 1992, cuyo precio de adquisición se eleva a la cifra -convertida en euros- de 40.000 €, de los cuales corresponden al valor del suelo 10.000 € y el resto a la construcción.

En enero del ejercicio actual, la compañía decide revalorizar voluntariamente el inmueble en 100.000 €, por entender que su valor de mercado es muy superior, y comienza a practicar amortizaciones contables al 2% sobre el 75% del valor de la construcción revalorizada.

La revalorización no puede hacerse de acuerdo al PGC y debiera dar lugar a corrección contable, pero, si no se hiciese, la sociedad A deberá fiscalmente dejar la revalorización sin efecto mediante un ajuste extracontable permanente y negativo, y en cuanto a la amortización, que es el tema de este capítulo, procederá así:

Contabilización:



	2.100,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	2.100,00



	

	

	(140.000 valor revalorizado x 75% valor construcción al 2%)
	

	





Pero deberá realizar un ajuste extracontable al resultado contable por 1.500 €, correspondiente al 2% de la revalorización efectuada en la construcción (75.000 x 2%) que afectará como diferencia permanente positiva tanto a la cuota devengada como a la cuota a pagar.

5.1.5.  Amortización de bienes adquiridos mediante arrendamiento financiero

En el capítulo X de este libro se trata pormenorizadamente de la contabilización de las operaciones de "leasing", remitiéndonos al mismo en este tema de las amortizaciones de los arrendamientos financieros, sin perjuicio de recordar que el PGC y el PGC/PYMES han hecho desaparecer la cuenta 217. Derechos sobre bienes en régimen de arrendamiento financiero, debiéndose los elementos adquiridos por leasing ser objeto de contabilización de acuerdo con su naturaleza, según se trate de inmovilizado material, intangible o inversiones inmobiliarias.

5.1.6.  Amortización de las ampliaciones o mejoras y de las grandes reparaciones

Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras de los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias se incorporen a dicho inmovilizado, dice el artículo 1 apartado 7 del RIS, el importe de las mismas se amortizará durante los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de los elementos, imputándose a cada período impositivo el resultado de aplicar al importe de las renovaciones, ampliaciones o mejoras el coeficiente resultante de dividir la amortización contabilizada en cada período del elemento patrimonial (13)  entre el valor contable que éste tenía al inicio del período en que se realizaron las operaciones de renovación, ampliación o mejora, mientras que los elementos patrimoniales continuarán amortizándose según el método que se venía aplicando con anterioridad.

Los elementos patrimoniales que hayan sido objeto de las operaciones de renovación, ampliación o mejora, continuarán amortizándose según el método que se venía aplicando con anterioridad a la realización de las mismas.

Ejemplo:

La compañía A compró hace 6 años una máquina por importe de 7.212,15 €, cuya vida útil de acuerdo al período de amortización es de doce años.

Al finalizar el sexto año, se realizan unas mejoras que no alargan la vida útil de la máquina, por importe de 1.803,04 €. En ese momento la máquina tiene una amortización acumulada de 3.606,07 €.
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Dotación amortización anual de la mejora: 1.803,04 x 16,66% = 300,39 €

Únicamente cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras, determinen un alargamiento de la vida útil estimada del activo, dicho alargamiento deberá tenerse en cuenta a los efectos de la amortización del elemento patrimonial y del importe de la renovación, ampliación o mejora.

Ejemplo:

La sociedad B adquirió un depósito para almacenaje de líquidos hace cuatro años por un valor de 6.010 €. Tiene una amortización acumulada de 1.920 €. Se le estima una vida útil de 12 años. Al comienzo del quinto año se le efectúa una mejora consistente en el impermeabilizado interior para evitar problemas de filtrado y que se estima alargará su vida útil en tres años y cuya mejora ha costado 1.200 €.



	Valor adquisición
	6.010 €



	Amortización acumulada
	- 1.920 €



	Valor neto contable
	4.090 €




Base de la amortización futura: 4.090 + 1.200 = 5.290 €

Años de vida útil: 8 + 3 = 11

5.290 : 11 = 480,91 € de amortización anual

Aunque una reparación es un gasto ordinario que se contabiliza en la cuenta 622, el RIS en su apartado 4 del artículo 1 ha visto incorporar por el Real Decreto 1793/2008, de 3 de noviembre, la siguiente mención: "los costes relacionados con grandes reparaciones se amortizarán durante el período que medie hasta la gran reparación". Las grandes reparaciones ya no constituyen el objeto de una provisión con los PPGGCC, y esa debe ser la causa de esta modificación del RIS.

5.1.7.  Amortización de los repuestos para inmovilizado

De acuerdo al derogado Reglamento del Impuesto sobre Sociedades del año 1982, vigente hasta el año 1997, los repuestos para inmovilizado con ciclo de almacenamiento superior a un año podían amortizarse en igualdad de condiciones que el elemento de inmovilizado al que figurasen afectos cuando se diesen las siguientes circunstancias:

a) Que se tratase de piezas o componentes perfectamente identificables.

b) Que fuesen de aplicación exclusiva a determinados elementos de inmovilizado. En este caso, la incorporación del repuesto al elemento de inmovilizado en sustitución de otro deteriorado, determinaba la consideración como gasto de la parte pendiente de amortización del repuesto incorporado.

Aunque el TRLIS no contiene normas sobre la amortización de repuestos para el inmovilizado, no encontramos en los criterios de los PPGGCC nada que se oponga a la especialidad de este método de amortización en la forma expuesta.

El RIS trata de los repuestos y recambios en las instalaciones técnicas complejas de uso especializado en el proceso productivo sometiéndolas al mismo ritmo de amortización (artículo 2.3).

Ejemplo:

Una "galletera" para el moldeo de piezas de cerámica para la fabricación de tejas, posee unos moldes para dar forma de "teja árabe" a la arcilla, que al estar en contacto con material abrasivo, provoca que la empresa se vea obligada a tener unos moldes de repuesto para evitar las paradas de la línea de producción en el caso de desgaste de los moldes.

La "galletera", que se amortiza en 10 años, en el ejercicio 2012 tiene aún un período de vida útil de 8 años, momento en que se adquieren unos moldes para "tejas árabes" por importe de 360.000 € para tenerlos como repuestos.

Teniendo en cuenta que esos repuestos están destinados a la "galletera" a la que únicamente le quedan 8 años de vida útil y que a pesar de no estar incorporados a la máquina deben amortizarse, se decide, correctamente, amortizarlos en 8 años.

En el año 2013 se sustituyen los moldes originales -ya desgastados- que costaron 240.000 €, por los repuestos existentes.

La sociedad en 2012 habrá contabilizado así la amortización de los repuestos:
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Al incorporar, en 2013, los repuestos a la galletera la empresa llevará a pérdidas los moldes originales.



	48.000,00
	281
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	192.000,00
	671
	PÉRDIDAS PROCEDENTES DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	MAQUINARIA
	213
	240.000,00



	

	

	Por la amortización durante 2 años de los repuestos sustituidos (240.000 x 20%) y de la baja de los moldes. Se continuará amortizando los repuestos en moldes que se han incorporado a la galletera como ya se venía haciendo al 12,5%
	

	





5.1.8.  Amortización de los envases

Debemos distinguir:

a) Envases retornables. Pueden ser objeto de amortización. Lo más sensato es calcular su período de vida útil en virtud de las posibles veces que puede ser reutilizable. La Tabla del RIS recoge en varios epígrafes, con distintos coeficientes de amortización los envases retornables, como p.e. el grupo 41. Industrias de productos alimenticios concediendo un coeficiente máximo del 20 por 100 y un período máximo de 10 años de amortización.

b) Envases no retornables. No pueden amortizarse y se tratan como si fuesen una mercadería, practicándose recuento de los mismos al finalizar el ejercicio, figurando entre las existencias.

5.2.  Amortización degresiva

5.2.1.  Consideración general

A fin de aproximar la dotación por amortización fiscal a la depreciación real que se produce a consecuencia de los avances tecnológicos, el Reglamento del año 1982, derogado, del Impuesto sobre Sociedades, autorizó a los sujetos pasivos a aplicar la amortización por el sistema degresivo, en el que los primeros años son aquellos en que el porcentaje de amortización es superior, efectuándose dotaciones inferiores "degresivamente" en los ejercicios posteriores, de tal forma que este sistema es aconsejable para las empresas con beneficios de una cierta consideración y que habitualmente todos los años efectúen inversiones en inmovilizado, dado que permite diferir el pago del Impuesto sobre Sociedades.

El TRLIS, en su artículo 11 admite, sin mencionarlos como tal amortización degresiva, dos métodos de aplicación:

- Porcentaje constante sobre el valor pendiente de amortización.

- Método de los números dígitos.

En ambos métodos considera el TRLIS que la depreciación es efectiva (14) , por lo que la totalidad de la dotación a la amortización admitida fiscalmente debe efectuarse contablemente, sin necesidad de proceder a ajustes extracontables, criterio que no compartimos conceptualmente porque es difícil entender que las amortizaciones efectuadas según tablas sean efectivas y las amortizaciones degresivas también cumplan el requisito de efectividad, cuando en los primeros ejercicios son notablemente más altas. Sin embargo lo dice la ley y así tenemos que aceptarlo, más aún, lo que no se puede es amortizar contablemente según tablas y la diferencia pretender que sea gasto fiscal por medio de un ajuste y sin contabilización, porque la amortización degresiva no se encuentra entre los supuestos en los que la Ley excepciona el principio de inscripción contable.

El TRLIS no determina si los bienes que podían acogerse a estos dos métodos de amortización debían ser nuevos o usados, pero el RIS aprobado el 30 de julio de 2004 (15) , en sus artículos 3 y 4, establece expresamente que los elementos patrimoniales adquiridos usados podrán amortizarse tanto por el método del porcentaje constante como por el de la suma de números dígitos, pero sin que puedan superponerse las normas propias de estos métodos con las particulares de los bienes adquiridos usados para reforzar aun más las dotaciones a la amortización (16) degresiva.

No pueden acogerse a estos métodos de amortización degresiva (17) , dice el artículo 11.1 del TRLIS:


	
- Los edificios. 

	
- El mobiliario. 

	
- Los enseres. 



Aunque el TRLIS no limite la aplicación de estos métodos al inmovilizado intangible, creemos que será prácticamente imposible aplicarlos al mismo, primero porque las tablas no tienen establecidos coeficientes específicos de amortización para los bienes del inmovilizado intangible y en segundo lugar porque será difícil respetar el 10 por 100 de deducción máxima anual establecida por el legislador para los elementos del inmovilizado intangible con vida útil definida.

Creemos que los elementos sometidos a la amortización degresiva deben estar diferenciados en el inventario-balance de las cuentas anuales, bien mediante una rúbrica distinta del resto del inmovilizado, bien especificando, después de la descripción del bien, que se amortiza por el sistema degresivo, además de reflejar en la ficha de amortización del elemento del inmovilizado tal circunstancia. En el momento del cierre del ejercicio, la sección de contabilidad debe comprobar dichos extremos.

5.2.2.  Porcentaje constante sobre el valor pendiente de amortización

Este método de amortización tiene por objetivo hallar un porcentaje constante superior a los coeficientes de amortización que resultan de las tablas, para aplicarlo sobre el valor pendiente de amortización en cada ejercicio, con lo que se obtienen cuotas anuales de amortización decrecientes o degresivas.

La empresa, para hallar el coeficiente constante, debe partir del coeficiente de amortización del elemento según tablas oficialmente aprobadas, pudiendo elegir entre el coeficiente máximo y el resultante del período máximo, siendo lo habitual que se elija el coeficiente máximo, dado que este método se emplea para acelerar el proceso de amortización. El RIS confirma expresamente este criterio al remitirse en su artículo 3 a "cualquiera de los coeficientes a los que se refiere el apartado 1 del artículo 2 de este Reglamento", es decir al coeficiente de amortización lineal máximo, al lineal que se deriva del período máximo de amortización o a cualquier otro coeficiente lineal comprendido entre los dos mencionados.

La depreciación se entenderá efectiva, dice el artículo 11 del TRLIS, cuando sea el resultado de aplicar al valor pendiente de amortización del elemento patrimonial un porcentaje constante que se determinará ponderando el coeficiente de amortización lineal obtenido de acuerdo a las tablas de amortización aprobadas por el propio RIS, por los siguientes coeficientes:

a) Si el elemento patrimonial tiene período de amortización inferior a cinco años: Uno y medio.

b) Si el elemento patrimonial tiene un período de amortización igual o superior a cinco años e inferior a ocho años: Dos.

c) Si el elemento patrimonial tiene un período de amortización igual o superior a ocho años: Dos y medio.

El artículo 3 del RIS señala expresamente que se entenderá por período de amortización el correspondiente al coeficiente de amortización lineal elegido.

En ningún caso el porcentaje constante podrá ser inferior al 11 por 100. En consecuencia, si lo es se tomará éste como porcentaje aplicable.

El porcentaje constante obtenido, al irse aplicando cada año al valor pendiente de amortizar, consigue que las cuotas sean decrecientes, pero sin embargo imposibilita que el elemento sea amortizado totalmente. El TRLIS no establece el ejercicio de finalización de la amortización; sin embargo, dicha laguna ha sido suplida por el RIS al establecer, en su artículo 3, que el importe pendiente de amortizar en el período impositivo en que se produzca la conclusión de la vida útil se amortizará en dicho período impositivo.

La amortización degresiva por porcentaje constante se aplica siempre sobre los valores pendientes de amortización.

Ejemplo:

Supongamos una máquina adquirida por 90.151,82 € a la que la Tabla del RIS concede un porcentaje máximo de amortización de 10% y un período máximo de 15 años. Su coeficiente de amortización, si elegimos el período mínimo de amortización (10 años), será:

[image: ]

Cuota lineal de ajuste 10% s/ 90.151,82 = 9.015,18

Dado que con 10 años estamos en el apartado c) "Período superior a ocho años", multiplicamos el coeficiente de amortización lineal 10% por 2,5; resultando el porcentaje constante de 25%. Apliquemos este último porcentaje constante a la máquina con costo inicial de 90.151,82 €, tendremos el siguiente cuadro:



	Año
	Valor
	Coef.
	Amorti. Anual
	Valor pendiente




	1º
	90.151,82
	25%
	22.537,96
	67.613,86



	2º
	67.613,86
	25%
	16.903,47
	50.710,39



	3º
	50.710,39
	25%
	12.677,60
	38.032,79



	4º
	38.032,79
	25%
	9.508,20
	28.524,59



	5º
	28.524,59
	25%
	7.131,15
	21.393,44



	6º
	21.393,44
	25%
	5.348,36
	16.045,08



	7º
	16.045,08
	25%
	4.011,27
	12.033,81



	8º
	12.033,81
	25%
	3.008,45
	9.025,36



	9º
	9.025,36
	25%
	2.256,34
	6.769,02



	10º
	6.769,02
	25%
	1.692,26
	5.076,76





En el ejemplo hemos amortizado durante los 10 años que habíamos elegido de período amortizable, quedando un saldo pendiente de amortizar de 5.076,76 € que podríamos dejar como valor residual, aunque de acuerdo al RIS el importe pendiente de amortizar en el período en que concluya la vida útil se amortizará en dicho período impositivo. Si seguimos el sistema del RIS, la amortización del último ejercicio se practicará así:



	Año
	Valor
	Coef.
	Amorti. Anual
	Valor pendiente



	10º
	6.769,02
	resto
	6.769,02
	0,00




Lo que hemos conseguido es aumentar en los cuatro primeros años la amortización por encima de una amortización máxima con el sistema tradicional de tablas. (18) 

En el supuesto de que la maquinaria no se haya adquirido coincidiendo con el inicio de un ejercicio económico, se deberá considerar está circunstancia para el cálculo de la amortización; veamos el mismo ejemplo pero con un período de amortización el primer año de 90 días.
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	Año
	Valor
	Coef.
	Amortización Anual
	Valor pendiente




	1º
	90.151,82
	25%
	(90.151,82 x 24,66% x 25%) = 5.557,86
	84.593,96



	2º
	84.593,96
	25%
	(84.593,96 x 25%) = 21.148,49
	63.445,47



	3º
	63.445,47
	25%
	(63.445,47 x 25%) = 15.861,37
	47.584,10



	4º
	47.584,10
	25%
	(47.584,10 x 25%) = 11.896,03
	35.688,07



	5º
	35.688,07
	25%
	(35.688,07 x 25%) = 8.922,02
	26.766,05



	6º
	26.766,05
	25%
	(26.766,05 x 25%) = 6.691,51
	20.074,54



	7º
	20.074,54
	25%
	(20.074,54 x 25%) = 5.018,64
	15.055,90



	8º
	15.055,90
	25%
	(15.055,90 x 25%) = 3.763,98
	11.291,92



	9º
	11.291,92
	25%
	(11.291,92 x 25%) = 2.822,98
	8.468,94



	10º
	8.468,94
	25%
	( 8.468,94 x 25%) = 2.117,24
	6.351,70



	11º
	6.351,70
	25%
	( 6.351,70 x 75,34% x 25%) = 1.196,34
	5.155,36





Si aplicamos el sistema del RIS, la amortización del último período se practicará así:



	Año
	Valor
	Coef.
	Amorti. Anual
	Valor pendiente



	11º
	6.351,70
	resto
	6.351,70
	0,00




La amortización reforzada consistente en aplicar un coeficiente de 2, concedido como incentivo a las empresas de reducida dimensión (menos de 10 millones de euros de cifra de negocio en el ejercicio anterior), es compatible con la amortización degresiva por porcentaje constante.

5.2.3.  Método de los números dígitos

Así se le denomina en el artículo 11.1.c) del TRLIS, aunque también se le conoce como de "suma de dígitos".

Se trata de practicar dotaciones a la amortización decrecientes cada ejercicio que transcurre, pero superiores a la amortización por tablas en los primeros ejercicios. La suma de dígitos se determinará en función del período de amortización establecido en las tablas de amortización oficialmente aprobadas por el RIS.

Se procede del modo siguiente, recogido en el artículo 4.1. del RIS, para que la depreciación se entienda efectiva:

a) Se decide el período de la amortización. El período estará entre los máximos y mínimos que determinan las tablas de amortización oficialmente aprobadas por el RIS. Pero, al igual que señalamos en el anterior método, y teniendo en cuenta que se trata de acelerar las amortizaciones, se elige normalmente la amortización máxima correspondiente al período mínimo de amortización.

b) Se obtiene la suma de dígitos mediante la adición de los valores numéricos asignados a los años en que se haya de amortizar el elemento patrimonial. A tal efecto se asignará el valor numérico mayor de la serie de años en que haya de amortizarse el elemento patrimonial al año en que deba comenzar la amortización, y para los años siguientes, valores numéricos sucesivamente decrecientes en una unidad, hasta llegar al último considerado para la amortización, que tendrá un valor numérico igual a la unidad. (19) 

c) Se divide el precio de adquisición o coste de producción entre la suma de dígitos, determinándose así la cuota por dígito.

d) Se multiplica la cuota por dígito por el valor numérico que corresponda al período impositivo.

El período de amortización podrá ser cualquiera de los comprendidos entre el período máximo y el que se deduce del coeficiente de amortización lineal máximo según tablas de amortización oficialmente aprobadas, ambos inclusive.

La aplicación de este método exige, siempre, hacerlo por números enteros, por lo que para no sobrepasar el coeficiente máximo de amortización redondearemos los años por exceso. Así a un elemento cuyo coeficiente máximo de amortización sea el 14 por 100 le corresponderá un período amortizable de 7,14 años, que con el redondeo se convertirá en un período de 8 años.

Ejemplo:

Tomamos los datos del ejemplo anterior, y decidimos amortizar en 10 años la máquina, haciendo el cálculo de dígitos, que será así:



	

	Valor numérico
	




	Primer año
	10 dígitos



	Segundo año
	9 dígitos
	Asignación a cada ejercicio de un dígito en orden inverso al de amortización



	Tercer año
	8 dígitos



	Cuarto año
	7 dígitos



	Quinto año
	6 dígitos



	Sexto año
	5 dígitos



	Séptimo año
	4 dígitos



	Octavo año
	3 dígitos



	Noveno año
	2 dígitos



	Décimo año
	1 dígito



	

	55 dígitos




El valor del elemento a amortizar 90.151,82 € se dividirá por la suma de dígitos (55 en nuestro caso) determinándose así la cuota por dígito = 1.639,12 €

En cada ejercicio se dotará como amortización el producto de la cuota por dígito por el número de dígitos que corresponda a cada año.

Cuota por dígito: 1.639,12



	Año
	Amortización anual
	Valor pendiente




	1º
	(10 x 1.639,12)
	= 16.391,20
	73.760,62



	2º
	(9 x 1.639,12)
	= 14.752,08
	59.008,54



	3º
	(8 x1.639,12)
	= 13.112,96
	45.895,58



	4º
	(7 x1.639,12)
	= 11.473,84
	34.421,74



	5º
	(6 x1.639,12)
	= 9.834,72
	24.587,02



	6º
	(5 x1.639,12)
	= 8.195,60
	16.391,42



	7º
	(4 x1.639,12)
	= 6.556,48
	9.834,94



	8º
	(3 x1.639,12)
	= 4.917,36
	4.917,58



	9º
	(2 x1.639,12)
	= 3.278,24
	1.639,34



	10º
	(1 x1.639,12)
	= 1.639,12
	00,00





Naturalmente, si el elemento no ha entrado en funcionamiento el primer día del período impositivo, se calculará la parte proporcional por días.

En la práctica se aplica normalmente el sistema de suma de dígitos en vez del método de porcentaje constante sobre el valor pendiente a amortización, por ser éste algo más complejo, a pesar de resultar en los primeros años de mayor rentabilidad fiscal.

En otro ejemplo podemos apreciar, mejor aún, las ventajas de una amortización degresiva sobre la de tablas a efectos de diferir el pago del Impuesto sobre Sociedades.

Ejemplo:

Empresa dedicada a la fabricación de calzado, emplea moldes, hormas y troqueles a los que la tabla de coeficientes de amortización aprobada por el vigente Reglamento del Impuesto sobre Sociedades sólo permite amortizar a un coeficiente máximo del 25%. Sin embargo la compañía, que no ha presentado un Plan especial de amortización, estima que al tratarse de moldes dedicados a fabricar artículos de moda quedarán rápidamente sobrepasados, por lo que decide amortizar degresivamente por el sistema de números dígitos.

10 series de moldes. Precio adquisición 72.121,45 euros



	Primer año
	4 dígitos



	Segundo año
	3 dígitos



	Tercer año
	2 dígitos



	Cuarto año
	1 dígito



	

	10 dígitos




72.121,45 : 10 = 7.212,15 cuota por dígito



	Año
	Amortización por números dígitos
	Amortización tablade coeficientes




	1º
	7.212,15 x 4 = 28.848,60
	18.030,36 €



	2º
	7.212,15 x 3 = 21.636,45
	18.030,36 €



	3º
	7.212,15 x 2 = 14.424,30
	18.030,36 €



	4º
	7.212,15 x 1 = 7.212,15
	18.030,37 €





En el ejemplo anterior se ha considerado que los elementos amortizables se habían adquirido el primer día del año, sin embargo lo normal será que la adquisición se produzca en una fecha intermedia, por lo que también en la amortización degresiva por suma de dígitos tendrá que tenerse en cuenta dicha circunstancia dado que los elementos no pueden amortizarse mas que desde que entran en funcionamiento, lo que nos obliga a amoldar las dotaciones en el primer período de adquisición a los días de su funcionamiento.

Ejemplo:

Utilizamos los mismos datos económicos del ejemplo anterior, pero teniendo en cuenta que los moldes fueron adquiridos el día 3 de marzo y que en la misma fecha entraron en funcionamiento:

303 días: 365 días = 83% del año



	Año
	Dígitos
	Importe dígito
	Dotación



	01
	4 x 0,83 = 3,32
	7.212,15
	23.944,34 €



	02
	(4-3,32) + (3x0,83) = 3,17
	7.212,15
	22.862,52 €



	03
	(3-2,49) + (2x0,83) = 2,17
	7.212,15
	15.650,37 €



	04
	(2-1,66) + (1x0,83) = 1,17
	7.212,15
	8.438,22 €



	05
	(1-0,83) = 0,17
	7.212,15
	1.226,00 €



	

	

	

	72.121,45 €




Aunque en los ejemplos expuestos hemos considerado siempre los coeficientes máximos de amortización, puesto que, habitualmente, quien amortiza degresivamente pretende amortizar lo más rápidamente posible, ello no debe hacer olvidar que puede elegirse un coeficiente inferior dentro del período máximo de amortización del bien. Veámoslo con el primer ejemplo de los moldes:

Período máximo de amortización = 8 años

Suma de dígitos (1+2+3+4+5+6+7+8) = 36
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	Año
	Amortización degresiva
	Amortización tabla de coeficientes



	1º
	2.003,37 x 8 = 16.026,96
	9.015,18 €



	2º
	2.003,37 x 7 = 14.023,59
	9.015,18 €



	3º
	2.003,37 x 6 = 12.020,22
	9.015,18 €



	4º
	2.003,37 x 5 = 10.016,85
	9.015,18 €



	5º
	2.003,37 x 4 = 8.013,48
	9.015,18 €



	6º
	2.003,37 x 3 = 6.010,11
	9.015,18 €



	7º
	2.003,37 x 2 = 4.006,74
	9.015,18 €



	8º
	2.003,37 x 1 = 2.003,50
	9.015,19 €




El sistema de amortización por suma de dígitos es compatible con el coeficiente reforzado del 2 para los activos nuevos adquiridos por empresas de reducida dimensión.

5.2.4.  Conclusiones sobre el método degresivo

El método degresivo en cualquiera de sus formas, porcentaje constante sobre valor pendiente de amortización y números dígitos, exige a la sección de contabilidad un mayor trabajo y tiempo que el sistema de amortización por tablas, pero estimamos que ello no es óbice para aplicarlo en los casos de una depreciación real, en los primeros años de vida útil del elemento del inmovilizado, superior a la contemplada en las tablas, siendo válido este criterio incluso después de la aprobación como anexo al RIS de la tabla de coeficientes de amortización, dado que creemos que la Administración ha vuelto a pecar de una cierta pazguatería a la hora de fijar los coeficientes máximos de amortización, dado que prácticamente son los mismos que los de la Orden de 12 de mayo de 1993, derogada. (20) 

5.3.  Amortización de acuerdo a un plan aprobado por la Administración tributaria

El TRLIS, en la redacción del artículo 11.1.d), recoge expresamente la amortización con arreglo a un plan formulado por el sujeto pasivo y aceptado por la Administración tributaria y no lo limita para ningún tipo de elementos del inmovilizado material, intangible o inversiones inmobiliarias, nuevos o usados. El plan puede presentarlo el sujeto pasivo cuando considere que ni la amortización con arreglo a la tabla que como anexo figura en el Reglamento, ni los otros métodos previstos en el TRLIS se ajustan a la depreciación efectiva que sufren determinados elementos de su activo, y así asegurarse que la dotación que estima acertada no va a ser discutida con posterioridad y eso a pesar de que la depreciación efectiva siempre puede probarla.

Aunque no se trate propiamente de un tema relacionado con el cierre del ejercicio, creemos que es conveniente que los servicios administrativos de las empresas conozcan la posibilidad de amortizar de acuerdo con un Plan especial propuesto por el contribuyente y aceptado por la Administración tributaria.

Lo habitual es que los Planes Especiales de Amortización se soliciten para los casos en que la vida útil del bien sea inferior a la establecida en las tablas, pero nada impide legalmente que pueda hacerse en el supuesto contrario. Para aquellas empresas que quieran amortizar con criterios de depreciación efectiva, lo más aconsejable es que presenten un Plan de Amortización, dado que si la Administración lo acepta no hace falta con posterioridad probar la realidad de la depreciación dotada.

5.3.1.  Solicitud

La solicitud se presentará dentro del período de construcción de los elementos patrimoniales o de los tres meses siguientes a la fecha en la que deba comenzar su amortización, o sea la fecha de puesta en condiciones de funcionamiento para el inmovilizado material o el momento de la producción de ingresos para el inmovilizado intangible. El sujeto pasivo podrá, en cualquier momento, desistir de la solicitud formulada.

El artículo 5 del RIS establece que la solicitud de un plan de amortización de los elementos patrimoniales del inmovilizado material, intangible o inversiones inmobiliarias (21)  a la Administración tributaria deberá contener los siguientes datos:

a) Descripción de los elementos patrimoniales objeto del plan especial de amortización, indicando la actividad a que se hallen adscritos y su ubicación.

b) Método de amortización que se propone, indicando la distribución temporal de las amortizaciones.

c) Justificación del método de amortización propuesto.

d) Precio de adquisición o coste de producción de los elementos patrimoniales.

e) Fecha de comienzo de las amortizaciones. (22) 

El procedimiento lo instruye y resuelve la Delegación de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria del domicilio fiscal del solicitante del plan especial de amortización o las Dependencias Regionales de Inspección o la Oficina Nacional de Inspección, tratándose de sujetos pasivos adscritos a las mismas. El procedimiento debe finalizar antes de los tres meses contados desde la fecha de presentación de la solicitud o desde la fecha de subsanación de la misma a requerimiento de la Administración tributaria.

La Administración podrá solicitar del sujeto pasivo cuantos datos, informes, antecedentes y justificantes estime necesarios y éste podrá en cualquier momento del procedimiento presentar alegaciones y aportar los documentos y justificantes que estime pertinentes.

Instruido el procedimiento y antes de redactar la propuesta de resolución, al solicitante del plan especial de amortización se le pondrá de manifiesto para que durante el plazo de quince días formule alegaciones y presente los documentos y justificantes que estime oportuno.

La resolución que ponga fin al procedimiento podrá:

a) Aprobar el plan de amortización formulado por el sujeto pasivo.

b) Aprobar un plan alternativo de amortización formulado por el sujeto pasivo en el curso del procedimiento.

c) Desestimar el plan de amortización propuesto.

La resolución será motivada.

Transcurrido el plazo de los tres meses anteriormente citado sin haberse producido una resolución expresa y notificada, se entenderá aprobado el plan de amortización.

Los planes de amortización aprobados podrán ser modificados, al amparo del artículo 5 del RIS, a solicitud del sujeto pasivo que deberá hacerlo dentro de los tres primeros meses del período impositivo en el cual deba surtir efecto dicha modificación, estando sujeta su tramitación a los mismos requisitos que para la aprobación del plan inicial.

El mayor problema que tienen estos planes es que se refieren a elementos concretos, por lo que cada vez que se adquiere un nuevo bien hay que volver a solicitar un nuevo plan de amortización. En la práctica sólo se presentan en el caso de tratarse de un grupo de elementos del inmovilizado de importe económico notable y con una actuación de producción conjunta y diferenciada.

El Tribunal Supremo, en sus Sentencias de 30 de abril y 30 de junio de 2001, sienta como criterios en esta materia, que el solicitante debe justificar de forma adecuada y con argumentos técnicos el plan propuesto y que la Administración debe fundamentar el rechazo del Plan si no lo considera apropiado, por lo que los estudios técnicos tienen una importancia esencial.

5.4.  Amortización en la que el sujeto pasivo justifique la efectividad de la depreciación contabilizada

Se trata de un método admitido por el TRLIS, en su artículo 11.1.e), y que el sujeto pasivo puede utilizar si estima que los métodos de amortización lineal de acuerdo con la tabla aprobada como Anexo por el RIS, de amortización sobre porcentaje constante o de suma de números dígitos no se ajustan a las características de depreciación de los elementos de su inmovilizado. Creemos que este método no se aplica en la práctica dado el componente de riesgo que implica el poder defender ante la Inspección Financiera y Tributaria los criterios y razonamientos técnicos que justifiquen la adopción de un sistema de amortización propio.

Recomendamos que la compañía con singularidades en sus elementos que le aconsejen una amortización "ad hoc", solicite de la Administración tributaria la aprobación de un plan especial con lo cual se evitará muchos problemas.

5.5.  Libertad de amortización

5.5.1.  Concepto

El Gobierno, teniendo en cuenta determinadas circunstancias de la economía nacional o de alguno de sus sectores productivos, permite, desde el punto de vista fiscal, amortizar por encima de la dotación contable o sobre tablas, unas veces concediendo el beneficio de la libertad de amortización y otras autorizando dotaciones deducibles superiores a las que se obtendrían exclusivamente por la depreciación técnica.

La libertad de amortización constituye un poderoso estímulo a la inversión en épocas de atonía inversora, al suponer un diferimiento en el pago del Impuesto sobre Sociedades, sin que implique, en cambio, un verdadero ahorro fiscal, dado que las amortizaciones incrementadas supondrán un menor gasto para ejercicios futuros.

Aunque habitualmente las empresas utilizarán la libertad de amortización para dotar por encima de tablas, aparentemente nada impide que puedan decidir transitoriamente, con criterios fiscales, amortizar por debajo de los coeficientes resultantes del período máximo, aunque tal vez se vulnere el objetivo de la imagen fiel y el principio de prudencia, por lo que los mercantilistas no lo admiten.

5.5.2.  Legislación

Entre otras normas dictadas en esta materia, podemos citar las siguientes:

- Real Decreto-ley 8/1983, de 30 de noviembre, sobre reconversión y reindustrialización.

- Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, sobre Medidas de Política Económica, en relación a las inversiones efectuadas en el período que finalizaba el 31-12-1985.

- Ley 15/1986, de 25 de abril, en relación a las Sociedades Anónimas Laborales, siempre que se hayan concedido por Orden Ministerial.

- Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas, a las que permite gozar de libertad de amortización de los bienes adquiridos en el plazo de tres años, a partir de la inscripción el Registro.

- Real Decreto-ley 3/1993, de 26 de febrero, de Medidas Urgentes sobre materias presupuestarias, tributarias, financieras y de empleo, sobre amortizaciones reforzadas en el 50 por 100 sobre tablas.

- Real Decreto-ley 7/1994, de 20 de junio, sobre Libertad de Amortización para las inversiones generadoras de empleo.

- Real Decreto-ley 2/1995, de 17 de febrero, sobre Libertad de Amortización para las inversiones generadoras de empleo (23) .

Con una aparente generalidad, pero, como se podrá ver a continuación, aplicada a casos muy concretos, el artículo 11.2. del TRLIS (24) , establece que podrán amortizarse libremente (25) :

a) Los elementos del inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias de las sociedades anónimas y limitadas laborales, afectos a la realización de sus actividades, adquiridos durante los cinco primeros años a partir de su calificación como tales sociedades. (26) 

b) Los activos mineros.

c) Los elementos del inmovilizado material e intangible, afectos a las actividades de investigación y desarrollo; excluidos los edificios que podrán amortizarse a efectos fiscales por partes iguales en un período de diez años, en la parte que se hallen afectos a las actividades de investigación y desarrollo.

d) Los gastos de investigación y desarrollo activados como inmovilizado intangible, excluidas las amortizaciones de elementos que disfruten de libertad de amortización.

e) Los elementos del inmovilizado material o intangible de las entidades que tengan la calificación de explotaciones asociativas prioritarias, de acuerdo con la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias, adquiridos durante los primeros cinco años a partir de la fecha de su reconocimiento como explotación prioritaria.

El TRLIS, asimismo, en relación a las EMPRESAS DE REDUCIDA DIMENSIÓN, permite:


	
a) La libertad de amortización para las inversiones en elementos nuevos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias generadores de empleo. 

	
b) La libertad de amortización para inversiones de escaso valor. 

	
c) La amortización reforzada de los elementos nuevos del inmovilizado material, de las inversiones inmobiliarias y del inmovilizado intangible. 

	
d) La amortización acelerada de elementos del inmovilizado material afectos a la explotación objeto de reinversión. 



Las amortizaciones en las empresas de reducida dimensión se estudian en el capítulo XXXVII dedicado al régimen de incentivos fiscales para las empresas de reducida dimensión, para no disgregar la materia.

Además, la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, añadió al TRLIS la disposición adicional undécima que reguló la libertad de amortización para los elementos nuevos del inmovilizado material puestos a disposición del sujeto pasivo dentro de los años 2009, 2010, 2011 y 2012, siempre que estuviesen afectos a la actividad y se mantuviese la plantilla media total de la empresa durante veinticuatro meses. El Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, dio nueva redacción a esa misma disposición adicional undécima del TRLIS, estableciendo un régimen fiscal de libertad de amortización durante los períodos impositivos iniciados durante los años 2011 a 2015, ambos inclusive, para elementos nuevos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias afectas sin necesidad de mantener el empleo. El Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, deroga la disposición undécima del TRLIS que permitía la libertad de amortización, aunque habilita un periodo transitorio (ver apartado 5.5.8. de este capítulo).

5.5.3.  Contabilización

Ni el PGC ni el PGC/PYMES permiten contabilizar las amortizaciones por encima de la depreciación efectiva, por lo que el acogimiento a la libertad de amortización supondrá la realización de ajustes extracontables negativos diferencias temporarias imponibles al resultado contable para fijar la base imponible.

Por la depreciación según tablas de amortización, se realizará contablemente el asiento normal:



	

	68
	DOTACIONES PARA AMORTIZACIONES
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO
	28
	





Por lo dotado fiscalmente al amparo de la libertad de amortización se practicará un ajuste extracontable negativo diferencia temporaria al resultado contable para hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, creando la cuenta 479. Pasivos por diferencias temporarias imponibles, que por el efecto impositivo se asentará así:
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	PASIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS IMPONIBLES
	479
	





En consecuencia, cuando se haya dotado fiscalmente el valor total del elemento patrimonial, aún se continuarán efectuando amortizaciones contablemente, por lo que por su importe anual habrá que efectuar un ajuste extracontable positivo diferencia temporaria, que se asentará por el efecto impositivo así:
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En definitiva, el beneficio de la libertad de amortización no consiste más que en un diferimiento del Impuesto sobre Sociedades.

Ejemplo:

El 2 de enero de 2012, una sociedad adquiere una máquina por importe de 6.000 €, acogible a la libertad de amortización por tratarse de un elemento afecto a la actividad de investigación y desarrollo.



	

	Coef. máximo
	Período máximo



	Amortización según tablas
	10%
	15 años




La sociedad decide amortizar fiscalmente el máximo posible.

Amortización contable ejercicio: 600 €

Libertad de amortización (cantidad aplicada): 5.400 €

Al cerrar el ejercicio 2012, deberá efectuar un ajuste extracontable negativo diferencia temporaria imponible al resultado contable por 5.400 €, a los solos efectos de hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.



	

	

	31-12-2012
	

	




	600,00
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	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	600,00



	

	

	Dotación 10% s/ 6.000,00 (este asiento se practicará durante nueve años más)
	

	




	

	

	31-12-2012
	

	




	1.620,00
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	Por el 30%, tipo general de gravamen del IS, de los 5.400,00 €, destinados a mayor amortización fiscal y que se habrán restado al resultado contable para hallar la base imponible del IS
	

	




	

	

	31-12-2013
	

	




	180,00
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	Reflejo contable por el efecto impositivo del 30% tipo general de gravamen del IS, sobre 600 €, llevados a dotación amortización y que no proceden fiscalmente por haber llevado a gastos fiscales la totalidad del valor del bien. (este asiento se practicará durante nueve años)
	

	





Como hemos podido apreciar, en los años siguientes la sociedad continúa dotando contablemente la amortización por otras 600 € anualmente, pero en cambio tiene que practicar un ajuste extracontable positivo al resultado contable para hallar la base imponible por su mismo importe, cuyo reflejo contable por el efecto impositivo hemos plasmado en el último asiento, dado que la deducción en 2012 lo fue por la totalidad del precio de adquisición de la maquinaria.

Comprobación:




	Ejercicio
	Amortización contable
	Amortización fiscal



	Ajuste negativo
	Ajuste positivo





	1º
	600
	5.400
	




	2º
	600
	

	600



	3º
	600
	

	600



	4º
	600
	

	600



	5º
	600
	

	600



	6º
	600
	

	600



	7º
	600
	

	600



	8º
	600
	

	600



	9º
	600
	

	600



	10º
	600
	

	600








	Cta. 479


	180
	1.620


	180

	180

	180

	180

	180

	180

	180

	180



La DGT, en consulta resuelta el 15 de junio de 2001, señala que "... el sujeto pasivo tiene derecho a amortizar libremente las inversiones inmateriales de investigación y desarrollo una vez hayan sido activadas, pudiendo ejercer dicho derecho en la liquidación del IS correspondiente al mismo período impositivo en que se activaron o en otros posteriores, para lo cual podrá realizarse un ajuste negativo al resultado contable por el importe de la amortización que a efectos fiscales quiera computarse libremente por el sujeto pasivo en la base imponible, sin necesidad de que dicha amortización esté contabilizada en la cuenta de pérdidas y ganancias". Añade, además, la DGT, que si el sujeto pasivo no ha optado por ejercer el derecho de la libertad de amortización en un ejercicio, la misma no puede ejercerse mediante la presentación de declaraciones complementarias, sin perjuicio de que dicha opción pueda ejercitarse en las liquidaciones-declaraciones futuras.

El artículo 11.2. del TRLIS, establece que las cantidades aplicadas fiscalmente a la libertad de amortización incrementarán la base imponible con ocasión de la amortización o transmisión de los elementos que disfrutaron de la misma, lo que se produce mediante un ajuste extracontable positivo diferencia temporaria al resultado contable que se adeuda por el efecto impositivo en el cuenta 479. Pasivos por diferencias temporarias imponibles, que había sido abonada en ejercicios anteriores. Aunque la ley no lo dijese con anterioridad, nunca se tuvo duda de que así fuese, pues si no se producía una doble deducción del gasto: una vez al ejercitar la libertad de amortización fiscalmente y una segunda por la amortización anual de lo ya libremente amortizado con anterioridad. En definitiva, que la libertad de amortización no es una exención del Impuesto sobre Sociedades sino un diferimiento del mismo.

Ejemplo:

Una sociedad acoge un elemento del inmovilizado material a la actividad de I+D y posteriormente lo vende.



	Valor Adquisición
	Amortización contable acumulada
	Mayor amortización fiscal acumulada
	Valor transmisión



	60.000
	6.000
	12.000
	67.000




Aunque el beneficio contable originado por la transmisión y que debe reflejarse en la cuenta 771. Beneficios procedentes del inmovilizado material, será de 13.000 €, [67.000 - (60.000 - 6.000)], sin embargo fiscalmente al vender el elemento material debe dejarse sin efecto la amortización fiscal efectuada al amparo de la libertad de amortización, practicando un ajuste extracontable positivo diferencia temporaria al resultado contable, aumentándolo en 12.000 € a los solos efectos de hallar la base imponible del IS y por el efecto impositivo de 12.000 €, se practicará el siguiente asiento:



	3.600,00
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(12.000 x 30%) tipo general de gravamen
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	3.600,00




5.5.4.  Libertad de amortización para las inversiones generadoras de empleo. Real Decreto 7/1994, de 20 de junio, y Real Decreto-ley 2/1995, de 17 de febrero

La disposición derogatoria de la Ley 43/1995, del Impuesto sobre Sociedades, declaró expresamente la vigencia de los Reales Decretos-leyes 7/1994, de 20 de junio y 2/1995, de 17 de febrero, por los que se reguló la libertad de amortización para las inversiones generadoras de empleo y cuyas características contemplamos seguidamente en forma abreviada, remitiendo al lector interesado por un mayor detalle en su regulación al CIERRE FISCAL Y CONTABLE del ejercicio 2001 (o cualquiera de las ediciones de ejercicios anteriores) dado que el tiempo transcurrido desde su aprobación hace que la mayor parte de los elementos acogidos estén ya en gran parte amortizados.

Los bienes que pudieron acogerse a la libertad de amortización fueron:

- Los elementos del activo fijo material nuevos, afectos al desarrollo de la actividad empresarial del sujeto pasivo, puestos a su disposición entre el día 1 de enero de 1994 y el día 31 de diciembre de 1994, así como de las mismas fechas del ejercicio 1995.

- Los elementos encargados en virtud de un contrato de ejecución de obra suscrito durante 1994 y 1995, siempre que su puesta a disposición fuese anterior al 31 de diciembre de 1995 ó al 31 de diciembre de 1996.

- Los elementos del activo fijo material construidos por la propia empresa. Al no establecer el Real Decreto la fecha de la puesta en funcionamiento de estos bienes, cabe deducir que debieron estar terminados en 1995 o comenzados en éste y finalizados en 1996.

La condición exigible para que los elementos del activo gozasen de la libertad de amortización consistió en que durante los veinticuatro meses siguientes a la fecha del inicio del período impositivo en que los bienes adquiridos entren en funcionamiento, la plantilla media total de la empresa se incremente respecto de la plantilla media de los doce meses anteriores y dicho incremento se mantenga durante un período adicional de otros veinticuatro meses.

La cuantía de la inversión que pudo beneficiarse del régimen de libertad de amortización fue la resultante de multiplicar la cifra de 15.000.000 pesetas por el incremento de la plantilla media calculado con dos decimales. Es decir por cada operario de incremento pudo acogerse a la libertad de amortización 15.000.000 de inversión.

En el supuesto de que se incumpliese la obligación de incrementar o mantener la plantilla, se debía proceder a ingresar la cuota íntegra que hubiera correspondido a la cantidad deducida en exceso más los intereses de demora correspondientes.

En caso de transmisión del elemento del activo acogido a la libertad de amortización, que como contablemente el bien del activo fijo se ha ido amortizando por tablas, el elemento aparece con un valor contable que no refleja la disminución que las dotaciones amparadas en la libertad de amortización han supuesto, por lo que tributará por el Impuesto sobre Sociedades, si hubiera incremento, lo dotado al amparo del Real Decreto-ley.

5.5.5.  Amortización acelerada del RDL 3/1993

El RDL 3/1993, de 26 de febrero, de Medidas Urgentes, al objeto de favorecer la inversión en una época de atonía inversora, permitió practicar unas amortizaciones aceleradas al autorizar incrementar el porcentaje máximo de amortización previsto en las tablas en 1,5 para todos aquellos activos fijos materiales nuevos que cumpliesen alguna de estas condiciones:

- Que estuviesen afectos al desarrollo de la actividad empresarial, puestos a disposición del adquirente entre el 3 de marzo de 1993 y el 31 de diciembre de 1994.

- Que fuesen adquiridos mediante contrato de ejecución de obra suscrito entre el 3 de marzo de 1993 y el 31 de diciembre de 1994, siempre que la puesta a disposición del adquirente sea anterior al 31 de diciembre de 1996.

- Que fuesen construidos por la propia empresa en los plazos señalados en los dos apartados anteriores.

Las amortizaciones previstas en el RDL 3/1993 no cumplen el requisito de la efectividad de la depreciación, por lo que se contabilizará con arreglo a tablas la amortización normal y el exceso supondrá un mayor gasto deducible mediante la realización de un ajuste extracontable diferencia temporal negativa que se restará del resultado contable para alcanzar la base imponible.

5.5.6.  Amortización acelerada de buques, embarcaciones y artefactos navales. Incentivo a la renovación de la flota mercante

La Ley 50/1998, de 30 de diciembre, estableció la posibilidad de amortizar aceleradamente por encima de la depreciación efectiva los buques, embarcaciones o artefactos navales nuevos que fuesen puestos a disposición del adquirente entre el 1 de enero del año 1999 y el 31 de diciembre del año 2003 o que hubieren sido encargados en virtud de un contrato de construcción suscrito dentro de dicho período, siempre que su puesta a disposición del adquirente fuese anterior al 31 de diciembre del año 2006, o bien que se tratase de buques usados adquiridos después del 1 de enero de 1999 que hubiesen sido objeto de mejoras, cuyo importe fuese superior al 25 por 100 de su valor de adquisición y que se realizasen antes del 31 de diciembre del año 2003.

La disposición adicional quinta del TRLIS recoge esta amortización acelerada.

Hacía falta que el sujeto pasivo adquirente explotase el buque, embarcación o artefacto naval, mediante:

A) Su afectación a la propia actividad.

B) Mediante su arrendamiento a casco desnudo, siempre que, en este último caso, la entidad arrendadora sea una Agrupación Española o Europea de Interés Económico y se cumplan los siguientes requisitos:


	
a) Que el arrendatario fuese una persona física o jurídica que tuviese como actividad habitual la explotación de buques, embarcaciones o artefactos navales y que afecte el elemento a dicha actividad. 

	
b) Que al menos el 75 por 100 de la ventaja fiscal obtenida se trasladase por el arrendador al usuario. 

	
c) Que los socios de la entidad arrendadora mantuviesen la participación en la misma durante al menos las dos terceras partes del plazo del contrato de arrendamiento. 

	
d) Que el precio de adquisición del buque, embarcación o artefacto naval, el tipo de interés de la financiación utilizada y el importe del alquiler, fuesen los normales de mercado entre partes independientes. 

	
e) Que no exista vinculación entre el vendedor del activo y el arrendatario del mismo. 

	
f) Que al menos el 20 por 100 de los recursos necesarios para financiar la adquisición del buque, embarcación o artefacto naval procediese de fondos propios de la Agrupación. 



Durante el año 1999 la construcción o mejora del buque debió realizarse en la Unión Europea, excepto en los territorios que dentro de la misma fuesen considerados como "paraísos fiscales". A partir del año 2000 este requisito ha sido suprimido por la Ley 55/1999, de 29 de diciembre.

Que se solicitase y obtuviese la concesión del beneficio del Ministerio de Economía y Hacienda con carácter previo a la construcción o mejora del elemento.

- La amortización anual fiscalmente deducible tenía como límite el 35 por 100 del precio de adquisición del buque o del valor de la mejora (esta amortización es muy elevada dado que en la Tabla del RIS las naves de casco de acero tienen una amortización máxima del 10 por 100 y los buques cableros del 8 por 100).

- La amortización podrá realizarse con anterioridad a la puesta del buque, embarcación o artefacto naval, en condiciones de funcionamiento o del inicio de la mejora, con el límite de las cantidades pagadas.

Si los requisitos se incumplieran posteriormente, el sujeto pasivo perderá el beneficio de la amortización acelerada y deberá ingresar el importe de las cuotas correspondientes a los ejercicios durante los cuales hubiese gozado de este incentivo fiscal, junto con las sanciones, recargos e intereses de demora que resulten procedentes.

Dado que la dotación contable a la amortización debe hacerse de acuerdo con las tablas de amortización publicadas como anexo por el RIS o a los demás sistemas previstos en el TRLIS en los que se presume la depreciación efectiva, el exceso hasta alcanzar el mayor gasto fiscal que el legislador permite deberá reflejarse como un ajuste extracontable negativo diferencia temporaria imponible al resultado contable para hallar la base imponible, y que por el efecto impositivo del IS se reflejará así:
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Y que dará lugar a un ajuste extracontable positivo, en el momento en que se continúe reflejando la dotación contable y fiscalmente se haya llevado todo a gasto, lo que provocará por el efecto impositivo el asiento contrario:
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5.5.7.  Amortización acelerada de activos nuevos adquiridos entre el 1 de enero de 2003 y el 31 de diciembre de 2004

El Real Decreto-ley 2/2003, de 25 de abril, de Medidas de reforma económica, que entró en vigor el día 27 de abril, en su artículo duodécimo, permitió la amortización acelerada para las adquisiciones de activos nuevos realizadas entre el 1 de enero de 2003 y el 31 de diciembre de 2004, al regular que los coeficientes máximos establecidos en las tablas oficiales de coeficientes de amortización se entenderán sustituidos por el resultado de multiplicar aquellos por 1,1.

El TRLIS, en su disposición adicional séptima mantiene por el mismo período esos coeficientes máximos.

Ello supone permitir unas amortizaciones máximas superiores en una décima parte de su importe según la Tabla del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades.

El período máximo en el que los bienes deben ser amortizados no varía, lo que quiere decir que la "amortización mínima" resultado de dividir 100 por el número de años de vida útil del bien no cambia.

El nuevo coeficiente será aplicable durante la vida útil de los activos nuevos adquiridos en el período antes indicado.

Ejemplo:

La sociedad A adquiere el 2 de enero de 2004, una máquina de empaquetado que tiene un coeficiente de depreciación lineal máximo del 10% y un período máximo de amortización de 20 años.

Ello supone que la empresa puede aplicar un porcentaje máximo de amortización del 10% y uno mínimo del 5%.

A la vista del RDL 2/2003 decide amortizar aceleradamente.

10% x 1,1 = 11% nuevo coeficiente de amortización acelerada.

El coeficiente mínimo no cambia ni queda afectado por la nueva amortización reforzada.

Como podrá apreciarse, el RDL 2/2003 tuvo, sin declararlo expresamente, una cierta retroactividad, pues a pesar de entrar en vigor el día 27 de abril, extendió sus efectos a las adquisiciones de activos nuevos realizadas a partir del 1 de enero de 2003.

Teniendo en cuenta que en las amortizaciones basadas en el sistema de la Tabla del RIS se presume la efectividad de las mismas, las dotaciones a la amortización acelerada del RDL, deben ser contables y no precisan de ningún ajuste extracontable negativo al resultado contable para hallar la base imponible del IS, puesto que el Real Decreto-ley dice textualmente que "los coeficientes de amortización lineales máximos establecidos en las tablas oficiales de coeficientes de amortizaciónse entenderán sustituidos, en todas las menciones a ellos realizadas por el resultado de multiplicar aquellos por 1,1". Por tanto, a pesar de que el artículo 12 del RDL se encabece con la denominación de "Amortización acelerada", para los activos adquiridos durante 2003 y 2004 el coeficiente de amortización se sustituye por uno nuevo y, en consecuencia, la amortización se efectúa con arreglo a tablas y su depreciación se entiende efectiva, bastando para que sea gasto deducible que se efectúe su contabilización, sin precisar de ningún ajuste (27)  fiscal extracontable y temporal.

La verdad es que la ventaja fiscal es tan pequeña, que yo creo que no mereció la pena acogerse a este tipo de amortización acelerada, pues nadie nos obliga a aplicar el coeficiente máximo.

5.5.8.  Libertad de amortización en elementos nuevos del activo material fijo -sin mantenimiento de empleo-. Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, sustituye a la Ley 4/2008, de 23 de diciembre. Disposición adicional undécima del TRLIS (derogada por el RDL 12/2012, de 30 de marzo)

5.5.8.1.  Proceso histórico del incentivo hasta el 30 de marzo de 2012

El Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2011, estableció un régimen fiscal de libertad de amortización para las inversiones nuevas del activo fijo que afectasen a actividades económicas, sin que se condicionase el incentivo fiscal al mantenimiento de empleo, como se exigía en la normativa de la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, a la que sustituyó, ampliando, además, el ámbito temporal del incentivo fiscal durante tres años adicionales hasta alcanzar el año 2015 (28) , a través de la disposición adicional undécima del TRLIS (derogada con efectos a partir del 31 de marzo de 2012 por el RDL 12/2012), en su redacción dada por el Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, reguló que podrán ser amortizadas libremente las inversiones que cumpliesen los siguientes requisitos:

- Que consistiesen en elementos nuevos del inmovilizado material o en inversiones inmobiliarias.

- Que los elementos estuviesen afectos a actividades económicas.

Era difícil que las inversiones inmobiliarias estuviesen afectas a la actividad económica pues normalmente se trataba de bienes inmuebles inactivos o dedicados al arrendamiento, aunque no era imposible su afección pues incluso el arrendamiento tiene la consideración de actividad económica si se dispone de un local y de una persona dedicada en exclusiva a ese negocio.

- Que se pusiesen a disposición del sujeto pasivo en los períodos impositivos iniciados dentro de los años 2011, 2012, 2013, 2014 y 2015.

Para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2011 ya no hacía falta, para poder aplicar la libertad de amortización, que durante los 24 meses siguientes a la fecha de inicio del período impositivo en que los elementos adquiridos entrasen en funcionamiento la plantilla media total de la entidad se mantenga respecto de la plantilla media de doce meses anteriores, porque el RDL 13/2010 ha suprimido este requisito. Ahora bien, para las empresas que al amparo de la Ley 4/2008 se hubieran acogido durante el ejercicio 2009 ó 2010 a la libertad de amortización con mantenimiento -o creación- de empleo (29) , este requisito les sigue obligando respecto de las inversiones del activo acogidas a esa Ley, aun cuando afecten a período impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2011 (apartado 5 de la disposición adicional undécima del TRLIS).

Dándose cuenta el Gobierno que no parecía justo que las inversiones en activo fijo nuevo realizadas al amparo de la Ley 4/2008 tuviesen que ir acompañadas del requisito del mantenimiento de empleo y en las realizadas en base al Real Decreto-ley 13/2010 no se exigiese tal requisito, trató de paliarlo añadiendo un apartado 4 a la disposición adicional undécima del TRLIS que decía textualmente así (30)  (hasta que fue derogada con efectos a partir del 31 de marzo de 2012):

"4. Las inversiones en los elementos a que se refiere el apartado 1 anterior, puestos a disposición del sujeto pasivo desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre (3 de diciembre de 2010), de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo, hasta la conclusión del último período impositivo anterior al que se inicie a partir del 1 de enero de 2011, que no puedan acogerse a la libertad de amortización por no cumplir los requisitos de mantenimiento de empleo establecidos en la disposición undécima de esta ley según la redacción dada por el Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, podrán aplicar la libertad de amortización en los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 de enero de 2011, en las condiciones establecidas en los apartados anteriores de esta disposición adicional."


La DGT, en consultas vinculantes de 26 de junio y 1 de octubre de 2010, entendió que en sociedades que tributasen como grupo en consolidación fiscal, los requisitos de la libertad de amortización debían cumplirse únicamente en la sociedad que realiza la inversión, no en el grupo.

Este régimen de libertad de amortización también se aplicaba a las inversiones mencionadas anteriormente, realizadas mediante contratos de arrendamiento financiero (que cumplan las condiciones establecidas en el artículo 115 del TRLIS para el régimen fiscal de arrendamiento financiero), por sujetos pasivos que determinasen su base por el régimen de estimación directa, a condición de que se ejercite la opción de compra.

La libertad de amortización no era de aplicación a aquellos elementos cuyo plazo de ejecución fuese superior a dos años entre el encargo y su puesta disposición. La disposición adicional undécima del TRLIS, distinguió dos supuestos: que la puesta a disposición del elemento se efectuase dentro de los períodos impositivos iniciados en 2011, 2012, 2013, 2014 y 2015 (apartado 2) o que se efectuase con posterioridad (apartado 3):

- Apartado 2 de la disposición adicional undécima del TRLIS. A las inversiones cuya puesta a disposición tenga lugar dentro de los períodos impositivos iniciados en 2011, 2012, 2013, 2014 y 2015, que correspondan a elementos nuevos encargados en virtud de contratos de ejecución de obras o proyectos de inversión cuyo período de ejecución, en ambos casos, requiera un plazo superior a dos años entre la fecha de encargo o de inicio de la inversión y la fecha de su puesta a disposición o en funcionamiento, no les será, en principio, aplicable la libertad de amortización, pero no obstante, en estos casos, la libertad de amortización se aplicará exclusivamente sobre la inversión en curso realizada dentro de los períodos impositivos iniciados dentro de los años 2011 , 2012, 2013, 2014 y 2015. (31) 

- Apartado 3 de la disposición adicional undécima. Tratándose de inversiones correspondientes a elementos encargados en virtud de contratos de ejecución de obras o proyectos de inversión cuyo período de ejecución, en ambos casos, requiera un plazo superior a dos años entre la fecha de encargo o de inicio de la inversión y la fecha de su puesta a disposición o en funcionamiento, aunque la puesta a disposición o el funcionamiento se produzcan con posterioridad a los períodos impositivos indicados en el apartado primero, la libertad de amortización se aplicará exclusivamente sobre la inversión en curso realizada dentro de los períodos impositivos iniciados dentro de los años 2011, 2012, 2013, 2014 y 2015, quedando, por tanto excluida la parte de la inversión en curso realizada en períodos impositivos anteriores o posteriores.

En ningún caso era posible amortizar antes de la puesta a disposición o entrada en funcionamiento del elemento.

El 29 de junio de 2009 (V1286), la DGT contestaba a una entidad dedicada a la adquisición y explotación de inmuebles que desea adquirir dos locales usados, pero con menos de diez años de antigüedad y acogerse al incentivo de la libertad de amortización al amparo de la disposición adicional undécima del TRLIS, que al no tratarse de elementos nuevos sino usados no podía acogerse al incentivo fiscal, porque, aunque es cierto que el artículo 2º.4 del RIS no considera como elemento patrimonial usado a los edificios que tengan una antigüedad inferior a diez años, lo es a los efectos únicamente de dicho apartado que no permite a esos edificios amortizarlos por las reglas de los bienes usados, por lo que la consultante no puede aplicar la libertad de amortización.

La DGT, el 25 de enero de 2010 (V106), afirmó a propósito de la disposición adicional undécima del TRLIS sobre la libertad de amortización, que si la actividad de arrendamiento de inmuebles puede calificarse como actividad económica en los términos del artículo 27.2 de la LIRPF (un local y una persona contratada a jornada completa), los inmuebles nuevos adquiridos como inversión inmobiliaria en los ejercicios 2009 y 2010 que se afecten a la actividad podrán ser amortizados libremente, cumpliendo los restantes requisitos exigidos por la disposición adicional undécima del TRLIS.

La DGT consideró -1 de diciembre de 2009- que si se trata de un inmueble promovido en régimen de administración por el propietario del terreno, la puesta a disposición debería justificarse por el inicio de la obra y la certificación del fin de obra.

En ediciones anteriores manifestamos dudas sobre la efectividad de esta medida de libertad de amortización para reactivar la economía española. Creemos que únicamente benefició a las empresas que ya tenían pensado realizar una inversión y aun con todo debían tener en cuenta si una amortización por encima de los coeficientes máximos que contiene la Tabla-anexo del RIS acabaría provocando un resultado negativo, después de impuestos, en la cuenta de pérdidas y ganancias, algo poco recomendable en una época con dificultades para la renovación de los créditos bancarios.

"La deducción", decía con poco tecnicismo -antes de su derogación por el RDL 12/2012- la disposición adicional undécima del TRLIS, "no estará condicionada a su imputación contable en la cuenta de pérdidas y ganancias". Naturalmente, no se puede asentar contablemente una amortización superior a la depreciación que sufren los elementos del inmovilizado. Contablemente se deben efectuar las amortizaciones de estas inversiones, con arreglo a la Tabla del RIS (es absurdo utilizar otros métodos cuando existe libertad de amortización) y la diferencia hasta la cantidad superior que se quiera amortizar dará lugar a una diferencia temporaria ajuste negativo al resultado contable para hallar la base imponible que efectuaremos en el momento de los cierres de los ejercicios afectados.

Lo mismo opinaba la DGT, que, el 26 de junio de 2009 (V1544), confirmó lo que es evidente: "que la aplicación de la libertad de amortización con mantenimiento de empleo conlleva una disminución al resultado contable del ejercicio en que se aplica para determinar la base imponible" y que sólo podía aplicarse a nivel de entidad individual, por lo que el requisito de mantenimiento de empleo debía cumplirse a nivel individual no del grupo fiscal.

Ejemplo de libertad de amortización en elementos del activo material fijo sin mantenimiento de empleo (mientras estuvo vigente el incentivo)

La sociedad A, adquiere el día 1 de julio de 2011 por un importe de 180.000 €, una cabeza tractora nueva para el transporte de sus productos terminados, que entra seguidamente en funcionamiento al realizar el transporte con plataformas de los que ya dispone la empresa.

Al 31 de diciembre de 2011 decide amortizar totalmente el elemento de transporte al amparo de la libertad de amortización del RDL 13/2010, aunque contablemente sólo depreciará el 20% anual de acuerdo a la Tabla del RIS.

Contabilizará así:



	

	

	31 de diciembre de 2011
	

	




	18.000,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	18.000,00



	

	

	[(180.000 x 20%) : 12] x 6
	

	





Si la sociedad en 2011 hubiera tenido un beneficio antes de impuestos de 492.114,16 €, fiscalmente procederá así:



	Cálculo de la cuota
	Cuota a pagar




	Resultado contable
	492.114,16



	Diferencia temporaria negativa
	




	(180.000 - 18.000)
	- 162.000,00



	Base imponible
	330.114,16



	Cuota. Tipo gravamen 30%
	99.034,25





Contabilización:



	48.600,00
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	

	

	




	

	

	a
	PASIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS IMPONIBLES
	479
	48.600,00



	

	

	(162.000 x 30%)
	

	




	99.034,25
	6300
	IMPUESTO CORRIENTE
	

	

	

	




	

	

	a
	HP, ACREEDORA POR IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES
	4752
	99.034,25




En los ejercicios siguientes, el importe contabilizado como gasto por la amortización ya no será deducible fiscalmente porque en el primer ejercicio se amortizó fiscalmente la totalidad del precio de adquisición del camión, por lo que habrá por el efecto impositivo que cargar la cuenta 479. Pasivos por diferencias temporarias imponibles con abono a la cuenta 6301. Impuesto diferido.

Comprobación:



	

	Cta. 681
	

	Cta. 479



	Año 2011
	18.000
	

	

	

	48.600



	Año 2012
	36.000
	

	

	10.800
	




	Año 2013
	36.000
	

	

	10.800
	




	Año 2014
	36.000
	

	

	10.800
	




	Año 2015
	36.000
	

	

	10.800
	




	Año 2016 (6 meses)
	18.000
	

	

	5.400
	




	

	180.000
	

	

	0
	





En el ejemplo no se ha tenido en cuenta el valor residual.

5.5.8.2.  Derogación de la libertad de amortización sin mantenimiento de empleo

El Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, que entró en vigor al día siguiente, deroga la disposición adicional undécima del TRLIS que regulaba la libertad de amortización "cuyo mantenimiento, en ausencia total de requisitos vinculados al empleo, resulta claramente inviable, dadas las actuales circunstancias económicas" -dice el RDL-, regulando un periodo transitorio respecto de las cantidades pendientes de aplicar procedentes de periodos impositivos en los que se haya generado el derecho a la aplicación de la libertad de amortización.

Periodo transitorio. Libertad de amortización pendiente de aplicar el 31 de marzo de 2012.

De acuerdo a la disposición transitoria trigésimo séptima del TRLIS, añadida mediante el Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, los sujetos pasivos que hayan realizado inversiones a las que resultase aplicable la libertad de amortización sin mantenimiento de empleo y tengan cantidades pendientes de aplicar -bien del ejercicio 2011, bien del periodo comprendido entre el 1 de enero y del 31 de marzo de 2012- podrán aplicar dichas cantidades en las condiciones establecidas en esa disposición adicional undécima que hemos estudiado en el apartado 5.5.8.1. (actualmente derogada).

No obstante, en los periodos impositivos que se inicien dentro del año 2012 ó 2013, las sociedades que no cumplan los requisitos necesarios para ser consideradas empresas de reducida dimensión (apartado 1 del artículo 108 del TRLIS), podrán aplicar las cantidades pendientes con los siguientes límites:


	
• Sociedades acogidas a la libertad de amortización con mantenimiento o creación de empleo (redacción de la disposición adicional undécima del TRLIS, en la redacción dada por el Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo): podrán aplicarlas con el límite del 40 por ciento de la base imponible previa a su aplicación y a la compensación de bases imponibles negativas. 

	
• Sociedades acogidas a la libertad de amortización con ausencia de obligatoriedad de mantenimiento o creación de empleo (redacción de la disposición adicional undécima del TRLIS, en la redacción dada por el Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo), podrán aplicarlas con el límite del 20 por 100 de la base imponible previa a su aplicación y a la compensación de bases imponibles negativas. 



Si los sujetos pasivos tienen cantidades pendientes de aplicar en dichos términos, aplicarán el límite del 40 por ciento hasta que agoten las cantidades pendientes generadas con arreglo a lo dispuesto en el RDL 6/2010, entendiéndose aplicadas estas en primer lugar. Se podrán aplicar en el mismo período impositivo las cantidades pendientes hasta el importe de la diferencia entre el límite previsto en dicho párrafo y las cantidades ya aplicadas en el mismo período impositivo.

Los límites previstos se aplicarán, igualmente, respecto de los sujetos pasivos referidos y las inversiones en curso, realizadas hasta el 31 de marzo de 2012, que correspondan a elementos nuevos encargados en virtud de contratos de ejecución de obras o proyectos de inversión cuyo período de ejecución, en ambos casos, requiera un plazo superior a dos años entre la fecha de encargo o inicio de la inversión y la fecha de su puesta a disposición o en funcionamiento, a las que resulte de aplicación la disposición adicional undécima de esta Ley, según redacción dada por los RDL 6/2010 y 13/2010.

No nos parece de recibo que el ejecutivo esté cambiando continuamente las reglas del juego: ahora libertad de amortización creando empleo (Ley 4/2008), luego le concedo el incentivo fiscal, aunque no cree empleo (RD 13/2010) y finalmente le quito el incentivo (RDL 12/2012). ¡Qué falta de seriedad! No me extraña que en España no se planifique a largo plazo, porque no vale para nada.

6.  AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO INTANGIBLE

6.1.  Consideraciones generales

Contablemente:

El PGC trata del inmovilizado intangible en su norma de registro y valoración 5ª, y el PGC/PYMES igualmente en su norma 5ª, manteniendo ambos planes contables el mismo texto en materia de amortización del inmovilizado intangible, con la excepción de la parte relativa del fondo de comercio del que trata el PGC pero que no está recogido en el PGC/PYMES.

Como ya apreciamos en el capítulo III de este libro, solamente tienen la consideración de inmovilizado intangible los elementos patrimoniales no dinerarios sin apariencia física constituidos por bienes y derechos susceptibles de valoración económica, adquiridos mediante contraprestación y que se contabilicen como tales en el activo del balance.

La empresa debe apreciar si la vida útil de un inmovilizado intangible es definida o indefinida, teniendo una vida útil indefinida cuando, sobre la base de un análisis de todos los factores relevantes, no haya un límite previsible del período a lo largo del cual se espera que el activo genere entradas de flujos netos de efectivo para la empresa.

Un elemento del inmovilizado intangible con una vida útil indefinida no se amortizará, aunque deberá analizarse su eventual deterioro siempre que existan indicios del mismo (32) . En este caso, se deberá revisar, al menos anualmente, la vida útil del elemento para determinar si existen hechos y circunstancias que permiten seguir manteniendo una vida útil indefinida para ese activo. En caso contrario, se cambiará la vida útil de indefinida a definida, procediéndose según lo dispuesto en la norma relativa a cambios en la estimación contable, salvo que se tratara de un error.

No tienen los PPGGCC ninguna norma de carácter general sobre como se practica la amortización de los elementos del inmovilizado intangible de vida útil definida, aunque sí contienen normas particulares que recogen prácticamente todos los supuestos.

Se aplicarán al inmovilizado intangible los criterios establecidos para el inmovilizado material, por tanto, también en materia de amortizaciones, sin perjuicio de lo previsto en normas particulares.

Fiscalmente:

El artículo 11.4 del TRLIS, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, de Reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable, aplicable a los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, regula con carácter general que serán deducibles con el límite anual máximo de la décima parte de su importe, las dotaciones para la amortización del inmovilizado intangible con vida útil definida, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que se haya puesto de manifiesto en virtud de una adquisición a título oneroso.

b) Que la entidad adquirente y transmitente no formen parte de un grupo de sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas. Si ambas entidades forman parte de un grupo, la deducción se aplicará respecto del precio de adquisición del inmovilizado satisfecho por la entidad transmitente cuando lo hubiera adquirido de personas o entidades no vinculadas.

Las dotaciones para la amortización del inmovilizado intangible que no cumplan los requisitos anteriores serán deducibles si se prueba que responden a una pérdida irreversible de aquél.

El 29 de mayo de 2009 (V1544), la DGT consideró que, de acuerdo al artículo 11.4 del TRLIS, en el inmovilizado intangible de vida útil definida las dotaciones para su amortización son deducibles siempre que se haya adquirido el inmovilizado a título oneroso, directa o indirectamente, a una entidad no perteneciente al grupo mercantil de la adquirente y con el límite anual máximo de la décima parte de su importe (en las que no se den esos requisitos la dotación a la amortización será deducible si se prueba la pérdida irreversible del inmovilizado). Además, la DGT entendió que "la norma fiscal no establece ninguna regulación específica relacionada con la corrección valorativa por deterioro del activo intangible de vida útil definida, por lo que dicha corrección será fiscalmente deducible, en la medida en que la misma se haya determinado de acuerdo con la normativa mercantil".

Se considera que la depreciación es efectiva si se realiza por cualquiera de los medios contemplados para el inmovilizado material: tablas, amortización por porcentaje constante sobre el valor residual, método de los números dígitos, plan formulado por el sujeto pasivo y aceptado por la Administración y la justificación de la depreciación. Claro que una cosa es la declaración general de posibilidades de depreciación y otra la realidad, porque los distintos sistemas están más bien pensados para los elementos del inmovilizado material.

La prueba es, que la Tabla de coeficientes de amortización aprobada por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, como anexo al RIS, no recoge coeficientes de amortización relativos al inmovilizado intangible. En consecuencia, el sistema de amortización por tablas no parece aplicable a dicho inmovilizado, por lo que habrá que estar a la depreciación efectiva y teniendo en cuenta las divergencias que en esta materia contiene la legislación mercantil-contable respecto de la fiscal, parece apropiado estudiar pormenorizadamente los distintos componentes del inmovilizado intangible, siendo en esta materia donde el TRLIS ha efectuado un mayor esfuerzo para acomodarse a la contabilidad.

El RIS no es de gran ayuda en esta materia, pues solamente se remite al TRLIS, al regular el apartado 5 del artículo 1 del RIS, después de la redacción que le dio el RD 1793/2008, según la cual "los elementos patrimoniales del inmovilizado intangible con vida útil definida, deberán amortizarse de acuerdo con lo previsto en el apartado 4 del artículo 11 de la Ley del Impuesto", aunque añadía que, "Cuando la vida útil sea inferior a diez años, el límite anual máximo se calculará atendiendo a dicha duración". El RD 1793/2008 especificaba que, en los elementos patrimoniales del inmovilizado intangible su vida útil será el período durante el cual se espera, razonablemente, que produzcan ingresos.

Los PPGGCC contienen normas particulares que afectan a la amortización del inmovilizado intangible y que pasamos a estudiar en los apartados siguientes.

6.2.  Gastos de investigación y desarrollo

Tanto el PGC como el PGC/PYMES en su norma 6ª de las de registro y valoración señalan que:

Los gastos de investigación serán gastos del ejercicio en que se realizan; no obstante podrán activarse como inmovilizado intangible, pero aquellos que se activen (33)  deberán amortizarse durante su vida útil, y siempre dentro del plazo de cinco años.

Los gastos de desarrollo activados -con las mismas condiciones que los de investigación se reconocerán en el activo obligatoriamente- deberán amortizarse durante su vida útil, la cual, en principio se presume, salvo prueba en contrario, que no es superior a cinco años.

Tanto en el caso de los gastos de investigación como en los de desarrollo, se establece que en el caso de que existan dudas razonables sobre el éxito técnico o la rentabilidad económico-comercial del proyecto, los importes registrados en el activo, deberán imputarse directamente a pérdidas y ganancias.

El TRLIS, en su artículo 11.2.d) -redacción Ley 16/2007-, establece que los gastos de investigación y desarrollo activados como inmovilizado intangible pueden amortizarse libremente, excluidas las amortizaciones de los elementos que disfruten de libertad de amortización (34) .

No son concordantes ambos criterios, puesto que, de acuerdo a la normativa contable los gastos de investigación deberán amortizarse durante su vida útil y siempre dentro del plazo de cinco años y los de desarrollo asimismo durante su vida útil que, en principio se presume no es superior a cinco años -podría probarse por tanto es superior a ese plazo- y sin embargo el TRLIS permite la libertad de amortización. Por lo tanto, nos veremos, por el exceso que se quiera dotar fiscalmente sobre la amortización contable, obligados a efectuar un ajuste extracontable diferencia temporaria negativa imponible al resultado contable para hallar la base imponible del IS.

La verdad es que si se hace coincidir la amortización contable con la fiscal no tendríamos por qué hacer ningún ajuste. Mayor problema sería si se utilizase la libertad fiscal de amortización para efectuar las dotaciones en un período superior a 5 años, porque no está admitido por las normas de registro y valoración.

El artículo 273.3 del TRLSC prohíbe toda distribución de beneficios a menos que el importe de las reservas disponibles sea, como mínimo igual al importe de los gastos de investigación y desarrollo que figuren en el activo del balance.

6.3.  Fondo de comercio

La Ley 16/2007, de 4 de julio, en base a la NIIF 3. combinaciones de negocios, adoptada por el Reglamento (CE) 2236/2004, de la Comisión, de 29 de diciembre de 2004, da nueva redacción al artículo 39 del Código de Comercio exigiendo para que figure en el activo del balance el fondo de Comercio que se haya adquirido a título oneroso (35) .

El TRLSA, que contenía normas sobre valoración del fondo de comercio y su amortización, a partir de la Ley 16/2007, de 4 de julio, que deroga las secciones 2ª, 3ª, 4ª y 5ª de su capítulo VII que son las que recogían normas sobre el balance y cuenta de pérdidas y ganancias, dejó de contener mención alguna sobre el fondo de comercio. El TRLSC, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, que derogó el TRLSA, tampoco contiene ninguna mención.

Contablemente:

PGC de 2007

La NRV 6ª.c) del PGC sólo permite el reconocimiento en el activo de un fondo de comercio cuando se ponga de manifiesto en virtud de una adquisición onerosa, en el contexto de una combinación de negocios, debiéndose asignar su importe entre cada una de las unidades generadoras de efectivo o grupos de unidades, sobre los que se espere que recaigan los beneficios de las sinergias de la combinación de negocios.

El PGC afirma en su NRV 6ª c) que "El fondo de comercio no se amortizará" (36) .

A pesar de ello, el PGC regula que en lugar de las amortizaciones, las unidades generadoras de efectivo o grupos de unidades generadoras de efectivo a las que se haya asignado el fondo de comercio, se sometan, al menos anualmente, a la comprobación del deterioro del valor, procediéndose, en su caso, al registro de la corrección valorativa por deterioro, de acuerdo con lo indicado en el apartado 2.2. de la norma relativa al inmovilizado material (el deterioro de valor del fondo de comercio se estudia en el capítulo V. apartado 2.2). Las correcciones valorativas por deterioro reconocidas en el fondo de comercio no serán objeto de reversión en los ejercicios posteriores.

Se acabó ya, por tanto, para los ejercicios iniciados a partir de 2008, del increíble espectáculo protagonizado por el legislador español que históricamente tuvo estas fases:

a) Hasta la Ley 43/1995. No se permitió la amortización del fondo de comercio.

b) Ley 43/1995. Se permitió la dotación que no sobrepasase el límite anual máximo de la décima parte de su importe (dado que el PGC la admitía durante el período en que el fondo contribuyese a la obtención de ingresos, provocaba la necesidad de realizar ajustes extracontables diferencias temporales).

c) Ley 21/2001 que modificó el TRLIS así como la LSA en el sentido de que las dotaciones para la amortización del fondo de comercio serían deducibles con el límite anual máximo de la veinteava parte de su importe, al objeto de disminuir la amortización fiscal máxima deducible para que las cuentas de resultados de las compañías no se viesen perjudicadas.

d) A partir de la Ley 16/2007, no se autoriza la amortización del fondo de comercio contable ni fiscalmente, sin perjuicio de admitirse la deducción por el deterioro de su valor en el artículo 12.6 del TRLIS, con el límite anual de la veinteava parte de su importe.

e) El Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, como medida fiscal de carácter temporal, con efectos para los periodos impositivos que se inicien en 2012 y 2013, únicamente permite que se deduzca por el fondo de comercio el límite anual máximo de la centésima parte de su importe. Estudiamos esta materia con mayor detalle en el apartado 2.2.1 del capítulo V y en el apartado 4 del capítulo VII.

PGC/PYMES

El Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, en las normas de registro y valoración elimina la relativa al fondo de comercio, al cual no dedica cuenta alguna. Al no estar previsto su registro contable, por considerar se trata de un activo de escasa importancia para las PYMES, tampoco le dedica ningún comentario, como es lógico, a su amortización.

En realidad, según la introducción del Real Decreto 1515/2007, la omisión de la norma sobre el fondo de comercio está en sintonía con la eliminación que se ha realizado de las normas y criterios relativos a las combinaciones de negocios en el PGC/PYMES. Sin embargo, no debe olvidarse que cuando una empresa que aplique el PGC/PYMES realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto, habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el PGC (art. 4 del RD 1515/2007).

6.4.  Derechos de traspaso

Según el apartado d) de la norma de registro y valoración 6ª, tanto del PGC como del PGC/PYMES, los derechos de traspaso consisten en el importe satisfecho por los derechos de arrendamiento de locales, en los que el adquirente y nuevo arrendatario se subroga en los derechos y obligaciones del transmitente y antiguo arrendatario derivados de un contrato anterior. Sólo podrá figurar en el activo cuando su valor se ponga de manifiesto en virtud de una transmisión onerosa, debiendo ser objeto de amortización y corrección valorativa por deterioro según lo especificado con carácter general para los inmovilizados intangibles en las normas generales.

A partir de la denominada "Ley Boyer", y más aún con la Ley 29/1994 que regula, entre otros, los arrendamientos de locales, son más numerosos los contratos celebrados por plazo fijo. Por ello, la subrogación que implica el derecho de traspaso viene marcada por un número fijo de años, por lo que el legislador recogió en el TRLIS (en su artículo 11, en un apartado 5.b), hoy no existente) como gasto deducible la amortización de los derechos de traspaso, permitiendo la amortización con el límite anual máximo de la décima parte del importe satisfecho en el traspaso, salvo que el contrato tuviese una duración inferior a 10 años. En dicho caso el límite anual máximo de amortización se calculaba atendiendo a la duración del contrato de arrendamiento celebrado, siempre que se hubiera adquirido a título oneroso y no existiese vinculación entre el anterior arrendatario y el nuevo.

Con la Ley 16/2007, de 4 de julio, desaparece el apartado 5.b) del artículo 11 del TRLIS relativo a los derechos de traspaso, que pasan a regirse por la regulación general para amortización de los intangibles, que hemos visto anteriormente, artículo 11.4 del TRLIS, que señala que serán deducibles con el límite anual máximo de la décima parte de su importe si son dotaciones efectuadas en el inmovilizado intangible con vida útil definida siempre que se haya adquirido por precio y a una entidad no forme parte de un grupo de sociedades (artículo 42 C. de C.).

Ejemplo:

La sociedad A adquiere al arrendatario B el derecho de traspaso de un local comercial sito en una calle céntrica de una localidad para aperturarlo como tienda al menor de prendas para caballero, pactando por el derecho de traspaso la cantidad de 200.000 €, 160.000 que paga al arrendatario y 40.000 que satisface al propietario del local. El derecho al arriendo tendrá una duración de 8 años, que era el tiempo que le quedaba al anterior arrendatario antes de la finalización del contrato de arriendo.

A la adquisición del derecho de traspaso contabilizará así:



	200.000,00
	205
	DERECHOS DE TRASPASO
	

	

	




	36.000,00
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	

	

	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	236.000,00




Y por la amortización lo hará así:



	25.000,00
	680
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE DERECHOS DE TRASPASO
	2805
	25.000,00



	

	

	[200.000 x (100:8) : 100]
	

	





La dotación es correcta porque aunque, en principio, la amortización del inmovilizado intangible no puede sobrepasar el 10 por 100 anual, tampoco puede exceder el tiempo de amortización del período de duración que le reste al contrato de arrendamiento.

6.5.  Marcas

Teniendo en cuenta que la norma 5ª.1 de valoración de ambos planes contables señala textualmente que "En ningún caso se reconocerán como inmovilizados intangibles los gastos ocasionados con motivo del establecimiento, las marcas, cabeceras de periódicos o revistas, los sellos o denominaciones editoriales, las listas de clientes u otras partidas similares, que se hayan generado internamente", resultaría, en principio, inútil hablar de la amortización de unas marcas que no se activan.

Creemos que las marcas aunque al ser adquiridas a terceros se reconociesen contablemente conforme lo establecido en el Marco Conceptual de la Contabilidad, de acuerdo con la NRV 5ª.1 de ambos planes contables se trata de activos intangibles de vida indefinida por lo que no deben ser objeto de amortización contable. El artículo 11 del TRLIS dedicado a las amortizaciones, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, ya no recoge, a diferencia de la anterior redacción, la amortización de las marcas.

6.6.  Programas de ordenador

Los programas de ordenador que cumplan los requisitos establecidos para el reconocimiento contable de un intangible, al tratarse de un inmovilizado definido serán objeto de amortización.

Contablemente se amortizan igual que los gastos de desarrollo, es decir, durante su vida útil, que, en principio se presume, salvo prueba en contrario, no es superior a cinco años.

En ningún caso podrán figurar en el activo los gastos de mantenimiento de la aplicación informática.

Coloquialmente a los programas de ordenador se les denomina con la palabra inglesa "software" y habitualmente la empresa no tiene la propiedad de los mismos, sino únicamente la posibilidad de utilizarlos mediante el pago de una contraprestación a la casa propietaria del "software". Las cantidades satisfechas por este derecho de uso se contabilizan, en la cuenta 206. Aplicaciones informáticas y disponen en la tabla (37)  publicada como anexo del RIS de un coeficiente máximo de amortización anual del 33 por 100 y un período máximo de amortización de 6 años, lo que supone un coeficiente "mínimo" de amortización de 16,66 por 100. En la práctica las empresas suelen aplicar el coeficiente máximo, por lo obsoletos que suelen quedarse los programas de ordenador en breve plazo.

6.7.  Otros bienes del inmovilizado intangible

6.7.1.  Concesiones administrativas

El PGC, al igual que el PGC/PYMES, únicamente trata de las concesiones administrativas en la NRV 6ª.g) en el apartado de otros inmovilizados intangibles, permitiendo que se reconozcan cuando cumplan los criterios marcados en el Marco Conceptual de la Contabilidad y los requisitos especificados en las normas de registro y valoración, debiendo ser objeto de amortización, como inmovilizado intangible definido, durante su vida útil con el límite del período de la concesión en el que se presupone generará ingresos.

Contablemente, además, se debe reflejar la pérdida por deterioro, correspondiente al importe que, al finalizar la concesión quedará pendiente de amortizar según tablas, lo que supone la pérdida efectiva que el concesionario va a sufrir en el momento de la reversión de los activos (a no ser que ese deterioro se lleve a pérdidas anualmente en la parte correspondiente).

El TRLIS sin mencionar expresamente a las concesiones -pero amparándolas- permite su amortización con el límite anual de la décima parte del importe satisfecho por ellas y siempre que tuvieran una vida útil definida. El mismo criterio sigue el TRLIS para los restantes elementos del inmovilizado intangible no mencionados expresamente.

El problema puede radicar en aquellos supuestos en los que la corrección obligue a la realización de unos activos que deben revertir al finalizar la concesión, y que contablemente deben amortizarse dentro de su vida útil que puede ser inferior al período de amortización de acuerdo con la Tabla del RIS. Creemos que en este caso la amortización contable aunque fuese superior a la señalada en el RIS para el bien de que se trate, sería asimismo deducible fiscalmente por corresponder con la depreciación real de los bienes objeto de la reversión, dado que este sistema está autorizado por el TRLIS.

Ha desaparecido en los PPGGCC la cuenta de pasivo denominada "fondo de reversión", que se trataba en el subgrupo 14 de las provisiones, porque de acuerdo con la normativa contable al tenerse que efectuar su amortización dentro de su vida útil, el bien debe estar amortizado totalmente en el momento de la reversión a la Administración.

Ejemplo:

La sociedad A obtiene la concesión administrativa por el municipio X, durante el plazo de 30 años, para la explotación de un parking subterráneo para plazas de garaje, que deberá construir la empresa concesionaria a sus expensas y cuyo costo se eleva a la cifra de 1.803.036,40 €. En el supuesto no se tiene en cuenta el IVA.



	1.803.036,40
	2023
	CONSTRUCCIONES A REVERTIR
	

	

	




	

	

	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	1.803.036,40




La cuenta 2023 no está prevista en los PPGGCC.



	1.803.036,40
	




	- 1.590.276,00
	Amortización técnica tipo mínimo



	212.760,40
	: 30 = 7.092,01




En consecuencia, cada año efectuaremos la siguiente contabilización:



	53.009,20
	680
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	280
	53.009,20



	

	

	Amortización acumulada de concesiones administrativas
	

	





En este ejemplo hemos calculado que la generación de ingresos se produciría por una cuantía similar en cada uno de los ejercicios de la concesión, lo cual tal vez no sea el supuesto más lógico. En el caso de que se prevea una generación de ingresos de distintos importes anuales, la dotación a la amortización durante el período de la concesión deberá acompasarse a los ingresos previstos. Veámoslo.

Ejemplo:

Mismos datos del ejemplo anterior.



	Ingresos previstos
	




	1er año
	392.182,60



	2º año
	487.318,22



	siguientes (para no alargar el supuesto)
	5.840.318,00



	Total
	6.719.818,82




La amortización sería conveniente acompasarla en la misma proporción de los ingresos, porque aunque haya desaparecido de la normativa contable el principio de correlación de ingresos y gastos, sigue teniendo el concepto de "criterio contable".

6.7.2.  Derechos de emisión de gases de efecto invernadero

De acuerdo a la Resolución del ICAC, de 8 de febrero de 2006, por la que se aprueban normas para el registro, valoración e información de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero, esos derechos se contabilizan como un inmovilizado en una cuenta no prevista ni en el PGC de 1990 ni en el PGC de 2007 (ver capítulo III de este libro sobre valoración del inmovilizado). De acuerdo a la mencionada resolución del ICAC, los derechos de emisión contabilizados no son objeto de amortización, aunque si de provisiones (ver capítulo V de este libro). El nuevo Plan General Contable no recoge los derechos de emisión de gases de efecto invernadero no hablando, en consecuencia de su amortización (a pesar de que el primer borrador del Plan si los recogía). Se espera una nueva Resolución del ICAC sobre el tema.

7.  CAMBIOS DE ESTIMACIONES Y DE CRITERIOS CONTABLES EN MATERIA DE AMORTIZACIONES

La NRV 22ª del PGC y la NRV 21ª del PGC/PYMES, que tienen la misma redacción, recogen con carácter general -aplicable por tanto a las amortizaciones- el efecto de los cambios de estimaciones contables como consecuencia de información adicional, mayor experiencia o conocimientos de nuevos hechos que afecten, en este caso a las amortizaciones futuras y que no obligan a modificar las cuentas anuales de ejercicios pasados sino tenerlo en cuenta en el ejercicio de cambio de estimación y en los futuros. A diferencia de los cambios de criterios contables -de amortización entre ellos- que en virtud del principio de uniformidad obligarían a aplicarlos de forma retroactiva desde el ejercicio más antiguo de que se disponga información, lo que se convertiría en una verdadera "prueba diabólica" para los servicios contables.

Si el cambio contable deviene en mayores amortizaciones la empresa contabilizará así:



	

	113
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	

	

	




	

	

	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	





Y si origina menos amortizaciones, lo hará así:



	

	281
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	

	

	




	

	

	a
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	113
	





Todo ello sin perjuicio de que la mayor o menor amortización del ejercicio pueda dar lugar, según que casos, a un ajuste extracontable positivo al resultado contable.

La NRV 2ª del PGC relativa al inmovilizado material, regula que "los cambios que, en su caso, pudieran originarse en el valor residual, la vida útil y el método de amortización de un activo, se contabilizarán como cambios en las estimaciones contables, salvo que se tratara de un error".

8.  TABLA DE COEFICIENTES DE AMORTIZACIÓN

NOTA IMPORTANTE: Amortización acelerada.

Para las adquisiciones de activos nuevos realizadas entre el 1 de enero de 2003 y el 31 de diciembre de 2004, los coeficientes de amortización lineales máximos establecidos en las tablas de coeficientes de amortización se entenderán sustituidos en todas las menciones a ellos realizadas, por el resultado de multiplicar aquellos por 1,1. El nuevo coeficiente será aplicable durante la vida útil de los activos nuevos adquiridos en el período antes indicado (artículo duodécimo de la Ley 36/2003, de 11 de noviembre).

División 0. Agricultura, ganadería y pesca

AGRUPACIÓN 01. PRODUCCIÓN AGRÍCOLA



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período máximo

-

Años






	Grupo 011. Explotación agrícola y ganadera
	

	




	1.
	Obras de acondicionamiento, riego y drenaje:
	

	




	

	a) Red de acequias y desagües de obras de fábrica
	8
	25



	

	b) Red de distribución subterránea con tubería
	6
	34



	

	c) Diques, albercas, depósitos elevados y estanques de evaporación
	4
	50



	2.
	Maquinaria pesada para movimiento de tierras:
	

	




	

	Se aplicarán los coeficientes de la agrupación 51.
	

	




	3.
	Máquinas y aperos para preparación del terreno:
	

	




	

	a) Subsoladoras, arados de todas clases y rodillos apisonantes
	10
	20



	

	b) Despedregadoras, rotocultores y desbrozadoras
	12
	18



	4.
	Máquinas abonadoras, sembradoras y carros pulverizadores
	12
	18



	5.
	Maquinaria para selección y desinfección de semillas, espolvoreadores y pulverizadores con motor y equipos para tratamientos de plagas en general
	15
	14



	6.
	Instalaciones y equipos de riego
	10
	20



	7.
	Máquinas de recolección
	12
	18



	8.
	Remolques
	10
	20



	9.
	Tractores y sus accesorios
	12
	18



	10.
	Restante maquinaria de las explotaciones agrarias no comprendidas en los anteriores
	12
	18



	11.
	Útiles y aperos de labranza no especificados en los anteriores apartados
	25
	8



	12.
	Instalaciones para cultivos protegidos:
	

	




	

	a) Estructura alambre y madera
	15
	14



	

	b) Estructura alambre y hierro
	12
	18



	

	c) Estructura de hierro y cristal o similar
	8
	25



	13.
	Ganado vacuno, porcino, ovino y caprino
	16
	14



	14.
	Ganado equino y frutales no cítricos
	8
	25



	15.
	Frutales cítricos y viñedos
	4
	50



	16.
	Olivar
	2
	100



	Grupo 012. Manipulación y envasado de frutos, hortalizas y plantas
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones de descarga, elevación y transporte interior, de preparación, descascarado, lavado, secado, encerado, cepillado, selección y calibrado
	12
	18



	2.
	Maquinaria e instalaciones de empaquetado, empapelado, marcado, envasado, apilado y plegado
	10
	20



	Grupo 013. Desecación de frutos, hortalizas y tubérculos
	

	




	1.
	Secaderos
	7
	30



	2.
	Maquinaria e instalaciones de preparación, selección, lavado, secado mecánico y molienda
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones de envasado y empaquetado
	10
	20





AGRUPACIÓN 02. EXPLOTACIONES INDUSTRIALES DE PRODUCCIÓN AVÍCOLA-LECHERA



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Molinos de piensos y maquinaria e instalaciones de preparación de alimentos
	10
	20



	2.
	Instalaciones de distribución de alimentos, de puesta, registro, crianza y recría
	12
	18



	3.
	Instalaciones incubadoras
	10
	20



	4.
	Instalaciones de clasificación y pesaje
	10
	20



	5.
	Segadoras-hileradoras
	12
	18



	6.
	Tractores
	12
	18



	7.
	Accesorios del tractor
	12
	18



	8.
	Instalaciones de ordeño
	15
	14





AGRUPACIÓN 03. PESCA



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	Grupo 031. Pesca marítima con buques y almadrabas
	

	




	1.
	Embarcaderos e instalaciones de carga y descarga
	6
	34



	2.
	Buques de pesca
	10
	20



	3.
	Aparatos localizadores de pesca, detectores, telefonía, radiogoniómetros y radar
	18
	12



	4.
	Aparejos de pesca
	25
	8



	5.
	Maquinaria e instalaciones para la preparación y manipulado del pescado y sus derivados
	12
	18



	Grupo 032. Explotaciones cetáreas, ostrícolas y viveros
	

	




	1.
	Instalaciones flotantes para criaderos
	8
	25



	2.
	Compuertas y parrillas en viveros
	10
	20



	3.
	Instalaciones para la preparación y manipulado de crustáceos y moluscos
	12
	18



	4.
	Utensilios de arranque, cuerda de esparto y similares
	25
	8



	Grupo 033. Secado, salazón y ahumado del pescado
	

	




	1.
	Secaderos
	7
	30



	2.
	Maquinaria e instalaciones de limpieza, preparación y primera elaboración del pescado
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones de desecación y ahumado
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones de envasado, cierre, empaquetado y embalado
	10
	20





División 1. Energía y agua

AGRUPACIÓN 11. EXTRACCIÓN, PREPARACIÓN, AGLOMERACIÓN DE COMBUSTIBLES SÓLIDOS Y COQUERÍAS



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	Grupo 111. Minas a cielo abierto
	

	




	1.
	Terrenos dedicados exclusivamente a escombreras
	4
	50



	2.
	Infraestructura y obras mineras especializadas
	7
	30



	3.
	Excavadora de rodetes e instalaciones anexas
	15
	14



	4.
	Apiladoras e instalaciones anexas
	10
	20



	5.
	Cintas transportadoras
	10
	20



	6.
	Maquinaria de mina: tractores orugas, excavadoras, palas y camiones de mina
	20
	10



	7.
	Maquinaria para perforación y sondeo
	30
	8



	8.
	Maquinaria e instalaciones auxiliares de minas
	10
	20



	9.
	Autocamiones
	20
	10



	Grupo 112. Minas subterráneas
	

	




	1.
	Terrenos dedicados exclusivamente a escombreras
	4
	50



	2.
	Infraestructura y obras mineras especializadas
	7
	30



	3.
	Maquinaria e instalaciones auxiliares de minas
	10
	20



	4.
	Maquinaria e instalaciones de compresión, trituración y clasificación
	15
	14



	5.
	Instalaciones para relleno
	12
	18



	6.
	Instalaciones de ventilación
	12
	18



	7.
	Instalaciones de aire comprimido
	12
	18



	8.
	Desagües de minas
	12
	18



	9.
	Instalaciones de transporte sobre raíles:
	

	




	

	a) Vías
	7
	30



	

	b) Vagonetas, volquetes y demás elementos de carga
	10
	20



	

	c) Equipos de tracción
	8
	25



	10.
	Autocamiones
	20
	10



	Grupo 113. Plantas de tratamiento, concentración y depuración de minerales
	

	




	1.
	Terrenos dedicados exclusivamente a escombreras
	4
	50



	2.
	Maquinaria e instalaciones para el transporte de mineral
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para separación y tratamiento primario
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones de trituración, molienda y clasificación
	15
	14



	5.
	Maquinaria e instalaciones auxiliares
	10
	20



	6.
	Autocamiones
	20
	10





AGRUPACIÓN 12. EXTRACCIÓN DE PETRÓLEO Y GAS NATURAL



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Maquinaria e instalaciones para trabajos de perforación:
	

	




	

	a) Sonda perforadora, bombas de expulsión, grupos motrices
	12
	18



	

	b) Castillete-mástil
	10
	20



	

	c) Varillaje de perforación
	20
	10



	2.
	Maquinaria e instalaciones de extracción y producción
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones de flujo y redes colectoras
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones de separación y tratamiento primario
	12
	18



	5.
	Maquinaria e instalaciones de almacenamiento
	10
	20



	6.
	Tanques y depósitos
	8
	25



	7.
	Maquinaria e instalaciones de bombeo, medida, evacuación, de recuperación secundaria y terciaria e instalaciones anexas a las anteriores
	10
	20



	8.
	Plataformas marinas
	10
	20



	9.
	Buques de perforación y producción
	10
	20



	10.
	Torre y subestructura
	10
	20



	11.
	Instalaciones de transporte de hidrocarburos por canalización
	10
	20





AGRUPACIÓN 13. REFINO DE PETRÓLEO



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período máximo

-

Años






	1.
	Unidades de destilación, craqueo y reformado
	12
	18



	2.
	Unidades de desulfuración, polimerización, lubricantes, asfaltos y similares
	12
	18



	3.
	Calcinadoras de coque
	12
	18



	4.
	Unidades de tratamiento
	12
	18



	5.
	Unidades de mezcla y dosificadores
	10
	20



	6.
	Redes de distribución y transporte de fluidos
	8
	25



	7.
	Unidades de bombeo
	10
	20



	8.
	Unidades de almacenamiento
	5
	40





AGRUPACIÓN 14. TRANSPORTE POR OLEODUCTO DE PRODUCTOS PETROLÍFEROS Y SU ALMACENAMIENTO



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período máximo

-

Años






	1.
	Instalaciones marítimas:
	

	




	

	a) Superestructura y pilotes
	4
	50



	

	b) Equipos e instalaciones mecánicas
	12
	18



	

	c) Líneas de conducción
	8
	25



	2.
	Oleoductos:
	

	




	

	a) Líneas de conducción y su infraestructura
	8
	25



	

	b) Estaciones de bombeo y terminales de recepción
	10
	20



	3.
	Tanques de almacenamiento, sus cubetos de retención y su infraestructura
	5
	40



	4.
	Equipos de bombeo en instalaciones de almacenamiento
	10
	20



	5.
	Líneas de conducción de productos y de vapor para calentamiento de fueles en instalaciones de almacenamiento
	8
	25



	6.
	Red de drenaje de tanques
	4
	50



	7.
	Separadores de hidrocarburos, unidades de recuperación de vapores y otras instalaciones anticontaminantes
	15
	14



	8.
	Cargaderos de camiones o vagones-cisterna:
	

	




	

	a) Equipos electrónicos para automatización o regulación del proceso de carga
	15
	14



	

	b) Instalación y equipos para aditivación
	12
	18



	

	c) Equipo mecánico y otro
	12
	18



	9.
	Camiones para transporte de productos petrolíferos:
	

	




	

	a) Cabezas tractoras de tráilers
	18
	12



	

	b) Semirremolques o cisternas de tráilers
	12
	18



	

	c) Camiones-cisterna rígidos
	15
	14





AGRUPACIÓN 15. PRODUCCIÓN, TRANSPORTE Y DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y GAS



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período máximo

-

Años






	Grupo 151. Producción, transporte y distribución de energía eléctrica
	

	




	1.
	Centrales hidráulicas, de bombeo y mixtas:
	

	




	

	Obra civil
	3
	68



	

	Equipamiento electromecánico
	5
	40



	2.
	Centrales térmicas
	7
	30



	3.
	Centrales nucleares, incluidos los terrenos ocupados en la zona bajo control del explotador
	5
	40



	4.
	Centrales eólicas
	8
	25



	5.
	Centrales experimentales
	10
	20



	6.
	Líneas de transporte
	5
	40



	7.
	Subestaciones:
	

	




	

	a) Convencionales
	5
	40



	

	b) Blindadas
	3
	68



	8.
	Reparto y distribución
	4
	50



	9.
	Aparatos de medida
	7
	30



	10.
	Instalaciones de despacho de maniobra
	10
	20



	11.
	Otras instalaciones técnicas
	8
	25



	Grupo 152. Producción, transporte y distribución de gas
	

	




	1.
	Instalaciones de producción y regasificación:
	

	




	

	a) Instalaciones de carga y descarga
	8
	25



	

	b) Depósitos de almacenamiento
	5
	40



	

	c) Instalaciones de vaporización
	10
	20



	

	d) Líneas de fabricación
	12
	18



	2.
	Instalaciones de transporte y distribución:
	

	




	

	a) Redes de transporte y distribución
	5
	40



	

	b) Estaciones de regulación y medida
	5
	40



	

	c) Instalaciones de medida y control
	12
	18



	

	d) Depósitos metálicos de distribución
	8
	25



	

	e) Aparatos surtidores de gases licuados de petróleo
	12
	18



	

	f) Reguladores de presión
	10
	20





AGRUPACIÓN 16. CAPTACIÓN, DEPURACIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE AGUA



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Obras hidráulicas:
	

	




	

	Obra civil
	3
	68



	

	Equipamiento electromecánico
	5
	40



	2.
	Depósitos y tanques
	4
	50



	3.
	Red de distribución
	6
	34



	4.
	Instalaciones elevadoras
	10
	20



	5.
	Instalaciones de filtraje
	7
	30



	6.
	Instalaciones depuradoras por cloración
	10
	20



	7.
	Instalaciones complementarias mecánicas y eléctricas
	6
	34





División 2. Extracción y transformación de minerales no energéticos y productos derivados de la industria química

AGRUPACIÓN 21. EXTRACCIÓN Y PREPARACIÓN DE MINERALES METÁLICOS

Se aplicarán los coeficientes de la Agrupación 11.

AGRUPACIÓN 22. PRODUCCIÓN Y PRIMERA TRANSFORMACIÓN DE METALES



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Hornos altos, hornos de cok, hornos de acero y otras instalaciones análogas
	10
	20



	2.
	Instalaciones fijas y trenes de laminación con sus elementos complementarios
	10
	20



	3.
	Instalaciones de colada continua
	10
	20



	4.
	Autocamiones
	20
	10





AGRUPACIÓN 23. EXTRACCIÓN Y PREPARACIÓN DE MINERALES NO METÁLICOS Y ENERGÉTICOS

Se aplicarán los coeficientes de la Agrupación 11.

AGRUPACIÓN 24. INDUSTRIAS DE PRODUCTOS MINERALES NO METÁLICOS



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	Grupo 241. Yacimientos y canteras
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para trabajos de cantera o yacimiento: draga, excavadora, palas mecánicas, tractores orugas, camiones de construcción y similares:
	

	




	

	a) Sobre neumáticos
	15
	14



	

	b) Sobre orugas
	18
	12



	2.
	Sondas, equipos de arrastre, cintas de transporte, elevadores, grúas y bombas aspirantes de arenas y gravas
	12
	18



	3.
	Instalaciones de transporte aéreo en canteras o yacimientos
	8
	25



	4.
	Instalaciones de transporte sobre raíles en canteras o yacimientos:
	

	




	

	a) Vías
	7
	30



	

	b) Vagonetas, volquetes y demás elementos de carga
	10
	20



	

	c) Equipos de tracción
	8
	25



	5.
	Maquinaria e instalaciones de compresión, trituración, clasificación, secado, calcinado, enfriado, aserrado y corta
	15
	14



	6.
	Silos de construcción permanente
	7
	30



	7.
	Maquinaria y equipos para envasado y expedición
	10
	20



	Grupo 242. Fabricación de cemento, cales, yesos y escayolas
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para trabajos en cantera:
	

	




	

	Se aplicarán los coeficientes del grupo 241.
	

	




	2.
	Instalaciones de transporte de cantera a fábrica:
	

	




	

	Se aplicarán los coeficientes del grupo 241.
	

	




	3.
	Maquinaria e instalaciones de preparación, trituración y molienda
	12
	18



	4.
	Hornos y sus anexos
	10
	20



	5.
	Maquinaria e instalaciones mezcladoras, agitadoras, secadoras, de aspiración y similares.
	12
	18



	6.
	Instalaciones de:
	

	




	

	a) Silos
	7
	30



	

	b) Tanques
	5
	40



	7.
	Vehículos de transporte pesado
	20
	10



	8.
	Excavadoras y palas mecánicas
	12
	18



	Grupo 243. Fabricación de derivados del cemento y manufacturas de yeso
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones de preparación, triturado, tamizado y mezcla
	12
	18



	2.
	Maquinaria e instalaciones prensadoras, inyectoras, vibradoras, centrifugadoras, moldeadoras y pulimentadoras
	12
	18



	Grupo 244. Manufacturas de piedras naturales, mármoles y molienda de piedras, tierras y arenas
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones excavadoras, palas mecánicas, de extracción, carga y transporte interno, trituración de piedra, tierras y arenas:
	

	




	

	Se aplicarán los coeficientes del grupo 241.
	

	




	2.
	Maquinaria e instalaciones de aserrado, fresado, cepillado y pulimentado de piedras y mármoles
	12
	18



	Grupo 245. Fabricación de productos cerámicos
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para los trabajos y transporte interior en canteras y yacimientos:
	

	




	

	Se aplicarán los coeficientes de grupo 241.
	

	




	2.
	Maquinaria e instalaciones de transporte de cantera a fábrica:
	

	




	

	Se aplicarán los coeficientes del grupo 241.
	

	




	3.
	Maquinaria e instalaciones trituradoras, tamizadoras, mezcladoras, centrifugadoras, amasadoras, pulverizadoras, dosificadoras, purificadoras, laminadoras, cortadoras, moldeadoras, prensadoras, y similares
	12
	18



	4.
	Hornos y sus anexos
	10
	20



	5.
	Maquinaria e instalaciones de esmaltado, vitrificado, pulido, decorado y acabado, de carga automática, secado, calentamiento de aire y acabado
	12
	18



	6.
	Maquinaria e instalaciones de envasado, embalado y flejado
	10
	20



	7.
	Cobertizos y tinglados para desecación
	7
	30



	Grupo 246. Fabricación y manufactura de vidrio
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones de trituración, molienda, tamizado y mezclado
	12
	18



	2.
	Hornos y sus anexos
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para la producción de vidrio plano, hueco, prensado, fibra de vidrio y lanas minerales
	12
	18



	4.
	Maquinaria para la elaboración, tratamiento y manipulación de vidrio y productos de fibras y lanas minerales
	10
	20



	5.
	Instalaciones de elaboración, manipulación y transformación de productos terminados
	10
	20



	6.
	Maquinaria e instalaciones de empaquetado, envasado y flejado
	10
	20



	7.
	Maquinaria e instalaciones de ensamblado de vidrio y otros materiales para construcción y automóviles
	10
	20





AGRUPACIÓN 25. INDUSTRIAS QUÍMICAS Y FARMACÉUTICAS



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Instalaciones de fabricación de ácidos inorgánicos
	15
	14



	2.
	Instalaciones de electrolisis y electrosíntesis
	15
	14



	3.
	Hornos reactores para síntesis inorgánicas
	15
	14



	4.
	Hornos reactores para fusión
	15
	14



	5.
	Instalaciones de síntesis orgánicas a altas presiones y/o temperaturas
	15
	14



	6.
	Instalaciones de cloración, nitración y sulfonación
	15
	14



	7.
	Otras instalaciones específicas y maquinaria operativa para procesos químicos
	12
	18



	

	a) Instalaciones de fabricación de lejías.
	

	




	

	b) Instalaciones de fabricación de detergentes sintéticos.
	

	




	

	c) Instalaciones de fabricación de explosivos y pólvoras.
	

	




	

	d) Instalaciones de fermentación.
	

	




	

	e) Instalaciones de pirogeneración.
	

	




	

	f) Hornos, calderas y tostaderos y secaderos con calefacción directa o indirecta.
	

	




	

	g) Instalaciones de síntesis.
	

	




	

	h) Instalaciones de fabricación de colorantes y lacas.
	

	




	

	i) Hornos de fabricación de pigmentos y colorantes.
	

	




	

	j) Calderas de reactores de fabricación de barnices.
	

	




	

	k) Instalaciones para las demás reacciones.
	

	




	8.
	Instalaciones de destilación y rectificación
	12
	18



	9.
	Concentradores, evaporadores, extractores y cristalizadores
	12
	18



	10.
	Mezcladores cerrados y abiertos operativos con negro de carbono y productos abrasivos en la industria del caucho
	12
	18



	11.
	Unidades de almacenamiento
	5
	40



	12.
	Instalaciones de fabricación de detonadores encendedores, pistones, mechas y similares
	12
	18



	13.
	Instalaciones de fabricación y carga cartuchos de caza
	12
	18



	14.
	Instalaciones de calandrado, impregnación, compresión, inyección, soplado, inyección- soplado, expansión, espumación, termoconformado, enrollamiento de filamentos, extrusión y colada
	12
	18



	15.
	Instalaciones de papel carbón, engomado y similares
	12
	18



	16.
	Instalaciones específicas para transformaciones físicas o trabajos mecánicos
	10
	20



	

	a) Instalaciones de mezcla, trituración, molienda y amasado.
	

	




	

	b) Instalaciones de confección de artículos de pirotecnia.
	

	




	

	c) Instalaciones de fabricación de cerillas fosfóricas.
	

	




	

	d) Instalaciones de regeneración de materias plásticas.
	

	




	

	e) Instalaciones de precipitación, lavado, filtración y secaderos para pigmentos.
	

	




	

	f) Mezcladores, empastadoras y molinos para pigmentos, pinturas y tintas.
	

	




	

	g) Instalaciones de tratamiento de aceite de pescado y la preparación de lanolina, suitina, estearina y grasas animales.
	

	




	

	h) Instalaciones de fusión de grasas y ceras.
	

	




	17.
	Maquinaria e instalaciones de dosificación, envasado y cierre
	10
	20





División 3. Industrias transformadoras de los metales

AGRUPACIÓN 31. FABRICACIÓN DE PRODUCTOS METÁLICOS (EXCEPTO MATERIAL DE TRANSPORTE)



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Instalaciones para fundición y forja, fraguas y cubilotes
	10
	20



	2.
	Instalaciones para tratamientos térmicos y revestimientos metálicos
	12
	18



	3.
	Máquinas herramientas, máquinas de cortar, doblar y curvar chapa y barras y máquinas que producen deformaciones sin corte ni arranque
	12
	18



	4.
	Hornos, estufas y calderas
	10
	20



	5.
	Comprensores y equipos auxiliares
	12
	18



	6.
	Prensas y equipos auxiliares
	12
	18



	7.
	Equipos de soldadura y aparellaje
	15
	14





AGRUPACIÓN 32. CONSTRUCCIÓN DE MAQUINARIA Y MATERIAL ELÉCTRICO

Se aplicarán los coeficientes de la Agrupación 31.

AGRUPACIÓN 33. FABRICACIÓN DE MATERIAL ELÉCTRICO



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Equipos de fuerza e instalaciones de energía
	10
	20



	2.
	Instalaciones de transmisiones
	12
	18



	3.
	Instalaciones y equipos de conmutación analógica y digital
	12
	18



	4.
	Cabinas y centralitas
	12
	18



	5.
	Sistemas de alimentación ininterrumpida
	25
	8



	6.
	Equipos de prueba
	25
	8



	7.
	Procesadores de comunicaciones
	12
	18





AGRUPACIÓN 34. CONSTRUCCIÓN DE VEHÍCULOS AUTOMÓVILES Y SUS PIEZAS DE REPUESTO



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Pistas de ensayo y prueba (excluido el terreno)
	7
	30



	2.
	Superficies de almacenamiento sin cubrir (excluido el terreno)
	5
	40



	3.
	Instalaciones para fundición y forja, fraguas y cubilotes
	10
	20



	4.
	Instalaciones para tratamientos térmicos y revestimientos metálicos
	12
	18



	5.
	Líneas de embutición, corte, conformación, soldadura y mecanizado
	15
	14



	6.
	Maquinaria e instalaciones para aplicación y preparación de pinturas
	12
	18



	7.
	Transportadores y sistemas de alimentación y evacuación de piezas
	12
	18



	8.
	Contenedores de transporte interno
	15
	14



	9.
	Maquinaria y equipos de bancos de ensayo y aparatos de medida
	15
	14



	10.
	Útiles y herramientas, moldes y matrices y maquetas de control
	33
	6





AGRUPACIÓN 35. CONSTRUCCIÓN AERONÁUTICA Y NAVAL, REPARACIÓN Y MANTENIMIENTO DE BUQUES Y AERONAVES



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Instalaciones industriales fijas de procesos productivos: calderas, hornos, autoclaves, estufas depuradoras y similares
	10
	20



	2.
	Instalaciones industriales de procesos de tratamientos superficiales: baños, fresado, químico, chorreado
	12
	18



	3.
	Máquinas de mecanizado
	12
	18



	4.
	Instalaciones de montaje: gradas, calibres y similares
	10
	20



	5.
	Equipos de inspección no destructiva
	15
	14



	6.
	Instalaciones y equipos para ensayos de homologación
	25
	8



	7.
	Aeronaves en demostración
	18
	12





AGRUPACIÓN 36. CONSTRUCCIÓN DE OTRO MATERIAL DE TRANSPORTE

Se aplicarán los coeficientes de la Agrupación 35.

AGRUPACIÓN 37. FABRICACIÓN DE INSTRUMENTOS DE PRECISIÓN ÓPTICA Y SIMILARES



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Prensas, trefiladoras y bombos de pulimentar
	12
	18



	2.
	Configuradoras de cercos y soldadores
	12
	18



	3.
	Fresadoras, taladradoras, maquinaria de recubrimiento y electroerosión
	12
	18



	4.
	Hornos, estufas y calderas
	10
	20



	5.
	Desbastadoras, pulidoras, biseladoras y similares
	12
	18





División 4. Otras industrias manufactureras

AGRUPACIÓN 41. INDUSTRIAS DE PRODUCTOS ALIMENTICIOS Y BEBIDAS



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	Grupo 411. Industrias de productos alimenticios
	

	




	1.
	Recintos frigoríficos
	8
	25



	2.
	Maquinaria e instalaciones de recepción:
	

	




	

	a) Equipos de registro y medición
	12
	18



	

	b) Depósitos y tanques
	7
	30



	

	c) Extracción, separación, selección, cribado, cernido, colado, desodorización, disolución, granulación, prepurificación, purificación, destilación, lavado, secado, escurrido, filtrado, limpiado y asimilados
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones de producción:
	

	




	

	a) Moldeado, cortado, triturado, prensado, machacado, molido, pelado y picado
	12
	18



	

	b) Desdoblamiento, hidrogenado, enriquecido, refinado, pulverizado, desecado, inyectado, vaporizado y fermentado
	12
	18



	

	c) Tratamiento por aire, frío industrial
	12
	18



	

	d) Cocción, cremación, freiduría, esterilización, pasteurización, tostado, concentración, centrifugado y cortado
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones de envasado
	10
	20



	5.
	Envases y embalajes para la distribución
	20
	10



	6.
	Arcones frigoríficos móviles, máquinas expendedoras y otros equipos móviles de venta
	20
	10



	7.
	Maquinaría e instalaciones de cocina
	18
	12



	Grupo 412. Industrias de bebidas
	

	




	1.
	Bodegas y cavas
	3
	68



	2.
	Recintos frigoríficos
	8
	25



	3.
	Maquinaria e instalaciones de recepción:
	

	




	

	a) Equipos de registros y medición
	12
	18



	

	b) Depósitos y tanques
	7
	30



	

	c) Separación, selección, clasificación, colado, desodorización, disolución, purificación, lavado, escurrido, filtrado, limpiado y asimilados
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones de elaboración:
	

	




	

	Molienda, triturado, mezclado, macerado, prensado, gaseado, tratamiento, trasiego, bombeo, centrifugado, manipulado, refrigerado, cocción, fermentación, destilación, rectificación y pasteurizado
	12
	18



	5.
	Maquinaria e instalaciones de embotellado
	10
	20



	6.
	Envases y embalajes para la distribución
	20
	10



	7.
	Arcones frigoríficos móviles, máquinas expendedoras y otros equipos móviles de venta
	20
	10





AGRUPACIÓN 42. TABACO



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	1.
	Secaderos
	7
	30



	2.
	Maquinaria e instalaciones de recepción, transporte interior, secado, corte, tamizado,centrifugado, vacío, vaporización, mezcla, despalillado
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones de elaboración y envasado
	12
	18





AGRUPACIÓN 43. INDUSTRIA TEXTIL



	

	

	
Coeficiente lineal máximo

-

Porcentaje


	
Período

máximo

-

Años






	Grupo 431. Algodón y sus mezclas
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para desmotado mecánico
	10
	20



	2.
	Maquinaria e instalaciones para la hilatura y su preparación
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para el tejido y su preparación
	12
	18



	Grupo 432. Lana y sus mezclas
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para la preparación de la fibra:
	

	




	

	a) Depuración de impurezas vegetales mediante tratamientos ácidos
	12
	18



	

	b) Lavado y peinado
	10
	20



	

	c) Vareo, ahuecado y limpieza de la lana de la colchonería y similares
	10
	20



	2.
	Maquinaria e instalaciones para la hilatura y la preparación
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para el tejido y su preparación
	12
	18



	4.
	Instalaciones auxiliares propias de la actividad
	12
	18



	Grupo 433. Seda natural y sus mezclas
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para obtención de la fibra
	10
	20



	2.
	Maquinaria e instalaciones para el torcido y su preparación
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para el tejido y su preparación
	12
	18



	Grupo 434. Fibras artificiales
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de pastas celulósicas
	12
	18



	2.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de fibras celulósicas
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de fibras sintéticas
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones para la hilatura o torcido y su preparación
	12
	18



	5.
	Maquinaria e instalaciones para tejido y su preparación
	12
	18



	Grupo 435. Fibras duras
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para la preparación de las fibras: agramado, cocido, batamado, rastrillado y similares
	10
	20



	2.
	Maquinaria e instalaciones para la hilatura y torcido
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para la cordelería, trenzado y similares
	10
	20



	4.
	Maquinaria e instalaciones para tejidos de lino y mezclas
	12
	18



	5.
	Maquinaria e instalaciones de tejidos parasacos y arpilleras
	12
	18



	6.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de esteras, capachos y similares
	12
	18



	Grupo 436. Fibras de recuperación
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para el deshilachado de trapos
	12
	18



	2.
	Maquinaria e instalaciones para la hilatura y su preparación
	12
	18



	3.
	Maquinaria e instalaciones para el tejido y su preparación
	12
	18



	Grupo 437. Géneros de punto
	

	




	1.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de tejidos de punto por trama
	12
	18



	2.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de tejidos de punto por urdimbre
	15
	14



	3.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de prendas interiores
	12
	18



	4.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de prendas exteriores
	12
	18



	5.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de medias
	15
	14



	6.
	Maquinaria e instalaciones para la fabricación de calcetines
	15
	14


	Grupo 438. Hilos de coser y para labores
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